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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda subrogante, señor Julio Dittborn Cordua; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Educación, señora Carolina Schmidt Zaldívar.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:31, en presencia de 32 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 85ª y 86ª, ordinarias, en 14 y 15 de enero del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Ocho de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín Nº 9.245-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.


Con los dos siguientes retira la urgencia para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (boletín Nº 9.201-03).



2.- Proyecto que modifica la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín Nº 9.036-07).



--Se tienen presentes los retiros y se manda agregar los documentos a sus respectivos antecedentes.



Con el cuarto retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las observaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín Nº 6.190-19).



Con el quinto hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (boletín Nº 9.201-03).



Con el sexto retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (boletín Nº 8.034-15).



Con el séptimo hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, al proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín Nº 9.245-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín Nº 6.189-06). 



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 de la ley Nº 20.500, solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Pablo Egenau Pérez miembro del Consejo Nacional del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público (boletín Nº S 1.636-05) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero manifiesta que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín Nº 6.189-06).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República, a los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental. 



Con los dos siguientes informa que prestó su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea el Consejo de Estabilidad Financiera (boletín Nº 9.178-05) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto que prorroga cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y modifica ley Nº 19.578 (boletín Nº 9.231-13) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.



Con el último comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (boletín Nº 8.210-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Subsecretario de Justicia subrogante:


Atiende petición, cursada en nombre del Senador señor Frei, relativa a suministrar la nómina completa de los indultos y beneficios carcelarios otorgados desde marzo de 2010 hasta la presente fecha.



De la señora Directora General de Relaciones Económicas Internacionales subrogante:


Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Cantero, tocante a una presentación que hizo la empresa Escapes Santander ante el Punto Nacional de Contacto de Chile para las Líneas Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales, en razón de actuaciones atentatorias que la referida empresa atribuye a Minera Escondida Limitada, entidad operada por BHP Billiton.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Natales:


Remite acta de sesión del concejo municipal que, en relación con la solicitud enviada en nombre del Senador señor Bianchi, abordó la regulación del tránsito en la calle Pedro Montt de esa comuna, con miras a evitar algún perjuicio para el desarrollo productivo de la ciudad.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley Nº 19.995, solicita el acuerdo del Senado para designar a los señores Miguel Andrés Zamora Rendich y Eduardo Aninat Ureta como sus representantes en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego (boletín Nº S 1.635-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.220, que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios (boletín Nº 9.233-01) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Frei, Gómez y Orpis, con la que proponen un proyecto de ley que modifica el Código de Minería en materia de publicaciones en los boletines mineros.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, junto con los miembros de la Comisión de Minería de nuestra Corporación, hemos presentado un proyecto de ley que modifica el Código de Minería en materia de publicaciones en los boletines mineros, de acuerdo al texto de dicho cuerpo legal que rige desde 1983.



La Mesa declaró inadmisible esa iniciativa, razón por la cual solicito que se oficie al Ejecutivo, en nombre del Senado, con el objeto de obtener su patrocinio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeción, se accederá a la solicitud del Senador señor Prokurica.



--Así se acuerda.
)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, les recuerdo que tenemos una variada tabla de Fácil Despacho. 



Además, no debemos olvidar que estamos esperando el informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto que modifica el Título II de ley Nº 19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el período que indica y otorga otros beneficios por retiro para los funcionarios de la ANEF.



Asimismo, me parece que el informe que figura en la Cuenta, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar a los señores Miguel Andrés Zamora Rendich y Eduardo Aninat Ureta sus representantes en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego, dada la urgencia que se le asignó, debemos votarlo hoy día.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así es, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, si le parece a la Sala, se votará la propuesta del Ejecutivo, sin debate, en la tabla de Fácil Despacho.



--Así se acuerda.

V. FÁCIL DESPACHO

CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A SACERDOTE RAMÓN SECO PÉREZ

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción del Senador señor Ruiz-Esquide, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Ramón Seco Pérez, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9187-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador señor Ruiz-Esquide):


En primer trámite, sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.



Informe de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto en general y particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide.



El órgano técnico deja constancia de que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio de la comunidad nacional, se formó la convicción de que el sacerdote Ramón Seco Pérez, por su destacado aporte a las Regiones de Valparaíso, de Biobío y al país en general y por su gran labor pastoral en los más de cuarenta años que lleva en nuestro territorio, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4º del artículo 10 de la Constitución  Política de la República.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Propongo a la Sala abrir la votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación). 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, no quiero alargar la discusión sobre este tema.



Básicamente lo que estamos proponiendo es conceder la nacionalidad chilena, por especial gracia, a tres sacerdotes -Sus Señorías pueden verlo en la tabla de la sesión de hoy- que viven en Chillán y que llegaron a Chile en  la misma época, a partir de los años 60.



El señor Seco es español y arribó a nuestro país a fines de la década de 1960, es decir, hace más de cuarenta años. Llegó a la diócesis de Chillán, asumiendo como párroco en las parroquias cordilleranas.



Lo distintivo de las personas respecto de las cuales solicitamos esta nacionalidad por gracia es su compromiso con los campesinos en la zona cordillerana de mayor abandono de la Región del Biobío. Y en el caso del señor Seco, este también estuvo dedicado básicamente a la formación de jóvenes campesinos, en los más de 40 años de residencia en nuestro país, lo que permitió un fecundo aporte y crecimiento en ese ámbito.



En virtud de lo expuesto, presenté este proyecto, y solicito su aprobación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (23 votos a favor), y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A SACERDOTE ANDRÉS LACALLE ANDRÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Senador señor Ruiz-Esquide, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor Andrés Lacalle Andrés, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9188-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador señor Ruiz-Esquide):



En primer trámite, sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.



Informe de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide).



El órgano técnico deja constancia de que, después de analizar la iniciativa, se cumplen todos los requisitos para otorgar la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor Andrés Lacalle Andrés. 


La Comisión se formó la convicción de que, por su gran aporte a la Octava Región y al país y por su gran labor pastoral, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide para fundamentar su voto.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, se trata de situaciones muy similares. Y, en mérito de los agraciados, solicito que este proyecto se apruebe al igual que en el caso anterior.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (23 votos a favor), y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A SACERDOTE JOSÉ ANTONIO ORTEGA MARTÍN

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Senador señor Ruiz-Esquide, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote señor José Antonio Ortega Martín, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9189-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador señor Ruiz-Esquide):



En primer trámite, sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.



Informe de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Letelier, Orpis y Ruiz-Esquide).



El órgano técnico deja constancia de que, luego de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio de la comunidad nacional, se formó la convicción de que el sacerdote José Antonio Ortega Martín, por su tremendo aporte a la Región del Biobío y al país y por su gran labor pastoral, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide para fundamentar su voto.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, reitero lo que ha señalado el Secretario y las razones que tuvimos para conceder la nacionalidad. El sacerdote Ortega forma parte del grupo de religiosos españoles que llegaron a Chile en la década de 1960.



Desde ya, agradezco al Senado su disposición.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (20 votos a favor), y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

ATRIBUCIÓN A SUBSECRETARIO DE RELACIONES EXTERIORES EN MATERIA DE LITIGIOS JURÍDICOS LABORALES O PREVISIONALES CONTRA CHILE EN EXTRANJERO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, a fin de otorgar al Subsecretario de Relaciones Exteriores atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8853-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 77ª, en 4 de diciembre de 2013.



Informes de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.



Hacienda: sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es conferir al Subsecretario de Relaciones Exteriores la facultad para transigir en conflictos jurídicos laborales o previsionales que afecten al Estado de Chile en el extranjero, estableciendo como requisito un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió esta iniciativa en general y en particular, por ser de artículo único, y la aprobó por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Kuschel, Hernán Larraín, Letelier, Tuma e Ignacio Walker), en los mismos términos en que fue despachada por la Cámara de Diputados.



La Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó el proyecto en los mismos términos en que lo despachó la Comisión de Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar).



El texto que se propone aprobar se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (21 votos afirmativos); por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


DESIGNACIÓN DE SEÑORES MIGUEL ZAMORA RENDICH Y EDUARDO ANINAT URETA EN CONSEJO RESOLUTIVO DE SUPERINTENDENCIA DE CASINOS DE JUEGO

El señor PIZARRO (Presidente).- Según lo resuelto por la Sala, corresponde pronunciarse sin debate sobre el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para designar a los señores Miguel Andrés Zamora Rendich y Eduardo Aninat Ureta como sus representantes en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1635-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 85ª, en 14 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 89ª, en 22 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia prevista en el párrafo segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag), de que en las designaciones propuestas se han cumplido los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la proposición del Ejecutivo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de Su Excelencia el Presidente de la República (20 votos a favor).



Votaron las señoras Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)---------(
El señor PIZARRO (Presidente).- Me informa el señor Secretario General que llegó el informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto que establece incentivos al retiro para los funcionarios públicos (Véase en los Anexos, documento 7).


Si le parece a la Sala, podemos tratarlo de inmediato.

El señor BIANCHI.- Perfecto.

El señor PROKURICA.- Si quiere, señor Presidente, lo votamos altiro.
El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- La idea es que primero el señor Secretario haga la relación del proyecto; que después use de la palabra al señor Presidente de la Comisión de Hacienda, y que en seguida votemos.

VI. ORDEN DEL DÍA
PLAN DE INCENTIVO AL RETIRO PARA FUNCIONARIOS Y TRABAJADORES DE ADMINISTRACIÓN CENTRAL DEL SECTOR PÚBLICO
El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo resuelto por la Sala, corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Título II de ley N° 19.882, que fija condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y otorga otros beneficios por retiro, con informe de la Comisión de Hacienda. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (9228-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 89ª, en 22 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos fundamentales de esta iniciativa se orientan a establecer un plan de incentivo al retiro para los funcionarios y trabajadores de la Administración Central del sector público, que contempla los siguientes instrumentos:



-Bonificación por retiro voluntario de la ley N° 19.882, introduciendo enmiendas en su Título II.



-Bonificación adicional de 395 unidades de fomento para los funcionarios que cumplan con los requisitos de la ley N° 19.882.



-Bono especial de permanencia para los funcionarios de las plantas profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas, y para los asimilados o que reciban la bonificación adicional del decreto ley N° 479, de 1974, y que reciban bonificación adicional.



-Bonificación por antigüedad para los funcionarios que perciban bonificación adicional.



-Bono por trabajos pesados para los funcionarios que, acogiéndose al plan de retiro, se encuentren realizando labores así calificadas.



-Apertura de 200 cupos para funcionarios que puedan percibir excepcionalmente los beneficios por retiro voluntario y bonificación de 395 unidades de fomento.


-Otorgamiento de facultades a los jefes de servicio para solicitar la renuncia de los funcionarios que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 65 años de edad, los hombres, o 60, las mujeres.


La Comisión de Hacienda discutió este proyecto en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez Varela y Zaldívar.



En la discusión particular realizó algunas enmiendas, las cuales se aprobaron por unanimidad.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar, Presidente de la Comisión de Hacienda. Luego de ello se abrirá la votación.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la iniciativa sometida al conocimiento de la Sala del Senado y que fue aprobada por la unanimidad de la Comisión de Hacienda no es otra cosa que la reiteración de otros proyectos, llamados “Bonificación de incentivo al retiro en la Administración Pública”.



Como se ha dicho en varias oportunidades aquí, en este Hemiciclo, las iniciativas de tal índole, en el fondo, constituyen un paliativo -no la solución- para el “daño previsional” que se ha registrado dentro del sector público debido al sistema de pensiones existente, lo que ha llevado a mucha gente a permanecer en sus cargos más allá de la fecha en que podría haber jubilado.



Este proyecto repite aquella fórmula, después de una serie de conversaciones que tuvieron los dirigentes de la ANEF con el Ministro de Hacienda. 



El señor Secretario General hizo una relación de los beneficios establecidos, que paso a explicitar.



Se aumenta a un máximo de 11 meses la bonificación por retiro para hombres y mujeres de la Administración Pública.



Se entrega una bonificación adicional de 395 UF, por una sola vez, al personal que cumpla los requisitos de bonificación por retiro establecidos en la ley N° 19.882, requiriéndose para ello estar afiliado al sistema previsional contemplado en el decreto ley N° 3.500 y acreditar una antigüedad de 20 años de servicios, continuos o discontinuos, en los términos que señala la normativa mencionada. 



Se otorga un bono especial de permanencia para los funcionarios y funcionarias de las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas, beneficio que alcanza a 5 UF por cada año de servicio por sobre 20 años, con tope de 100 UF.



Se concede una bonificación por antigüedad a quienes perciban la bonificación adicional de que hablé anteriormente, la de los 11 meses. Aquel beneficio consiste  en un bono de 10 UF por cada año de servicio por sobre 40 años, con un tope de 100 UF.



Se entrega un bono por trabajos calificados como pesados a los funcionarios y funcionarias que se acojan al plan de incentivo al retiro que se consagra. Dicho beneficio consiste en un pago de 10 UF por cada año de servicio cotizado o certificado como trabajo pesado, con un máximo de 100 UF.



Se abren 200 cupos para los funcionarios y funcionarias que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos los requisitos de edad exigidos para percibir la bonificación por retiro voluntario, al objeto de acceder excepcionalmente a los beneficios por retiro voluntario y a las 395 UF. En caso de haber más de 200 postulantes, se priorizará de acuerdo con los criterios señalados en la ley.



Por último, se faculta a los jefes de servicio para solicitar la renuncia al número de funcionarios y funcionarias indicados en cada caso que al 30 de julio de 2010 tenían cumplido 65 años, los hombres, o 60 años, las mujeres.



Señor Presidente, sin perjuicio de otros antecedentes y elementos que se acompañan a esta iniciativa, se debe destacar primero que sobre esta materia hubo un acuerdo entre la representación gremial y el Ejecutivo.



El costo de la ley en proyecto entre los años 2014 y 2015 alcanza a un total de 57 mil 311 millones de pesos.



Por todas esas consideraciones, y después de revisar detalladamente el articulado, la Comisión de Hacienda aprobó el proyecto en general y particular y recomienda a la Sala hacer lo propio.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, estos son los proyectos que concitan de inmediato la unanimidad de la Sala, pues conllevan un aporte a las finanzas de las familias de un número significativo de funcionarios públicos. 



En tal sentido, nosotros reconocemos el aspecto positivo de la propuesta del Ejecutivo.



Y, de manera especial, quisiéramos subrayar el esfuerzo que para alcanzar estas conquistas sociales ha realizado la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, en particular su mesa, encabezada por don Raúl de la Puente, quien, junto con otros dirigentes y dirigentas, nos acompaña desde las tribunas en esta sesión del Senado.



La iniciativa en estudio implica un desembolso fiscal significativo, como explicó el Presidente de la Comisión de Hacienda, Senador Zaldívar. Para los años 2014 y 2015, el gasto es levemente superior a 56 mil millones de pesos, cifra que se descompone -como se informó a la Sala- en una bonificación por retiro voluntario; una bonificación adicional de 395 UF; una bonificación por permanencia; una bonificación por antigüedad; una bonificación por trabajados pesados, y el establecimiento de 200 cupos sociales.



La Agrupación Nacional de Empleados Fiscales dejó de manifiesto en la Comisión de Hacienda que aspira a que el próximo Gobierno recoja su solicitud de aplicar también la bonificación adicional de 395 UF a un número significativo de funcionarios públicos que se incorporaron en una ley anterior similar a la normativa que en este momento estamos debatiendo, donde no se consideró debidamente al total del universo que podría ser beneficiado con esta bonificación, en particular a los afiliados al INP, hoy IPS. 



La ANEF planteó aquello como un punto a resolver en el futuro, una vez que la nueva autoridad económica haya asumido sus funciones.



En consecuencia, reiteramos nuestro voto favorable. Pero, al mismo tiempo, queremos poner de manifiesto el enorme desembolso que significa para el Estado la precariedad que tiene hoy el sistema de pensiones en nuestro país.



La suma total de estos diferentes proyectos de ley habla de un desembolso fiscal de muchos centenares de millones de dólares y de varias decenas de miles de pesos en una inversión que pasa a ser habitual. 



Lógicamente, nosotros no podemos sino adherir al alborozo de los trabajadores y las trabajadoras y apoyar con rapidez estas iniciativas, las que muchas veces significan incluso aplausos -como todos sabemos, ellos no son fáciles- para quienes formamos parte de esta Sala. 



Por cierto, nos sentimos dichosos de poder hacernos parte de estos avances y de estas conquistas sociales. Empero, el punto esencial que está pendiente es el establecimiento de un sistema de pensiones que efectivamente les permita a los trabajadores y a las trabajadoras de nuestro país tener un ingreso seguro y justo una vez que terminan su larga vida laboral.



Yo estoy seguro de que varios de los centenares de millones de dólares que se incorporan a las arcas de las administradoras de fondos de pensiones -las AFP- son parte de los centenares de millones de dólares que debe desembolsar el Fisco al objeto de sostener jubilaciones que muchas veces se transforman en un calvario para quienes las reciben, pues no cubren lo básico de sus gastos como familia, lo que obliga al Estado a concurrir con bonos adicionales, como los previstos en el proyecto que nos ocupa esta tarde.



No obstante ese comentario, por cierto que el proyecto representa un beneficio para el conjunto de trabajadores y trabajadoras a que alude, quienes bien lo merecen.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, nos alegramos de que el Gobierno del Presidente Piñera haya enviado al Congreso Nacional este proyecto de ley, que establece bonificaciones por retiro voluntario para, básicamente, los funcionarios de la Administración Central del Estado que cumplen ciertos requisitos.



Es enteramente legítimo que esos trabajadores, cuando deciden jubilar, reciban este beneficio. 



Ahora, me parece bien el nombre “bonificación por retiro” y no “incentivo al retiro”.



En mi concepto, tenemos un problema sin duda grave con relación al daño previsional a que se ven enfrentados los funcionarios fiscales en el momento de pensionarse. El Estado impuso durante muchos años por una cantidad muy inferior al “total haberes”. Y se registran hoy mismo funcionarios con un “total haberes” superior al límite máximo imponible. Por lo tanto, en dicha ocasión se hace todavía mayor la diferencia entre la remuneración actual y la pensión a la que se accede.



Independiente de ello, creo que si no existiera el problema del daño previsional sería igualmente justo un bono por retiro. A mí me parece plenamente justificable que, al término de su vida laboral, una persona que haya trabajado para un organismo del Estado durante 30, 35, 40, 45 años cuente con este incentivo, con este premio, y pueda destinarlo a satisfacer necesidades o a proyectos que no pudo materializar en su época de actividad.



Vamos a votar a favor del proyecto, porque además este es fruto de un acuerdo entre los dirigentes de la ANEF y las autoridades del Ministerio de Hacienda. Y así como lo dijimos durante la discusión del último reajuste, donde también hubo un acuerdo con la mesa de trabajo del sector público y de la Central Unitaria de Trabajadores, en este caso estamos una vez más en presencia de una solución de esa índole. Y qué bueno e importante es que el Gobierno de turno, junto con los funcionarios -en este caso, la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales-, llegue a esa fórmula para establecer este tipo de beneficios.



Dicho eso, señor Presidente, deseo llamar la atención acerca de lo siguiente. A mí me habría gustado que, como lo hicimos por iniciativa de la entonces Senadora señora Matthei hace algunos años, a las funcionarias les hubiéramos dado un plazo tal que les permitiese elegir el momento en que se retiren entre los 60 y los 65 años de edad. Mediante el proyecto estamos estableciendo que todos, hombres y mujeres, tienen que irse el 31 de marzo de 2015, y ello puede significar que algunas de ellas se van a ir con 60 años, otras con 61, con 62, etcétera.



Es del todo razonable y justo que las mujeres puedan elegir el momento en que se van y que lo hagan probablemente lo más cerca posible de cumplir 65 años. Porque, de otra manera, serán cinco años menos de cotización en su respectivo fondo de ahorro previsional y cinco años más para el cálculo de la pensión, lo que en definitiva significa un detrimento del orden de un 30 por ciento en el ingreso con el que van a tener que vivir durante 15, 20, 25 años. Eso es tremendamente significativo y también inhibe para aceptar estos incentivos, con lo cual finalmente tienen que seguir trabajando.



Espero que este aspecto podamos corregirlo en una próxima legislación.



No obstante lo que he señalado, tienen mucho mérito el acuerdo ANEF-Gobierno y los distintos beneficios de bonificación al retiro.



Votaremos a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, contrariamente a lo expresado por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, no concuerdo con que exista de a poco la posibilidad de que la mujer, en el ejemplo puesto, tome la decisión de jubilar entre los 60 y los 65 años. Es lo que vienen pidiendo las administradoras de fondos de pensiones.



La solución no radica en aumentar los años de jubilación: pasa por un incremento del ahorro, de tal suerte que la mujer llegue a los 60 años con una digna jubilación, al igual que el hombre a los 65, sin buscar mecanismos que permitan que en definitiva se termine por jubilar a una edad mayor que la actual.



¿Este es un incentivo al retiro, señor Presidente? Creo que no. Me parece una “injusticia al retiro”. Y todos coincidimos absolutamente en que el Estado, no solo es un mal empleador, sino que también sigue replicando el error permanente en virtud del cual se castiga a mujeres y hombres que han dado una vida al servicio público.



Hemos estado llevando adelante el trabajo de la Comisión Especial presidida por el Honorable señor Tuma, contemplándose propuestas claras para el Gobierno que viene, y esperamos sinceramente que, de una buena vez, se corrija la tremenda injusticia que exhibe hoy día nuestro país: se ha transformado en una fábrica de pobreza. Es lo que ocurre cuando alguien comienza a pensar en jubilar. Personas con una remuneración de 600 mil pesos, 700 mil o un poco más, empiezan a darse cuenta de que a partir de ese momento van a comenzar a percibir sumas cercanas a 180 mil pesos, a 240 mil. 



¡Estamos fabricando pobreza!



Ello lo permite el sistema actual del decreto ley N° 3.500, mecanismo de capitalización individual donde cada uno se las arregla. Efectivamente, para la persona con ingresos superiores a un millón de pesos, a un millón y medio, funciona perfecto. El problema radica en que la gran mayoría de la población -y de manera especial quienes ganan el ingreso mínimo o trabajan en la Administración Pública- percibe remuneraciones inferiores, a lo que se suma el hecho de que no se le imputa todo lo que gana, sino solo un porcentaje.



¡Y hoy estamos aquí avalando una vez más la sinvergüenzura del Estado! Porque se trata de eso. ¡Estamos avalando algo que resulta brutalmente injusto para quienes han dedicado una vida al trabajo! Y lo hacemos por la vía del incentivo, del bono.



A mí me llamó una querida amiga, Mónica, y me dijo: “Por favor, Senador, vote lo antes posible y pida que llegue lo antes posible”. Y uno, no con indiferencia, sino con pena, constata que nos vemos obligados a hacerlo cada vez que se presentan los incentivos.



¿Por qué se tienen que considerar hasta 11 años para el efecto del pago a quienes han trabajado 20 o 30 años en un servicio público? ¡Si registran 20 años! ¡O 30! ¡O más! Año trabajado, año pagado, señor Presidente. Y esto lo hemos venido sosteniendo permanentemente.



Por eso, más allá de estas “conquistas” que se logran a través de acuerdos con distintas organizaciones, quiero dejar una vez más mi testimonio de que sinceramente resulta penoso, por decir lo menos, volver a constatar que hoy día, por la vía de un bono que no repara el efecto negativo que el Estado causó en sus trabajadores, estamos generando lo que se denomina “incentivo al retiro”.



Vamos a votar a favor, como todos; pero tiene que quedar claro que nuestro parecer -y estoy seguro de que cada uno de los Senadores mantiene el mismo criterio- es que el Estado debe corregir, de una buena vez, la abusiva situación que afecta a nuestros trabajadores.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, mis primeros comentarios quizás no van a ser comprendidos, pero quiero manifestar que la iniciativa en debate me carga.



A mí me parece inadecuado que tengamos que pasar cada cierto tiempo por un proceso conforme al cual los trabajadores del sector público han de negociar con el Ejecutivo. Lo hacen diferentes sectores, producto de lo cual se usa a los de la salud contra los de la ANEF, etcétera. Se origina una dinámica en verdad molesta.



En términos reales, debería existir una ley permanente de incentivo al retiro hasta que se verificara una profunda reforma en el sistema de ahorro particular existente para las pensiones de la mayoría de los chilenos, que no es previsional, y en lo que queda del correspondiente al ex Instituto de Normalización Previsional.



Estos cuerpos legales que duran un tiempo son poco adecuados. Entiendo que para los trabajadores del sector público que se van a ver “beneficiados” se trate de algo necesario. Pero también deseo consignar que cada vez que los aprobamos nos meten una cuchufleta, digamos -no voy a buscar la palabra académicamente correcta para lo que quiero decir-, cuando se fijan cupos de trabajadores. Y cuando son insuficientes -porque nunca alcanzan-, se usa un mecanismo muy odioso, que puede ser arbitrario en el caso de ciertas autoridades.



Voy a votar a favor del proyecto, sin duda. Sé que no es para algunas personas en las galerías, sino para aquellos a quienes representan. Y entiendo que, en ese sentido, es una normativa necesaria.



En otros tiempos, la ANEF negoció condiciones mejores que las actuales para los incentivos al retiro. En una perspectiva histórica, el mecanismo que nos ocupa podría ser interpretado hasta como un retroceso y un producto de una estrategia del Ejecutivo que apuntó a dicho efecto en el caso de la ANEF, usando a otros gremios que tuvieron que negociar antes para obtener este logro.



A mí me gustaría que pudiéramos avanzar progresivamente en una norma más permanente, para que el Congreso no esté viendo el asunto cada dos años. Esperemos que esta sea la última vez que hay un incentivo al retiro de este tipo. Lo digo para otros sectores.



Quisiera dejar constancia de mi discrepancia absoluta con la lógica de los cupos, por tratarse de un derecho que se establece, pero que no necesariamente termina siendo para todos, ya que siempre está sujeto al marco presupuestario. Se generan situaciones poco adecuadas.



Deberíamos aplicar una lógica de incentivo al retiro que sea permanente, sin un plazo para acogerse al mecanismo. Tendría que reconocerse que hay un problema en el “sistema previsional”. Por lo menos, a los trabajadores del Estado no se les va a hacer más daño que el causado por el modelo establecido a partir del decreto ley N° 3.500.



Espero que la próxima vez que nos ocupemos en aspectos previsionales respecto a este grupo de trabajadores sea en el marco de una tremenda reforma en la materia y con el debate previo que resulta fundamental. Ojalá que algunos de los que han intervenido aquí nos acompañen también en esa discusión.



Para cambiar el estado de cosas se necesita una reforma tributaria en serio, un nuevo pacto fiscal, a fin de financiar un sistema previsional de una vez por todas. Creo que ese es el debate que tiene que anteceder a una solución más estructural y definitiva en este punto.



Cuando se hace referencia a los cupos, me ha dolido mucho lo que ha pasado en el sector Salud. Me ha tocado verlo. La situación es vergonzosa. Y estoy seguro de que es algo que les va a pasar a muchos otros trabajadores afiliados a la ANEF. En verdad, no sé quién termina repartiendo los primeros cuando se hacen escasos.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, no sé cuántas iniciativas de la misma naturaleza hemos estado aprobando para distintos sectores laborales, las cuales básicamente tienen por finalidad el financiamiento de un incentivo al retiro.



No conozco otro país en que el Estado tenga que estar incentivando para que los trabajadores se acojan a jubilación. Ello da una señal de que algo no funciona bien y tiene que ver con el sistema previsional, el cual no reviste tal carácter, en realidad, sino el de un ahorro forzoso en beneficio de quienes administran la plata de los trabajadores. Porque es preciso decirlo con claridad: no se garantizan pensiones y se fortalece el mercado de capitales. 



Claro, estamos muy ufanos de este fortalecimiento. Nos celebran en la OCDE y en todo el mundo. En Chile se dan conferencias especiales para enorgullecernos de cuán financiado se encuentra el último sistema y sólida resulta ser nuestra estructura en este ámbito. Pero no se dice que ello es gracias al aporte del sector laboral.



Efectivamente, como lo expresó el Honorable señor Bianchi, hemos estado trabajando con Senadores de todas las bancadas en una Comisión que tiene por finalidad proponerle un debate a esta Corporación -y que esta también se lo exponga al Ejecutivo- acerca de cuáles son los cambios que debe recibir el modelo previsional. Y, naturalmente, no vamos a hacer el planteamiento respectivo ante un Gobierno que está terminando, sino ante el próximo.



Dicho órgano técnico tiene totalmente terminada y despachada su labor, para que sean discutidas aquí las conclusiones y recomendaciones. Naturalmente, los parlamentarios no disponemos de facultades para emprender las modificaciones mencionadas, pero sí enfrentamos la responsabilidad de asumir la representación de los trabajadores, especialmente la de quienes están recibiendo pensiones indignas y la de aquellos que se quejan a diario de no contar con ninguna seguridad en el momento de dejar de percibir su remuneración en servicio activo y acogerse a una jubilación.



En todos los países del mundo existe, de una u otra manera, un sistema en que el Estado se la juega y pone recursos para garantizar pensiones dignas.



Se ha expresado que media la amenaza de que podríamos volver a un mecanismo de reparto. Lo peor que puede ocurrir es que continuemos con la capitalización individual, conforme a la cual las que sacan las utilidades y la gran rentabilidad son las empresas que administran los fondos del sector laboral. Los recursos se obtienen al 5 por ciento de interés anual y son colocados en el sistema financiero, el cual, a su vez, hace otro tanto por la vía de créditos a los mismos trabajadores o a sus familias a una tasa sobre el 50 por ciento anual. Entonces, cuando uno hace referencia al fin de las administradoras de fondos de pensiones o del modelo a que hago referencia, naturalmente saltan muchísimas instituciones e intereses que estamos tocando, quizás los más poderosos del país.



Entiendo que se va a registrar una resistencia enorme al cambio en este ámbito. Por eso, en la Comisión hemos hecho un planteamiento con flexibilidad: “Los que quieren defender el sistema, que sigan en este”. Trabajadores usuarios de las administradoras vinieron a defenderlo y vamos a dejar la alternativa de que continúen bajo sus términos.



La principal conclusión a la que se ha llegado es la de garantizar la libertad de elección. Normalmente, en el Gobierno actual se ha levantado mucho la voz respecto de aplicarla en la educación, en la salud; pero ella no existe en materia previsional. Quiero establecer la posibilidad de que los trabajadores decidan dónde ponen su plata y, por tanto, dónde van a tener una garantía de un sistema previsional justo y digno.



Si me da un minuto más, señor Presidente,…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor TUMA.-… finalmente deseo expresar que, en cotizaciones obligatorias anuales de los trabajadores, el sistema de administradoras de fondos de pensiones recibe 4 millones 356 mil 200 billones de pesos. ¿Y cuánto paga en pensiones? La mitad. ¿Qué hace con el resto? Se acumula, lo que hoy asciende a 80 millones de billones de pesos. Podría ser dueño de todas las empresas de Chile. Y, sin embargo, sigue otorgando pensiones indignas y de hambre. En consecuencia, es urgente modificarlo.



Me parece que el proyecto de ley es meritorio. Hay que aprobarlo en la medida en que no contamos con un sistema distinto. Pero el que tenemos que corregir es el fondo del modelo actual. Invito al Congreso y a los trabajadores a insistir en una reforma previsional en serio, para que no se continúen negociando incentivos al retiro todos los años o cada tres años.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, una vez más nos encontramos discutiendo en el Senado un bono de retiro. 


A los dirigentes de los trabajadores del sector público -los conocemos a todos, son muy luchadores- suele costarles mucho conseguir un acuerdo con el Ministerio de Hacienda, fundamentalmente, para materializar este tipo de iniciativas. Y no cabe duda de que la que nos ocupa persigue reparar en algo lo que en justicia corresponde.



En primer lugar, se entrega una bonificación por retiro de la ley Nº 19.882 para los funcionarios que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, cumplan la edad legal de jubilación establecida en el decreto ley Nº 3.500 y que cesen en sus cargos en los plazos que se indican, a más tardar el 31 de marzo de 2015, en los términos señalados a continuación:



a) Se aumenta a once el número máximo de meses de la bonificación por retiro, para hombres y mujeres.



b) No se aplicará la disminución de meses que procede por cada semestre en que el funcionario haya permanecido en servicio luego de cumplir 60 y 65 años de edad, según corresponda.



En segundo término, se otorga una bonificación adicional de 395 UF, por una sola vez, para los funcionarios y las funcionarias que cumplan los requisitos de la bonificación por retiro de la ley Nº 19.882. Y se explicitan las condiciones bajo las cuales es posible acceder a este beneficio.



Asimismo, se da un bono especial de permanencia a los funcionarios y funcionarias que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; que se encuentren asimilados a una de ellas, o que reciban la bonificación adicional del artículo 3º del decreto ley Nº 479. Este bono corresponde a un pago de 5 UF por cada año de servicio sobre los 20 años, con un tope de 100 UF.



Además, se entrega una bonificación por antigüedad para los funcionarios y las funcionarias que perciban la bonificación adicional de 395 UF, que consiste en un bono de 10 UF por cada año de servicios sobre los 40 años, con un tope de 100 UF.



En fin, hay una serie de beneficios que los dirigentes han logrado. Imagino que eso los deja muy contentos. Por lo mismo, nos aplauden y hasta nos agradecen por estar aprobando hoy esta iniciativa.



Se premian 40, 50 años de servicio. Sin embargo, vemos que en otras actividades del país, sobre todo en el norte, por término de conflicto, luego de negociar un pliego de peticiones durante 2 años, se entregan 20 a 25 millones de pesos. 



¿Cuánto van a recibir en el mejor de los casos los funcionarios a quienes apunta este proyecto? Percibirán 15 millones, 18 millones, 20 millones, por 40 y más años de servicio. ¡Y esos otros trabajadores, por término de conflicto luego de 2 años, obtienen 20 a 25 millones!



¡Por Dios que está mal repartida la torta en nuestro país!



Los funcionarios públicos son muy sacrificados. Por ello, nosotros con agrado apoyaremos esta iniciativa.



Como ya han señalado otros colegas, esta propuesta legislativa significará un gasto para el erario de 41 millones de dólares en 2014 y de 72 millones de dólares en 2015; es decir, un total de alrededor de 112 millones de dólares, lo que, en pesos de hoy, equivale a una cifra en torno a los 57 mil millones.



Con gusto votaré a favor del proyecto, señor Presidente.



Naturalmente, habríamos querido dar un mayor beneficio a estos abnegados y sacrificados servidores públicos, pero en estas materias los parlamentarios no tenemos más atribuciones que las de aprobar, rebajar o rechazar. Lo único que podemos hacer por ellos es acoger lo ya acordado con el Ejecutivo.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, la discusión sobre el sistema previsional es algo apasionante, y a él -¡qué duda cabe!- deberemos abocarnos en algún momento. 



Sin perjuicio de ello, cabe señalar, sinceramente, que este proyecto de ley presenta una serie de méritos.



Uno de ellos refleja lo que hizo el Estado de Chile el año 2013: se sentó a dialogar con sus trabajadores y dispuso recursos para generar programas de incentivo al retiro. Vemos, común y permanentemente, cómo en otros países, incluso desarrollados, el Estado está restringiendo, disminuyendo lo relativo a las pensiones y los beneficios de retiro de sus empleados.



Por lo tanto, siempre hay que tener presente el contexto en el cual se desarrollan estas políticas.



¿Queremos un mejor régimen previsional para nuestros funcionarios públicos? No hay duda de ello. Sin embargo, creo que el hecho de que exista voluntad para conversar, que se expresa no solo en este proyecto, sino también en otros (como el del reajuste), muestra que el diálogo es un camino adecuado para resolver ciertas dificultades apremiantes de los servidores públicos.



En consecuencia, es tan valorable, válida y legítima la actuación del Gobierno como la de las organizaciones gremiales de los funcionarios públicos; en este caso, de la ANEF.



Claramente, se ha llegado a un buen acuerdo. Además de establecerse un bono de retiro, de la lectura de la iniciativa se desprende que hemos ido mejorando la equidad dentro de la estructura institucional en comparación con los anteriores planes de retiro. Por ejemplo, se equipara el beneficio entre hombres y mujeres y se propone una bonificación adicional de igual monto para todos los estamentos.



Adicionalmente, se contempla un bono por trabajos pesados, que consiste en un pago de 10 UF por cada año de servicio en ese tipo de labor. Y se considera la posibilidad de rebajar la edad para acceder al plan de retiro, por la misma causal.



Eso es claramente una señal, un camino extraordinariamente positivo.



Por otra parte, quienes sean imponentes de las AFP podrán tener beneficios complementarios por antigüedad y permanencia, los que tienen un tope de 100 unidades de fomento.



Estos funcionarios podrán postular, en los mismos plazos, al plan de retiro o bono poslaboral consignados en la ley Nº 20.305.



En verdad, los nuevos elementos que se establecen en este proyecto de ley dan cuenta del trabajo acucioso de la mesa de trabajo y de la negociación realizada, con el fin de buscar distintos instrumentos de mejoras y beneficios para los funcionarios públicos.



Además, se permitirá presentar la renuncia voluntaria a su cargo a los funcionarios que cumplieron o cumplan las edades requeridas para la jubilación (65 años los hombres y 60 las mujeres), entre el 1 de agosto del 2010 y el 30 de junio del 2014. Este es un derecho que se les entrega.



Y es muy importante señalar que los exfuncionarios que se hubieran retirado entre el 1 de enero del 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley podrán solicitar la bonificación adicional si cumplen con los requisitos indicados.



Por ende, señor Presidente, lo realizado por el Ministro de Hacienda subrogante, Julio Dittborn, entre otras autoridades, y la participación del Presidente de la ANEF en la Comisión de Hacienda, quien asistió ayer y hoy, dan cuenta de un trabajo serio frente a una situación compleja sobre la cual no basta declamar ni hacer retórica. Se ha avanzado con seriedad, haciendo una adecuación significativa de los recursos públicos, para beneficiar a quienes, como se decía aquí, han entregado lo mejor de su esfuerzo durante 30 o 40 años en los distintos estamentos de la Administración Pública.



Este proyecto, más allá de los aplausos, será una ayuda para el bolsillo de personas verdaderamente abnegadas. 



Y ello es fruto de sentarse a conversar. Ese es el mecanismo que debiéramos usar para resolver los problemas que aquí se han planteado: la situación previsional de los funcionarios públicos y la búsqueda de una mejor estructura laboral para ellos.



Por eso, voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, seré muy breve.



Voy a votar favorablemente esta iniciativa de incentivo al retiro, porque soluciona la situación de un conjunto de funcionarios públicos, quienes merecen recibir este reconocimiento y a los que, por sus actuales condiciones, sin este proyecto les resultaría prácticamente inviable jubilar. 



La presente iniciativa trae un conjunto de elementos positivos, entre los cuales cabe destacar el que permite a los actuales funcionarios que desempeñen cargos de planta o a contrata completar la antigüedad requerida para estos efectos con hasta diez años de servicio en calidad de honorarios, sujetos a una jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998. 



Esa es una manera de resolver el problema de las lagunas previsionales, lo cual hacía muy dificultoso a esos trabajadores acceder a una pensión. 



Dicho lo anterior, señor Presidente, a propósito de este debate, aquí se han formulado distintos planteamientos en torno a materias tributarias y previsionales. Pero, previo a eso, para mí existe un aspecto fundamental: no toda la remuneración de los funcionarios públicos es imponible. Ese punto es esencial, antes que lo referente al sistema previsional.



En efecto, si no hacemos imponibles completamente las remuneraciones de los trabajadores públicos, siempre va a existir una tasa de remplazo baja y tendremos que lidiar con este tipo de proyectos de ley. 



Para mí, ello resulta inexplicable. El significado de tal criterio es que pensamos en el presente de tales funcionarios, pero no en su futuro, en su jubilación. Siempre tendemos a mirar al trabajador activo, no al pasivo. 



Sin perjuicio de las propuestas que se hagan para formar comisiones especiales en esta materia, a mi juicio, hay que empezar por arreglar el problema mencionado: el total de la remuneración que percibe un trabajador público debe ser imponible. Y también, obviamente, ha de procurar evitarse todo lo relacionado con los regímenes a honorarios y a contrata. 



Si no resolvemos ese inconveniente, siempre se van a presentar complicaciones en el ámbito previsional. 



Hay que terminar de una vez por todas con las asignaciones. Y si fuera necesario entregarlas -legítimamente puede hacerse-, estas tienen que ser imponibles. 



Señor Presidente, reitero que, más allá de las reformas que se puedan plantear al sistema previsional -las analizaremos en su mérito cuando corresponda-, no puede estar ausente una modificación para establecer que el total de las remuneraciones de los funcionarios públicos, incluidas las asignaciones, sea imponible. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, después de leer parte de la vida de don Clotario Blest, uno percibe que en ciertos momentos la lucha sindical encuentra infranqueables obstáculos para poder desarrollarse. Basta mencionar la imposibilidad de los trabajadores del sector público para negociar colectivamente y, así, ganar más al trabajar más, principio básico de desarrollo de todo actor productivo, en este caso, de los funcionarios públicos. 



También recordé cuando tuve la oportunidad de conocer a don Clotario Blest el año 83 en los Salesianos, ocasión en que me regaló dos fotografías autografiadas por él: una del Che Guevara y otra de Gandhi, que aún conservo. En la de Gandhi figura una sola frase: “Sé justo”. 



Ahora, cuando uno recorre la historia del movimiento sindical en Chile (de la ANEF y de la CUT), se da cuenta de que al final del día sus dirigentes -algunos nos acompañan en las tribunas- tienen el deber moral de luchar por mejorar las condiciones de sus trabajadores. Y por ese esfuerzo pagan costos enormes. Si bien actúan en representación de aquellos y no de intereses personales, terminan siendo perseguidos, expulsados del sistema muchos de ellos y fuertemente castigados. 



Por lo tanto, lograr acuerdos como el que nos ocupa en pos de triunfos parciales, igual es un avance. En definitiva, se gana una batalla, pero no la guerra. Y la lucha continúa. 



Me parece que, si hubiera un sistema de reparto justo, como el del INP, que permite a los trabajadores públicos acogerse a retiro sin necesidad de incentivo alguno, pues otorga buenas jubilaciones, la verdad es que no tendríamos que estar discutiendo cada año o cada tres meses una iniciativa de esta naturaleza, que en el fondo ¡subsidia a las AFP y oculta el tremendo drama que estas provocan a los trabajadores! 



No logramos derrotar al monstruo; entonces, pasamos por el lado y salimos con una ley de incentivo al retiro. 



En realidad es el sistema el que se halla absolutamente colapsado. El cambio de régimen previsional, que se hizo con la pistola en el pecho de los trabajadores, nos ha llevado a esto.



Si tuviéramos un sistema similar al del INP, no estaríamos hoy luchando por conseguir este incentivo al retiro. Los trabajadores cumplirían los requisitos para jubilarse y tendrían una tasa de remplazo adecuada.



Todo lo contrario ocurre con algunos funcionarios de la salud en Punta Arenas. Con el Senador Bianchi, ahí conocí el caso de una trabajadora que percibe una jubilación muy inferior a la de una compañera, con los mismos años de servicio, el mismo cargo, la misma edad y en la misma institución. 

El señor BIANCHI.- ¡120 mil versus 680 mil pesos!

El señor NAVARRO.- Así es. 



Entonces, cabe preguntarse si vamos a conformarnos solo con discutir iniciativas de incentivo al retiro. Por cierto, votaremos a favor la que nos ocupa. Pero está claro que aquí hay una deuda. La tuvieron los Gobiernos de la Concertación; la tiene este Gobierno de Derecha. Yo espero que en la Administración de la Presidenta Bachelet entremos al fondo del asunto: establecer la negociación colectiva de los trabajadores públicos y terminar con el sistema de las AFP, que ha colapsado y fracasado en su principal objetivo.



Al respecto, yo estoy claro, no como José Piñera, quien desde España dijo a su hermano Sebastián que el nuestro es un sistema de ahorro y no de pensiones. Entonces, existe una contradicción en el propio padre fundador del sistema en cuanto a la finalidad de este.



A mi juicio, lo relativo a los once meses debiera ser parte de una legislación compensatoria previa. Con ella diríamos: “Mientras no logremos cambiar el sistema de AFP, vamos a ir por los años trabajados de los funcionarios del sector público”.



De esa forma, señor Presidente, no tendremos que lidiar en cada oportunidad con el Ministro de Hacienda de turno, quienes son todos cortados por la misma tijera: estudiaron en Harvard; se comportan más o menos igual, sean de la Concertación o de Derecha. ¡Son todos parecidos! 



--(Aplausos en tribunas).



No sé quién va a ser el próximo en ocupar dicha Cartera. Habrá que esperar para tener una opinión al respecto. 



En definitiva, es necesario evaluar la crisis de fondo. 



Se puede señalar que este proyecto es un paliativo, cuya aprobación me parece bien. Pero no hay que olvidar jamás que hay un tema pendiente con relación a los trabajadores públicos, porque los que jubilarán ya no lo van a recordar. En ese sentido, quienes vamos a continuar ocho años más en el Senado tendremos el deber moral de luchar, al igual que los dirigentes sindicales, para cambiar este sistema y, así, dar soluciones de fondo. 



¡Patagonia sin represas!



¡No más AFP!



¡Nueva Constitución, ahora!



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero partir saludando a los dirigentes que nos acompañan, entre los que se encuentra Raúl de la Puente. Agradezco su presencia y los felicito por su trabajo. 



Ellos han planteado, con mucha seriedad y claridad, la necesidad de establecer un plan de incentivo al retiro para los funcionarios del sector público. Finalmente, se logró acuerdo para ello, cosa que celebramos. Vamos a aprobar la iniciativa que lo refleja, porque evidentemente se trata de una materia importante y necesaria.



Cabe preguntarse por qué, de tanto en tanto, debemos tratar en la Sala proyectos sobre incentivos al retiro, que proponen una compensación, un bono, en fin. En este caso, equivale a once meses; en otros, a nueve.



Ante ello, uno concluye que algo ha venido fallando. ¡Eso es claro! 



Cuando se estableció el sistema de las famosas AFP, a la gente no se le explicó con claridad en qué consistía. Se le presionó para que se cambiara, sin mayor información. Considérese, además, que en ese momento nos encontrábamos en plena dictadura. 



El resultado de ello produjo daño previsional a los trabajadores. Y eso es innegable. Por lo tanto, ahora hay gente de mucha edad que no puede jubilar debido a su baja tasa de reemplazo. 



Asimismo, es cierto lo señalado por el Senador Orpis: las pensiones se afectan si no se impone por el total de las remuneraciones. Ese es, definitivamente, un factor adverso a la hora de pensar en retirarse. 



En el fondo, son varias las materias que se cruzan. Un proyecto como el que nos ocupa se halla muy acotado. Pero el asunto de fondo se refiere más bien al sector público, muchas veces bastante vilipendiado, no siempre valorado ni apreciado en la entrega que hace.



Celebro que haya habido acuerdo en esta materia. Pero también debe reconocerse que durante el actual Gobierno ha habido huelgas muy prolongadas de los servidores públicos.



Los empleados del Servicio de Registro Civil e Identificación estuvieron no sé cuántos días en paro, y vimos la gran incapacidad del Ejecutivo para establecer una mesa de trabajo y llegar a una solución.



La gente de la JUNJI y la de distintos servicios también ha vivido una situación compleja, la que, además, afectó al público, que se sintió molesto por los problemas que se derivaron.



Al final, las consecuencias las pagan los trabajadores, quienes reciben los reclamos. Pero si llegaron a ese extremo, quiere decir que sus demandas requieren una respuesta.



En materia de honorarios, no hemos logrado nunca hacer cumplir la ley. Y seguimos con el vicio de tener personas trabajando 15 y 20 años a honorarios; que cumplen sus labores vez tras vez y mantienen esa calidad sin darles la ocasión de ingresar a las respectivas plantas. Con ello vamos acumulando situaciones de injusticia y de insatisfacción que no sé por cuánto tiempo podremos soportar.



Señor Presidente, creo que ha llegado el momento de pensar seriamente en generar una solución diferente y que dé cuenta de lo que está pasando.



Aquí tenemos tasas de remplazo bajas; las jubilaciones son escasísimas; la gente trabaja mucho más allá de la edad normal para jubilarse; el daño previsional no ha sido suficientemente compensado; seguimos bajo un sistema de AFP impuesto, en que hay altas comisiones y  en las cuales los trabajadores no tienen gran participación. Pese a que son sus fondos de capitalización, no cuentan con la información pertinente y, además, se ven afectados cuando hay pérdidas.



Ciertamente reciben beneficios cuando la inversión es positiva, Pero a la hora de las pérdidas no se socializa con ellos. Las AFP siguen ganando y los directores continúan percibiendo sus sueldos y solo el trabajador es el perjudicado.



Lo relativo a este asunto es un tema de fondo. Habrá que abordarlo. Será un tremendo desafío para la nueva Administración. Espero que seamos capaces de avanzar y lograr una sociedad mucho más equitativa para los trabajadores, en particular del sector público.



Los funcionarios de la Administración Pública en la Región de Atacama han solicitado que la suya sea considerada zona estratégica, lo que es de toda justicia. No se la puede catalogar como extrema, pero la carestía de vida generada por lo que significan los proyectos mineros (especulación con las viviendas; rentas, en fin) es dramática. Y con toda razón los empleados públicos, a quienes apoyo, piden algún tipo de compensación, de bonos.



No puedo dejar de mencionar su situación y mi solidaridad con ellos por la justeza de su demanda.



Voto a favor del proyecto, pero deseo dejar establecido que se trata de una solución puntual, la cual, no obstante que beneficiará a un grupo importante de funcionarios, no va al fondo del problema. Este quedará pendiente, y alguna vez deberemos abordarlo y lograr jubilaciones dignas, compensar el daño previsional y poder decir finalmente que hemos construido una sociedad más justa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos a favor) y, por no haber sido objeto de indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



--(Aplausos en tribunas).

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 



No sé si Su Señoría se referirá al proyecto relativo al Servicio Nacional de Aduanas.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Exactamente, señor Presidente.



Deseo señalar que la Comisión de Hacienda también emitió el segundo informe recaído en el proyecto sobre incentivo al retiro del personal del Servicio Nacional de Aduanas. Como ya despachamos el que se concordó con la ANEF, y con el objeto de no hacer discriminación entre el personal de la Administración Pública, solicito aprobarlo sin discusión.

El señor TUMA.- Con la misma votación, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- Que se haga la relación y se vote.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Primero daremos cuenta del informe. Y luego, si le parece a la Sala, lo aprobaremos con la misma votación anterior.



--Así se acuerda.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Véase en los Anexos, documento 8).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Queda para la tabla de esta sesión.

CONDICIONES ESPECIALES PARA RETIRO DE PERSONAL DE SERVICIO NACIONAL DE ADUANAS
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme a lo acordado por la Sala, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica, con segundo informe de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9113-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 63ª, en 15 de octubre de 2013.



Informes de Comisión:



Hacienda: sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Hacienda (segundo): sesión 89ª, en 22 de enero de 2014.



Discusión:



Sesión 85ª, en 14 de enero de 2014 (se aprueba en general).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se trata del segundo informe, el que viene con enmiendas aprobadas en forma unánime por la Comisión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.



Cabe recordar que estamos votando, sin discusión, otra iniciativa sobre incentivo al retiro, en este caso para el personal del Servicio Nacional de Aduanas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (23 votos a favor) y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Escalona, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto positivo de los Senadores señores Pizarro y García-Huidobro.

)-----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el número 2 del Orden del Día se halla el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política.



Si le parece a la Sala, lo discutiremos de inmediato.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en la misma línea, entiendo que llegó el certificado del proyecto sobre rebaja del impuesto territorial a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente.



Por ello, solicito recabar el acuerdo de la Sala para tratar esa iniciativa a continuación del oficio del Presidente de la República que solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del país.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

El señor PROKURICA.- ¡Pero no me contestó, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Primero hará uso de la palabra la Senadora señora Rincón y, después de eso, responderé a Su Señoría.

La señora RINCÓN.- En todo caso, señor Presidente, mi petición se relaciona con otra iniciativa que llegó de la Cámara de Diputados.



Se dio cuenta del proyecto que prorroga la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y modifica ley Nº 19.578, iniciativa que fue remitida a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda.



Resulta que esta última se encuentra con una excesiva carga de trabajo.



El proyecto en cuestión no irroga mayor gasto fiscal y consigna mayores ingresos, razón por la cual solicito que lo analice solo la Comisión de Trabajo y obviemos el trámite de la de Hacienda, a fin de poder despacharlo a la brevedad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Respecto de la petición del Honorable señor Prokurica, si le parece a la Sala, trataremos el proyecto mencionado por Su Señoría en el lugar de la tabla que ha solicitado.



¿Habría acuerdo para proceder en tal sentido?



--Así se acuerda. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En cuanto a la otra petición, quiero recordar que debemos votar primero la autorización para que el Presidente de la República pueda ausentarse del país. De lo contrario, nos puede faltar tiempo.



Me han pedido la palabra los Senadores señores Escalona, Navarro y García-Huidobro, supongo para cuestiones reglamentarias.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Es una consulta, señor Presidente.



No me quedó claro si la solicitud de autorización presidencial finalmente se aprobó.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Aún no, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el Presidente de la República solicita a esta Alta Cámara autorización para salir del territorio nacional con el objeto de asistir a la Cumbre de la CELAC, que se realizará en Cuba, y también a la reunión de la Alianza del Pacífico.



Consulto a la Mesa si es posible hacer una votación separada. En realidad, no advierto inconveniente en que el Primer Mandatario asista a la Cumbre de la CELAC, pero no me gustaría que concurriera a la de la Alianza del Pacífico.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Es que en CELAC hay democracia, colega...!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, le recomiendo que, cuando se vote el oficio, pida la palabra y dé su opinión sobre el particular.



Respecto de la solicitud formulada por la Senadora señora Rincón, el señor Secretario me indica que ese proyecto debe pasar obligatoriamente por la Comisión de Hacienda, dado que tiene relación con temas presupuestarios, razón por la que no es posible omitir dicho trámite.

)------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, la Comisión de Obras Públicas solicita el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo de indicaciones al proyecto que dicta normas sobre compensación a usuarios del servicio de distribución de agua potable, hasta el 3 de marzo, a las 12.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se prorrogará  el plazo para formular indicaciones en la forma señalada.



Acordado. 

ACUERDO PARA AUSENCIA DE PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE TERRITORIO NACIONAL 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional durante los días que indica, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1633-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó la solicitud por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín (don Hernán), Tuma y Walker (don Ignacio).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Propongo a la Sala poner en votación la solicitud presidencial.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El señor Secretario informará acerca de las fechas.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las fechas que figuran en la solicitud presidencial son las siguientes: 28 de enero salida de Chile; 29 de enero en la Cumbre de CELAC en La Habana, Cuba; 29 de enero visita oficial a Ciudad de Guatemala; 30 de enero regreso a Santiago.



Segunda salida: 7 de febrero partida de Chile; 10 de febrero en Cartagena de Indias (Colombia) en la Octava Cumbre de la Alianza del Pacífico; 11 de febrero regreso a Santiago.



Finalmente, el Primer Mandatario señala que, durante su ausencia, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me gustaría tener claridad acerca de la solicitud del Presidente de la República en lo que respecta a su viaje a la Cumbre de la CELAC que se llevará a cabo en La Habana.



La información que personalmente me entregó el lunes último el Primer Mandatario es que no viajará a la Cumbre de la CELAC, lo que me parece bastante acertado, porque, para ser claro, tendría que abandonar el país al día siguiente de conocerse el fallo de La Haya y resulta mucho más conveniente la presencia de Su Excelencia en nuestro país y no en La Habana.



En consecuencia, me manifestó que agradecía el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, pero que no viajaba.



Entonces, sería bueno aclarar ese punto para los efectos de proceder a la votación.



Entiendo que el otro viaje es  a fines de febrero si no me equivoco.

La señora ALLENDE.- El 7 de febrero.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Así es.

El señor PIZARRO.- Además, tengo entendido que la Comisión de Relaciones Exteriores hizo algunas recomendaciones al respecto.



Por todas esas razones, me gustaría contar con información oficial.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, comprendo que el Presidente del Senado desee estar informado sobre dónde se encontrará el Primer Mandatario para el fallo de La Haya.



Me parece adecuada la recomendación de que en la fecha señalada la primera autoridad del país debe estar en territorio nacional.



Sin embargo, el Presidente de la República mandó su solicitud a esta Corporación en virtud de las disposiciones legales y constitucionales que nos rigen y él, en su mérito y en su oportunidad, determinará si viaja o no.



Entonces, considero que debemos tratar y despachar el asunto de todas maneras, sobre todo porque si el Primer Mandatario toma la decisión de viajar, es imprescindible que cuente con la autorización del Senado para salir del territorio nacional. De no contar con ella, estaría imposibilitado de hacerlo.



La verdad de las cosas es que conceder ese permiso resulta obvio, por lo cual soy partidario de tramitarlo de acuerdo a las disposiciones legales vigentes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.



Recuerdo a Sus Señorías que nos encontramos en votación y que cualquiera puede fundamentar su voto.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, me sumo a las expresiones formuladas por el Presidente del Senado.



Esta  materia fue ampliamente debatida, incluso en reuniones  sostenidas con los ex Presidentes de la República.



Como dice el Senador señor Prokurica, el Jefe del Estado tomará su decisión, lo que está dentro de sus prerrogativas.



Antiguamente, cuando el Presidente de la República salía al exterior, debía pedir permiso. El caso más conocido fue cuando distintos Senadores negaron al Presidente Frei Montalva su viaje a Estados Unidos.



En razón de ello, votaré a favor de la solicitud presidencial, porque estimo que esa inconsecuencia fue mala para Chile y negativa para el Gobierno de la época. Era la primera vez que un Presidente chileno hacía una gira de Estado al País del Norte.



Todos estamos pendientes de lo que va a pasar el próximo lunes. En mi opinión, sería altamente inconveniente que el Primer Mandatario abandonara el país en esa fecha, más aún cuando se ha dicho, según el registro y las declaraciones públicas, que invitaría a la Presidenta electa, lo cual sería un doble error.



Ojalá que en el fallo que se dará a conocer el próximo lunes nos vaya mejor de lo que se ha transmitido. 



Tengo confianza en que será un fallo en Derecho y que Perú, de una vez por todas, lo acepte, porque varias veces ha dicho que no hay conflictos limítrofes pendientes, pero sigue planteando casos e, incluso, se comenta que el próximo año volverá a entablar un nuevo juicio contra Chile.



Entonces, dentro de todas esas circunstancias, estimo que, si el Presidente de la República es el encargado de conducir las relaciones exteriores, tiene la facultad para salir del país, aun cuando hacerlo el próximo lunes, según lo que hemos visto, sería altamente inconveniente, según ha declarado la Presidenta electa.



En consecuencia, porque creo que es el Presidente de la República el que debe tomar esas decisiones y para que no se repita lo que muchas veces pasó, voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sin lugar a dudas que la solicitud presidencial plantea un problema por la inminencia del fallo del Tribunal de La Haya.



Sin embargo, al mismo tiempo, la información que ha trascendido en la prensa es que el Presidente no irá a la Cumbre de la CELAC en Cuba es suficientemente esclarecedora.



No obstante, hay varios elementos para considerar.



Primero, el Presidente formuló esta solicitud algún tiempo atrás, cuando todavía no sabía que esta era la última sesión del Senado y, por lo tanto, necesitaba contar con la autorización para varios viajes eventuales, como el de la CELAC, el de Guatemala y el de Cartagena de Indias con motivo de la Cumbre de la Alianza del Pacífico.



Segundo, tal cual lo ha dicho el ex Presidente Frei, que en estas materias algo más entiende, el Primer Mandatario tiene la prerrogativa en cuanto a la política exterior.



Y esta es una disposición bastante excepcional, que se estableció para evitar algún tipo de dificultades al término de un mandato. Antes se requería de manera permanente la autorización del Congreso. Pero ello se suprimió precisamente por el mal uso, por el uso político que muchas veces se le daba, lo que -al entrabar esta decisión- le significaba perjuicios políticos al país en el ámbito internacional, en circunstancias de que las causas eran cuestiones estrictamente locales y nacionales. Y esa separación nos parece razonable.



Por lo tanto, creo que en este caso debería prestarse la autorización. El Presidente debe seguir ejerciendo sus prerrogativas, y también tenemos conciencia de que las ha de ejercer con buen criterio. Ya ha anunciado cómo va a proceder respecto de aquello que se tope con el fallo de La Haya.



Pero, adicionalmente, rechazar esta autorización sí generaría una mala lectura. Sería francamente inexplicable; significaría un despropósito político gigantesco.



En consecuencia, por muchas razones, pienso que no corresponde rechazar esta solicitud.



Ustedes imaginarán que el último numerito que podría dar nuestro país, previo al pronunciamiento del fallo, sería que nosotros le negáramos las autorizaciones al Primer Mandatario para viajar fuera de Chile. Porque lo que nosotros necesitamos en estos minutos es la mayor normalidad institucional. Y esto último implica, no habiendo alguna razón que justifique negarle al Presidente emplear su criterio para ejercer su prerrogativa, otorgar la autorización. Lo contrario sería francamente inexplicable.



Por todas estas consideraciones, estimo que debemos votar favorablemente la solicitud y, al mismo tiempo, hacer presente, como lo hicimos en la Comisión de Relaciones Exteriores, que tenemos claro el buen juicio del Primer Mandatario para ejercer sus prerrogativas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tal como lo han señalado colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, siento que lo que debemos hacer como Senado es autorizar al Presidente de la República para realizar sus viajes, particularmente el primero de ellos, a la Cumbre de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños que se realizará en La Habana.



El Primer Mandatario verá en su momento lo que resuelve. Probablemente, la decisión la tomará luego de conocer el fallo que entregue el Tribunal de La Haya. Pero negar la autorización, en mi opinión, constituiría una afrenta no solo hacia el Presidente de la República, sino también hacia la Cumbre de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños.



Por lo demás, la tradición que nosotros hemos tenido desde el 11 de marzo de 1990 en adelante es autorizar siempre a los Presidentes cuando han requerido el acuerdo del Senado para ausentarse del país. Y en esta ocasión, no obstante la situación respecto del fallo que vamos a conocer públicamente el próximo lunes, lo que corresponde es tener confianza en las decisiones del Primer Mandatario y de nuestra Cancillería.



Voto a favor.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, las relaciones internacionales corresponden al Primer Mandatario. En la incorporación a los diversos bloques internacionales poco y nada tienen que hacer los parlamentarios.



He presentado un proyecto de ley para posibilitar que al menos se consulte al Senado cuando se trate de la inserción internacional de Chile en bloques permanentes. Porque lo que se ha dado hasta ahora es la libre disposición del Presidente de la República y la posterior suscripción o votación.


El Primer Mandatario ha decidido participar en la Alianza del Pacífico. Hay dos visiones en América Latina en materia de integración. Existen dos visiones, además, de la vida, del comercio. Y siento que se encuentra pendiente una aclaración acerca de la integración a la referida Alianza del Pacífico, que, en mi opinión, nuevamente está instrumentalizada por los Estados Unidos en contra de otros mecanismos de integración en América Latina. De repente, el “comisario mundial” se dio cuenta de que esta existía, pero que ya estaba plagada de gobiernos de izquierda y progresistas, y ha retomado su preocupación por ella. Y un caballito de Troya es la Alianza del Pacífico. 


El Presidente ha decidido ir. ¡Bien! Si me dieran la posibilidad de votar por separado, no tendría inconveniente en que el Primer Mandatario asistiera a la Cumbre de la CELAC, el organismo mayor, plural, que integra a todos en una sola visión. Fue fundado en Caracas, Venezuela, y el Presidente Piñera ya lo presidió.



En cuanto a su salida del país, toda la prensa señala que el Jefe de Estado ya ha anunciado que no irá. Creo que la autorización es para manejar las alternativas. El Presidente Humala, al parecer, va a estar en Perú; no ha anunciado si concurrirá o no. Nos parece correcto que el Primer Mandatario pueda decir: “Teniendo la facultad para ir, lo haré o no dependiendo de lo que ocurra el día 27”. Pero todo indica que, dado el ambiente que se está viviendo, tanto en Chile como en Perú, lo más adecuado es que el Presidente Piñera permanezca en Chile, porque será solicitado de manera permanente, no solo por los medios, sino también para explicar a la ciudadanía el fallo, cualquiera que este sea.



Voy a votar que sí, porque es una tradición del Senado. No creo que esto pueda ser un instrumento de utilización política. Me parece bien que nuestra Corporación posea una facultad de esta envergadura, en el contexto de un Senado debilitado frente a la monarquía presidencial, frente a una Constitución que concentra todo el poder en el Presidente de la República.



Planteo estas dos observaciones.



Tengo la convicción de que el Presidente no debiera viajar hasta que estén asentadas las consecuencias del fallo, a nivel nacional e internacional.



Y lamento nuestra participación en la Alianza del Pacífico. Se trata de una materia que esperamos debatir en algún momento en esta Corporación. Creo firmemente que Chile tiene que participar en las instancias internacionales, pero también pienso que debiéramos ser capaces de discutir en cuáles de ellas ha de hacerlo.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en realidad simplemente quise formular una consulta, aprovechando la presencia del Ministro y de algunos miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores. No buscaba generar un debate. Seguramente se malentendió lo que señalé.


Vuelvo a decirlo: en la conversación que sostuvimos con el Presidente el lunes él me planteó que no viajaba, por razones obvias. Y yo le entendí que, en el fondo, agradecía que el Senado otorgara la autorización y que la solicitud se retiraba. Pero en fin.



Sí quiero aclarar un par de comentarios que se han hecho acá.



El que nosotros estemos decidiendo esto ahora es nada más que por la situación excepcional a que hacía mención el Senador Hernán Larraín. En los últimos noventa días de su mandato el Presidente debe solicitar la autorización para salir del país. En el resto del tiempo nosotros solo tomamos conocimiento -se lo aclaro al Senador García- de los viajes del Primer Mandatario. Ello no está sometido a la consideración del Senado. Solo acusamos recibo de la información.



Y, como bien me acota el Senador Zaldívar, estas autorizaciones dicen relación con el juicio político y las responsabilidades que tienen las autoridades hasta un tiempo después de cumplido su mandato.



Por supuesto, respaldaré la solicitud formulada.



Comparto las razones que ha planteado el Senador Eduardo Frei. En la memoria histórica de Chile todavía se encuentra vigente y plenamente latente la negación por parte del Senado de la época en cuanto a la autorización para que el Presidente Frei Montalva realizara un viaje de Estado a Estados Unidos que era importante para el país. Por situaciones de política interna, o de miopía política, o de coyuntura, o de mezquindad, como me acotan, no se autorizó. Fue algo francamente lamentable y formó parte, seguramente, de la odiosidad, de la polarización que nuestro país comenzó a vivir años después y que no queremos que se repita. 



Todos partimos de la base de que el Presidente de la República tiene la responsabilidad de las relaciones exteriores, de la política exterior. En general, las políticas de Estado han sido respaldadas de manera permanente, sobre todo la defensa que Chile ha realizado contra la demanda peruana interpuesta en La Haya. 



Y bueno: podemos tener opinión, pero nadie ha puesto en cuestión la solicitud formulada por el Primer Mandatario, así que voy a votar a favor. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- No voy a intervenir.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, entonces, el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, la decisión de autorizar o no a un Jefe de Estado para salir del país debería tomarse en función del propósito del viaje, en primer término. 



La Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños es un espacio muy importante para Chile. A algunos nos gustaría, no obstante, ver una política exterior más concentrada en la región, en particular en el marco de la UNASUR, que debería ser nuestro espacio geopolítico, económico, de privilegio. La CELAC es una extensión tremendamente relevante en un espacio de pluralismo regional donde Chile debe tener una participación activa. 



Dos años atrás, nuestro país ocupaba la presidencia pro tempore de la CELAC. Incluso, uno de sus encuentros se realizó acá. Hoy, nuestra participación debería evaluarse, en primer término, en el marco de la importancia de tal organismo.



Lo anterior lo lleva a uno, por cierto, a aprobar y respaldar cualquier posibilidad de presencia de nuestra nación en el ámbito internacional. 



Sin embargo, esta discusión se da en un contexto determinado, y es lo que genera reflexión. Probablemente, si hubiera habido unanimidad completa acerca de cómo se ha manejado o debatido, en particular en las últimas semanas, lo relacionado con el juicio en La Haya y las señales que se han dado, tal vez la presente discusión habría sido más fácil. 



En lo personal, creo que ciertos manejos comunicacionales de los últimos días han sido poco afortunados para la estrategia de nuestro país en lo relativo a un fallo que está por conocerse y frente al cual solo nos queda, como nación respetuosa del Derecho Internacional, acatar. Aquello no debe estar en discusión en ningún momento.



Pero el contexto, el clima generado en torno a este debate, es de principal responsabilidad del Gobierno, en el cual recae la conducción de la política exterior, en particular en materias de vecindad, tan relevantes para el país.



A mi juicio, ciertas señales que se han dado en el último tiempo son las que han generado ruido en el sistema. Ahí se ha perdido unanimidad sobre cómo manejar la coyuntura. Es el Ejecutivo, no la Oposición ni el Parlamento, el que ha creado hasta un clima de duda sobre cuál debe ser el contexto del resultado del próximo lunes. Nosotros hemos esgrimido nuestros mejores argumentos. Quien ha generado un cuadro de incertidumbre -insisto- no es la Oposición ni el Parlamento.



Se habla de que el Presidente tendrá buen criterio al decidir si viaja o no, porque se ha generado un clima poco afortunado.



Solo quiero dejar constancia de mi percepción del contexto en que se desarrolla este debate. Yo espero que ese contexto pueda mejorar. Soy de aquellos que creen que frente a la actual contienda se hizo la mejor defensa posible como Estado. Y no se debe retroceder ni un ápice en esta afirmación.



Lamento que a veces el contexto haya posibilitado esa idea. 



Creemos que la CELAC es importante. Porque no somos como algunas bancadas del frente -lo quiero decir y lamento tener que poner el ejemplo, y en todo caso no me refiero a las personas, sino a los partidos- que criticaban cuando el Presidente Frei Ruiz-Tagle viajaba y le hacían escándalo, ¡escándalo!, cuando el país estaba recién volviendo a reinsertarse en la comunidad internacional.



Nosotros no vamos a responder con ese mismo criterio. Le hace mal al país; le hace mal al Estado chileno. 



El Jefe de Estado es el responsable de conducir la política exterior, y creo muy relevante que eso se mantenga hasta el 11 de marzo de este año, para que no haya la intención de endosar situaciones a otros, como por momentos pareciera hacer pensar el clima que se ha creado.



Voy a votar a favor de la autorización solicitada.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona para fundamentar el voto.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, manifiesto de inmediato que mi voto será positivo, para que no haya inquietud dentro de los colegas que representan a las bancadas de Gobierno. Pero debo decir que esta es una prerrogativa del Senado, porque aquí se ha dicho algo enteramente inexacto. Así se halla establecido en la Constitución: en los últimos noventa días de su mandato el Presidente de la República tiene que pedir autorización al Senado para salir del país. Y eso se debe a una circunstancia muy simple: puede haber materias que aconsejen que la Cámara Alta no dé su autorización. Imagino que tales materias estarán vinculadas, esencialmente, a razones de política interna.



Pero reconozco que la jefatura de la política exterior del país le corresponde al Presidente de la República. En este caso, se trata de dos eventos internacionales y, en consecuencia, corresponde habilitarlo para que pueda asistir representando al país. Es así de simple, así de claro. No le veo dramatismo.



Sin embargo, efectivamente hay circunstancias en las cuales el Senado podría no autorizar al Primer Mandatario para ausentarse del territorio nacional en estas condiciones.



Simplemente, estamos haciendo uso una prerrogativa establecida constitucionalmente.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no cabe duda de que esta es una prerrogativa excluyente del Senado. Eso no está en discusión, y coincido plenamente con el Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Pero, con la misma convicción con que ha expresado sus ideas, quiero decirle al Senador Letelier -por su intermedio, señor Presidente- que si hay algo que le hace mal a Chile es precisamente el planteamiento que Su Señoría ha manifestado.



Porque lo que él ha hecho es un traslape total de la institución para intentar transformarla en una crítica política internacional. Lo que aquí está en juego, como bien lo han sostenido varios parlamentarios, es la existencia actual de alguna circunstancia que podría impedir que el Presidente de la República saliera al extranjero. Podría ser, por ejemplo, la eventual presentación de una acusación constitucional, que es el origen de la presente norma, que confía al buen criterio del Senado decidir si se da o no algo así.



Lo que ha manifestado el Senador Letelier apunta exactamente al ámbito interno. Él ha formulado una gran crítica política y ha hablado de que la percepción política que se ha mostrado respecto del fallo le ha hecho daño a Chile.



Yo considero profundamente lesivo este debate en tales circunstancias. Uno podrá discutir después de que se conozca el fallo. Así hemos actuado siempre desde estas bancadas, con absoluta lealtad a lo que ha sido la política de Estado en estas materias, sin generar estas bombas de  duda, como que algo hay respecto de una situación compleja o de un resultado incierto; una percepción política, como expresó el señor Senador.



Considero profundamente dañino al sentido que tiene la institución de aceptar o rechazar una solicitud presidencial el instalar, como tema de fondo, la forma de asumir los desafíos internacionales.



Y también yerra el Senador Letelier -por su intermedio, señor Presidente- al enrostrar una eventual crítica o persecución -creo que es la palabra que usó- respecto al Presidente Frei Montalva. 



¡No fueron estas bancadas!¡Fueron otras las que le impidieron su salida al extranjero! Desde estas bancadas jamás ha habido, ¡jamás!, un intento de torpedear, disminuir, impedir, hacer zancadillas a la salida de un Primer Mandatario. Lo puedo atestiguar porque he estado tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados. Y eso no ocurrió ni con el Presidente Aylwin, ni con el Presidente Frei Ruiz-Tagle -aquí presente-, ni con el Presidente Lagos, ni con la Presidenta Bachelet. Y ello también se dio en circunstancias políticas complejas, algunas relacionadas con segunda vuelta o con críticas que uno pudo haber formulado en materia política. 



¡Nunca hemos confundido la misión de Estado que está encomendada excluyentemente al Senado con lo que puede ser un legítimo planteamiento político, que escapa por completo al lugar y la forma de hacerlo!



Por eso, señor Presidente, a mí me preocupa el tenor de la discusión o ese giro que se ha intentado dar -afortunadamente solo por un parlamentario- en un debate que, por naturaleza, debería llevarse a cabo en su mérito, ser serio, observar si hay o no alguna circunstancia sobreviniente que pueda impedir un viaje de esta índole.



Por fortuna, veo que el resto actúa en forma diferente. Está llano a autorizar al Presidente de la República, que nada esconde, que de nada huye, para que pueda determinar, dentro de la lógica del poder, cuáles serán sus desplazamientos durante los próximos días, sobre todo sabiendo que son dos viajes para los que ha solicitado la salida y que, obviamente, no puede hacer la petición la próxima semana porque no va a estar en funcionamiento el Parlamento.



Entonces, pido de verdad un espíritu de buena fe, un espíritu de comprensión, un espíritu de Estado con mayúsculas, no la cosa pequeña que hiere, que complejiza, que genera duda, que al final enturbia un proceso que, por naturaleza, está establecido de una manera diferente y que, a mi juicio, debemos honrar con la independencia que a cada cual le corresponde, como se hace en otras circunstancias, pero siempre respetando el verdadero sentido de esta institución, del Senado, acerca de esta autorización excluyente.



Por eso, señor Presidente, no solamente voto que sí, sino que también lamento que se haya dado este tipo de discusión. 



Me gustan los debates -son propios de la democracia-, pero no con estos mensajes subyacentes que al final nada engendran.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero anunciar mi voto positivo. 



Me parece que esta es una prerrogativa del Senado que está clara: el Presidente de la República debe solicitar autorización a la Cámara Alta dentro de los 90 días del término de su mandato, pero obviamente es prerrogativa de él decidir si la va a usar o no la va a usar, si viajará o no viajará.



Ahora bien, estimo que es enteramente legítimo que en el Senado cada uno exprese su punto de vista. Y si algunos han tenido aprensiones o no en estos últimos días con determinadas noticias, eso es absolutamente legítimo y propio de esta Corporación.



Yo solamente quería reiterar esto, señor Presidente.



Pienso que es bien importante tener en claro -nosotros lo tenemos claro- que el Primer Mandatario es el responsable de la política exterior. Y espero que haya un buen criterio a ese respecto.



Deseo señalar que, más allá de lo que se malinterpretó, hubo un poco de sorpresa, porque se había anunciado que el Presidente no iba a viajar dadas ciertas circunstancias.



Pero ese no es el tema. El punto aquí es que existe en esta materia una prerrogativa del Senado para pronunciarse sobre tal solicitud, como también es una prerrogativa del Presidente de la República ocuparla o no.



Creo que él tendrá la capacidad -y espero el buen criterio- a la hora de decidir.



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, simplemente quiero lamentar el tipo de discusión en la cual nos hemos enredado con motivo de la autorización que ha pedido el Primer Mandatario para salir fuera del país, como corresponde constitucionalmente y como se encuentra establecido en lo que respecta a las atribuciones del Senado de la República.



Yo lo único que solicito a las bancadas de enfrente es estatura de Estado ante una situación relacionada con la autorización de salida del Presidente de la República, quien además es el que conduce la política exterior del país, sobre todo teniendo en cuenta los eventos que habrá por delante la próxima semana.



Por lo tanto, pido responsabilidad al momento de debatir esta materia. El Parlamento es la cuna de la democracia, y es legítimo que podamos manifestar nuestros puntos de vista, pero siempre respetando la dignidad del Primer Mandatario, quien conduce la política exterior de Chile.



Lamento el tipo de argumentación o el mensaje entrelíneas que se quiere mandar a través de esta discusión, que me parece del todo inconducente.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud del Presidente de la República para ausentarse del territorio nacional (31 votos favorables).


Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Letelier y Navarro.
)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un certificado de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 9.199-05) (Véase en los Anexos, documento 9).
El señor PIZARRO (Presidente).- Como se acordó, queda para la tabla de esta sesión. Lo trataremos inmediatamente.

)-------------(

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero saber si es posible solicitar a la Sala que el proyecto signado con el número 16 del Orden del Día sea tramitado como si fuera de Fácil Despacho. Es el que otorga la nacionalidad chilena al artista bailarín señor Luis Ortigoza Marchisio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, ya fueron analizadas las iniciativas de Fácil Despacho, algunas sobre tabla, y todavía no iniciamos la discusión del proyecto que figura en el primer lugar del Orden del Día, que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal, que tiene urgencia calificada de “suma”.

El señor CHAHUÁN.- Está bien, señor Presidente.
REBAJA DE IMPUESTO TERRITORIAL A PROPIEDADES DE ADULTOS MAYORES VULNERABLES ECONÓMICAMENTE

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente, con certificado de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9199-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 87ª, en 21 de enero de 2014.



Certificado de Comisión:



Hacienda: sesión 89ª, en 22 de enero de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto es eximir total o parcialmente de la obligación de pagar el impuesto territorial a los adultos mayores que indica.



La Comisión de Hacienda discutió la iniciativa en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y la aprobó por la unanimidad de sus miembros -Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez Varela y Zaldívar- en los mismos términos en que fue despachada por la Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto. 



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor DITTBORN (Ministro de Hacienda subrogante).- Gracias, señor Presidente.



Haré un breve resumen de esta iniciativa para aquellos señores Senadores que no estuvieron en la Comisión de Hacienda.



El proyecto básicamente establece una disminución del monto anual pagado en impuesto territorial para los adultos mayores vulnerables de clase media, a fin de que estos pagos de contribuciones tengan un techo y nunca excedan el 5 por ciento de su ingreso anual.



Ello, a nuestro juicio, es muy justo porque este no es un impuesto a la renta, no es un gravamen al flujo de ingresos de una persona, sino que es un tributo a los bienes. 



Lo que ocurre normalmente en la vida laboral de las personas es que ganan determinada cantidad hasta cierta edad, pero luego las pensiones son sustancialmente menores -como se señaló en un debate anterior- a los sueldos en actividad. Entonces, como no pueden pagar sus contribuciones, se ven obligadas muchas veces a vender sus casas-habitaciones. Como dije, el impuesto territorial pierde total relación con los ingresos de la gente y solo tiene vinculación con el valor del bien que habitan.



Esta iniciativa, señor Presidente, complementa otros mecanismos y herramientas implementadas durante este Gobierno en beneficio de nuestros adultos mayores, especialmente el descuento del 7 por ciento de salud.



Los beneficiarios y requisitos son los siguientes:



-Se favorecerán con esta rebaja todos los contribuyentes del impuesto territorial con al menos 60 años, en el caso de las mujeres, y 65 años, en el de los hombres.



-Otro requisito es que los ingresos anuales del adulto mayor no pueden exceder el límite superior del tramo exento del impuesto global complementario. Es decir, no pueden ser superiores a 550 mil pesos mensuales, aproximadamente. Un adulto mayor con un ingreso o un sueldo sobre esa cifra estaría automáticamente fuera de este beneficio.



-La suma de los avalúos de todas las propiedades, si es que el adulto mayor tuviera más de una, no puede superar los 75 millones de pesos.



-El inmueble beneficiado debe estar inscrito a nombre del adulto mayor, o en conjunto con su cónyuge o hijos que hayan sucedido al cónyuge fallecido, en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo, con al menos dos años de antigüedad al 31 de diciembre del año anterior a aquel en que se haga efectiva la rebaja.



-El inmueble debe ser destinado efectivamente a la habitación.



Ahora, ¿en qué consiste el beneficio?



-Los contribuyentes que cumplen los requisitos que he mencionado pagarán como máximo un 5 por ciento de su ingreso anual de impuesto territorial por las propiedades no agrícolas con destino habitacional.



-Se determina si un adulto mayor es beneficiario sobre la base de la información de sus ingresos de la Operación Renta del año en curso. 



Quiero establecer aquí claramente que este es un beneficio automático. El adulto mayor no tiene que ir al municipio o a Impuestos Internos o a alguna oficina pública a solicitarlo. Automáticamente, de acuerdo con la información que posee dicho Servicio,  se determina si cumple con el requisito de tener un sueldo o pensión inferior a los 550 mil pesos mensuales; si el avalúo de la propiedad es inferior a 75 millones de pesos; si tiene la edad requerida, etcétera. Y, si así fuera, las cuotas que debe pagar por la propiedad beneficiada se van a ver disminuidas en forma inmediata, según los criterios que he señalado.



-Si el adulto mayor es dueño de más de una propiedad y cumple con el requisito de que la suma del avalúo sea inferior a 75 millones de pesos, la rebaja tiene lugar solo sobre la propiedad de mayor valor.



-Y, como dije antes, el beneficio se aplicará a las cuotas del impuesto territorial que se giren desde el semestre siguiente al de la entrada en vigencia de esta ley.



En consecuencia, si se aprobara este proyecto en el Congreso durante el primer semestre de este año, las cuotas 3 y 4 quedarían afectas a este beneficio.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar,  quien nos entregará un breve informe en su calidad de Presidente de la Comisión.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en realidad el Ministro ya nos ha dado a conocer el contenido del proyecto. En la Comisión de Hacienda se aprobó por unanimidad, pero se hicieron algunas observaciones y creo que es bueno que la Sala las conozca.



Nadie puede negar que lo que se establece en la iniciativa constituye un beneficio para algunos adultos mayores. No obstante, también quiero decir -es necesario que los parlamentarios lo tengamos presente- que muchas veces se crean expectativas muy distintas a la realidad. Y, en nuestras regiones, cuando tomamos contacto con grupos de ciudadanos, algunos nos reclaman que hemos aprobado una ley y que a ellos no les ha llegado el beneficio, que consideran que les corresponde. Digo esto porque se calcula que hay, más o menos, 200 mil adultos mayores que son dueños de un bien raíz destinado a habitación. Sin embargo, de acuerdo con la focalización que se instituye, que tiene cierta lógica, el proyecto solo va a beneficiar a unos 40 mil.



O sea, tomemos nota de que uno de cada cuatro va a ser beneficiado. No es que yo esté propiciando que sean los cuatro. Pero sí debemos tener conciencia de que cuando lleguemos a conversar con nuestra gente, con las personas que se acercan a uno, este va a ser un reclamo persistente. Porque no todos entienden muchas veces el criterio de focalización, sobre todo tratándose de una normativa que es bastante compleja en su aplicación, por lo que el propio Ministro ha relatado.



¿Cuáles son las exigencias? 



Primero, que el bien raíz no exceda de 75 millones de pesos. La cifra inicial era de 100 millones, pero en la Cámara de Diputados se rebajó. 



Segundo, que si la persona tiene más de un bien inmueble, que la suma de ellos no exceda los 75 millones de pesos. 



Tercero, que esa propiedad esté dedicada a la habitación. 



Todo tiene cierta racionalidad. Pero, además, se establece el requisito de que la renta del adulto mayor no sea superior a 550 mil pesos. Y luego, por supuesto, la edad.



Los adultos mayores que obtengan el beneficio lo recibirán con beneplácito, pero seguramente vamos a sufrir reclamos de los que queden al margen de él, quienes nos preguntarán por las razones de su exclusión.



Es cierto lo que ha señalado el Ministro -y lo planteamos en la Comisión-: la aplicación de la rebaja se realizará en forma automática. O sea, no va a haber un proceso burocrático en que cada persona deba ir a requerir el beneficio. No. Impuestos Internos nos ha asegurado que, dados los sistemas actuales de computación y de comprobación de datos, etcétera, etcétera, se va a proceder de manera automática. No obstante, quiero que seamos claros: esta iniciativa no beneficiará a la totalidad de los adultos mayores, sino, como se señala aquí, solo a los “vulnerables”. Pero siempre la gente se siente dentro de esa categoría.



Ahora, el otro tema que hicimos presente -y deseo reiterarlo- es que la aplicación de la medida propuesta no tiene costo para el Fisco. Se calcula un gasto del orden de los 5 mil millones de pesos. Y esta cifra se carga a las municipalidades. Son ellas las que van a tener un menor ingreso por ese concepto. 



Siempre los municipios nos reclaman que nosotros les aprobamos obligaciones pero no les entregamos los fondos para hacerlas efectivas, lo que les merma sus propios recursos. Y sabemos que las entidades edilicias, sobre todo las de menores ingresos, son brutalmente vulnerables en cuanto a su presupuesto. La gran mayoría de ellas -y lo hemos escuchado-, cuando carecen de dineros para llevar a cabo algún proyecto de inversión -apenas disponen de ellos para sus gastos corrientes, en salud, educación, etcétera-, deben ir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional o a algún órgano del Estado a pedir financiamiento para ese propósito.



Esto significa que, a pesar de que se dice que las municipalidades van a tener un mayor ingreso por los reavalúos que vienen u otras normas legales, las más afectadas por este desembolso de 5 mil millones de pesos serán las de menores ingresos. ¿Por qué? Porque, de las contribuciones de bienes raíces que cobra cada municipalidad, el 60 por ciento va a beneficiar a las de menores ingresos a través del Fondo Común Municipal.



Por lo tanto, esta medida va a afectar a las municipalidades más vulnerables y de menos recursos, dado que las de mayores ingresos no experimentan este problema. Estas, generalmente, no tienen muchas propiedades en la situación descrita; no se presentan tantos casos.



Creo que es bueno tomar nota de las observaciones formuladas. Sin perjuicio de lo anterior, yo soy partidario de aprobar el proyecto, haciendo presente que se trata de un beneficio focalizado: no es para todos los adultos mayores, y afecta a las municipalidades de menores ingresos. No obstante, recomendamos su aprobación. 



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación general y particular.



--(Durante la votación). 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero expresar mis agradecimientos tanto al Presidente Piñera cuanto al Ministro Julio Dittborn, aquí presente.



Con los parlamentarios de Renovación Nacional Francisco Chahuán y Carlos Larraín fuimos muy insistentes en que se enviara este proyecto. ¿Por qué? Porque en este caso hay una razón de fondo para rebajar el impuesto territorial.



Dicho gravamen, que afecta también a numerosas personas que son propietarias de un buen bien raíz porque durante gran parte de su existencia trabajaron con empeño para vivir mejor, se aplica asimismo a una significativa cantidad de viudas y herederos que, aun cuando quedaron con una vivienda de muy alto nivel, no tienen muchos ingresos y, por lo tanto, están pagando impuesto sobre un patrimonio que ya tributó (porque todos los recursos generados para comprar un bien raíz de aquella índole ya pagaron impuesto). En tales condiciones, personas que enviudaron han debido vender casas de buena calidad porque se hallan imposibilitadas de cancelar las contribuciones.



Siento que el esfuerzo que se hace para rebajar las contribuciones sobre todo a gente que necesita más recursos para atenciones de salud y adquisición de remedios es una buena respuesta del Gobierno del Presidente Piñera a los adultos mayores.



Es cierto que uno quisiera más.



Escuché al Presidente de la Comisión de Hacienda. Pero yo no soy partidario de generarle expectativas a la gente.


Por eso, considero buena la exposición que hizo esta tarde en la Sala el Ministro de Hacienda subrogante, durante la cual estableció claramente quiénes serán los beneficiarios de esta iniciativa: 40 mil personas que pagarán menos por concepto de las contribuciones aplicadas a bienes raíces que compraron con sacrificio y esfuerzo.



Además, destaco el hecho de que no será necesario ir a hacer cola a ninguna parte ni entrevistarse con nadie: el beneficio se otorgará automáticamente a quienes cumplan los requisitos que se establecen.



Ojalá que el próximo Gobierno pueda realizar el esfuerzo a que algunos Senadores hacen referencia, señor Presidente.



En todo caso, yo no comparto algunas críticas, como la que formuló el Presidente de la Comisión de Hacienda en el sentido de que serán mayormente afectadas las comunas de más escasos recursos. Al revés: en ellas no habrá ningún problema, pues las casas se hallan exentas del pago de contribuciones.



Las comunas afectadas serán aquellas donde hay casas de valor elevado, lo que motivará que el beneficio para sus propietarios sea inferior.



Sinceramente, creo que durante la tramitación se podrá ir mejorando parte de esta iniciativa.



También me gustaría que todos fueran beneficiarios. Y ojalá también hubiera una compensación para los municipios, que nos critican a los parlamentarios por aprobar leyes que les acarrean gastos sin que consignemos los ingresos necesarios para solventarlos.



Pienso que la gente de la tercera edad agradecerá la noticia de que 40 mil personas de ese segmento de nuestra sociedad serán beneficiadas con la rebaja del impuesto territorial, que a mi juicio es bastante injusto, incluso desde su origen.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Lamento que se haya abierto la votación, señor Presidente, pues tenía una consulta muy importante, que me gustaría fuera absuelta por el señor Ministro.



El proyecto original establecía una rebaja del impuesto territorial para las propiedades con avalúo fiscal de hasta 100 millones de pesos. La Cámara de Diputados bajó este monto a 75 millones.



Yo quiero preguntar si esa reducción se efectuó mediante indicación del Ejecutivo o a través de indicación parlamentaria.



Si fue indicación parlamentaria, quiero hacer de inmediato reserva de constitucionalidad, pues no corresponde que por esa vía se realicen rebajas en materia tributaria.
El señor DITTBORN (Ministro de Hacienda subrogante).- Fue indicación del Gobierno, señor Senador.

El señor ORPIS.- Gracias, señor Ministro.



Aclarado aquello, señor Presidente, debo puntualizar que no comparto la disminución del monto explicitado, pues quizá se está pensando en las comunas del barrio alto de Santiago.



Como Senador por la Región de Tarapacá, debo señalar que, por ejemplo, en Iquique el valor de las viviendas ha subido en forma notable. Así, muchas personas del sector medio, a raíz de la mencionada disminución en el límite superior del avalúo fiscal, no serán beneficiadas. 



Y estoy seguro de que esa realidad se vive no solo en Iquique, sino también en muchas zonas de nuestro país donde el valor de los bienes raíces se ha elevado de manera muy significativa.



Por consiguiente, creo que se cometió un error al rebajar el monto máximo del avalúo fiscal, pues, en la práctica, se impedirá a muchas personas de la clase media acceder al beneficio en comento.



Voy a votar favorablemente, pero dejando constancia de que en la Cámara de Diputados se cometió tal error con relación a la iniciativa que envió el Ejecutivo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, con los Senadores Prokurica y Carlos Larraín impulsamos la rebaja en cuestión durante las campañas parlamentaria y presidencial.



Hoy día se está cumpliendo la palabra empeñada: el Presidente Sebastián Piñera ha dado un paso importante en la idea de hacerles justicia a los adultos mayores de nuestro país.



Sí, hemos de coincidir con el colega Orpis en que no es adecuada la rebaja del monto del avalúo fiscal registrada en la Cámara de Diputados a raíz de una indicación del Primer Mandatario.



En todo caso, debo señalar que estamos ante un avance sustantivo.



Agradezco que el Presidente Sebastián Piñera haya cumplido la palabra empeñada, y de paso, recogido la política consistente empujada por Renovación Nacional, especialmente por los Senadores que individualicé, con quienes siempre hemos estado comprometidos en el propósito de darles mejor calidad de vida a los adultos mayores. De modo que, en nuestro concepto, la medida planteada va en la dirección correcta.



Insisto en el problema derivado de la rebaja del tope superior del avalúo fiscal. 



Efectivamente, a lo largo de todo el país se ha registrado en el valor de los bienes raíces un aumento sustancial que no se condice con el mejoramiento de las condiciones de vida de las personas de la tercera edad, a las que se procura beneficiar con el proyecto de ley que nos ocupa.



Con la rebaja del impuesto territorial, más de 40 mil adultos mayores serán favorecidos en todo Chile.



Estimamos que se trata de un paso definitivo en la idea de hacer justicia a la gente de la tercera edad.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este es un debate -lo digo con absoluto respeto a quien me antecedió en el uso de la palabra- bien antiguo: no es nuevo.



No me parece adecuado, entonces -porque vengo escuchando esto desde hace muchos años-, que solo uno se atribuya la idea. Lo considero un poquito excesivo.



Por cierto, tiene gran valor que el actual Gobierno haya mandado este proyecto. Pero partir declarando que la idea es patrimonio de alguien...

El señor CHAHUÁN.- ¡Igual que el 7%!
El señor LETELIER.- No hablemos del 7%.



Ahora bien, la única razón de fondo por la que votaré a favor de esta normativa es porque sé que no será la actual Administración la que va a implementarla. Porque tengo la convicción de que, si tuvieran que hacerlo el Presidente Piñera y su Ministro de Hacienda, habría letra chica.



Eso es lo que me ocurre con este proyecto.



Podemos discutir por qué no hay impuesto a la plusvalía de la propiedad. ¡Es un tremendo tema!


Si las contribuciones son un derecho que se paga, se podría conversar.



Yo represento a una Región donde la gran mayoría de los cascos urbanos es habitada por adultos mayores que subsisten solo con pensiones; no tienen otras rentas; rentas declaradas. Otros perciben rentas que no declaran. 



Según explicó el Senador Zaldívar, con este proyecto se beneficiará a uno de cada tres o cuatro propietarios pertenecientes a la tercera edad, conforme a los requisitos que se establecen, en particular el atinente a la renta bruta de hasta 550 mil pesos -según entiendo- del dueño de la vivienda (no del grupo familiar).



Ello podría generar -quiero dejar constancia- el incentivo perverso de traspasar la propiedad a quien perciba una pensión baja, en caso de que la del dueño del bien raíz fuera elevada.



Si se hallara aquí la ex Ministra del Trabajo y ex Senadora señora Matthei, sin duda estaría apuntando eso, pues siempre pensaba en quienes tratan de evitar situaciones como la señalada.



Sin embargo, entendiendo que el espíritu es favorecer a personas que viven de un ingreso insuficiente y a las que a veces les resulta caro solventar la contribución, me parece muy positivo el criterio de romper cierta lógica que ha habido históricamente en el Estado en cuanto a mantener una estructura de pago de derechos e impuestos muy rígida, que no contempla excepciones.



Yo creo que esta iniciativa es una excepción tremendamente importante para personas que sufren procesos de empobrecimiento, que viven en casas probablemente más caras y más grandes que lo necesario, pero que no van a abandonarlas, por ser el hogar de su familia.



Desde ese punto de vista, reconozco que tiene un tremendo valor que el Gobierno haya enviado al Parlamento esta iniciativa, la cual contiene una idea que viene dando vueltas desde hace mucho tiempo.



Espero, señor Presidente, que se garantice que esto será el inicio de un debate.



Tengo, sí, una inquietud -y la dejo consignada- con relación a la norma que dice que la propiedad debe estar destinada a fines habitacionales, porque en ciertas comunas rurales el casco urbano es muy pequeño, la propiedad -valga la redundancia- es una, vive allí más de una familia y una parte puede destinarse a generar ingresos para algunos de sus integrantes.



Por eso, en mi concepto, el informe social debería ser un instrumento con mayor valor como parámetro de lo que se requiere.



Pienso que al respecto, sin tener la intención, podríamos generar cierta injusticia.



Dejo esa inquietud al Ejecutivo -al actual o al próximo-, a fin de que se analice la posibilidad de perfeccionar la norma pertinente.



Creo que, incluso, sería útil generar una ventana de excepciones -por cierto sin que hubiera cosas oscuras- en caso de que más de una familia habitara el bien raíz.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en fecha reciente aprobamos un proyecto tendiente a aplazar por 18 meses el reavalúo de los bienes raíces no agrícolas. Ello evitó que en la fecha correspondiente operara tal medida, que implica un aumento bastante significativo.



Lo dije en el debate y al interior de la Nueva Mayoría: ese reavalúo va a estar presente dentro de 18 meses, durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet.



Votamos a favor del reavalúo, pero luego no nos atrevimos a implementarlo en el actual Gobierno. Y visualizo que en 18 meses más también vamos a aplazar su aplicación.



El proyecto que nos ocupa genera una política especial respecto a los adultos mayores y a su propiedad destinada a la vivienda.



Señor Presidente, en el barrio universitario de la comuna de Tomé, en Concepción, en diversos sectores que han experimentado plusvalía con el desarrollo económico y el crecimiento urbano, muchas personas de clase media, profesionales y no profesionales, compraron una vivienda, la pagaron y han visto que su valor sube de manera inexorable. Porque parece que el mercado inmobiliario es uno de los grandes negocios de nuestro país.



En Hualqui, una hectárea, que costaba 600 mil pesos en 1993, cuando fui Diputado por primera vez, hoy supera los 40 millones de pesos; o sea, ha experimentado un crecimiento de casi 100 por ciento anual.



Por cierto, los ingresos de esos propietarios siguen siendo los mismos.



Aun más: algunos eran productivos y hoy día son pasivos. Entonces, se trata de propietarios de un bien inmueble que, debido a sus bajísimos ingresos, no pueden abandonar.



Señor Presidente, en Estados Unidos, a partir de 1989, y en Inglaterra, desde 1965, se aplica la hipoteca inversa.

El señor PROKURICA.- Revertida.

La señora RINCÓN.- Revertida.

El señor NAVARRO.- En mi concepto, debiéramos discutir al respecto.



La hipoteca revertida o inversa consiste en que el banco le adelanta un monto de dinero al propietario de un bien raíz para que lo mantenga y pueda vivir dignamente; y si queda un saldo, es heredable. Por tanto, sin necesidad de vender la propiedad, su dueño puede vivir mejor en ella, lo que le genera estabilidad y un mejor pasar, porque el sistema financiero lo permite.



Es un debate que bien podríamos realizar. Porque muchos adultos mayores no pueden vender su vivienda, ya que no tienen dónde residir. Y al final los beneficiarios son los herederos, quienes muchas veces -digámoslo derechamente- se preocupan bastante poco del propietario del bien raíz donde conviven, al que las más de las veces no le prestan ayuda financiera ni le entregan afecto. Así, después de heredar el inmueble, simplemente lo venden.



Este es un tema probado. Y sería muy importante que el próximo Gobierno pudiera estudiarlo, independiente de que les rebajemos el impuesto territorial a los adultos mayores.



En todo caso, el número de favorecidos es bastante menor.



El INE -en 2002- y diversas publicaciones señalan que al 2025 habrá 3,4 millones de adultos mayores. Hoy día existen 2,6 millones. ¡Y mediante este proyecto se favorecerá a 35 mil...!

El señor PROKURICA.- A 40 mil. 

El señor NAVARRO.- Da lo mismo: 35 mil o 40 mil.



Y peor aún: el tope superior del avalúo fiscal se rebaja de 100 millones a 75 millones de pesos.



A mí me habría gustado tener -voy a votar a favor, por cierto- la cifra exacta de beneficiarios. 



Reitero que muchas viviendas del barrio universitario de Tomé que valen más de 100 millones de pesos pertenecen a adultos mayores que reciben una pensión miserable. Su condición no es ni de riqueza ni de estabilidad, y ni siquiera de clase media. ¡Tienen muebles de la década del 60!



Entonces, señor Presidente, creo que debe revisarse aquel umbral. O sea, 75 millones de pesos es una cantidad realmente exigua. Porque estamos hablando de un segmento de adultos mayores que, sin subsidio del Estado, pudieron comprar una vivienda que ahora se ha valorizado.



Pienso que podríamos cometer la grave injusticia de dejar fuera del beneficio a personas susceptibles de estar dentro de él.



Me habría gustado la fijación de un tramo, para elevar el monto, como asimismo el establecimiento de otros instrumentos que pudieran darle mayor cobertura al beneficio.



Señor Presidente, en materia de adulto mayor nos falta mucho todavía.



Solo a modo de ejemplo, puedo mencionar que BancoEstado y muchas otras instituciones hoy día desechan filas especiales que antes disponían para gente de la tercera edad y para embarazadas.



En general, las políticas sobre el adulto mayor siempre parten bien encaminadas, pero después se diluyen y terminan siendo hasta negativas.



Espero que no pase lo mismo con este proyecto de ley.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, sé que a usted le llamó la atención que me volviera a inscribir para intervenir. Pero debo recordarle que me queda poco tiempo como Senador. Por consiguiente, ¡tengo que aprovechar de hacer uso de la palabra...!



En mi concepto, nos encontramos ante una buena idea. Así que felicito a los Senadores Chahuán y Prokurica por impulsarla.



Empero, el proyecto está mal hecho. Es una buena idea mal plasmada, porque tiene letra chica.



¡Ese es el problema!



¿Y dónde está la letra chica? En la colocación de requisitos, entre los cuales figura el del avalúo fiscal máximo de 75 millones de pesos para impetrar el beneficio.



Sin embargo, la solución no pasa por el aumento del monto que plantea el Senador Navarro, porque en tal caso serían menos todavía los favorecidos.



En realidad, deberían bajarse los 75 millones de pesos a 50 millones, de manera que el avalúo comercial fuera de 80, 90, 100 millones de pesos, aproximadamente.



Es decir, para mejorar este proyecto no hay que incrementar el avalúo fiscal, sino disminuirlo.



Pero, bueno, así están las cosas.



Esta iniciativa viene de la Cámara de Diputados y está con “discusión inmediata”. De modo que no creo que el Ejecutivo tenga voluntad para introducir una indicación y alargar su trámite. Porque observo que el señor Ministro Secretario General de la Presidencia está sumamente ansioso e inquieto. Lo único que le importa es que votemos como sea. Claro, tiene una lista de cosas por sacar, y, si no lo hace, va a llegar más rato a La Moneda o  llamará por teléfono y le tirarán las orejas.



Mas la idea es buena. Les brindo un reconocimiento a los colegas que la generaron. Felicito al Honorable señor Prokurica. Sin embargo, la restricción para poder tener acceso a la ley es demasiado fuerte. Creo que está bien el techo de la exención de global complementario, como se establece desde el punto de vista de los ingresos; pero, en cuanto a los avalúos de las propiedades, es muy alto. 



Si el movimiento negativo de cabeza del señor Ministro significa que el Ejecutivo va a sacar la iniciativa como está, el Senador que habla asumirá la filosofía de que es mejor algo o poco que nada. Pero este razonamiento no es válido en todo orden de cosas. Por ejemplo, ayer discrepé en lo referente al proyecto de ley sobre el lobby, el cual, así como quedó, me parece que resultará enteramente ineficaz. Será un automóvil moderno sin motor, como señalé.



En el caso que nos ocupa, sí vale la pena, por lo menos, que unos 43 mil adultos mayores queden sin tener que pagar el impuesto territorial. Lo estimo válido, positivo. Podrían ser más, porque no se generaría un desangramiento, en cuanto a una menor recaudación fiscal. Según las cifras que nos entregaron, se trataría de un poco más de 5 mil millones de pesos, o sea, de aproximadamente 10 millones de dólares. Efectivamente, el país puede enfrentarlo. 



Numerosos adultos mayores que trabajaron durante toda su vida -30, 40 o 50 años- y tuvieron como proyecto una casa propia que ahora se puede haber disparado por encima de 75 millones de pesos no van a acceder al beneficio, lamentablemente, y muchos de ellos no se encuentran en condiciones de pagar el impuesto territorial.



Al menos la medida en estudio será positiva para los que quedarán incluidos en los términos del texto, y, por lo tanto, vale la pena votar a favor. 



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, deseo partir por valorar que el Gobierno del Presidente Piñera haya acogido esta aspiración de muchos parlamentarios, mantenida por largo tiempo, y que concretaron últimamente los Senadores señores Chahuán y Prokurica. Evidentemente, todos estamos por apoyarla. Se consideró primero un límite de 100 millones de pesos, pero la Cámara de Diputados lo bajó a 75 millones, por desgracia.



Cabe consignar que ingenieros que trabajaron 40 años en el Ministerio de Obras Públicas y que, siendo jóvenes, junto con formar familia compraron casa y pagaron dividendos durante gran cantidad de años ¡obtienen 600 mil pesos de jubilación! ¡700 mil pesos! Tienen que vivir. Tienen que buscar a alguien que los apoye. Y enfrentan las enfermedades ¡y las contribuciones! Esas propiedades se tasan hoy día en una suma enorme, lo que ya habíamos dicho aquí.



¡Esta es una contribución! Y la contribución debe ser sobre la tasación fiscal. ¡Pero ahora se han ido al valor comercial! Si alguien tiene 50 metros en una cuadra y necesita 10 más para un proyecto, por los cuales paga 400 millones de pesos, esta última suma se toma como base para el valor del metro cuadrado de todas las otras propiedades. Y algunos se hacen ricos de la noche a la mañana al subirse el valor a 300 millones o 400 millones. 



Es una injusticia. Estamos llegando al impuesto al patrimonio. 



La contribución es una contraprestación, no por la basura que se saca, que se paga aparte, sino por la luz eléctrica en las calles, por el aseo de la vía pública.



Y, sin embargo, hoy día se registra una gran distorsión. Son numerosos los adultos mayores profesionales de clase media que viven de una pensión y cuyo pago de contribuciones les lleva gran parte de sus ahorros. Muchos de ellos no se beneficiarán.



Del lobo, un pelo. Esto es algo. Por eso, partimos por agradecerlo. Porque alguien diría: “Nos están criticando”. No. Pero creo que nos quedamos muy cortos.



Por mi parte, me pronunciaré a favor. Pero les llamo la atención a mis colegas en el sentido de que aquí -repito- tiene lugar una distorsión. Se ha buscado una fuente de recursos para las municipalidades. ¡Mas este no es el ingreso más grande! El más grande proviene hoy día del pago de patentes de vehículos, que se han multiplicado por cuatro.



Hay que buscar otra manera de allegarle fondos a la labor municipal. No expoliemos a los propietarios de una vivienda, jubilados o mayores de edad, que se debaten con su vejez, con sus enfermedades, y a quienes les estamos diciendo: “¡Se tienen que ir y arrinconar en un departamento!”. ¡Ese es el destino que les estamos asignando, porque los estamos correteando con contribuciones sobre la base de valores que no corresponden! ¡El que procede es el avalúo fiscal, no el comercial!



Insisto en que se genera una distorsión que está llevando a un nuevo impuesto al patrimonio.



Voto a favor, porque, del lobo, un pelo, señor Presidente. 

 El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, deseo valorar el trabajo realizado por mis Honorables colegas Chahuán y Prokurica. Desde el día en que ingresé a esta Corporación he sido consciente de que este es un proyecto que idearon y en el cual insistieron, y fui testigo también en el Comités Político de que tenía que presentarse en el actual Gobierno. 



¿Qué beneficio obtiene en la actualidad un adulto mayor de las contribuciones? Ninguno.



La medida en estudio es una gran partida. 



Les extiendo mis agradecimientos al Presidente Sebastián Piñera y al Ministro de Hacienda subrogante, señor Julio Dittborn, quien nos acompaña, porque la iniciativa en debate es de plena justicia. 



Bien hacía referencia el Senador señor Sabag a cuántos adultos hay para los cuales su casa representa el ahorro de toda su vida. Por ejemplo, en el centro de Rancagua, en la Región que represento, se da el caso de viviendas adquiridas con esfuerzo, con créditos. Y aprovecho de saludar a su alcalde, quien nos acompaña en las tribunas con su cónyuge. Me parece que el proyecto importa un beneficio real para la gente que más lo necesita y que no tiene la culpa de que haya subido el valor de la propiedad en que vive.



Y somos testigos de cómo estas personas, desesperadas, que reciben una pensión mínima o muy baja, de repente tienen que pagar contribuciones. ¿Y quiénes las apoyan para poder seguir manteniendo la vivienda? Sus hijos, sus nietos.



Claro, les dicen: “Tiene mucha plusvalía”. Pero es donde han habitado toda su vida y no se interesan en otro lugar.



Me parece que el proyecto va por el camino correcto. Esta es la primera etapa. Es cierto, son 43 mil los adultos mayores que se beneficiarán. Pero hoy día no hay ninguno.



Espero que sea el inicio. Insto a los Senadores de la actual Oposición y que van a estar en el Gobierno a que trabajemos juntos para que se amplíe lo que ellos mismos han planteado y en lo cual estamos de acuerdo. Porque nuestros votos también van a estar disponibles para ello.



Necesitamos asegurarles más justicia a quienes han trabajado toda su vida y que al llegar a la edad adulta tienen que estar pagando impuestos que ya habían enterado, porque al comprar casa les fueron descontados de sus remuneraciones. Están cancelando un doble tributo. A la larga, pagan un impuesto patrimonial por su vivienda, donde hoy día llevan su vida normal.



A mi juicio, la iniciativa en examen contribuirá muy bien a la justicia social que necesitan sobre todo nuestros adultos mayores. El país tiene que preocuparse más de quienes han entregado toda su vida por Chile, y esto es lo mínimo que podemos proporcionarles a quienes necesitan una ayuda, una mayor comprensión, tanto del Gobierno como del Congreso.



Así que insto a que la futura Administración envíe un segundo proyecto de ley, con el fin de que podamos aumentar al máximo el apoyo a dicho sector.



Felicito al Honorable señor Prokurica por su insistencia, porque me parece que estas son las ideas que contribuyen a una mayor justicia.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto por 23 votos a favor y 2 pareos.


Votaron las señoras Allende y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, la señora Von Baer y el señor Tuma.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una comunicación de la Honorable señora Pérez San Martín, con la cual comunica que a contar de esta fecha ha dejado de pertenecer al Comité Renovación Nacional e integra el Comité Independientes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se toma conocimiento.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Me informan de la Secretaría que se encuentra en la tribuna el señor Alcalde de Rancagua.



Muchas gracias por acompañarnos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- ¿A qué hora termina el Orden del Día, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- A las 19:35.

El señor ESCALONA.- Gracias.

FORMACIÓN INICIAL DOCENTE

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8189-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 62ª, en 9 de octubre de 2013.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son establecer condiciones para la formación de profesores y el inicio del ejercicio de la profesión docente; crear el examen inicial de excelencia profesional; elevar las exigencias mínimas para estudiar pedagogía; disponer una evaluación obligatoria para los egresados de pedagogía que deseen trabajar en el sector subvencionado; exigir el estudio de una carrera en una institución acreditada para trabajar en cualquier establecimiento subvencionado por el Estado; elevar las remuneraciones de entrada para los mejores estudiantes de pedagogía que opten por trabajar en el sector subvencionado; incrementar, en todo el sistema subvencionado, los ingresos de los actuales maestros que certifiquen su calidad docente; incentivar a los mejores profesores para que opten por trabajar en establecimientos de alta vulnerabilidad, y mejorar las condiciones de los docentes en los establecimientos educacionales al aumentar las horas no lectivas.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y, con los votos a favor de los Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker (don Ignacio) y el pronunciamiento en contra del Honorable señor Navarro, aprobó la idea de legislar.



Asimismo, cabe consignar que, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker (don Ignacio), acordó solicitarle a la Mesa que recabe el acuerdo de la Sala para cambiar la denominación asignada en la Cámara de Diputados a la iniciativa por la de “Proyecto de ley sobre formación inicial docente”, atendido el hecho de que, durante la discusión en el primer trámite constitucional, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva referida, en lo fundamental, a esa materia, que en definitiva corresponde al texto aprobado por la otra rama del Congreso.



El articulado que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general.



El Honorable señor Coloma me ha pedido abrir la votación.



No hay acuerdo.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora SCHMIDT (Ministra de Educación).- Señor Presidente, la iniciativa dice relación con un asunto bastante relevante que hemos visto en los últimos días y hace referencia principalmente a la formación inicial del profesor.



Los países con buenos resultados en educación eligen a sus docentes entre el 30 por ciento de los mejores egresados cada año de sus establecimientos.



La realidad en Chile es muy diferente. El 73 por ciento de los egresados de pedagogía en 2011 o no dio la prueba de selección universitaria u obtuvo en ella menos de 500 puntos.



En nuestro sistema de educación superior se ha cuadruplicado el número de estudiantes de pedagogía en los últimos diez años. Las exigencias para adquirir dicha condición prácticamente son inexistentes. Se registran más de 100 mil alumnos en ese ámbito, para un total de profesores en el sistema escolar, tanto subvencionado como particular pagado, que no superan los 200 mil. Por lo tanto, los estudiantes cubren el 50 por ciento de los docentes en ejercicio.



En muchas universidades basta inscribirse hoy en un mall y dar el RUT para quedar automáticamente “seleccionado”. Y una gran cantidad de alumnos sigue estudios no acreditados.



La carrera de pedagogía es estratégica para nuestro país. Debemos ser capaces de hacerla atrayente y de retener a los mejores talentos para enseñar en las salas de clase. Es justamente este uno de los aspectos que el proyecto se propone abordar, porque la realidad en los procesos de educación es muy diferente.



Necesitamos avanzar en la materia y hacerlo de manera urgente. La iniciativa sobre formación e inicio profesional docente pretende que el país dé un salto importante en materias por mucho tiempo rezagadas en busca de acuerdo.



Se persigue el objetivo de avanzar hacia una revalorización de la profesión docente y se progresa en mejoras relevantes para todos los profesores que actualmente están en el sistema.



Aumenta en cerca de 10 por ciento el ingreso mínimo docente para todos los profesores, pasando de 538 mil a 588 mil pesos mensuales.



 Mejora la cantidad de horas contratadas y pagadas a los docentes del sistema para que puedan preparar sus clases de manera más adecuada, incrementando la cantidad de horas no lectivas del actual sistema de un 25 a un 30 por ciento, un anhelo muy deseado por nuestros profesores.



El proyecto también triplica la Asignación de Excelencia Pedagógica (AEP), para que todos los actuales docentes que acrediten sus competencias puedan recibir hasta 400 mil pesos mensuales adicionales. Y, si estos profesores acreditados ejercen en colegios vulnerables, ese monto se incrementará en un 40 por ciento, alcanzando los 560 mil pesos mensuales adicionales a su sueldo.



Si bien este proyecto no regula una carrera docente, establece un piso para ella y entrega beneficios y mejoras concretas para todos los docentes que trabajan en establecimientos subvencionados por el Estado, sean municipales o particulares.



Asimismo, esta iniciativa constituye un avance real en un tema urgente para el país. Se busca atraer y retener a los mejores talentos para la educación; establecer altos requisitos de selección para estudiar Pedagogía; exigir acreditación obligatoria a los establecimientos donde se impartan tales carreras; disponer la rendición obligatoria de la prueba Inicia a todos los profesores. ¡Rendirla, no aprobarla! En la actualidad, solo el 14 por ciento de los egresados de Pedagogía la rinden, y sus resultados son deficientes, cosa que también sucede con el test internacional TEDS-M.



El proyecto también mejora las condiciones laborales; entrega más tiempo para preparar clases; otorga beneficios económicos a los profesores, y fija incentivos para certificar conocimientos y habilidades.



Todas esas reformas nos permitirán avanzar en el gran objetivo que nos une a todos y que ha estado en el corazón de las medidas impulsadas por el Gobierno del Presidente Piñera: mejorar la calidad de la educación.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, como mi intervención seguramente coincidirá con el término del Orden del Día, deseo exponer algunos lineamientos que se expusieron en la Comisión de Educación, a sabiendas de que este proyecto ya no se despachará durante la actual Administración.



Estamos en la discusión general, en el debate de las ideas matrices. Pero los dieciséis invitados (expertos y representantes de instituciones) que concurrieron a la Comisión de Educación ya han formulado numerosas observaciones. Seguramente, en la discusión particular, que se realizará en el próximo Gobierno, se presentará incluso una indicación sustitutiva.



Con todo, me parece importante que dejemos aprobada la idea de legislar antes del 11 de marzo, porque el aspecto fundamental del proyecto es tal vez el tema más importante de la educación básica y media. Excluyo a la enseñanza superior, que tiene otros problemas y obedece a otra dinámica, y a la parvularia, que responde a una lógica diferente.



¿Por qué?



Todos los expertos, los estudios, las instituciones -¡todos sin excepción!- que hemos escuchado en la Comisión durante estos tres años y medio, a propósito de cualquier iniciativa sobre enseñanza básica o media, sostienen que la clave para lograr una educación de calidad consiste en contar con buenos profesores. Después vienen los buenos directores, los métodos pedagógicos, las mallas curriculares. 



En efecto, todos apuntan, como una cuestión fundamental, al profesorado, al maestro. Teniendo buenos docentes, hay educación de calidad.



¿Y qué significa eso? Que el primer eslabón debe concentrarse en atraer a las carreras pedagógicas a los mejores alumnos de enseñanza media. Todos los países desarrollados, incluidos los más exitosos que conocemos -¡todos!-, parten por atraer a los mejores estudiantes de secundaria a las Pedagogías.



¿Cuál es el drama de nuestro país? Esto no es titular de noticias, no aparece en los medios, pero es un drama: hay 144 mil alumnos y alumnas estudiando carreras pedagógicas en Chile. 



¡Eso es un escándalo!



Yo he dicho que es, además, un autoengaño como sociedad. El sistema absorbe no más de 12 mil profesores por año, y estamos formando, en este momento mientras aquí debatimos, 144 mil alumnos en diferentes  carreras de Pedagogía.



¿Qué dicen los estudios? Tomemos a los egresados del año 2012: el 50 por ciento de ellos nunca rindió la PSU y, del 50 por ciento restante, el 27 por ciento que ingresó a las universidades obtuvo un puntaje inferior a 500 puntos.



¿Alguien con una mano en el corazón y con dos dedos de frente, responsablemente, puede considerar que como país (olvidémonos de las diferencias Gobierno-Oposición, Derecha-Izquierda) estamos apuntando en la dirección correcta cuando enfrentamos esta situación absolutamente escandalosa?



Doy un segundo dato, aportado por don Gregory Elacqua, Director del Instituto de Políticas Públicas de la Universidad Diego Portales.



Vamos a los casos exitosos.



Todos los estudios indican que existen dos modelos exitosos en el mundo: el de Finlandia -el Senador Navarro siempre lo cita como el ejemplo número uno a nivel mundial- y el de Singapur. ¡Estos países -hay algunos otros más- ganan en todos los rankings en materia de educación!



Déjenme darles un solo dato: del total de alumnos y alumnas que postulan a carreras pedagógicas en Finlandia y en Singapur, solo el 15 por ciento es contratado como profesor. ¡Uno de cada seis! Ya es difícil entrar a esas carreras, porque atraen a los mejores alumnos. Pero, además, el nivel de estas es tan exigente -no quiero decir “competitivo”; es una palabra distorsionada, manoseada-, al igual que el sistema educativo, que en esos países es público, que solo uno de cada seis que postulan termina contratado.



El contraste entre las dos cifras que he entregado me ahorra muchos comentarios. O hacemos un esfuerzo por atraer desde el día uno a los mejores egresados de la educación superior o este problema no tiene arreglo, caso en el cual seguiremos sumiéndonos en un engaño como sociedad, partiendo por engañar a esos alumnos.



Ahora nos encontramos en la discusión de la idea de legislar. 



Al respecto, cabe recordar que este proyecto cambió de título. Se llamaba “de formación inicial docente”. Luego vino la indicación sustitutiva del Gobierno. ¿Sustitutiva de qué? Del proyecto sobre carrera docente.



¿Saben cuándo ingresó la iniciativa a la Cámara de Diputados? El 7 de marzo de 2012. Hace casi dos años. ¿Y qué ocurrió? No hubo acuerdo. 



Todos estamos contestes en que debe haber una carrera docente. ¡Todos los expertos, incluso el Colegio de Profesores, con cuya directiva siempre conversamos, coinciden en que tiene que existir una carrera docente! ¡Pero en esa oportunidad no hubo acuerdo!



Por esa razón, se presentó una indicación sustitutiva, concordada con la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, para al menos hacer frente a la formación pedagógica inicial. Por eso el proyecto ahora se denomina “establecimiento de sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal”.



Dicha indicación fue aprobada casi por unanimidad en la Cámara Baja. Solo hubo ocho votos en contra. El resto de los Diputados, incluidos casi todos los representantes de la Nueva Mayoría, votó a favor. Y ese es el texto que estamos analizando en este segundo trámite constitucional.



Entonces, ya que no hubo acuerdo para legislar sobre la carrera docente, por lo menos mandemos una señal a la sociedad en el sentido de que queremos introducir incentivos para atraer a los mejores a las Pedagogías y al ciclo inicial de la carrera docente.



La idea de legislar -ni siquiera hablo del proyecto ni de la indicación sustitutiva-, la idea matriz, que estamos tratando de aprobar, ojalá, antes del 11 de marzo -porque, insisto, el proyecto ya quedó para el próximo Gobierno-, es atraer.



Aquí hay únicamente dos verbos importantes: atraer y retener.



Ahora no estamos hablando de “retener”. Este objetivo corresponde a la carrera docente. Las deserciones -se han publicado los datos en los diarios estos días- de las carreras pedagógicas o de quienes empiezan a ejercer como docentes alcanzan cifras alarmantes. O sea, nuestro sistema no tiene ninguna capacidad hoy día para retener al buen profesor. ¿Por qué? Porque existen brechas.



Olvídense de la carrera docente. Eso ya quedó para el próximo Gobierno. Hoy estamos hablando de atraer, y no de retener, que es un tema mayor.



¿Y cómo se puede atraer a los mejores alumnos?



La idea de legislar del proyecto en debate tiene los siguientes elementos.



Por un lado, eleva las exigencias mínimas para estudiar Pedagogía y para trabajar en el sector subvencionado. ¡Cómo no va a ser obvio que en ese ámbito se requieren incentivos!



¿Qué se establece? 



Primero, rendir la prueba Inicia, lo que hasta ahora ha sido voluntario. Aquí pasa a ser obligatorio. ¡Tremenda señal!


Es cierto que ese examen no es predictivo del desempeño en la carrera docente. Y el Colegio de Profesores y los expertos han planteado un muy buen argumento en ese aspecto. Reitero: no es una prueba predictiva.



¡Fíjense que estamos pidiendo que se rinda, no que se apruebe! ¡Solo que se rinda! ¿Cómo no va a ser lógico que se exija tal obligación? 


¡Ni siquiera es un test habilitante!



Si no somos capaces de establecer estos mínimos requisitos, olvidémonos de la educación escolar.



Segundo, efectuar una evaluación obligatoria a egresados que deseen trabajar en el sector subvencionado.



Este sector abarca al 92 por ciento de los alumnos en Chile. De cada 100 estudiantes, 92 reciben subvención, sea en el ámbito público o en el privado.



¿Y qué estamos proponiendo? Repito: una evaluación obligatoria.



Pero también establecemos una importante advertencia a las instituciones de Pedagogía. Porque estas muchas veces son como ollas Marmicoc: forman sin ningún sentido de calidad. Les decimos: “Si un 30 por ciento de sus egresados obtiene una evaluación insuficiente, usted, como institución, en forma gratuita para el alumno, debe entregarle un año de nivelación”. ¡Porque esto no es chacota, pues, señor Presidente! ¡Si estamos formando a los futuros profesores!


Tercer requisito: haber estudiado -¡miren lo que estamos pidiendo!- en un programa docente acreditado.



Hoy día la gente que egresa y empieza a desempeñar la profesión muchas veces ha estudiado en instituciones que no están ni acreditadas, ¡ni acreditadas! ¡Si esto es un escándalo, señor Presidente, que ha permanecido debajo de la superficie! ¡Y llevamos 23 años de democracia! ¡Cómo no le vamos a exigir a la institución que forma a nuestros futuros profesores que se encuentre acreditada!



Cuarto: elevar las remuneraciones de todos los profesores. 


Esta propuesta es muy elemental, muy básica. Insuficiente, yo creo. Se introduce, además, un reconocimiento para premiar la excelencia académica, hasta por cuatro años, en fin. Hay un incremento para todos los profesores por igual.



Quinto: aumentar las remuneraciones de entrada, en los cuatro primeros años del ejercicio de la carrera docente.



Por ejemplo, se podrá decir: “A usted, alumno egresado, que ya rindió la prueba Inicia -lo menos- y que salió de una institución acreditada -lo menos-, le informo que, si trabaja en una escuela pobre, de alta concentración -así se llama en términos técnicos-, automáticamente su remuneración subirá 40 por ciento. ¡Altiro! ¡Cómo no vamos a estar de acuerdo con eso!
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor WALKER (don Ignacio).- Termino de inmediato, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene un minuto adicional. Ya le he dado dos.

El señor WALKER (don Ignacio).- Deme dos minutos más para redondear mi intervención. 


¡Queremos atraer a los mejores alumnos no solo a las carreras de Pedagogía, sino también a los colegios de alta concentración!



Sexto: aumentar las horas no lectivas. Son pocas todavía, pero es un avance este incremento.



Atendido lo anterior, señor Presidente, entre avanzar y no avanzar, muchos estamos por avanzar.



¿Este proyecto es lo ideal? No. Lo ideal es abordar la carrera docente completa, iniciativa que vendrá, porque está en el programa de Michelle Bachelet.



Este es solo el primer eslabón para darle a la sociedad chilena la señal de que queremos parecernos más a Finlandia y a Singapur que a un país africano. 


Reitero que, con las cifras de formación pedagógica que he dado (144 mil alumnos que están estudiando sin ninguna garantía de nada), estamos sumiéndonos en un autoengaño como sociedad.



Por eso, sugiero que ojalá antes del 11 de marzo podamos aprobar la idea de legislar, y que quede pendiente la discusión en particular. Vendrán indicaciones, eventualmente, sustitutivas. Pero no sigamos chuteando este tema para adelante y engañando a la sociedad chilena.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha terminado el Orden del Día.



Quedan inscritos para el debate que continuará en marzo los Senadores señores Hernán Larraín, Prokurica, Quintana, Lagos, Escalona, Navarro y García.

VII. INCIDENTES

PETICIÓN DE OFICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Economía, Fomento y Turismo, pidiéndoles DEROGACIÓN DE AUTORIZACIÓN DE ZONAS CONTIGUAS ENTRE REGIÓN DE LOS LAGOS Y REGIÓN DE AYSÉN, POR VULNERACIÓN DE PROTECCIÓN DE RECURSOS HIDROBIOLÓGICOS Y FALTA DE CONSULTA A PESCADORES ARTESANALES.
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En Incidentes, ofrezco la palabra al Comité Renovación Nacional.



No intervendrá.



En el turno del Comité Independientes, está inscrito el Senador señor Horvath, cuya intervención queda pendiente, pues acaba de salir momentáneamente de la Sala.



Los Comités Demócrata Cristiano y Unión Demócrata Independiente informaron que no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité MAS, tiene la palabra el Senador señor Navarro, quien, además, cuenta con los tiempos de los Comités Socialista, Partido Por la Democracia y Partido Radical. En total, cuenta con 18 minutos.

SOLICITUD DE ANTECEDENTES ANTE FALLECIMIENTO DE BRIGADISTA FORESTAL EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, noticias lamentables y trágicas trae la tarde de hoy desde la comuna de Florida, sector Llollahue, en la Región del Biobío.



A las cinco de la tarde de hoy, el brigadista forestal Narciso Tapia, de 34 años, fue encontrado muerto, y dos de sus compañeros están con quemaduras graves, de segundo y tercer grado. Se trata de Jimmy Navarrete Flores, de 30 años, residente en San Carlos, y Alfredo Quezada, de 21 años, procedente de Quiriquina.



El fiscal señor Víctor Castro se encuentra a cargo de la investigación. 


La empresa a la que pertenecían los brigadistas es Working on Fire, que se especializa en el combate del fuego.



Hemos venido señalando de manera reiterada que se requiere un capítulo especial en el Código del Trabajo para los brigadistas forestales, porque no están sujetos a ninguna norma de carácter nacional.



Todas las normas regulatorias respecto de la implementación, la capacitación, los mecanismos de combate del fuego y, particularmente, sus condiciones laborales y de seguridad forman parte de una acción voluntaria y coordinada entre la CORMA, las empresas forestales y la CONAF.



Hemos discutido el proyecto pertinente con estas dos corporaciones. Pero noto resistencias a una eventual normativa que exija condiciones que permitan prevenir accidentes de esta naturaleza.



Hace algunos años, diez brigadistas fallecieron. La prensa recogió lo que entonces señaló la empresa Mininco, que hablaba de expertos en el combate del fuego, lo cual quedó desmentido por la realidad. Al menos dos de ellos, llevaban solo quince días en sus labores y se trataba de su primera experiencia con el fuego. No tenían capacitación. Eran mano de obra barata, conseguida a través de egresados de Enseñanza Media que aprovechan la temporada estival para aumentar sus ingresos. 



Se hace más urgente que nunca regular la condición de los brigadistas forestales, estableciendo un capítulo especial en el Código del Trabajo, con exigencias importantes.



He planteado la condición de servicio militar efectivo, lo que posibilitaría que los jóvenes de 19, 20 a 21 años tengan, a lo menos, una experiencia previa que dé cuenta de una formación en metodología laboral, de cierto grado de responsabilidad y, particularmente, de haber estado sujetos a una disciplina vertical, que es con la que se debe operar en medio del combate al fuego. En esas circunstancias no cabe mucha reflexión: hay que obedecer las órdenes que imparte el instructor a cargo, quien posee experiencia para desenvolverse en el sitio del incendio.



La noticia a la cual me referí nos llena de dolor. Habíamos pasado ya una temporada mucho más grave en la comuna de Florida: la ciudad asediada por las llamas y, en general, con alto riesgo. Sin embargo, dicha situación varió, porque las condiciones climáticas cambiaron, lo que revela que nunca hay que bajar la guardia y se debe estar permanentemente alerta y preparado.



Señor Presidente, solicito oficiar a la Dirección Nacional del Trabajo y a la Corporación Nacional Forestal a fin de que nos puedan informar, detalladamente, del número de brigadistas forestales que hoy en día están presentes en todo Chile, región por región, comuna por comuna; y también sobre la capacitación, el rango etario y, especialmente, la capacitación de cada uno de ellos, para poder determinar si contamos con brigadas inexpertas o con poca capacitación, o con veteranos del combate al fuego.



Es necesario que la Dirección del Trabajo determine los elementos de seguridad con que contaba, a la hora del fallecimiento, el brigadista Narciso Tapia, y asimismo sus compañeros que resultaron con heridas graves. Queremos saber qué implementación llevaban, quién era el encargado del grupo y cuáles fueron las circunstancias imperantes. Si bien el caso es investigado por un fiscal, deben conocerse los aspectos técnicos en la decisión de acudir a combatir el fuego.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento.
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, después de la petición formulada (y, por cierto, expreso mis condolencias a la familia de Narciso Tapia, quien era oriundo de la ciudad de Chillán), deseo pedir a la Mesa que le otorgue la palabra al Senador señor Bianchi, o al Honorable señor Horvath, para que ocupe parte de los minutos que el Comité Independientes me cedió.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

ACUERDO RELATIVO A INTEGRACIÓN DE COMITÉS INDEPENDIENTES
El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, nos unimos a las condolencias emitidas por el trágico accidente que ha señalado el Senador señor Navarro.



A minutos de finalizar la presente sesión, la Senadora señora Lily Pérez hizo presente su incorporación al Comité Independientes, visada por el Honorable señor Cantero, quien no comunicó el hecho ni al Senador que habla ni al colega señor Bianchi.



El Comité Independientes fue integrado en su oportunidad por dos Senadores en forma excepcional por un acuerdo de la Sala. Paralelamente, se está revisando una norma que permita brindar a los independientes, según lo establece la propia Constitución, igualdad de condiciones en cada una de las fórmulas y expresiones de trabajo.



En tal sentido, según las características en que nos desenvolvemos con el Senador señor Bianchi, queremos hacer presente que nuestro Comité formalmente ha presentado a la Mesa la solicitud de que podamos seguir constituyéndolo, según la autorización provisional y excepcional que ha otorgado la Sala. El otro quedaría integrado por los Senadores señora Lily Pérez y señor Cantero, quienes tienen proyectos políticos distintos a los nuestros.



Se podría pedir el acuerdo de la Sala, pero como en este momento no hay quórum suficiente para ello, proponemos que en la próxima reunión de Comités se resuelva el punto en buena forma.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la primera reunión de Comités que sostengamos se analizará el criterio que Sus Señorías han planteado: continuar con el Comité Independientes, integrado por los Senadores señores Bianchi y Horvath, y establecer otro, conformado por los Honorables señor Cantero y señora Lily Pérez.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, junto con sumarme a las condolencias expresadas por el Senador señor Navarro, quiero manifestar que tal como lo ha manifestado el Honorable señor Horvath, efectivamente, quien habla, siendo su representante, a última hora de la presente sesión se enteró de que habría una participante más en el Comité Independientes. 



Y, en esa línea, ratifico todo lo señalado por este último, en cuanto a que en la próxima reunión de Comités se determine, entre todos ellos, la posibilidad de que mantengamos el Comité Independientes el Senador señor Horvath y quien habla, y que el otro quede integrado por los Senadores señor Cantero y señora Lily Pérez, con lo cual se da cumplimiento al acuerdo de la Sala de hace un buen tiempo a la fecha, que ha permitido que puedan integrarse con dos personas. 



Es bueno que la opinión pública sepa que quien milita en un partido político por sí solo puede conformar un Comité, mientras que nosotros los independientes no podemos operar de la misma manera. Hay ejemplos. Por lo tanto, es una situación que la Cámara Alta debe resolver. 



El artículo 18 de la Constitución otorga igualdad entre quienes militan en un partido político y los independientes. No obstante, el artículo N° 11 del Reglamento no lo permite. 



Lo que estamos solicitando -lo ha especificado el Senador señor Horvath y yo lo ratifico- es que el acuerdo mencionado se mantenga. Entonces, habrá dos Comités de independientes: uno conformado con los Senadores señor Cantero y señora Lily Pérez, y otro, con los Senadores señor Horvath y quien habla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Recupera el uso de la palabra el Senador señor Navarro.

DESPIDO MASIVO DE TRABAJADORES EN SIDERÚRGICA DE HUACHIPATO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, a esta hora de la tarde se cumplen más de 38 horas desde que tres dirigentes del sindicato N° 1 de la siderúrgica de Huachipato, Región del Biobío, se encuentran protestando en la chimenea de la empresa por los despidos masivos que se han llevado a cabo.



El sindicato N° 1 llegó a contar con más de 1.500 socios. Se ha ejercido una política permanente de despidos -ello ha significado disminuir a un tercio o menos los trabajadores sindicalizados-, que la empresa justifica por ciertos problemas económicos asociados al alto costo productivo y al bajo precio de mercado.



Los dirigentes del mencionado sindicato han recurrido a un método extraordinario y absolutamente necesario, en mi opinión, para denunciar las desvinculaciones. A pesar de acuerdos preliminares en torno a establecer condiciones particulares de explotación concordadas, ello no ha ocurrido y las exoneraciones continúan.



Está claro que Huachipato enfrenta una crisis, que no afecta al grupo CAP -CAP minería y CAP consorcio- que obtienen buenas utilidades. La que asume las pérdidas es la siderúrgica de Huachipato. 



El gigante chino acaba de anunciar la producción de más de 800 millones de toneladas año -más de 2 millones diarias- lo que, si se compara con nuestra siderúrgica, que produce 1 millón de toneladas anuales, genera condiciones en las cuales es imposible competir.



Todos conocemos las circunstancias de producción de China. No son las más regladas ni ambiental ni laboralmente. Pero ha invadido el mercado, generando condiciones que repercuten en Chile y que han obligado a cerrar uno de los altos hornos de Huachipato y comenzar un proceso de despidos.



La siderúrgica Huachipato, construida por la CORFO con platas fiscales en la década de los 60, ha sido un símbolo del desarrollo productivo de la Región del Biobío y ha albergado a los sindicatos más poderosos de la zona, con sobre 2 mil trabajadores afiliados. Nunca pertenecieron a la CUT. Conformaban el ente más poderoso y su aporte al desarrollo nacional está muy claro: un país no progresa sin acero.



Entonces, el Ministerio de Economía debe evaluar la situación, junto con el de Relaciones Exteriores.



A mi juicio, la comisión que controla que los productos que ingresan no contengan dumping tiene que hacer respetar las normas internacionales, a fin de que aquellos no sean subsidiados por el Estado, y reflejen el precio real de costo, única posibilidad de que la producción nacional pueda competir.



Hago un  llamado a la gerencia de Huachipato. He intentado durante todo el día comunicarme con el gerente de la planta, el señor Escobar, pero no ha sido posible. Vamos a seguir intentándolo mañana.



Siempre hemos respaldado a la empresa frente a momentos difíciles. Hoy solo le pedimos que se abra al diálogo, para que las medidas extremas que están desarrollando los dirigentes del sindicato N° 1 no sean necesarias.



A esta hora ellos permanecen a 115 metros de altura. El clima en la zona ha estado bastante adverso, lo que ha evitado los incendios forestales; sin embargo, tal situación es desafortunada para aquellos dirigentes que están en las alturas. 



Hemos conocido situaciones similares en Bocamina II, de Endesa Coronel, y también en la grúa del mall de Concepción. 



Parece ser que los mecanismos formales de la institucionalidad son insuficientes para proteger los derechos de los trabajadores y de los subcontratistas, quienes deben recurrir a este tipo de medidas para ser escuchados.



He conversado con algunos de los dirigentes, entre ellos Mónica Aguilera y Patricio Pérez. Han dicho que no han podido tomar contacto con la dirección regional, ni con  el gerente general, ni con el gerente de producción. Se encuentran en la más amplia incertidumbre. El suyo es un  testimonio de lucha, de denuncia, que refleja claramente que el sindicalismo en Chile está debilitado y que las empresas en general, frente a esta debilidad, o se portan en forma pasiva o se aprovechan de la situación.



Creo en la posibilidad de diálogo con la empresa, a fin de profundizar el debate de Huachipato en la Región del Biobío. En lo que no creo es que haya una empresa insensible que deje solos a los dirigentes sindicales, que defienden a los trabajadores y a quienes forman el gremio, sin posibilidad de diálogo sobre los despidos.



Se ha planteado el regreso de Huachipato al Estado. Esa es una materia que uno podrá debatir y evaluar respecto de las necesidades estratégicas que tenga el país. Por ahora, comparto la posibilidad de abrir discusión acerca de los productos estratégicos que Chile requiere para su desarrollo, en particular en la Región del Biobío, donde lamentablemente hemos sido golpeados en forma permanente por la caída de los sectores productivos tradicionales -la pesca, el acero, incluso forestales-, que ha llevado a los actuales niveles de cesantía y, especialmente, y al peor minuto histórico en el aporte de la Región al PIB.



Por tanto, la situación descrita debe enfrentarse.



En el caso particular de los dirigentes del sindicato N° 1, espero que la empresa los escuche. Y, asimismo, espero que el Servicio de Salud de Talcahuano (petición que formularé en el oficio correspondiente, porque temo que esta situación pueda continuar) preste la atención de salud necesaria para quienes se encuentran en la plataforma de las chimeneas, porque su superficie es de no más de 40 o 50 centímetros, y es preciso evitar cualquier posibilidad de accidente. Es decir, se requiere control, apoyo en salud y en las condiciones de seguridad, porque los dirigentes están cumpliendo con las mínimas normas de seguridad para permanecer como están.



Creo sumamente necesario oficiar al Servicio de Salud de Talcahuano, al Ministro del ramo -trataré de entrevistarme con él porque la solución puede tardar mucho- y a la Dirección del Trabajo en lo relativo a las condiciones de seguridad.



Espero que la respuesta de la empresa no sea un recurso de protección para intentar bajar a los dirigentes y que el mecanismo de reacción sea un diálogo que conlleve el compromiso de cesar los despidos hasta que no haya una alianza estratégica entre el Estado y la totalidad de los actores: gobierno regional, empresa privada, trabajadores, parlamentarios, como sucedió cuando Huachipato necesitó del apoyo de todos. Ahí estuvieron los actores, los alcaldes de Hualpén y de Talcahuano y los sindicatos, para enfrentar los difíciles momentos que hubo hace diez años. Y esa situación no puede repetirse.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

FISCALIZACIÓN EN CAPTURA DE BIOMASA HIDROBIOLÓGICA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es de conocimiento público que Bocamina II, de Endesa, se encuentra paralizada. 



La porfía tiene sus consecuencias.



Hay una resolución de la Corte de Apelaciones que establece que, de no mejorar las condiciones de captura de biomasa hidrobiológica,  Bocamina I debe finalizar sus faenas.



A este respecto, deseo reiterar la solicitud que hice a la Superintendencia del Medio Ambiente para fiscalizar el comportamiento de esa central, que sigue capturando miles de metros cúbicos diarios de peces, algas, langostinos y otras especies, lo que está destruyendo el hábitat de los pescadores de Coronel y, particularmente, de caleta Lo Rojas.



Por tanto, solicito oficiar a la Superintendencia con el objeto de que se realice la fiscalización que la Corte de Apelaciones ha mandatado.



--Se anuncia el oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.
CONVENIO ENTRE REGIONES DE AYSÉN Y DE LOS LAGOS. OFICIOS

El señor HORVATH.- Señor Presidente, se firmó un convenio entre las Regiones de Aysén y la de Los Lagos tendiente a establecer una zona contigua -supuestamente, según los considerandos y requisitos de la Ley General de Pesca y Acuicultura- para que los pescadores artesanales de la Región de Los Lagos puedan ingresar a la de Aysén y obtener un listado de productos, principalmente bentónicos. 



Lo grave es que el procedimiento que consigna la normativa exige conocer previamente el parecer de las organizaciones de los pescadores artesanales.



Los firmantes del convenio son pescadores artesanales del sector aledaño a la isla Melinka. Sin embargo, a través de una adenda del acuerdo que se firmó originalmente y que se amplió el 10 de enero de 2014 en Melinka, se cambia el punto 4 y se fija como área de extracción de estos recursos el litoral y la zona marítima de la Región de Aysén completa hasta la Región de Magallanes.



Por lo tanto, todas las organizaciones de pescadores artesanales serán afectadas por aquello. 



Si a eso se suma que los recursos se encuentran en condición de riesgo; que no hay capacidad de fiscalización, aunque se manifieste en el documento real cierta opinión, y que ello afecta a los principales recursos hidrobiológicos en Chile en una zona de riesgo o de casi colapso, creemos que lo descrito no solamente es ilegal, sino también inconveniente.



Por lo anterior, solicito enviar oficios a los  Ministros de Economía y del Interior y Seguridad Pública, por cuanto también firmaron el documento los respectivos Intendentes.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:8.






Manuel Ocaña Vergara,






   Jefe de la Redacción 


A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 361
A C T A S  A P R O B A D AS

SESIÓN 85ª, ORDINARIA, EN MARTES 14 DE ENERO DE 2014


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública; de Defensa Nacional, y Secretario General de la Presidencia, señores Andrés Chadwick, Rodrigo Hinzpeter y Cristián Larroulet, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Justicia subrogante, señor Sebastián Valenzuela, y la asesora legislativa del Ministerio de Defensa Nacional, señora Gigliola Cella.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 34 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 83ª y 84ª, ordinarias, de 7 y 8 de enero de 2014, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


2.- Proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigentes al 30 de junio de 2014 (Boletín N° 9.200-05).


3.- Proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín       Nº 8.210-06).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los asuntos que se enuncian a continuación: 


1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín N° 8.603-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


3.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (Boletín Nº 8.618-11).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07).


2.- El que regula el trabajo de los conductores de taxis colectivos (Boletín N° 7.934-13).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, mediante el cual, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.995, solicita el acuerdo del Senado para designar a los señores Miguel Andrés Zamora Rendich y Eduardo Aninat Ureta como sus representantes en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego (Boletín Nº S 1.635-05), respecto de lo cual hace presente para su despacho la urgencia establecida en el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, comunica su aprobación a los proyectos de ley que se indican a continuación:


1.- El que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales, y establece ley sobre violencia en las relaciones íntimas de pareja sin convivencia (Boletín N° 8.851-18) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


2.- El que agrega un nuevo artículo 25 ter al Código del Trabajo, estableciendo jornada de trabajo de personal de ferrocarriles (Boletín N° 8.381-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Con el tercero, informa la nómina de Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe constituirse, conforme al artículo 70 de la Carta Constitucional, para proponer la forma y el modo de resolver la discrepancia suscitada durante la tramitación del proyecto de ley que reconoce a la rayuela como deporte nacional (Boletín Nº 8.404-29).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el último, manifiesta que prestó su aprobación, en los mismos términos que lo hizo esta Corporación, al proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).

- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los siguientes preceptos legales:


1.- Artículo 230, inciso primero, del Código Procesal Penal.


2.- Artículo 277, inciso segundo, del Código Procesal Penal.


3.- Artículo 25, inciso primero, del Código del Trabajo.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Envía copia de la resolución pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 54, 55, 56 y 58 de la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Subsecretario de Minería


Da respuesta a solicitud de antecedentes, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa al llamado a licitación, bases y estimaciones técnicas que determinaron, en su momento, la adjudicación del primer contrato especial de operación del litio.

Del señor Abogado Procurador Fiscal de Antofagasta


Informa el acuerdo del Comité Penal del Consejo de Defensa del Estado de no intervenir respecto de los hechos denunciados por los abogados señores Álvaro Testar y Octavio Diéguez, por considerar que los mismos no son constitutivos de los delitos de fraude al Fisco y evasión de impuestos; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Cantero. 

Del señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades


Plantea la necesidad de modificar el artículo 122 de la Constitución Política de la República, en lo referente a la exigencia de financiamiento para las leyes que asignen funciones u obligaciones a esas corporaciones de derecho público. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal y tipifica como falta el ensuciar o provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales (Boletín N° 8.179-07).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (Boletín N° 9.201-03) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley          N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (Boletín Nº 9.018-14) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Uriarte, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica los artículos 4°, 50 y 54 de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, relativos al microtráfico y consumo de dichas sustancias (Boletín N° 9.235-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Muñoz Aburto y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal para resolver los problemas que la ley Nº 20.255 causa, en su sistema de salud laboral, a los trabajadores independientes (Boletín Nº S 1.634-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitudes de permiso constitucional


De los Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier y Muñoz Aburto, para ausentarse del país a contar del día 13 del mes en curso.


Del Honorable Senador señor Larraín Fernández para ausentarse del territorio nacional, a contar del día sábado 18 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado por Sus Señorías.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho en la sesión ordinaria de hoy, en primer lugar, el proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigentes al 30 de junio de 2014 (Boletín N° 9.200-05), con informe oral de la Comisión de Hacienda; y, enseguida, los proyectos de acuerdo, signados con los números 13.- y 14.- respectivamente, en la Tabla de hoy, esto es, el que aprueba el “Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana”, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002 (Boletín N° 3.119-10), y el que aprueba el “Protocolo Adicional al Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia, de 27 de febrero de 2002”, suscrito el 4 de octubre de 2012 (Boletín N° 9.001-10); finalmente, tratar la proposición de la Comisión Bicameral para designar a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.


2.- Colocar en segundo lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


3.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana los siguientes asuntos: el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (Boletín N° 9.230-07), el que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (Boletín N° 9.029-14), y el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva (Boletín N° S 1.630-05).


4.- Colocar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín Nº 8.210-06), siempre que se hubiere dado cuenta de los respectivos informes.


5.- Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (Boletín N° 7.906-07), hasta las 12:00 horas del lunes 27 de enero del 2014.

_________

Luego, el Honorable Senador señor Rossi manifiesta su interés en que se considere prontamente el proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342, con informe de la Comisión de Agricultura (Boletín N° 6.355-01).


Al respecto, interviene el Honorable Senador señor Larraín Fernández.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor García pide recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín N° 8.829-01), vuelva a la Comisión de Agricultura para un nuevo segundo informe.


Se accede a lo solicitado, abriéndose al efecto un plazo para presentar indicaciones hasta las 19:00 horas de hoy en la Secretaría de dicha Comisión.
- - -


A continuación, el señor Secretario General hace presente a la Sala que en la sesión del día 10 de diciembre de 2013 se aprobó en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece obligaciones relativas a la propina en restaurantes, bares, pubs, clubs, discotheques y similares (Boletín N° 8.932-13), iniciativa respecto de la cual no se han presentado indicaciones en el plazo fijado para el efecto, por lo que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, corresponde darla por aprobada también en particular.


Luego, el señor Presidente declara aprobado en particular el proyecto señalado.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 64, nuevo, en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:


“Artículo 64.- En los establecimientos que atiendan público a través de garzones, como restaurantes, pubs, bares, cafeterías, discotecas, fondas y similares, el empleador deberá sugerir, en cada cuenta de consumo, el monto correspondiente a una propina de a lo menos el 10% del mismo, la que deberá pagarse por el cliente, salvo que éste manifieste su voluntad en contrario.”.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigentes al 30 de junio de 2014, con informe verbal de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 9.200-05.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y se otorga la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar, quien evacua el informe verbal de la Comisión de Hacienda. Cabe señalar que ésta introdujo una enmienda en el artículo 2° de la iniciativa.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


En su oportunidad, el Honorable Senador señor Prokurica se inhabilita de votar este proyecto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° del Reglamento de la Corporación.


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Novoa y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Prorrógase, hasta el 31 de diciembre de 2015, con sujeción a las normas de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, la vigencia de los avalúos de los bienes raíces de la serie agrícola que rijan al 30 de junio de 2014; y fíjase, a contar del 1 de enero de 2016, la vigencia de los nuevos avalúos que se determinen según las reglas generales, los que, sin perjuicio de las facultades del Servicio de Impuestos Internos para determinar modificaciones conforme al párrafo 2°, del Título V de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, se mantendrán en vigencia hasta el 31 de diciembre de 2019. En consecuencia, el plazo de cuatro años establecido en el inciso primero del artículo 3º de la referida ley, comenzará a contarse, respecto de los bienes raíces de la serie agrícola, a contar del 1 de enero de 2020. 


Artículo 2º.- Para los bienes raíces de la serie agrícola que, por aplicación de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 3° de la ley              N° 17.235, no hayan alcanzado la cuota del impuesto territorial que según su avalúo les corresponde, al segundo semestre de 2013, no será aplicable el procedimiento de incremento gradual del impuesto establecido en dicho artículo, durante el período de prórroga de la vigencia de los avalúos contenido en el artículo 1° de esta ley.”.

_________
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana”, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002, con informe de la Comisión de

Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 3.119-10. 

Agrega que su objetivo principal es desarrollar la mutua cooperación judicial en materia de extradición entre ambos países.

Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier y Tuma.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, en general y en particular, que es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana”, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo Adicional al Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia, de 27 de febrero de 2002”, suscrito el 4 de octubre de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 9.001-10. 


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es normar la situación de las sentencias de extradición dictadas en rebeldía.

Resalta que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de una iniciativa de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín Fernández, Letelier y Tuma.
- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, en general y en particular, que se aprueba por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo Adicional al Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia”, de 27 de febrero de 2002, suscrito el 4 de octubre de 2012.”.

_________

Proposición de la Comisión Bicameral para designar a los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias


El señor Presidente anuncia que corresponde considerar el asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del acuerdo de la Comisión Bicameral relativo a la designación de los integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.

Agrega que la referida Comisión Bicameral deja constancia de que, antes de tomar una resolución sobre esta materia, solicitó al Consejo Resolutivo un informe de su gestión, para evaluar las tareas realizadas por esta entidad entre los años 2010 y 2013. En ese documento, el Consejo da cuenta de las actuaciones realizadas entre el año 2010 y el mes de noviembre del año 2013. Asimismo, detalla los estudios efectuados, las respuestas de las consultadas formuladas por diversos señores parlamentarios, así como del número de sesiones efectuadas por este organismo. Una copia del mencionado documento queda a disposición de los Honorables Diputados y Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Destaca que la Comisión Bicameral, creada en virtud de lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, acordó someter a la consideración de ambas Cámaras la propuesta para designar como integrantes del Consejo Resolutivo, a partir del 11 de marzo de 2014, a las siguientes personas:

1.- Para ocupar el cargo correspondiente a un ex consejero del Banco Central, al señor Vittorio Corbo Lioi; para desempeñar el cargo correspondiente a un ex decano de una Facultad de Administración, de Economía o de Derecho de una universidad reconocida oficialmente por el Estado, al señor Luis Alfredo Riveros Cornejo; para realizar las tareas correspondientes al cargo de ex Senador, al señor Sergio Páez Verdugo; para ocupar el cargo correspondiente a un ex Diputado, al señor Claudio Alvarado Andrade, y para desempeñar el cargo correspondiente a un ex Ministro de Hacienda o de Economía o ex Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, al señor Alberto Arenas de Mesa.

Informa que concurrieron con su voto favorable a este acuerdo, en lo referente a los integrantes propuestos en los números 1, 2, 3 y 5, los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel y Pérez Varela y los Honorables Diputados señores Hasbún y Rivas. Se abstuvo, el Honorable Diputado señor Rincón.

Añade que el nombramiento del señor Alvarado en el cupo correspondiente a un ex Diputado fue acordado, asimismo, por mayoría de votos. En una primera votación, se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Gómez y Pérez Varela y el Honorable Diputado señor Hasbún, votando en contra el Honorable Senador señor Kuschel y el Honorable Diputado señor Rivas. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Rincón.

Repetida la votación en conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, se produjo el mismo resultado, por lo que reglamentariamente se dio por aprobada la propuesta para designar, a partir del 11 de marzo de 2014, a don Claudio Alvarado.

Resalta que la referida propuesta fue aprobada por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 7 de enero en curso.

Finalmente, hace presente que la proposición de nombramiento de los integrantes del referido Consejo requiere para ser aprobada del voto conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio. 
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Bicameral, la que es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 34 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso séptimo del artículo 66 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -

Queda terminada la discusión de este asunto.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la ley orgánica del Ministerio de Justicia, con segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia y pide el asentimiento de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Justicia subrogante, señor Sebastián Valenzuela. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.207-07 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.
- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación la modificación de las Comisiones unidas en lo relativo a la letra e) del artículo 8°, contenido en el número 5) -que pasaría a ser 8)- del artículo único del proyecto, la que es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 34 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Larraín Fernández y señoras Pérez San Martín y Alvear.
- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Sabag.

- - -


Seguidamente, se dan por aprobadas todas las modificaciones de la Comisión de Hacienda distintas a las propuestas por las Comisiones unidas.

- - -


Luego, se considera la modificación de las Comisiones unidas relativa al inciso segundo de la letra f) -que pasaría a ser h)- del artículo 11 a que se refiere el número 8) -que pasaría a ser 11)- del artículo único.


Intervienen a este respecto, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Escalona, Walker (don Patricio), Zaldívar, Novoa y Navarro.


En definitiva, la Sala acuerda rechazar el referido inciso segundo.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.346, de 1980, que fija el texto de la ley orgánica del Ministerio de Justicia:


1) Reemplázase, en su denominación, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


2) Sustitúyese, en su artículo 1°, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:


a) Sustitúyese, en su encabezamiento, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


b) Intercálase, en la letra a), a continuación de la palabra “comercial”, la expresión “, administrativa”, y reemplázase el término “necesarias” por “pertinentes”.


c) Reemplázanse, en la letra c), la palabra “reo” por “condenado”, y el término “menores” por “niñas, niños y adolescentes”.


d) Sustitúyese, en la letra h), la frase “Junta de Servicios Judiciales” por “Corporación Administrativa del Poder Judicial”.


e) Reemplázase, en la letra j), los dos puntos finales (:) por un punto y coma (;).


f) Reemplázase, en la letra k), la palabra “defensa” por “reinserción”.


g) Sustitúyese la letra o) por la siguiente:


“o) Intervenir en la fiscalización de las asociaciones y fundaciones de conformidad a lo establecido en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil, así como ejercer todas las atribuciones y demás funciones que la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, le confieren.”.


h) Reemplázase, en la letra q), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


i) Sustitúyese, en la letra r), el punto final (.) por un por un punto y coma (;).


j) Reemplázanse, en la letra s), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”, y el punto final (.) por un punto y coma (;).


k) Sustitúyese, en la letra t), el punto final (.) por un punto y coma (;).


l) Agréganse las siguientes letras u) y v):


“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios.


Le corresponderá, a su vez, realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias, y


v) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.


4) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


5) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Incorpórase, en la letra b), a continuación de la palabra “Subsecretaría”, la expresión “de Justicia”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente: 


“c) La Subsecretaría de Derechos Humanos, y”. 


c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:


“Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de realizar estudios en las materias de su competencia, de atender los aspectos relacionados con el Poder Judicial de su competencia, de reinserción social, de los aspectos relativos a su administración, planificación y presupuesto, de los asuntos jurídicos internacionales de su competencia, de asesoría jurídica y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


a) Reemplázase, en su encabezamiento, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 


b) Sustitúyese, en la letra c), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


c) Reemplázase, en la letra d), el punto final (.) por un punto y coma (;).


d) Incorpóranse las siguientes letras e) y f):


“e) Presidir el Comité Interministerial de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, y


f) Ejercer las demás funciones que le asigne el ordenamiento jurídico.”.


7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “Subsecretaría”, la locución “de Justicia”.


b) Modifícase el inciso segundo del modo que sigue:


i) En su encabezamiento, incorpórase, a continuación del término “Subsecretario”, la expresión “de Justicia”, y reemplázanse la palabra “coordinación” por “administración”, y la frase “el decreto ley N° 1.028, de 1975” por “la legislación vigente”.


ii) Agréganse, en su letra a), a continuación del verbo “Atender”, la frase “, en su calidad de superior jerárquico,”, y después de la palabra “Justicia”, la expresión “y Derechos Humanos”.


iii) Sustitúyese su letra b) por la que sigue: 


“b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.


8) Reemplázase el artículo 8° por otro del siguiente tenor:


“Artículo 8º.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los derechos humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el colaborador inmediato del Ministro, y en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.


Corresponde a la Subsecretaría de Derechos Humanos:


a) Proponer y colaborar con el Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de políticas públicas, estudios, planes y programas referidos a la promoción y protección de los derechos humanos.


b) Promover la elaboración de planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en los órganos de la Administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.


c) Elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y presentarlo a este último organismo, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) del artículo 12. Asimismo, coordinar su ejecución y seguimiento con los demás Ministerios.


d) Asistir al Ministro de Justicia y Derechos Humanos en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


e) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante los tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinar, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado.


f) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado.


Asimismo, propender a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.


g) Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos, o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.


Las atribuciones en materia de derechos humanos que éste y otros cuerpos legales y reglamentarios entreguen a la Subsecretaría de Derechos Humanos no excluyen las facultades que tengan, también en lo relativo a estos derechos y en sus respectivas áreas, los demás órganos que integran la Administración Pública ni aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.


9) Reemplázanse, en el encabezamiento del artículo 9°, la expresión “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”, y la frase “el decreto ley N° 575, de 1974” por “la legislación vigente”.


10) Reemplázanse los artículos 10, 11, 12, 13 y 14, por los que se indican a continuación:


“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de derechos humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.


Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por:


a) El Ministro de Justicia y Derechos Humanos, quien lo presidirá.


b) El Ministro Secretario General de la Presidencia.


c) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.


d) El Ministro de Relaciones Exteriores.


e) El Ministro de Desarrollo Social.


f) El Ministro de Educación.


g) El Ministro de Defensa.


h) El Director del Servicio Nacional de la Mujer.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por la autoridad que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.


Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:


a) Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en materia de derechos humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.


b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en el ámbito de los derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en la materia.


c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos.


d) Presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.


e) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 1 del artículo 3° de la ley N° 20.405.


f) Conocer los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado, propuestos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


g) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.


Las atribuciones del Comité Interministerial de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que, en conformidad a la ley, corresponden a otros órganos de la Administración Pública, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.


Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de la mayoría de sus miembros presentes y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar, a lo menos, dos veces al año.


Cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no es integrante del Comité, el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión quedará registrada en actas.


Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos sesionará en las dependencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.


Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité, el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Los acuerdos del Comité que requieran materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.


11) Reemplázase, en el artículo 15, la expresión “el Subsecretario” por “los Subsecretarios”.


12) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 16, la locución “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


13) Incorpórase el siguiente artículo 18:


“Artículo 18.- Las referencias que las leyes, reglamentos u otras normas vigentes hagan al Ministerio de Justicia, al Ministro de Justicia, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia se entenderán hechas al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos, respectivamente.”.


14) Deróganse los artículos 1° y 2° transitorios.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.346, de 1980.


Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos, que en caso alguno podrá ser superior a seis meses contados desde la total tramitación del decreto de encasillamiento del artículo tercero transitorio.


2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal.


3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.


4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan; y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.


5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.


6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a la Subsecretaría de Derechos Humanos. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en el plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.


7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6 precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón.


Artículo tercero.- Para efectos del encasillamiento a que se refiere el número 6 del artículo anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta o del personal a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.


c) Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo, como asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


e) En las nuevas plantas de la Subsecretaría de Derechos Humanos se encasillarán primero los funcionarios que tengan la calidad de planta y luego los funcionarios a contrata, los cuales se entenderán encasillados, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, desde la fecha entrada en vigencia de la nueva planta.


Artículo cuarto.- Los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos mediante el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas aplicables a la carrera funcionaria establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo sexto.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de las facultades de los artículos segundo y tercero transitorios de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $465.995 miles.


Artículo séptimo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, con segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso de la asesora legislativa del Ministerio de Defensa Nacional, señora Gigliola Cella. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.643-02, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Agrega que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 15 de octubre de 2013, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda.

Destaca que ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°; 4°, número 1); 5°, números 4)   -que pasa a ser 3)-, y 5) -que pasa a ser 4)-; 6°; 9°, números 2) -que pasa a ser 1)-, 3) -que pasa a ser 4)-, 4) -que pasa a ser 5)-, y 5) -que pasa a ser 6)-; 10, números 1), 3) -que pasa a ser 2)-, y 4) -que pasa a ser 3)-, 5) -que pasa a ser 4)-, 7) -que pasa a ser 6); 11; 14 -que pasa a ser 13-, número 4) -que pasa a ser número 3), y 19 -que pasa a ser 15)-, todos permanentes, así como el artículo cuarto -que pasa a ser tercero-, transitorio, no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, disposiciones que deben darse por aprobadas salvo que algún Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación. 

Resalta que la iniciativa completa es de quórum orgánico constitucional, y con el mismo quórum deben aprobarse en particular los artículos 2°, 3° y 7° permanentes, y el primero transitorio, que no fueron objeto de enmiendas en la discusión particular. 

Señala que la Comisión de Defensa Nacional efectuó una serie de enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad. 

Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó diversas enmiendas al texto despachado por la Comisión de Defensa Nacional, todas aprobadas unánimemente. 

Cabe destacar que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


Finalmente, señala que dentro de estas enmiendas unánimes, algunas de las acordadas por la Comisión de Defensa Nacional difieren de las aprobadas por la Comisión de Hacienda.
- - -


Luego, los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma solicitan votación separada del artículo 5° del proyecto, petición que posteriormente retiran.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Defensa Nacional, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 5°

Número 2)


Rechazarlo.

Número 3)


Pasaría a ser número 2), modificado como sigue:


- Incorporar una letra a), nueva, del siguiente tenor:


“a) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.

Letras a), b) y c)


Pasarían a ser letras b), c) y d), respectivamente, sin enmiendas.

Números 4) y 5)


Pasarían a ser 3) y 4), respectivamente, sin modificaciones.

Número 6)


Pasaría a ser número 5).


Modificar el artículo 88 bis que se propone sustituir, de la siguiente manera:

Inciso cuarto

Letra b)


Reemplazarla por la que se indica:


“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.

Inciso sexto


Suprimir la frase final “, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.

Artículo 8°


Considerar como inciso segundo la oración final del primer inciso, del siguiente tenor:


“Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

Artículo 9°

Número 1)


Eliminarlo. 

Número 2)


Pasaría a ser número 1), sin enmiendas.


Incorporar los siguientes números 2) y 3), nuevos:


“2) Intercálase en el inciso primero del artículo 61, entre la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional” y “en el ejercicio activo”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.


3) Agrégase la siguiente oración final en el inciso segundo del artículo 61, reemplazando el punto aparte (.) por una coma (,): “siempre que dichos períodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda.”.”.

Números 3), 4) y 5)


Pasarían a ser números 4), 5) y 6), respectivamente, sin modificaciones.

Número 6)


Pasaría a ser número 7).


Enmendar el artículo 70 bis que se propone reemplazar, del modo siguiente:

Inciso cuarto

Letra a)


Sustituir el vocablo “determinado” por “determinada”.

Letra b)


Sustituirla por la que se señala a continuación:


“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.

Inciso quinto


Eliminar la frase final “, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.

Artículo 10

Número 2)


Eliminarlo. 

Números 3), 4) y 5)


Pasarían a ser números 2), 3) y 4), respectivamente, sin modificaciones.

Número 6)


Pasaría a ser número 5).


Modificar el artículo 121 que se propone sustituir, de la manera que se señala:

Inciso cuarto

Letra a)


Sustituir el vocablo “determinado” por “determinada”.

Letra b)


Reemplazarla por la que se indica a continuación:


“b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar, será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.”.

Inciso quinto


- Agregar, luego de la palabra “soltero” la expresión “o divorciado”.


- Suprimir la frase final “, siempre que tengan la calidad de causantes de asignación familiar”.

Número 7)


Pasaría a ser número 6), sin modificaciones.

Artículo 12


Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.

Artículo 13


Suprimirlo.

Artículo 14


Pasaría a ser artículo 13.
Número 1)


Sustituirlo por el siguiente:


“1) En el artículo 1°:


a) Sustitúyese el punto y coma (;) de la letra f) por una coma (,), seguida de la conjunción “y”.


b) Elimínase la letra g), pasando la actual letra h) a ser g).”.

Artículo 15


Pasaría a ser artículo 14, sin enmiendas.

Artículo 16


Pasaría a ser artículo 15, sin enmiendas.

Artículo 17


Suprimirlo.

Artículo 18


Pasaría a ser artículo 16.


- Sustituir “artículos 5°, N° 1; 8°, 15 y 17” por “artículos 5°, número 1); 8°; 12 y 14”.


- Reemplazar “artículo 16” por “artículo 15”.

Artículo 19


Pasaría a ser artículo 17, sin modificaciones.

Artículo 20


Pasaría a ser artículo 18, sustituido por el siguiente:


“Artículo 18.- La presente ley comenzará a regir el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo


Reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Artículo segundo.- Al personal que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no le afectarán las modificaciones introducidas por el artículo 5°, números 2), 3) y 4); artículo 9°, números 1), 4), 5) y 6); artículo 10, números 2), 3) y 4); artículo 13, números 2), 3) y 4), y artículo 15, número 1), todos de la presente ley.”. 

Artículo tercero


En su inciso primero, reemplazar “en el artículo 14 N° 2, letra a), y N° 3, y el artículo 16” por “en el artículo 13, número 2), letra b), y número 3), y en el artículo 15”.

Artículo cuarto


En su inciso primero, sustituir “artículos 5°, N° 1, y 15” por “artículos 5°, número 1), y 14”.

Artículo sexto


Reemplazar “artículos 5º, N° 6; 9°, N° 6, y 10, Nº 6 y Nº 7” por “artículos 5º, número 5); 9°, número 7), y 10, números 5) y 6)”.

Artículo octavo


Eliminarlo.

- - -

Por su parte la Comisión de Hacienda propone las siguientes enmiendas al texto consignado en el segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional:

Artículo 5°

Número 1)


Modificarlo, eliminando en el inciso segundo que se agrega al artículo 11 las expresiones “, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744, con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo,”. 

Artículo 8°

Inciso primero


Suprimir las expresiones “, tratándose de Empleados Civiles de planta, estarán afectos a la ley Nº 16.744 con relación a dichos servicios, y en el caso del Personal de Planta de Oficiales, Cuadro Permanente y de Gente de Mar, Tropa Profesional y Personal de reserva llamado al servicio activo,”. 

Artículo 12

Inciso primero


Eliminar las expresiones “, los Empleados Civiles de planta estarán afectos a la ley N° 16.744, en relación con dichos servicios. Tratándose de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional de Carabineros de Chile, de los oficiales, aspirantes a oficiales y asistentes policiales de la Policía de Investigaciones de Chile y del personal de planta nombrado como perito de conformidad al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile,”. 

Artículo 13

Número 2)


Modificarlo en el siguiente sentido:


- Sustituir su encabezamiento y la letra a) por:


 “2) Modifícase el artículo 3° agregando, luego de las palabras “Ministerio de Defensa Nacional”, la expresión “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.”. 


- Eliminar la letra b). 

Número 3)


Eliminarlo. 

Número 4)


Pasaría a ser número 3), sin enmiendas.

Artículo 14

Inciso primero


Suprimir las expresiones “, tratándose de empleados civiles de planta, estarán afectos a la ley N° 16.744 con relación a dichos servicios, y en el caso de los oficiales y del personal de fila de nombramiento institucional,” y reemplazar la expresión “continuarán afectos” por “continuará afecto”. 

Artículo 15


Suprimirlo. 

Artículo 16


Eliminarlo. 

Artículos 17 y 18


Pasarían a ser artículos 15 y 16, sin enmiendas.

Disposiciones transitorias
Artículo segundo

Inciso primero


Reemplazar el punto y coma (;) que sucede a la expresión “artículo 10, números 2), 3) y 4)” por “, y” y suprimir la frase “y artículo 15, número 1),”. 

Artículo tercero


Suprimirlo. 

Artículo cuarto


Pasaría a ser artículo tercero, sin enmiendas. 

Artículo quinto


Pasaría a ser artículo cuarto, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Reemplazar la frase “a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley” por “al 8 de enero de 2014”.

Inciso segundo


Sustituir la frase “a la fecha de entrada en vigencia de esta ley” por “al 8 de enero de 2014”. 

Artículo sexto


Pasaría a ser artículo quinto, sin enmiendas.

Artículo séptimo


Pasaría a ser artículo sexto, sustituyendo la frase “a la fecha de entrada en vigencia de esta ley” por “al 8 de enero de 2014”. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica, Zaldívar, Horvath, Navarro, Chahuán y Tuma y señora Allende. Interviene, también, el señor Ministro de Defensa Nacional. 


Cerrado el debate y puesto en votación en particular el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor, de un total de 34 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores García, Pérez Varela, Navarro y Sabag.
- - -


Terminada la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Defensa Nacional.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Agrégase a la letra b) del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 31, de 1953, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija la ley orgánica por la que se regirá la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Los beneficiarios de pensión de retiro o montepío mayores de 65 años de edad no estarán afectos al descuento señalado en esta letra.”.


Artículo 2º.- Sustitúyese la letra d) del artículo 11 del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece normas para el funcionamiento y financiamiento del Fondo de Revalorización de Pensiones de las Fuerzas Armadas, por la siguiente:


“d) Con el 0.5% sobre el total de las pensiones de retiro y montepío que pague la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, incluidas las pensiones afectas a revalorización. Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad.”.


Artículo 3º.- Agrégase al final de la letra c) del artículo 10 de la ley Nº 16.258, después del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Este descuento sólo se efectuará hasta que el beneficiario de la respectiva pensión cumpla los 65 años de edad”.


Artículo 4º.- Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 7° de la ley N° 12.856, que crea el Consejo de Salud de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra fijado por el decreto supremo N° 265, de 1977, del Ministerio de Defensa Nacional:


1) Sustitúyese su párrafo primero por el siguiente:


“Artículo 7°.- Para concurrir a los gastos que demande la atención médico y dental curativa, hospitalaria y ambulatoria de los pensionados por retiro o montepío y de los empleados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional que se encuentren afectos al Régimen Previsional y de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, como también la de sus cargas familiares legales, y los padres de dichos pensionados que vivan a sus expensas, se establece un fondo que se formará con los siguientes recursos:”.


2) Agrégase el siguiente número 7:


“7.- Con el 0,5% sobre las pensiones de retiro y montepío pagadas por esta misma Caja de Previsión, a los mayores de 65 años de edad.”.


Artículo 5º.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas:


1) Agréganse al artículo 11 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.”.


2) Efectúanse las siguientes modificaciones al artículo 77:


a) Intercálase, en su inciso segundo, a continuación de la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.

b) Agrégase, al final de su inciso tercero, la siguiente frase, reemplazando el punto aparte por una coma: “siempre que dichos periodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros, según corresponda.”.


c) Deróganse sus incisos cuarto, séptimo y octavo, pasando los actuales incisos quinto, sexto y noveno, a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.


d) Reemplázase, en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso cuarto, la frase “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.


3) Agrégase en el artículo 78, a continuación del punto seguido, lo siguiente:


“Se considerarán también servicios computables, los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de las Fuerzas Armadas. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de las Fuerzas Armadas.”.


4) Elimínase del inciso final del artículo 79 la frase “de dos años, si son viudas, y”.


5) Reemplázase el artículo 88 bis por el siguiente:


“Artículo 88 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:


En primer grado, la viuda o el viudo.


El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos, con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.


En segundo grado, los hijos.


Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:


a) Ser menores de 18 años de edad.


b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.


c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.


La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.


En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.


A falta de viuda o viudo, con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.


Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.


Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:


a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.


b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.


En las pensiones de montepío existirá el derecho a acrecer.


En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.


Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.


El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.".


Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo        N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional:


1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 177 por el siguiente:


“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio, en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986. De igual derecho gozará el personal de la reserva llamado al servicio activo.”.


2) Reemplázase el artículo 202 por el siguiente:


“Artículo 202.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión, o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:


1º. Haber contraído matrimonio.


2º. Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.


3°. Existir sentencia ejecutoriada por la que se declare la nulidad del matrimonio o el divorcio.


4°. Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.


Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.


3) Reemplázase, en el artículo 204, la expresión “artículo 200” por la frase “artículo 88 bis de la ley Nº 18.948”.


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7° de la ley Nº 19.465, que establece Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas:


1) Reemplázase, en la letra c), la coma final y la letra “y” que le sigue por un punto y coma.


2) Sustitúyese, en la letra d), el punto final por una coma.


3) Agrégase la siguiente letra e):


“e) Los causantes de asignación familiar del personal señalado en las letras anteriores, comisionado al extranjero, siempre que por ellos se perciba la asignación familiar de la letra d) del artículo 200 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, y se encuentren estudiando en instituciones de la enseñanza básica, media, técnica y superior, reconocidas por el Estado donde se cumple la comisión.”. 


Artículo 8º.- El Personal de Planta de las Fuerzas Armadas que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado profesor quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales continuará afecto a las disposiciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece estatuto del personal de las Fuerzas Armadas. 


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458. 


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:


1) Elimínase del inciso tercero del artículo 58 la expresión “de dos años si son viudas y”.


2) Intercálase, en el inciso primero del artículo 61, a continuación de la expresión “Instituciones de la Defensa Nacional”, lo siguiente: “o de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”.


3) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 61, reemplazando el punto aparte (.) por una coma (,), la siguiente frase final: “siempre que dichos períodos hayan sido cotizados en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda.


4) Derógase el inciso tercero del artículo 61.


5) Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 61 la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.


6) Intercálase el siguiente inciso quinto en el artículo 62, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:


“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre el sueldo base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.


7) Reemplázase el artículo 70 bis por el siguiente:


“Artículo 70 bis.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:


En primer grado, la viuda o el viudo.


El o la cónyuge sobreviviente de un pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.


En segundo grado, los hijos.


Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deberán ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:


a) Ser menores de 18 años de edad.


b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.


c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.


La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.


En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.


A falta de viuda o viudo con derecho a montepío, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.


Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.


Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:


a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.


b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.


En el caso del personal soltero o divorciado, sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.


Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.


El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antedicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o, a más tardar, dentro de los noventa días siguientes. La resolución que otorgue el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.”.


Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional:


1) Reemplázanse los incisos segundo y tercero del artículo 70, por los siguientes:


“El personal que vuelva al servicio en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Carabineros o Policía de Investigaciones, por un tiempo no inferior a tres años ininterrumpidos y que también otorguen derecho a pensión de retiro, tendrá derecho a que su pensión anterior le sea reliquidada por una sola vez, incrementándose por cada nuevo año de servicio en un 3,33% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Con todo, el aumento de la pensión por efectos de la reliquidación, no podrá exceder del 50% del monto que resulte menor entre su última pensión percibida, reajustada conforme a lo establecido en el decreto ley N° 2.547, de 1979, y el promedio de remuneraciones percibidas durante los últimos treinta y seis meses correspondientes a los nuevos servicios prestados. Para gozar de este beneficio, el personal deberá efectuar o integrar las imposiciones correspondientes y le serán aplicables, en su caso, las normas de la ley N° 10.986.


En el caso del personal de Carabineros de Chile, llamado al servicio desde el retiro, contemplado en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en los artículos 32 bis y siguientes del presente Estatuto, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho consagrado en el inciso anterior para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.”.


2) Modifícase el artículo 83 del siguiente modo:


a) Derógase su inciso tercero.


b) Reemplázase en su inciso final, la expresión “los dos incisos anteriores” por “el inciso anterior”.


3) Agrégase al artículo 85 el siguiente inciso final, nuevo:


“Se considerarán servicios computables los dos últimos años o cuatro últimos semestres de estudios profesionales de los Oficiales de Justicia, Sanidad, Sanidad Dental, Veterinaria, Servicio Religioso, de los Escalafones de Carabineros. Las imposiciones correspondientes serán de cargo de los interesados y se calcularán sobre la base del grado 14 de la escala de sueldos de Carabineros.”.


4) Elimínase, en el inciso cuarto del artículo 94, la expresión “de dos años si son viudas y”.


5) Reemplázase el artículo 121 por el siguiente:


“Artículo 121.- Al montepío tienen derecho los siguientes asignatarios del causante:


En primer grado la viuda o, en su caso, el viudo.


El o la cónyuge sobreviviente de un causante pensionado, para ser beneficiario de pensión de montepío, debe haber contraído matrimonio con el causante, a lo menos con tres años de anterioridad a la fecha de su fallecimiento. Esta limitación no se aplicará si a la época del fallecimiento existieren hijos comunes o si la cónyuge se encontrare embarazada, o si el causante falleciere en acto determinado del servicio.


En segundo grado, los hijos.


Los hijos e hijas, para ser beneficiarios de montepío, deben ser solteros y cumplir uno de los siguientes requisitos:


a) Ser menores de 18 años de edad.


b) Ser mayores de 18 años de edad y menores de 24, si son estudiantes de cursos regulares de enseñanza básica, media, técnica o superior. La calidad de estudiante deberá tenerla a la fecha del fallecimiento del causante o adquirirla antes de los 24 años de edad.


c) Ser inválido o incapaz absoluto, cualquiera sea su edad. Para estos efectos, la invalidez o incapacidad absoluta puede producirse después del fallecimiento del causante, pero antes de que cumplan las edades máximas establecidas en las letras a) o b) de este inciso, según corresponda.


La invalidez de los asignatarios de montepío será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad competente de la Institución a que pertenecía el causante.


En tercer grado, los padres, siempre que a la época del fallecimiento del imponente sean causantes de asignación familiar, reconocidos por el organismo competente.


A falta de viuda o viudo, sucederán los hijos; a falta de éstos, los padres causantes de asignación familiar.


Los asignatarios de los grados segundo y tercero percibirán su pensión disminuida en un veinticinco por ciento.


Si el causante dejare viuda o viudo con derecho a montepío e hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, la pensión se distribuirá entre aquélla, aquél y éstos, en la siguiente forma:


a) Cada hijo de anteriores matrimonios o no matrimoniales recibirá la proporción de la pensión que le hubiese correspondido a la viuda o viudo, de no haber existido estos hijos, determinada como el cociente entre el 40% y el número total de asignatarios del segundo grado.


b) La viuda o viudo recibirá el 100% de la pensión de montepío, a menos que existan hijos de anteriores matrimonios o no matrimoniales, en cuyo caso el porcentaje de la pensión de montepío que corresponda aplicar será determinado conforme a lo señalado en la letra a) precedente.


En el caso del personal soltero o divorciado sin hijos, que fallezca a consecuencia de un acto determinado del servicio, tendrán derecho a montepío los padres.


Concurriendo varias personas llamadas en el mismo grado, la pensión se dividirá entre ellas por partes iguales.


El personal que fallezca en servicio activo dará derecho a sus asignatarios de montepío a percibir, de acuerdo al grado de precedencia antes dicho, el sueldo y demás remuneraciones de que haya disfrutado hasta la fecha del cese respectivo, el que se expedirá de inmediato después de otorgado el montepío o a más tardar dentro del plazo de noventa días. La resolución que otorga el montepío deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha del fallecimiento.”.


6) Reemplázase el artículo 125 por el siguiente:


“Artículo 125.- Los asignatarios de montepío no tendrán derecho a impetrar pensión o cesarán en el goce de ella, cuando se encuentren en alguno de los casos siguientes:


1.- Haber contraído matrimonio.


2.- Ser hijo o hija mayor de 18 años de edad. No obstante, estos descendientes podrán continuar en el goce de la pensión hasta que cumplan 24 años de edad, siempre que se encuentren siguiendo cursos regulares en la enseñanza básica, media, técnica o superior. Sin perjuicio de lo anterior, dicha limitación de edad no regirá cuando se encuentren afectados de una invalidez o incapacidad absoluta. Esta invalidez será declarada como tal sólo cuando sea acreditada por la Comisión Médica o de Sanidad de la Institución a que pertenecía el causante.


3.- Existir sentencia ejecutoriada por la que se declara la nulidad del matrimonio o el divorcio.


4.- Ser indigno de suceder al causante, declarado por sentencia judicial.


Los asignatarios que hubieren perdido el goce del montepío no podrán recuperarlo por causa alguna, ni aun en el evento de nulidad del matrimonio que fue motivo de tal pérdida.”.


Artículo 11.- Introdúcense los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, en la letra a) del artículo 20 del decreto ley N° 844, de 1975, que crea el Departamento de Previsión de Carabineros, pasando su punto y coma a ser punto aparte:


“El porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el inciso anterior se rebajará al porcentaje que resulte de la aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 9° de esta ley, cuando el pensionado o beneficiario de montepío cumpla los 65 años de edad.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental, se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero.”.


Artículo 12.- El personal de la Planta de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile que a contar de la entrada en vigencia de esta ley sea nombrado como profesor, quedará afecto, en relación con esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.  En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales continuará afecto a las disposiciones contenidas en sus respectivos estatutos de personal.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.


Artículo 13.- Efectúanse las siguientes modificaciones a la ley N° 18.458, que establece Régimen Previsional del Personal de la Defensa Nacional que indica:


1) En el artículo 1°:


a) Sustitúyese, en la letra f), el punto y coma final (;) por la expresión “, y”.


b) Elimínase la letra g), pasando la actual letra h) a ser g).


2) Agrégase, en el artículo 3°, a continuación de las palabras “Ministerio de Defensa Nacional”, la expresión “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.

3) Modifícase el artículo 10 del siguiente modo:


a) Intercálase, entre las expresiones “o empleos” y “de instituciones”, la frase “, sea en calidad de planta o contrata o sujetos al Código del Trabajo,”.


b) Intercálase, entre las palabras “Defensa Nacional” y “o que se relacionen con el gobierno”, la frase “o del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


Artículo 14.- El Personal de Planta de Carabineros que asuma un nuevo cargo como profesional del área de la salud, regido por la ley N° 15.076, quedará afecto, con relación a esos nuevos servicios, al sistema previsional establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980. En materia de salud, se regirá por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, según corresponda. En materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales continuará afecto a las disposiciones contenidas en el Estatuto de Personal.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable el artículo 2° de la ley N° 18.458.


Artículo 15.- Durante el primer año presupuestario de vigencia, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto de las respectivas instituciones y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.


Artículo 16.- La presente ley comenzará a regir el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- En los veinticuatro meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, las modificaciones introducidas por los artículos 1° y 11, según se trate de pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros, respectivamente, se aplicarán en la forma y gradualidad que a continuación se indica.


En los doce primeros meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:


a) A quienes perciban una pensión inferior a $453.217.- mensuales se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.


b) A quienes perciban pensiones iguales o superiores a $453.217.- y hasta $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 3%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 5,5%.


c) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 4%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley se rebajará al 6,5%.


A contar del decimotercer mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y hasta el vigesimocuarto mes siguiente, para los beneficiarios de pensión de retiro o montepío, mayores de 65 años de edad, regirá lo siguiente:


a) A quienes perciban pensiones iguales o inferiores a $670.936.- mensuales, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 1° y 11, respectivamente.


b) A quienes perciban pensiones superiores a $670.936.- mensuales, en el caso de beneficiarios de pensión de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, la tasa de cotización para el fondo de retiro señalada en el artículo 1º de esta ley se rebajará al 2%, y tratándose de beneficiarios de pensión de la Dirección de Previsión de Carabineros, el porcentaje del descuento mensual obligatorio señalado en el artículo 11 de esta ley, se rebajará al 4,5%.


Con todo, respecto de los beneficiarios de pensión de retiro y montepío de la Dirección de Previsión de Carabineros, el descuento destinado al financiamiento de los beneficios médicos, hospitalarios y dental se continuará determinando sobre el porcentaje establecido en el inciso primero, letra a), del artículo 20 del decreto ley Nº 844, de 1975.


A contar del vigesimoquinto mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, regirá íntegramente lo dispuesto en los artículos 1º y 11, respectivamente, de la presente ley.


Artículo segundo.- Al personal que se encuentre en servicio a la fecha de entrada en vigencia de esta ley no le afectarán las modificaciones introducidas por el artículo 5°, números 2), 3) y 4); artículo 9°, números 1), 4), 5) y 6); artículo 10, números 2), 3) y 4), y artículo 13, números 2) y 3), todos de la presente ley.

Asimismo, el personal que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentre adscrito al sistema previsional y de salud de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda, continuará afecto a su respectivo sistema previsional y de salud.


Artículo tercero.- El personal que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, esté nombrado en uno o más cargos bajo el régimen de remuneraciones de la ley N° 15.076 y con posterioridad cese en uno de ellos, y sea nombrado en otro, sin mediar discontinuidad entre el cese y el nuevo nombramiento, permanecerá afecto tanto a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, como al Sistema de Salud de las Fuerzas Armadas. La misma regla se aplicará a aquel que actualmente se encuentre adscrito al sistema previsional de la Dirección de Previsión de Carabineros y su sistema de salud, el cual continuará, asimismo, afecto al régimen de remuneraciones de dicha ley, en cuyo caso ese nuevo nombramiento no se considerará como nuevo ingreso, en los términos establecidos en los artículos 5°, número 1), y 14 de la presente ley. 


Del mismo modo, no constituye nuevo ingreso la prórroga sin solución de continuidad del Personal a Contrata y los contratos de los profesores, así como los contratos del personal regido bajo el régimen de remuneraciones de la ley N° 15.076, que a la fecha de publicación de esta ley se encuentren afectos a estas modalidades de nombramientos o contrataciones, el cual continuará afecto al régimen previsional de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, según corresponda, en los términos modificados en la presente ley.


Artículo cuarto.- Las personas que, gozando de pensión de retiro de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, hubieren vuelto al servicio al 8 de enero de 2014, en calidad de personal a contrata o en cualquier otra, en otras plazas o empleos de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería u otros Organismos o Instituciones cuya normativa les permita reliquidar sus pensiones en la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o en la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, conservarán el derecho a reliquidar su pensión de retiro, por una sola vez, en los términos vigentes con anterioridad a la publicación de esta ley, sea que tengan cumplidos, o cumplan con posterioridad, los requisitos indicados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional.


Tratándose del personal de Carabineros de Chile que, al 8 de enero de 2014, hubiere vuelto al servicio desde el retiro, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, y en el artículo 32 bis y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional, podrá reliquidar en esa condición y conservar el derecho a reliquidar su pensión de retiro, en los términos vigentes con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley, para ser ejercido posteriormente, por una sola vez.


Artículo quinto.- Las modificaciones contenidas en los artículos 5º, número 5); 9°, número 7), y 10, números 5) y 6) de la presente ley, no afectarán a quienes al momento de su entrada en vigencia se encuentren gozando de una pensión de montepío, conforme a lo dispuesto en el artículo 88 bis de la ley N° 18.948; artículo 202 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional; artículo 70 bis de la ley N° 18.961, y artículos 121 y 125 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, sobre Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional. Asimismo, estas modificaciones no afectarán a quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hayan cumplido la totalidad de los requisitos para ser beneficiarios de montepío.


Artículo sexto.- La modificación contenida en el artículo 6º,     N° 1, de esta ley no afectará al personal que, al 8 de enero de 2014, hubiere vuelto al servicio en otras plazas o empleos, aun cuando no hayan cumplido los tres años de servicios establecidos en el artículo 177 del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional, sobre Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 148, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.828-14 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que su objetivo es enmendar la Ley General de Urbanismo y Construcciones en lo referido a las declaratorias de utilidad pública de terrenos consultados en los planes reguladores, permitiendo que puedan establecer los trazados de los espacios públicos con carácter indefinido. Asimismo, se prescribe la obligación de compensar al propietario del terreno afecto cuando sufra un perjuicio por esta medida.

Destaca que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Muñoz Aburto, Pérez Varela, Sabag y Tuma.

Señala, finalmente, que los incisos sexto y séptimo del artículo 59, contenido en el numeral 1) del artículo 1°, y el artículo 2°, permanentes, inciden en normas de rango orgánico constitucional.
- - -


Enseguida, la Honorable Senadora señora Rincón, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, solicita recabar la autorización de la Sala para que el proyecto vuelva a la Comisión de Vivienda y Urbanismo para un nuevo primer informe, y para que se faculte a dicha Comisión a discutirlo en general y en particular. 


Se accede a lo solicitado.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.036-07 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que el objetivo de la iniciativa es facultar a los funcionarios de Carabineros de Chile para que, en el ejercicio de su rol como policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, realicen el control preventivo de identidad y cotejen la existencia de órdenes de detención de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la referida seguridad y el orden público.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobando la idea de legislar con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Peña y Pérez Varela y los votos en contra de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker (don Patricio). Lo aprobó en particular con un texto sustitutivo que contiene una disposición que se incorpora al Código Procesal Penal y no en la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile. Ello lo hizo con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández y Larraín Peña y los votos en contra de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker (don Patricio).
- - -


Enseguida, la Honorable Senadora señora Rincón, a nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano, y de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia.


Luego, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que

indica, con informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.113-05 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que el objetivo principal del proyecto es favorecer las condiciones de retiro del personal del Servicio Nacional de Aduanas, estableciendo transitoriamente condiciones especiales para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479, que regula la declaración de vacancia de los cargos del personal, otorgando bonificaciones a los funcionarios que presentaron su renuncia voluntaria en las condiciones que se fijan, y concediendo un bono compensatorio al personal que se indica.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 18 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Sabag.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 20 de enero de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342, con informe de la Comisión de Agricultura

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 6.355-01.

Añade que los objetivos principales del proyecto son actualizar el régimen jurídico que regula los derechos del obtentor de variedades vegetales a los estándares del Convenio Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales, de 1961, revisado en Ginebra según el Acta de 19 de marzo de dicho año, UPOV 91; convertir a Chile en una potencia agroalimentaria y forestal; fomentar el pleno respeto de los derechos sobre las obtenciones de variedades vegetales; fortalecer la industria de investigación, desarrollo e innovación de variedades vegetales, y atraer inversión extranjera asociada a la investigación, desarrollo e innovación.

Destaca que la Comisión de Agricultura discutió este proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Coloma, García y Larraín Fernández, y los votos en contra de los Honorables Senadores señora Rincón y señor Letelier. 

Añade que la Comisión propone que, por contener normas que inciden en materia presupuestaria y financiera del Estado como consta en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, el proyecto sea también informado por la Comisión de Hacienda en el segundo informe. 

Finalmente, hace presente que los artículos 11, 35, 36 y 53 del proyecto tienen el carácter de normas orgánico constitucionales.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán, Navarro, Larraín Fernández, Tuma, García y Rossi.
- - -


Durante su intervención, el Honorable Senador señor Navarro, a nombre del Comité Partido Movimiento Amplio Social, y de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia.

- - -


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente la primera discusión de este asunto, para la cual están inscritos en el uso de la palabra, los Honorables Senadores señora Rincón, señor Quintana, señora Pérez San Martín y señores Sabag y Gómez.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señor Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 86ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 15 DE ENERO DE 2014


Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública; de Hacienda, y Secretario General de la Presidencia, señores Andrés Chadwick, Felipe Larraín y Cristián Larroulet, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Miguel Flores.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 33 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 83ª y 84ª, ordinarias, de 7 y 8 de enero de 2014, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de los asuntos que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


2.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad del lobby (Boletín N° 6.189-06). 


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que rechazó la idea de legislar respecto del proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín N° 8.201-09) e informa la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 70 de la Constitución Política.


- Se toma conocimiento y se designa para que integren la referida Comisión a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Obras Públicas.


Con el segundo, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

De la señora Ministra de Obras Públicas


Responde solicitudes de información sobre las materias que se señalan a continuación:


1.- Del Honorable Senador señor Espina, referente al estado de avance del proyecto “Mejoramiento de la Pasada Urbana de la Comuna de Victoria”.


2.- Del Honorable Senador señor Kuschel, en materia de actualización del avance de los trabajos de expropiación y construcción del tramo de camino faltante entre las caletas Pichanco y La Arena, en la Carretera Austral.


3.- Del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las exigencias que la Dirección Regional de Vialidad de la Región del Bío Bío planteó con ocasión de la evaluación y calificación del estudio de impacto ambiental del proyecto “Centro de Manejo de Residuos de Concepción”.


4.- Del Honorable Senador señor Sabag, en lo tocante a las inquietudes expuestas por vecinos del sector de Trongol Bajo, comuna de Curanilahue, y de la comuna de Los Álamos, para las obras de asfaltado y conectividad que se señalan.  

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Contesta petición de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la forma de resolver el problema que afecta a familias de las comunas de Chiguayante, Lota y Coronel, que después del terremoto del año 2010 debieron abandonar sus viviendas por instrucciones de la autoridad sectorial.

Del señor Subsecretario de Minería


Da respuesta al acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero y Rossi, sobre el litio (Boletín N° S 1.472-12).

De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios


Responde sendas solicitudes de información, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las siguientes materias:


1.- Posibilidad de conexión al sistema de agua potable de la vivienda de doña Margot Soazo Altamirano, domiciliada en la comuna de Coronel.


2.-  Situación de vecinos del sector Cerro Verde Bajo, de la comuna de Penco, afectados por grave plaga de ratones provenientes del alcantarillado. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (Boletín N° 9.230-07) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (Boletín N° 9.029-14).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva, conforme a lo dispuesto en el artículo 7º del artículo primero de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central (Boletín Nº S 1.630-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


- En virtud del acuerdo de los Comités del día de ayer, quedan para la Tabla de Fácil Despacho de esta sesión.


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín Nº 8.210-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad del lobby (Boletín N° 6.189-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, estableciendo dieta para los consejeros nacionales de la CONADI y para los comisionados de la CODEIPA que indica (Boletín Nº 9.041-31) (con urgencia calificada de “suma”).


Dos de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología:


El primero, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal (Boletín Nº 8.189-04) (con urgencia calificada de “suma”).


El segundo, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5) del artículo 5° de la ley N° 19.891, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos (Boletín Nº S 1.628-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


- Quedan para Tabla.

Solicitud de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Von Baer para ausentarse del país, a contar del día de hoy.


- Se accede a lo solicitado por Su Señoría.

Comunicaciones


Dos de la Comisión de Salud:


Con la primera, solicita, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados, el archivo del proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (Boletín Nº 8.579-25), en razón de que la materia fue regulada por la ley N° 20.270. 


- Se accede a lo solicitado, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados.


Con la segunda, comunica el acuerdo adoptado en orden a solicitar el desarchivo de los siguientes asuntos, en primer trámite constitucional: 


1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Quintana, Walker, don Patricio, Chahuán, Rossi y Uriarte, sobre enfermedades poco frecuentes (Boletín N° 7.643-11).


2.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán y Ruiz-Esquide, que exige al comercio informar acerca de la composición nutricional de los alimentos que expenden (Boletín N° 7.451-11).


- Se accede a lo solicitado, volviendo los proyectos al estado en que se encontraban al momento de archivarse.
_________


Enseguida, el señor Presidente suspende la sesión para celebrar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión recién celebrada, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del próximo martes 21 del presente, para ser considerado y votado hasta su total despacho, el proyecto de ley que establece normas sobre la actividad del lobby (Boletín N° 6.189-06).


2) Considerar en el último lugar de Tabla de Fácil Despacho de esta sesión el oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5) del artículo 5° de la ley N° 19.891, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos (Boletín Nº S 1.628-05).
_________


Enseguida, el señor Presidente señala que se ha solicitado un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07), y propone para tal efecto el día 20 de enero de 2014 a las 12:00 horas.


Se accede a lo solicitado, debiendo las indicaciones ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Idéntica solicitud plantea el Honorable Senador señor Novoa respecto del proyecto de ley que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín N° 8.907-03).


Se accede a lo solicitado, fijándose un nuevo término para presentar indicaciones hasta el 28 de enero próximo a las 12:00 horas, en la Secretaría de la Comisión de Economía.

- - -


Más tarde, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicita recabar el acuerdo de la Sala para proceder al desarchivo del proyecto de reforma constitucional que modifica los artículos 56 y 113 de la Carta Fundamental, prohibiendo a los Senadores, Diputados y Concejales, desde el día de su proclamación como electo, cambiar su filiación política (Boletín      N° 1.865-07).


Se accede a lo solicitado.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores García-Huidobro, Prokurica y Rossi, en primer trámite constitucional, que modifica la ley  N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación, con informe de la Comisión

 de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.230-07 y con urgencia calificada de “suma”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es modificar el sistema de subrogación de los ministros que integran los tribunales ambientales. Tratándose de los ministros letrados, los subrogarán ministros de Cortes de Apelaciones, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales. Con ello, se establece un criterio similar al de otros tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y que tienen una composición similar. Por otra parte, tratándose de los ministros licenciados en ciencias, la subrogación la hará un ministro suplente de otro tribunal ambiental.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio). Lo aprobó en particular con algunas enmiendas formales, por la misma unanimidad precedentemente consignada.

Finalmente, hace presente que el artículo único del proyecto es de rango orgánico constitucional. 

- - -


Seguidamente, se pone en discusión, en general y en particular, el texto propuesto por la Comisión y se ofrece la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Patricio).


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 27 votos a favor, de un total de 33 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República,

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Reemplázase el artículo 10 de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:


“Artículo 10.- Subrogación. Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares y suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos de acuerdo a las siguientes reglas:


1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Antofagasta y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Segundo Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Tercer Tribunal Ambiental.


2.- En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Primer Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Tercer Tribunal Ambiental.


3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Valdivia y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Primer Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Segundo Tribunal Ambiental.


Si la subrogación de los ministros licenciados en Ciencias no pudiere efectuarse, impidiendo al Tribunal sesionar con el quórum establecido en el artículo 6°, éstos serán reemplazados por el ministro suplente letrado del propio Tribunal o, de no ser posible, subrogados por ministros de las Cortes de Apelaciones respectivas, todo de conformidad con las reglas anteriores.


El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva determinará el ministro que efectuará la subrogación.


Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad con las siguientes reglas:


1.- El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.


2.- El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.


3.- El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.”.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señores Muñoz Aburto y Sabag, en primer trámite constitucional, que modifica la ley  N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.029-14.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de noviembre de 2013 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.

Destaca que la Comisión efectuó dos enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existieren indicaciones renovadas.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Vivienda y Urbanismo, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo único

Número 1


Sustituirlo por el siguiente:


“1.- En el inciso primero:


a) Reemplázase su encabezado por el siguiente:


“Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales existentes, emplazadas en áreas urbanas o rurales podrán, por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar el inmueble de hasta 90 m² de superficie total, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:


b) Sustitúyese, en el número 3), la expresión inicial “Las ampliaciones” por “Los inmuebles”.


c) Reemplázase, en las letras a) y b) del número 4), el vocablo “ampliación” por “construcción”.

Número 2


Sustituirlo por el que se indica:


“2.- En el inciso segundo, reemplázase la frase “ampliaciones en segundo piso o superior” por “inmuebles que consideren un segundo piso o superior, o que se encuentren adosados a tres o más deslindes del predio,”.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Tuma.


Cerrado el debate y puesto en votación en particular el proyecto, es aprobado por 27 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Sabag y señora Pérez San Martín.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° de la ley N° 20.671, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley    N° 20.251:


1.- En el inciso primero:


a) Reemplázase su encabezamiento por el siguiente:


“Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales existentes, emplazadas en áreas urbanas o rurales podrán, por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar el inmueble de hasta 90 metros cuadrados de superficie total, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:”.


b) Sustitúyese, en el número 3), la expresión inicial “Las ampliaciones” por “Los inmuebles”.


c) Reemplázase, en las letras a) y b) del número 4), el vocablo “ampliación” por “construcción”.


2.- En el inciso segundo, sustitúyese la frase “ampliaciones en segundo piso o superior”, por la siguiente: “inmuebles que consideren un segundo piso o superior, o que se encuentren adosados a tres o más deslindes del predio,”.”.

_________
Oficio de S.E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva, con informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para nombrar consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva, correspondiente al Boletín Nº S 1.630-05 y para cuyo despacho ha hecho presente la urgencia en los términos del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Agrega que a la sesión en que la Comisión de Hacienda conoció esta materia, asistieron el señor Ministro de Hacienda y el Subsecretario de dicha Cartera, y recibió en audiencia al señor García, quien contestó diversas interrogantes planteadas por los miembros de la Comisión. 

Resalta que la Comisión deja constancia por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento para la designación de los consejeros del Banco Central de Chile. 

- - -


El señor Presidente pone en discusión la solicitud en examen y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar y Tuma.


Cerrado el debate y puesta en votación la solicitud, es aprobada por 26 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Novoa, Quintana, Lagos, Sabag, Escalona, Navarro, García y Walker (don Patricio).

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.
- - -


Finalmente, interviene el señor Ministro de Hacienda.
- - -

Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________
Oficio de S. E. el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5) del artículo 5° de la ley N° 19.891, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. el Presidente de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos, correspondiente al Boletín  Nº S 1.628-05, para cuyo despacho ha hecho presente la urgencia en los términos del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recibió en audiencia a la señora Pereira, quien realizó una exposición sobre las actividades culturales que realiza y contestó diversas interrogantes planteadas por los miembros de la Comisión.

Destaca que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, de que por reunir la señora Pereira los requisitos de reconocida vinculación y destacada trayectoria en actividades culturales, en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento para la designación de los integrantes del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.
- - -


En votación la solicitud en examen, es aprobada por 21 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Pérez San Martín y señores Bianchi, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Quintana, señora Allende y señor Navarro.
- - -


Durante la votación, interviene, también, el Honorable Senador señor Orpis.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Chahuán.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el rol fiscalizador del concejo municipal; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.210-06 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 9 de octubre de 2013 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda.

Destaca que la primera de estas Comisiones deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, números 2), 3), 5), 6), 7), 11), 12), 14) y 15) a 19); 2°; 3°; 5°; 6°; 7°; 8°; 9° y 10, permanentes, y los artículos primero, segundo y tercero transitorios no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos, dejándose constancia de que respecto de los numerales señalados del artículo 1°, del artículo 9° y de los artículos transitorios primero, segundo y tercero, se ha cumplido el quórum constitucional exigido (20 votos a favor).

- - -

Luego, con el mismo quórum (20 votos a favor), se dan por aprobados en particular los números 10), 13), 20) -que pasa a ser 21)-, 22) -que pasa a ser 23)- y 23) -que pasa a ser 24)-, todos del artículo 1°, que son normas de rango orgánico constitucional que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe.
- - -


Continúa el señor Secretario General señalando que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización efectuó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad. 

Añade que la Comisión de Hacienda, por su parte, introdujo una enmienda respecto del informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, consistente en suprimir el inciso segundo del artículo 11, acordada por mayoría, con los votos negativos de los Honorables Senadores señores García, Lagos y Zaldívar. Votaron positivamente los Honorables Senadores señores Escalona y Novoa.


Destaca que hay una petición especial de votación separada hecha por un acuerdo unánime de la Comisión de Hacienda -a la que se ha sumado el Honorable Senador señor Orpis-, en relación con el número 1) del artículo 1°, sobre el que no se pronunció por no ser de su competencia. Y la razón para haber pedido esta votación separada es que el Ejecutivo ha hecho presente una inconsistencia en el contenido del proyecto de ley.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°

N° 1)


Reemplazarlo por el siguiente:


1) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la organización interna de las municipalidades deberá considerar, a lo menos, las siguientes unidades: Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas y Unidad de Control.


En aquellas comunas que tengan más de cien mil habitantes deberán considerarse, a lo menos, las unidades encargadas de cada una de las demás funciones genéricas señaladas en el artículo precedente, sin perjuicio de otras que cada municipalidad disponga.”.

N° 4)


Sustituir en el inciso segundo del artículo 51 que propone este número la forma verbal “instruirá” por “podrá instruir”.

N° 8)


Introducir las siguientes modificaciones en este número:


1.- Reemplazar el nuevo inciso quinto del artículo 60 propuesto en el literal a) de este número, por el siguiente:


En el requerimiento, los concejales podrán pedir al tribunal electoral regional respectivo la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en las letras a), b) y c) del artículo 120 de la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.


2.- Reemplazar el literal b) de este número por el siguiente:


“b) Agréganse los siguientes incisos finales:


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51, se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el alcalde o concejal transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución y las demás normas que regulan el funcionamiento municipal; así como en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad y afecte gravemente la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. Se entenderá, asimismo, que se configura un notable abandono de deberes cuando el alcalde, en forma reiterada, no pague íntegra y oportunamente las cotizaciones previsionales correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior, y de aquellos servicios incorporados a la gestión municipal. El alcalde siempre deberá velar por el cabal y oportuno pago de las cotizaciones previsionales de los funcionarios y trabajadores señalados precedentemente, y trimestralmente deberá rendir cuenta al concejo municipal del estado en que se encuentra el cumplimiento de dicha obligación.


Con todo, cuando un alcalde pagare deudas previsionales originadas en un período alcaldicio anterior en el que no haya ejercido funciones como titular de ese cargo, él y los demás funcionarios que intervinieren en el pago estarán exentos de responsabilidad civil por las multas e intereses que dichas deudas hubieren ocasionado.”.”.

N° 9)


Agregar al final del inciso segundo del artículo 62 propuesto por el literal a) de este número, la frase “y convocará al concejo.”, precedida de una coma (,).


Consignar, a continuación, el siguiente número 20), nuevo:


“20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:


a) Reemplázase en el inciso primero los guarismos “seis” y “doce” por “siete coma ocho” y “quince coma seis”, respectivamente.


b) Sustitúyese en el inciso sexto el guarismo “seis” por “siete coma ocho.”.

N° 20)


Pasaría a ser N° 21), sin enmiendas.

N° 21)


Pasaría a ser N° 22).


Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 92 bis propuesto por este número:


“Asimismo, cada año la municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, podrá incorporar en el presupuesto municipal recursos destinados a financiar la capacitación de los concejales en materias relacionadas con gestión municipal.”.

N°s 22) y 23)


Pasarían a ser números 23) y 24), respectivamente, sin enmiendas.


Consignar los siguientes artículos 11 y 12, nuevos, en el articulado permanente:


“Artículo 11.- Facúltase a las municipalidades del país para que dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, y previo acuerdo del respectivo concejo, celebren convenios de pago por deudas por derechos de aseo. Asimismo, podrán condonar multas e intereses por dicho concepto.


En el ejercicio de dichas facultades, podrán, según corresponda, condonar hasta el 90% de lo adeudado por multas e intereses, cuando el contribuyente pague de contado la obligación adeudada, y hasta el 70% en el caso de pactarse pago en cuotas.


Artículo 12.- Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 28 de la ley N° 18.883:


“En las municipalidades podrán existir comités bipartitos que desarrollen tareas consultivas en materias de capacitación del personal.”.”.

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización:

Artículo 11

Inciso segundo


Suprimirlo.
- - -


Enseguida, se dan por aprobadas las enmiendas unánimes de ambas Comisiones -con excepción de la referida al número 1) del artículo 1°, para la que se ha pedido votación separada-, dejándose constancia de que se ha cumplido con el quórum constitucional exigido (20 votos favorables), respecto de las recaídas en los números 4), 8), 9), 20), nuevo, y 21) -que pasaría a ser 22)- del artículo 1°, y en el inciso primero del artículo 11.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la modificación de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización al número 1) del artículo 1°, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Sabag, Navarro, Escalona y García.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda señalada, es rechazada por 22 votos en contra.

Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto en contra el Honorable Senador señor Larraín Fernández.
- - -


Con la misma votación, en sentido inverso, se aprueba el número 1) del artículo 1° aprobado en general por el Senado, cumpliéndose con el quórum constitucional exigido.

- - -


A continuación, se pone en discusión la modificación propuesta por la Comisión de Hacienda para suprimir el inciso segundo del artículo 11, nuevo, del proyecto, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, García, Navarro, Novoa y Escalona.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda señalada, es aprobada por 18 votos a favor, 7 en contra y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Espina, García, Gómez, Lagos, Navarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Sabag, Zaldívar y García.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Larraín Fernández, Novoa, Orpis y Pérez Varela.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Orpis y García-Huidobro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.
- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Subsecretario de Desarrollo Regional.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la organización interna de las municipalidades deberá considerar, a lo menos, las siguientes unidades: Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas y Unidad de Control.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, en aquellas municipalidades cuyas plantas funcionarias no consideren en el escalafón directivo los cargos señalados en el inciso precedente, el alcalde estará facultado para crearlos, debiendo, al efecto, sujetarse a las normas sobre selección directiva que la ley dispone.


Dichos cargos tendrán dos grados inmediatamente inferiores a aquel que le corresponde al alcalde en la municipalidad respectiva, y aquellos señalados en el artículo 47 mantendrán la calidad de exclusiva confianza.


En aquellas comunas que tengan más de cien mil habitantes deberán considerarse, también, las unidades encargadas de cada una de las demás funciones genéricas señaladas en el artículo precedente.”.

2) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente: 


“Artículo 17.- Las municipalidades de comunas con menos de cien mil habitantes podrán refundir, en una sola unidad, dos o más funciones genéricas, cuando las necesidades y características de la comuna respectiva así lo requieran. Esta facultad no podrá ejercerse respecto de las unidades mínimas señaladas en el artículo anterior.”.


3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 29:


a) Reemplázase, en la letra c) del inciso primero, el punto y coma que sigue a la palabra “disponible”, por un punto seguido, y agrégase la siguiente oración: “Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los actos. Si el alcalde no tomare medidas administrativas con el objeto de enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República;”.


b) Sustitúyese, en el literal d) del inciso primero, la última coma y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma.


c) Reemplázase, en la letra e) del inciso primero, el punto final por la conjunción “y” precedida de un punto y coma.


d) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente literal f): 


“f) Realizar, con la periodicidad que determine el reglamento señalado en el artículo 92, una presentación en sesión de comisión del concejo, destinada a que sus miembros puedan formular consultas referidas al cumplimiento de las funciones que le competen.”.


4) Incorpóranse, en el artículo 51, los siguientes incisos segundo y tercero: 


“Si en el ejercicio de tales facultades la Contraloría General de la República determina la existencia de actos u omisiones de carácter ilegal podrá instruir el correspondiente procedimiento disciplinario, según lo dispuesto en el artículo 133 bis y siguientes de la ley Nº 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


Si como consecuencia de la investigación practicada, la que deberá respetar las reglas del debido proceso, dicho órgano considerase que se encuentra acreditada la responsabilidad administrativa del alcalde, deberá remitir los antecedentes al concejo municipal, para efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo 60.”.


5) Intercálase, a continuación del artículo 51, el siguiente artículo 51 bis:


“Artículo 51 bis.- El plazo para hacer efectiva la responsabilidad de los alcaldes y concejales, por acciones u omisiones que afecten la probidad administrativa o que impliquen un notable abandono de deberes, se contará desde la fecha de la correspondiente acción u omisión.


Con todo, podrá incoarse dicho procedimiento, dentro de los seis meses posteriores al término de su período edilicio, en contra del alcalde o concejal que ya hubiere cesado en su cargo, para el solo efecto de aplicar la causal de inhabilidad dispuesta en el inciso octavo del artículo 60 y en el inciso segundo del artículo 77.”.


6) Incorpórase, en el artículo 55, el siguiente inciso segundo: 


“Serán también puestos en conocimiento del concejo, con la periodicidad que determine el reglamento establecido en el artículo 92, la nómina de todas aquellas solicitudes de información pública recibidas, así como las respectivas respuestas entregadas por la municipalidad, que se realicen en el marco de lo dispuesto por la ley Nº 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.”.


7) Intercálase, en el artículo 58, el siguiente inciso segundo: 


“El alcalde que sea reelegido será responsable por las acciones y omisiones imputables del periodo alcaldicio inmediatamente precedente, que afecten la probidad administrativa o impliquen un notable abandono de deberes, sin perjuicio de que se aplique, a su respecto, lo previsto en el artículo 51 bis.”.


8) Introdúcense, en el artículo 60, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, pasando el actual inciso quinto a ser octavo:


“La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los concejales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado. 


En el requerimiento, los concejales podrán pedir al tribunal electoral regional respectivo la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en las letras a), b) y c) del artículo 120 de la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

El tribunal electoral regional competente adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.


El mismo procedimiento descrito en los incisos anteriores se utilizará cuando el Tribunal Electoral Regional estime que uno o más concejales han incurrido en una contravención grave de las normas sobre probidad administrativa o en notable abandono de deberes, lo cual se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77 de esta ley.”.


b) Agréganse los siguientes incisos finales: 


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51, se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el alcalde o concejal transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución y las demás normas que regulan el funcionamiento municipal; así como en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad y afecte gravemente la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. Se entenderá, asimismo, que se configura un notable abandono de deberes cuando el alcalde, en forma reiterada, no pague íntegra y oportunamente las cotizaciones previsionales correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior, y de aquellos servicios incorporados a la gestión municipal. El alcalde siempre deberá velar por el cabal y oportuno pago de las cotizaciones previsionales de los funcionarios y trabajadores señalados precedentemente, y trimestralmente deberá rendir cuenta al concejo municipal del estado en que se encuentra el cumplimiento de dicha obligación.


Con todo, cuando un alcalde pagare deudas previsionales originadas en un período alcaldicio anterior en el que no haya ejercido funciones como titular de ese cargo, él y los demás funcionarios que intervinieren en el pago estarán exentos de responsabilidad civil por las multas e intereses que dichas deudas hubieren ocasionado.”.

9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 


“La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial de la municipalidad y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del concejo la ejercerá el concejal presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección municipal respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 107. El concejal que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente a la municipalidad, y convocará al concejo.”.


b) Intercálase, en el inciso quinto, entre la preposición “en” y la palabra “sesión”, la expresión “una única”.


c) Reemplázase, en el mismo inciso quinto, el vocablo “doce” por “diez”.


d) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo: 


“En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que esta.


Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse, en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir alcalde, se celebrará con el o los concejales que asistan y resultará elegido alcalde aquel concejal que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado alcalde aquel de los concejales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección municipal respectiva. 


Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como alcalde aquel concejal en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección municipal correspondiente.”.


10) Intercálase en el inciso segundo del artículo 65, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “No obstante de lo expresado precedentemente, los concejales podrán someter a consideración del concejo las materias señaladas anteriormente, siempre que éstas no incidan en la administración financiera del municipio.”.


11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 67:


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Deberán ser invitados también a esta sesión del concejo, las principales organizaciones comunitarias y otras relevantes de la comuna; las autoridades locales, regionales, y los parlamentarios que representen al distrito y la circunscripción a que pertenezca la comuna respectiva.”.


b) Agrégase, en la letra d), entre la palabra “resumen” y la preposición “de”, la frase “de las auditorías, sumarios y juicios en que la municipalidad sea parte, las resoluciones que respecto del municipio haya dictado el Consejo Para la Transparencia, y”.


c) Reemplázase, en la letra f), la conjunción “y” y la coma  que la antecede, por un punto y coma.


d) Intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual a ser letra h): 


“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de educación y salud, cuando estos sean de administración municipal, tales como el número de colegios y alumnos matriculados; de los resultados obtenidos por los alumnos en las evaluaciones oficiales que se efectúen por el Ministerio de Educación; de la situación previsional del personal vinculado a las áreas de educación y salud; del grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal; y”. 


e) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto: 


“Asimismo, el alcalde deberá hacer entrega, al término de su mandato, de un Acta de Traspaso de Gestión, la que deberá consignar la información consolidada de su periodo alcaldicio, respecto de los contenidos indicados en el inciso segundo del presente artículo, así como de los contratos y concesiones vigentes. Dicha Acta deberá ser suscrita por el secretario municipal y el jefe de la unidad de control. Sin embargo, podrán no suscribirla si no estuviesen de acuerdo con sus contenidos, debiendo comunicar ello al alcalde que termina su mandato. El Acta de Traspaso de Gestión se entregará tanto al alcalde que asume como a los nuevos concejales que se integrarán, a contar de la sesión de instalación del concejo.”.


12) Sustitúyese la letra b) del artículo 73 por la siguiente: 


“b) Haber aprobado la enseñanza media o su equivalente;”.


13) Reemplázase el literal b) del artículo 74 por el siguiente: 


“b) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, así como los del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública; y”.


14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 75:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 75.- Los cargos de concejales serán incompatibles con los de miembro de los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, así como con las funciones públicas señaladas en las letras a) y b) del artículo anterior. También lo serán con todo empleo, función o comisión que se desempeñe en la misma municipalidad y en las corporaciones o fundaciones en que ella participe.”.


b) Reemplázanse, en el literal a) del inciso segundo, el signo de puntuación coma y la conjunción “y” que siguen al guarismo “74”, por un punto y coma.


c) Reemplázase, en el literal b) del inciso segundo, el punto aparte por un punto y coma, seguido de la conjunción “y”.


d) Intercálase la siguiente letra c): 


“c) Los que tengan, respecto del alcalde de la misma municipalidad, la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad inclusive.”.


15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 76:


a) Reemplázase, en la letra c), el vocablo “cincuenta” por “veinticinco”.


b) Intercálase, en el literal f), a continuación de la palabra “administrativa”, precedida de una coma, la frase “en notable abandono de deberes”.


16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 77:


a) Intercálase, a continuación de la palabra “requerimiento”, la expresión “, según corresponda, del alcalde o”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo: 


“Al concejal que fuere removido de su cargo, por la causal prevista en la letra f) del artículo precedente, le será aplicable la inhabilidad establecida en el artículo 60.”.


17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:


a) Agrégase, en la letra b), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Los concejales presentes en la votación respectiva deberán expresar su voluntad, favorable o adversa, respecto de las materias sometidas a aprobación del concejo, a menos que les asista algún motivo o causa para inhabilitarse o abstenerse de emitir su voto, debiendo dejarse constancia de ello en el acta respectiva;”.


b) Agrégase, en la letra l), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En el ejercicio de su función fiscalizadora, el concejo, con el acuerdo de, al menos, un tercio de sus miembros, podrá citar a cualquier director municipal para que asista a sesiones del concejo con el objeto de formularle preguntas y requerir información en relación con materias propias de su dirección. El reglamento de funcionamiento del concejo establecerá el procedimiento y demás normas necesarias para regular estas citaciones;”.


18) Agrégase, en el inciso tercero del artículo 80, la oración final siguiente:


“No obstante lo anteriormente señalado, el concejo podrá disponer de la contratación de una auditoría externa que evalúe el estado de situación financiera del municipio, cada vez que se inicie un periodo alcaldicio. Aquella deberá acordarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la instalación del concejo, a que se refiere el inciso primero del artículo 83, y el alcalde requerirá, también, el acuerdo del concejo para adjudicar dicha auditoría.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 86:


a) Reemplázase en su inciso tercero las palabras “al alcalde” por la expresión “a quien presida la sesión”.


b) Agrégase el siguiente nuevo inciso final: 


“Los alcaldes no serán considerados para el cálculo del quórum exigido para que el concejo pueda sesionar, pero sí en aquel requerido para adoptar acuerdos.”.


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, las palabras “seis” y “doce”, por “siete coma ocho” y “quince coma seis”, respectivamente.


b) Sustitúyese, en el inciso sexto, el vocablo “seis” por “siete coma ocho”.


21) Sustitúyese el inciso primero del artículo 90 por el siguiente: 


“Artículo 90.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de concejal deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales hasta por ocho horas semanales, no acumulables, con el objeto de asistir a todas las sesiones del concejo y de las comisiones de trabajo que éste constituya. Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación de la municipalidad, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario municipal.”.


22) Incorpórase, a continuación del artículo 92, el siguiente artículo 92 bis:


“Artículo 92 bis.- Cada municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, deberá dotar al concejo municipal y a los concejales de los medios de apoyo, útiles y apropiados, para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de concejales de la municipalidad. 


Para ello, durante la primera sesión ordinaria, el alcalde someterá a la aprobación del concejo los medios a usar durante el período respectivo, debiendo este acuerdo formar parte del reglamento interno a que hace alusión el artículo 92, y ser publicado en la página web de la municipalidad, en concordancia con lo establecido en los artículos 2° y 7° de la ley N°20.285, sobre Acceso a la Información Pública.


Asimismo, cada año la municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, podrá incorporar en el presupuesto municipal recursos destinados a financiar la capacitación de los concejales en materias relacionadas con gestión municipal.”.


23) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 94, la palabra “marzo” por “mayo”.


24) Introdúcense, en el inciso tercero del artículo 107, las siguientes modificaciones: 


a) Intercálase, a continuación de la coma que sigue a la expresión “señalado”, la siguiente frase: “el alcalde conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del concejo con derecho a voz y voto. Sin embargo,”. 


b) Introdúcese, a continuación de la expresión “dicho cargo”, la frase “o postulando al cargo de alcalde”.


Artículo 2º.- Reemplázase, en el inciso final del artículo 118 de la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, la expresión “al artículo 76, letra b)”, por “al artículo 60”.


Artículo 3º.- Incorpórase, en el decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, a continuación del artículo 60, el siguiente artículo 60 bis:


“Artículo 60 bis.- Con el objeto de asegurar el oportuno pago de las cotizaciones previsionales, la Superintendencia de Pensiones deberá informar, trimestralmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo respecto de las cotizaciones previsionales impagas que las municipalidades y corporaciones municipales mantengan respecto de los funcionarios municipales y trabajadores de los servicios de las áreas de educación y salud, traspasados a ellas en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.


Sobre la base de la información remitida por la Superintendencia de Pensiones, y cuando se observaren retrasos por parte de las municipalidades en el pago de cotizaciones previsionales, dicha Subsecretaría solicitará al Servicio de Tesorerías que se abstenga de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación señalada. El Servicio de Tesorerías, previo a resolver, notificará al municipio respectivo, el que tendrá quince días para presentar sus descargos.”.


Artículo 4°.- Créase el Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, dependiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que será administrado por el Directorio del programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de esa subsecretaría, destinado a financiar acciones para la formación de los funcionarios municipales en competencias específicas, habilidades y aptitudes que requieran para el desempeño y ejercicio de un determinado cargo municipal. 


El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.


Con cargo a este fondo se financiarán becas para cursar estudios conducentes a la obtención de un título profesional, técnico, diplomado o postítulo, cuyos contenidos estén directamente relacionados con materias afines a la gestión y funciones propias de las municipalidades. 


La determinación de las acciones formativas mediante las becas referidas, se desarrollará a través de una convocatoria que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo realizará a las universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, que ejecuten dichas acciones, para que presenten los respectivos programas, los que serán evaluados y seleccionados por dicha subsecretaría, conforme a los criterios especificados en la convocatoria respectiva.


Artículo 5°.- Los beneficios que se otorguen a cada becario, conforme lo señalado en el artículo anterior, consistirán en un monto equivalente al costo total o parcial de arancel y matrícula del programa de formación correspondiente y una asignación mensual de manutención, por un máximo de trece unidades tributarias mensuales, por el período correspondiente a la beca, con un máximo de dos años.


Cualquier gasto que exceda los montos de los beneficios señalados en la convocatoria respectiva o que diga relación a conceptos distintos de los señalados precedentemente, serán de cargo del beneficiario.


Artículo 6°.- Los requisitos mínimos de postulación para ser beneficiario de lo dispuesto en los artículos 4° y 5° serán:


a) Ser funcionario de planta o contrata, con al menos cinco años de antigüedad en la municipalidad inmediatamente anteriores al momento de la postulación.


b) No haber sido sancionado con medida disciplinaria, en los últimos cuatro años, o estar sometido, al momento de la postulación, a sumario administrativo o investigación sumaria, en calidad de inculpado.


c) No encontrarse, al momento de la postulación, formalizado en un proceso penal.


d) No mantener, a la fecha de la postulación, deudas con la municipalidad o con instituciones públicas derivadas del otorgamiento de becas.


Artículo 7°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para exigir a los beneficiarios la restitución de la totalidad de los beneficios económicos entregados respecto de quienes sean eliminados, suspendan o abandonen sus estudios sin causa justificada y calificada por dicha subsecretaría. La restitución referida se exigirá también en el caso de quienes no cumplan con las obligaciones inherentes a su condición de beneficiario establecidas en el reglamento correspondiente o hayan alterado sus antecedentes o informes. Asimismo, estos beneficiarios no podrán postular o participar en nuevas convocatorias que otorguen beneficios de formación establecidos en el reglamento. 


El becario tendrá como obligación aprobar, en tiempo y forma, el programa de formación del que participe, sin perjuicio de quedar liberado de esta obligación en caso de fuerza mayor o caso fortuito o cualquiera otra circunstancia calificada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo como justificación suficiente.


Una vez seleccionado el beneficiario, deberá suscribir con la municipalidad y con dicha subsecretaría un convenio, ante notario público, en el que se establecerán, al menos, las siguientes menciones: beneficios que corresponden al becario; compromisos y obligaciones de este; plazo de vigencia del convenio; duración del programa de estudios; la obligación del becario de permanecer prestando sus servicios en su municipalidad de origen una vez finalizados sus estudios, al menos, por idéntico tiempo al de la duración del programa de estudio, y la obligación del becario de restituir todos los gastos en que se hubiere incurrido, con ocasión de la beca, en el caso de que perdiere la calidad de alumno regular. 


Al momento de suscribir el convenio, el becario deberá presentar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo una póliza de seguro de responsabilidad personal, de conformidad con las normas dispuestas por la ley Nº10.336, con el objeto de garantizar las obligaciones señaladas en el inciso precedente.


El otorgamiento del beneficio que establecen los artículos anteriores será incompatible con cualquiera otra beca con financiamiento del sector público.


Artículo 8°.- Un reglamento expedido por medio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará las condiciones de financiamiento, las áreas de estudio financiables, las acciones que se beneficiarán de estos recursos, los tipos de beneficios, la forma de administrar el fondo, las condiciones especiales de la caución a que se obliga el beneficiario y las demás materias que hagan operativo dicho fondo concursable.


Artículo 9°.- Las municipalidades elaborarán un plan anual, que deberá presentarse al concejo junto con el presupuesto municipal, en el que se definirán, entre otros aspectos, las áreas prioritarias de estudio financiables por esta vía, los criterios de selección de los postulantes y las condiciones que permitan el acceso igualitario de sus funcionarios a este beneficio.


Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 38 de la ley Nº 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “económico y social comunal” por “comunal de organizaciones de la sociedad civil”.


b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 


“Las modificaciones de los límites de las unidades vecinales se podrán realizar cuando se sancione o modifique el plan comunal de desarrollo, según lo dispuesto en el artículo 7º de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, y requerirán del acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros del concejo.”.


c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “públicos” la frase “, así como en el sitio electrónico institucional de la municipalidad”. 


d) Incorpórase el siguiente nuevo inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto: 


“Asimismo, y dentro del mismo plazo señalado, deberá informarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y al Ministerio de Desarrollo Social respecto de las modificaciones que a ellos se hagan, a través de los medios de registro y en los formatos que estos dispongan para dichos efectos.”.


Artículo 11.- Facúltase a las municipalidades del país para que dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, y previo acuerdo del respectivo concejo, celebren convenios de pago por deudas por derechos de aseo. Asimismo, podrán condonar multas e intereses por dicho concepto.


Artículo 12.- Incorpórase, en el artículo 28 de la ley N° 18.883, el siguiente inciso segundo:


“En las municipalidades podrán existir comités bipartitos que desarrollen tareas consultivas en materias de capacitación del personal.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Lo dispuesto en el numeral 12) del artículo 1º de la presente ley regirá a contar de las elecciones municipales que se verificarán en el año 2020.


Artículo segundo.- Las modificaciones introducidas por la presente ley al artículo 74 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en lo referido a requisitos de elegibilidad de alcaldes y concejales, tendrán vigencia a contar de la fecha en que deban declararse las candidaturas correspondientes a las elecciones municipales del año 2016, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 107 y siguientes de dicha ley. 


A su vez, las modificaciones introducidas por la presente ley en el artículo 75 de la ley Nº 18.695, en lo referido a incompatibilidades para desempeñar el cargo de concejal, entrarán a regir el 6 de diciembre de 2016.”.


Artículo tercero.- La causal de cesación contemplada en la parte final del último inciso del artículo 60 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, referida al no pago íntegro y oportuno de cotizaciones previsionales, se aplicará sólo por hechos sucedidos con posterioridad a la publicación de esta ley.”.

____________
Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia 

y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la segunda discusión de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.036-07 y urgencia calificada de “suma”.
- - -


Luego, se pone en segunda discusión el proyecto y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio), Prokurica, Espina, Ruiz-Esquide, Coloma, Larraín Fernández, Pérez Varela y Escalona. Interviene, también el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.

- - -


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente la segunda discusión de este asunto, para la cual están inscritos en el uso de la palabra los Honorables Senadores señor García, señora Rincón, señores Tuma, Walker (don Patricio), Sabag y Walker (don Ignacio), señora Allende y señores Navarro, Lagos, García-Huidobro y Chahuán.
_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Escalona (en el tiempo del Comité Partido Socialista); Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social, Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata), y Espina (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente e Independientes.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE REGULA ENTREVISTAS GRABADAS EN VIDEO Y OTRAS MEDIDAS DE RESGUARDO A MENORES DE EDAD VÍCTIMAS DE DELITOS SEXUALES

(9245-07)

Honorable Senado: 

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que establece un Sistema de Entrevistas Videograbadas y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales.

I. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA

Pocos atentados en contra de la integridad física y psíquica de una persona producen un efecto tan dañino y psíquicamente perturbador como aquél que sufre una persona que ha sido víctima de un delito sexual. Pero cuando la víctima es, además, un menor de edad, el sufrimiento, la confusión y el daño que provocan los ataques de esta naturaleza se multiplican varias veces, habida cuenta de la fragilidad física y la inmadurez psicológica que caracteriza al ser humano en dicha etapa de su vida. Todo el desarrollo de una dimensión tan íntima y sensible como lo es la sexualidad, se ve violentamente trastocado por una experiencia traumática, inhumana y profundamente humillante. Para un menor de edad, la agresión sexual se presenta con una fuerza desestabilizadora inconmensurable, involucrando aspectos afectivos, conductuales y  relacionales altamente confusos, que no sabe cómo juzgar y ante los cuales no tiene las herramientas para responder adecuadamente. En consecuencia -aunque dependiendo de la entidad de la agresión, la etapa evolutiva del menor de edad y las circunstancias particulares del mismo o de la agresión- los delitos sexuales suelen dejar una profunda y dolorosa huella en el desarrollo emocional, conductual, físico, social y cognitivo de las personas; en muchos casos, de difícil reparación. 

Habida cuenta de lo anterior, no ha de extrañar que el abuso sexual contra niños y niñas haya sido considerado por la opinión pública nacional como el delito más grave que puede afectar a una persona (Encuesta Nacional de Opinión Pública UDP 2005, en Maffioletti y Huerta, 2011). Contribuyen al agravamiento de la conmoción pública, el número y profusión de formas con que estos delitos se verifican, lo cual a veces se imputa a un cierto grado de sensacionalismo por parte de la prensa. Sin embargo, lejos de tratarse de casos aislados explotados por los medios de comunicación, la presencia real de los abusos sexuales cometidos contra menores de edad excede en mucho los cálculos más aventurados. En efecto, en el extranjero, donde el problema ha sido objeto de variados estudios, se ha determinado su abrumadora prevalencia en las más diversas regiones del mundo, estimándose que, sólo en el contexto occidental, una de cada tres niñas y uno de cada siete niños sufren de abusos sexuales antes de cumplir los dieciocho años (Montoya et al, 2004; en UNICEF-UDP, 2006). 

Ahora bien, a lo anterior debe agregarse que las consecuencias de la experiencia primaria de victimización muchas veces se ven agravadas por el efecto nocivo de las reacciones inadecuadas del entorno a la situación de la víctima. Este fenómeno ha sido denominado “victimización secundaria” y consiste en el sufrimiento que experimenta la víctima en su paso por las diferentes instancias del sistema procesal penal y por las reacciones de su entorno social, lo cual ha sido reconocido como uno de los efectos más nocivos de la victimización por las Naciones Unidas (1999). En concreto, la victimización secundaria se manifiesta en la toma repetida de declaraciones, en el sometimiento a múltiples peritajes, en la duda sobre la veracidad del relato de niños, niñas y adolescentes, en la falta de información, en la hostilidad de algunos funcionarios y en las inadecuadas instalaciones en que debe declarar, entre otros. Todo lo anterior profundiza en la víctima menor de edad una sensación de indefensión y vulnerabilidad, a la vez que los reiterados interrogatorios y cuestionamientos le impiden superar la experiencia traumática, obstaculizando su reparación psicosocial. Tal es la inadecuación de nuestro actual procedimiento penal para las posibilidades de sanación de los menores de edad víctimas de delitos sexuales, que no son pocos los que, en casos particulares, recomiendan no iniciar un proceso penal por este tipo de delitos, a fin de evitar un daño psicológico que puede llegar a ser incluso más perturbador que la experiencia originaria de abuso.

A lo anterior, debe añadirse una consideración adicional, cual es la dificultad probatoria que caracteriza la investigación penal en los casos de delitos sexuales y que viene determinada por las características propias del fenómeno: víctimas menores de edad, faltas de prueba material, ausencia de testigos, contexto intrafamiliar y encubrimiento del delito por parte de los parientes. Esta situación pone a los niños, niñas y adolescentes en una posición extremadamente compleja, en tanto que el sistema requiere de ellos información detallada sobre la experiencia de abuso, situación que en muchos casos se contrapone con sus necesidades de reparación y sus posibilidades psicológicas de hacer frente a la experiencia vivida. En lo que respecta a este último aspecto, conviene subrayar que a las usualmente ya reducidas capacidades de un menor de edad de articular un relato coherente, comparadas con las declaraciones de un adulto, debe agregarse el estado de confusión que normalmente sobreviene en un menor de edad luego de que ha sido víctima de un abuso sexual. En consecuencia, no es raro que el testimonio infantil en casos de delitos sexuales tienda a ser precario en términos del lenguaje utilizado, la lógica argumentativa y la cantidad de detalles que lo componen.

Por último, es menester señalar que la legislación chilena sobre la materia actualmente vigente no contempla disposiciones tendientes a aminorar la victimización secundaria de los menores de edad víctimas de abusos sexuales, con la sola excepción de la norma contenida en el artículo 191 bis del Código Procesal Penal. Dicha disposición permite la toma de declaración anticipada de víctimas de delitos sexuales que sean menores de edad y puede resultar de mucha utilidad en determinadas situaciones. Sin embargo, el enfrentamiento de un menor de edad víctima de un delito sexual con el proceso penal, es un fenómeno que posee aristas, particularidades y complejidades que exceden en mucho el beneficio que dicha norma es capaz reportar, por lo que ésta resulta del todo insuficiente para proporcionar una protección íntegra de los derechos y la integridad psíquica y social de la víctima durante su intervención en el procedimiento penal.

Desde un punto de vista jurídico, la situación descrita importa que el interés del menor de edad se encuentra supeditado a los objetivos generales de la investigación y el proceso penal, en abierta infracción al principio del interés superior del niño o niña. En efecto, con excepción de lo señalado por el artículo 191 del Código Procesal Penal, la legislación omite abordar la problemática situación en que se encuentran los menores de edad que han sido víctimas de delitos sexuales, los cuales deben conformar a las normas generales su actuación como intervinientes en el proceso. Pero estas normas no contemplan la hipótesis de que el proceso pueda convertirse, por sí mismo, en una experiencia lesiva para los derechos de niños, niñas o adolescentes que se encuentran en un estado de severa fragilidad psicológica por las razones descritas. En otras palabras, operan bajo el supuesto de que los intervinientes cuentan con herramientas psicológicas, sociales y emocionales suficientes como para desenvolverse adecuadamente en las distintas etapas del proceso. El resultado de esta situación es una vulneración directa por parte de la institucionalidad estatal del derecho a la integridad psíquica de los menores de edad y de su derecho a la intimidad, protegidos por los numerales primero y cuarto del artículo 19 de la Constitución Política, respectivamente. Si, además, el menor de edad no puede prestar su declaración, como lamentablemente ocurre a veces en estos procesos, porque se le imponen para ello condiciones intimidantes -como la presencia de demasiadas personas al momento de declarar o incluso del propio imputado por abusos sexuales- o se lo somete a interrogatorios que buscan poner a prueba sus dichos, generando en él temor y confusión, entonces se vulnera también el derecho del menor de edad a ser oído, infringiendo el artículo 19 N°3 de la Carta Fundamental.

II. OBJETIVOS Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO 

Por las razones ya aducidas, este Gobierno estima imprescindible la elaboración de modificaciones normativas tendientes a consagrar un abordaje adecuado de la problemática por parte de la institucionalidad, con miras a minimizar la victimización secundaria y dar un mayor y efectivo resguardo a los derechos de las víctimas de delitos sexuales que sean menores de dieciocho años. Por ello, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública junto a Fundación Amparo y Justicia,  convocaron una mesa de trabajo interinstitucional, que operó entre 2011 y 2012, y que contó con la participación de representantes del Ministerio Público, del Poder Judicial, del Poder Legislativo; de asesores del “Proyecto U-REDES Infancia y Justicia” de las Facultades de Ciencias Sociales y de Derecho de la Universidad de Chile; y de importantes asesores externos, nacionales y extranjeros, con vastos conocimientos y experiencia en la materia. Asimismo, como antecedente de suma relevancia al trabajo de esta mesa, cabe destacar los resultados de la encuesta “Percepción de los Procesos de Investigación y Judicialización en los Casos de Agresiones Sexuales Infantiles”, encargada en 2008 por Fundación Amparo y Justicia y el Ministerio Público al Centro de Medición de la Pontificia Universidad Católica de Chile (MIDE UC), así como también la realización de diversos seminarios sobre la materia. Todo este trabajo conjunto culminó en el  documento “Informe Ejecutivo Entrevistas Videograbadas de la Mesa de Trabajo Interinstitucional 2011-2012”; y en  dos estudios  denominados “Anteproyecto de Ley y Fundamentación Técnica”; “Diseño de Implementación y Estudio de Costos” para un Sistema de Entrevistas Videograbadas para niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales”.

El proyecto de ley que someto a vuestra consideración comparte el diagnóstico y los objetivos de dichas propuestas y se elaboró sobre la base de las mismas. En suma, se busca reducir el impacto negativo que importa el proceso penal para un menor de edad víctima de delitos sexuales, adecuando las normas del procedimiento que lo rige a las especiales circunstancias de estos menores de edad.

Ahora bien, para cumplir adecuadamente con dichos objetivos, se hace necesario tomar en consideración la situación jurídica de los niños, niñas y adolescentes que se encuentran sometidos a un proceso penal, desde una doble perspectiva. Por una parte, individualmente considerados, los menores de edad gozan de ciertos derechos propios de su condición de tales, así como también en cuanto a que son víctimas de un delito. Pero, por otra parte, un reconocimiento del estatuto jurídico particular que asiste a los menores de edad víctimas de abusos sexuales no puede sino producir un efecto en el proceso penal, sistemáticamente considerado, atendido el rol de intervinientes que las víctimas cumplen dentro de él. Ambos respectos fueron tomados en cuenta al momento de formular esta iniciativa legislativa.

1. Derechos de las víctimas y derechos de los niños.

En lo que respecta a lo primero, la situación de los niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales exige una mirada doble respecto de las condiciones en que se encuentran. Por una parte, debe subrayarse la condición de cualquier persona que, en cuanto víctima, requiere del reconocimiento de las consecuencias negativas que el delito tiene sobre ella y su entorno, así como también de los derechos que le corresponden. Tales derechos se encuentran consagrados en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por nuestro país, se refieren a diversas materias y son comunes a todas las personas que han sido víctimas de delito. En lo que aquí interesa, uno de los derechos más importantes que asisten a las víctimas es su prerrogativa de actuar como intervinientes en el proceso penal, tal y como lo consagra el artículo 12 del Código Procesal Penal.

Por otro lado, la condición de los niños como sujetos de derecho quedó consagrada a partir de la Convención Internacional de los Derechos del Niño (CDN), la que constituye el marco normativo internacional para los temas de infancia. El artículo 3.1 de la CDN indica que una consideración primordial a la que atenderán las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, en todas las medidas concernientes a los menores de edad, será el interés superior del niño.

Pero hemos dicho que la realidad judicial e investigativa del proceso penal chileno vigente en materia de delitos sexuales produce victimización secundaria, lo que representa una vulneración directa al derecho a la integridad psicológica, al derecho a la salud, al derecho a la intimidad y al derecho a ser oído de los niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales, garantizados por la Constitución Política de la República y por diversos tratados internacionales. Se produce, además, una grave infracción al principio del interés superior del niño. En consecuencia, se hace necesario modificar esta situación, estableciendo normas especiales que regulen la participación de estos menores de edad en el proceso penal, en cuanto que los intervinientes del mismo, de manera que sus derechos fundamentales no se vean vulnerados. 

2. Fundamentos jurídicos de la restricción a las declaraciones de niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales.

Habida cuenta de lo anterior, hace falta que nuestro diseño procedimental en materia de persecución penal se vea permeado por consideraciones respecto de las cuales, hasta ahora, se había hecho caso omiso. Todos estos aspectos -la etapa evolutiva del menor de edad, sus circunstancias personales y emocionales, cognitivas, físicas, idiomáticas, étnicas, culturales y de género, tal y como lo señala el artículo 2 del proyecto- debieran ser tomados en consideración por el procedimiento penal sobre la base de un principio interpretativo fundamental, cual es el interés superior del niño. Pero, naturalmente, el sometimiento a este principio importa una cierta desviación respecto de los objetivos generales del proceso penal, por lo que hace falta llevar a cabo un esfuerzo de articulación con los mismos, así como también con los principios, derechos, reglas y prácticas que lo rigen.

En concreto, la implementación de un Sistema de Entrevistas Videograbadas que limite el número de veces que un menor de edad víctima pueda ser entrevistado en el marco de la investigación penal, supone una limitación de las herramientas de persecución penal o de defensa de imputados, entre ellas la oralidad, la inmediación y la publicidad. Dicha situación debe obedecer a fuertes argumentos de orden jurídico, dentro de los cuales la protección del interés superior del niño resulta especialmente relevante, como ya hemos señalado. Tal interés, en la forma establecida en la Convención de Derechos del Niño y otros instrumentos ratificados por Chile, es considerado preminente y tiene la suficiente entidad como para constituir, hasta cierto punto, una limitación a tales principios del derecho procesal penal. Sin embargo, ello no puede traducirse en una restricción arbitraria y total de los derechos procesales de los intervinientes o de la facultad de investigación del Ministerio Público, sino en el establecimiento de ciertas condiciones y limitaciones a la actuación de jueces y fiscales que permitirán otorgar una protección razonable a los menores de edad que sean víctimas de delitos sexuales.

Por ello, se establecen medidas de resguardo para asegurar los derechos de todas las partes, vale decir, tanto del menor de edad como de los demás intervinientes. A modo de ejemplo, junto a la limitación del número de entrevistas a que puede someterse a un menor de edad que ha sido víctima de este tipo de delitos, se añaden exigencias respecto de que la persona que realice las entrevistas esté debidamente entrenada y capacitada, y la obligatoriedad de contar con espacios e infraestructura adecuada. De esta manera, se protege la integridad psíquica del menor de edad, a la vez que se garantiza la imparcialidad de la entrevista y se le ofrecen al menor de edad las condiciones necesarias para que su declaración pueda realizarse sin la presencia de elementos intimidantes, entregando la mayor cantidad posible de información útil al proceso. Asimismo, de acuerdo a la normativa contemplada en este proyecto de ley,  los intervinientes podrán presenciar la entrevista y comunicarse con el menor de edad, a través del entrevistador, con lo cual se articulan adecuadamente los fines del proceso con las necesidades de reparación, y las posibilidades afectivas y cognitivas del menor de edad afectado por un delito sexual.

III.CONTENIDO DEL PROYECTO

Como se señala en el artículo 1°, el proyecto tiene por objeto regular las medidas especiales de protección que deberán observarse respecto de los menores de edad que sean presuntas víctimas de delitos de carácter sexual, con el objeto de prevenir su victimización secundaria. 

En razón de lo anterior, se contemplan importantes reformas de naturaleza procedi​mental, modificando la manera en que el sistema procesal penal toma contacto con los niños, niñas y adolescentes afectados por este tipo de delitos, tanto en la etapa investigativa como de juicio. Como regla general, el artículo 2° señala que en toda intervención que deba realizar el menor de edad se tendrán en consideración la etapa evolutiva en que se encuentra, así como tam​bién sus circunstancias personales, emocio​nales, cognitivas, físicas, idiomáticas, étnicas, culturales y de género, de manera que toda acción o interacción con él, se adecúe a estas circunstancias. Luego, se indica como objetivo general, que deberá procurarse que el menor de edad no reitere su declaración sobre los hechos constitutivos del o los delitos perpetrados en su contra. 

De esta manera, se regula la actuación del menor de edad en sus diversas instancias a través del proceso, desde los primeros contactos con la institucionalidad hasta el momento en que presta sus declaraciones. Estas declaraciones se podrán prestar en un máximo de dos entrevistas, una en la instancia investigativa y otra en la instancia de juicio.

Respecto de ambas, se dispone que deberán ser realizadas por un entrevistador en salas acondicionadas al efecto. Se hace referencia también a la implementación de las salas  donde se llevarán a cabo las entrevistas, y los requisitos tecnológicos del registro audiovisual. Adicionalmente, se establece que el contenido de las entrevistas será reservado, regulándose quiénes pueden acceder a éste y sancionando la vulneración de la reserva.

Por otra parte, cabe hacer presente que el proyecto de ley, junto con limitar el número de entrevistas a que puede someterse a un niño, niña o adolescente; busca introducir una herramienta de investigación criminal adecuada a las especiales condiciones en que se encuentran las víctimas de delitos sexuales menores de edad. Ello se establecerá en un reglamento dictado en conjunto entre el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Ministerio de Hacienda, en el cual se definirá la forma y los estándares de acuerdo a los cuales deben llevarse a cabo estas entrevistas. Con esto, se busca acabar con la improvisación y la disparidad de criterios utilizados hasta el momento para interrogar a los menores de edad, por los distintos actores que toman contacto con ellos a lo largo del proceso. En cambio, el proyecto propone que las declaraciones sean recibidas por un entrevistador -en lo posible, el mismo durante la etapa de investigación y la de juicio- que deberá cumplir con el perfil y los requisitos definidos por el reglamento, como los más adecuados para llevar a cabo la entrevista, de acuerdo con la metodología investigativa que en definitiva se determine aplicar.

Ahora bien, en lo que se refiere a las primeras medidas que debe tomar la autoridad al momento de tomar contacto con un menor de edad que presuntamente ha sufrido un delito sexual, el proyecto dispone que el Ministerio Público deberá establecer las medidas y protocolos que sean necesarios para regular la recepción de la denuncia, procurando impedir que las personas que reciban la denuncia soliciten la declaración de la víctima sobre los hechos constitutivos de denuncia, entre otras medidas.

Respecto de la primera entrevista videograbada, el Fiscal deberá instruir la práctica de la entrevista dentro de un plazo de 72 horas desde que ha tomado conocimiento de la existencia de un hecho presumiblemente constitutivo de delito, salvo que concurra respecto del menor de edad un impedimento grave y manifiesto, en cuyo caso el plazo comenzará a correr cuando  haya cesado dicho impedimento.

La declaración será recibida por una vez, mediante una entrevista investigativa videograbada dirigida por el fiscal del Ministerio Público que está a cargo de la investigación. El fiscal podrá efectuar interrogaciones a través del  entrevistador y supeditado al medio en que éste lleve la entrevista, siempre que ello no implique una comunicación directa con el menor de edad.  La entrevista será registrada íntegramente, transcrita y adjuntada a la investigación. Además, se establecen normas sobre suspensión de la misma. Por otra parte, se dispone que el fiscal puede prescindir de la declaración del menor de edad, si así lo estima conveniente. Asimismo, para evitar la reiteración innecesaria de la declaración, podrá solicitar la entrega de registros audiovisuales y otros antecedentes de que dispongan los Tribunales de Familia, que digan relación con los mismos hechos. (Cabe señalar que se introduce una modificación en el mismo sentido en la Ley de Tribunales de Familia, para evitar allí la reiteración de declaraciones realizadas en sede penal).

Por su parte, en lo que respecta a la etapa de juicio, se establece que no podrá citarse al menor de edad a declarar en el juicio oral. En cambio, se establece una entrevista judicial videograbada, que deberá ser solicitada por el fiscal, el abogado querellante que represente a la víctima o el curador ad litem del menor de edad, al juez tan pronto como se haya formalizado la investigación, o en caso de no ser habido el imputado, una vez declarada su rebeldía. La declaración deberá recibirse en el plazo más breve posible, y constituirá prueba anticipada. 

El juez fijará para ello una audiencia, citando a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir al juicio oral, aplicándose normas afines a aquellas fijadas respecto de la entrevista investigativa, tendientes a prevenir su victimización secundaria, relativas a las personas que pueden tomar contacto con el menor de edad, los requerimientos tecnológicos y las normas sobre continuidad y suspensión de la audiencia. En todo caso, se privilegiará el uso de las mismas instalaciones utilizadas para la realización de la primera entrevista.

Por último, la iniciativa encarga al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito, la tarea de coordinar la intervención de los organismos públicos y privados encargados de dar cumplimiento a las disposiciones de la ley, con el objeto de dar a ésta una correcta aplicación. Para ello, se  consideran facultades precisas de coordinación, las cuales deben entenderse, por supuesto, sin perjuicio de la facultad exclusiva del Ministerio Público de dirigir la investigación, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 83 de la Constitución Política de la República.

En mérito a lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo primero.- Apruébase la Ley sobre entrevistas videograbadas y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales:

“TÍTULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1.- La presente ley regula las medidas especiales de protección que deberán observarse respecto de los menores de edad que sean presuntas víctimas de delitos de carácter sexual, con el objeto de prevenir su victimización secundaria.

Para efectos de esta ley, se entenderá por “delitos sexuales” aquellos comprendidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal y en sus artículos 411 ter y 411 quáter, así como en los artículos 142 y 433 N°1 del mismo Código, en estos últimos casos, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación.

Asimismo, se entenderá por “victimización secundaria”, todos aquellos efectos psicológicos y sociales adversos que experimenta el menor de edad como consecuencia de su participación en actuaciones o procedimientos del proceso penal y proteccional que tengan lugar como consecuencia del delito del que haya sido víctima.

Artículo 2. En toda intervención que deba realizar un menor de edad, durante la etapa investigativa o judicial del proceso penal que se origine a consecuencia del presunto delito del que haya sido víctima, se tendrá en especial consideración el principio del interés superior del menor de edad, de conformidad con lo dispuesto en la Convención Internacional sobre Derechos del Niño.

Asimismo, se tendrá en especial consideración la etapa evolutiva de los menores de edad y sus especiales circunstancias personales y emocionales, cognitivas, físicas, idiomáticas, étnicas, culturales y de género, de manera que toda acción o interacción con los menores de edad se adecúe a ellas.

TÍTULO II

Párrafo 1º

De las Medidas de Resguardo del Testimonio del Menor de Edad

Artículo 3. En todo proceso penal que se origine como consecuencia de la presunta perpetración de uno o más delitos sexuales en contra de un menor de edad, se procurará evitar que éste reitere su declaración sobre los hechos constitutivos del o los delitos respectivos.

Para efectos de lo anterior, el Ministerio Público establecerá, de conformidad con lo establecido en el artículo 87 del Código Procesal Penal, las medidas y protocolos que sean necesarios para regular la recepción de la denuncia y toma de declaración a menores de edad durante la etapa de investigación, así como también otros procedimientos o actuaciones donde deban participar dichos menores de edad, con el objeto de evitar que éstos realicen declaraciones o sean interrogados sobre los hechos que constituyan la denuncia en instancias diversas a la entrevista a que hacen referencia los artículos siguientes, o por personas distintas al entrevistador al que hace referencia el párrafo 2° de esta ley.

Entre las medidas indicadas en el inciso anterior, se encontrarán, al menos, aquellas tendientes a:

a) Impedir que las personas que reciban la denuncia o que practiquen exámenes médicos, pericias u otras diligencias de investigación que se decreten, soliciten la declaración de la víctima sobre los hechos constitutivos de la denuncia, salvo en la forma y los casos establecidos en esta ley.

b) En el caso de manifestaciones verbales o conductuales espontáneas de las víctimas, proceder a su registro, procurando no vulnerar lo establecido en la letra anterior.

c) Impedir que el menor de edad sea confrontado directamente con el imputado durante el proceso, así como también evitar la presencia del menor de edad en dependencias donde pueda tener contacto con personas imputadas por otros delitos.

d) Mantener estricta reserva de los antecedentes de la investigación y la declaración de la víctima, de conformidad con lo establecido en el artículo 182 del Código Procesal Penal.

e) Dar cumplimiento a las demás obligaciones y prerrogativas que establece esta ley respecto a los menores de edad que sean singularizados como víctimas de un delito sexual.

Las obligaciones establecidas en este artículo serán aplicables a los demás organismos públicos que intervengan en cualquier clase de trámite o procedimiento donde participe un menor de edad que sea presunta víctima de un delito sexual, en lo que corresponda.

Párrafo 2º 

De la Entrevista Investigativa Videograbada

Artículo 4. El fiscal del Ministerio Público a cargo de la investigación, en un plazo de 72 horas contado desde la recepción de la denuncia, podrá tomar la declaración del menor de edad que haya sido víctima del o los delitos denunciados, sobre los hechos que la constituyan, salvo que concurra respecto del menor de edad un impedimento grave y manifiesto, en cuyo caso el plazo comenzará a correr desde el momento en que haya cesado dicho impedimento.
La declaración del menor de edad será recibida por una sola vez, mediante una entrevista en la que participará el fiscal a cargo de la investigación y el entrevistador, de acuerdo a lo establecido en el reglamento al que hace referencia el artículo 11 de esta ley.

El fiscal del Ministerio Público podrá, en todo caso, prescindir de la toma de declaración del menor de edad, si así conviniese a la investigación, de lo cual dejará constancia en la misma. 

Artículo 5. La entrevista a que hace referencia el artículo 4 deberá realizarse en una sala especialmente acondicionada al efecto, con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor de edad.  La entrevista será registrada íntegramente mediante un sistema que asegure su posterior reproducción audiovisual.  Asimismo, deberá transcribirse íntegramente y adjuntarse a la investigación.

Toda interacción con el menor de edad durante la entrevista será mantenida exclusivamente por el entrevistador indicado en el artículo anterior, en la forma en que éste determine, con el objeto de proveer el mayor resguardo posible del menor de edad, la indemnidad psíquica y social y prevenir o minimizar su victimización secundaria.  El fiscal podrá efectuar interrogaciones a través del entrevistador y supeditado al medio en que éste lleve a cabo la entrevista, siempre que ello no implique una comunicación directa con el menor de edad.

Por necesidad o requerimientos especiales del menor de edad, y con pleno respeto de lo dispuesto por el inciso anterior, el fiscal podrá autorizar que esté acompañado por un adulto responsable o un intérprete o traductor.

La entrevista podrá ser suspendida por el fiscal, o fijarse una nueva fecha para su realización, si, a juicio del entrevistador, ello resultare necesario para resguardar la indemnidad e integridad psíquica y social del menor de edad, atendido su estado emocional u otras circunstancias similares, de todo lo cual se dejará constancia en la investigación.

En los casos indicados en el inciso anterior, la entrevista será efectuada, o se reanudará, según corresponda, en la fecha que determine el fiscal, previo informe del entrevistador, y que no deberá extenderse más allá de 30 días contados desde la fecha de la denuncia, salvo que, en los casos indicados en el inciso primero del artículo 4, no haya cesado el impedimento grave y manifiesto que afectase al menor de edad.  Con todo, el juez de garantía podrá autorizar que la entrevista se realice más allá de este plazo, previo informe del entrevistador que haga presente la conveniencia de postergar la declaración del menor de edad para resguardar su indemnidad e integridad psíquica y social, atendido su estado emocional, de salud, u otras circunstancias similares, o para efectos de prevenir o minimizar su victimización secundaria.

De no ser posible o necesaria la realización de la entrevista investigativa, a juicio del fiscal del Ministerio Público, podrá procederse, de todas formas, con la entrevista judicial a la que hace referencia el párrafo 3° de este Título, de conformidad con las normas de dicho párrafo.

Artículo 6. Todo peritaje de credibilidad del relato del menor de edad será realizado sobre la base del registro audiovisual de la entrevista que se le haya efectuado. 

Asimismo, con el objeto de evitar la declaración innecesaria del menor de edad, el fiscal deberá requerir la entrega de los registros audiovisuales y otros antecedentes de que dispongan los tribunales de familia, que digan relación con los mismos hechos denunciados, siempre que la existencia de dichos registros sea de conocimiento del fiscal.

Párrafo 3º 

De la Entrevista Judicial Videograbada

Artículo 7. Durante la etapa judicial del proceso penal originado como consecuencia del presunto delito sexual perpetrado en contra del menor de edad, podrá recibirse el testimonio de éste, en el más breve plazo posible, y de conformidad con lo establecido en esta ley. 

A estos efectos, el fiscal, el abogado querellante que represente a la víctima o el curador ad litem del menor de edad, deberá solicitar al juez de garantía la recepción anticipada de dicho testimonio, tan pronto como se haya formalizado la investigación o, en caso de no ser habido el imputado, una vez declarada su rebeldía.

El juez procederá a fijar una audiencia de recepción del testimonio del menor de edad, citando a todos aquellos que tuvieren derecho a asistir al juicio oral, sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior. Dicha audiencia deberá tener lugar en un plazo no inferior a quince días contados desde la resolución que ordene su citación.

La declaración del menor de edad brindada en la audiencia a que hace referencia este artículo, constituirá prueba anticipada de conformidad con los artículos 191, 280 y 331 del Código Procesal Penal. 

No podrá citarse al menor de edad a declarar en el juicio oral.

En caso de decretarse la nulidad del juicio oral, de conformidad con lo establecido en el artículo 386 del Código Procesal Penal, ello no afectará la declaración del menor de edad brindada en la forma establecida en este artículo, salvo que se haya reclamado, precisamente, la nulidad de dicha declaración, por infracción a las normas establecidas en esta ley y su reglamento, y así se haya decretado, en cuyo caso podrá tomarse nuevamente.

Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, los menores de edad que sean mayores de 14 años, podrán declarar voluntariamente en el juicio oral en su calidad de víctimas, con sujeción a las normas generales. 

Artículo 8. Se aplicarán a la entrevista que recoja el testimonio del menor de edad en la etapa judicial, las mismas normas establecidas respecto de la entrevista investigativa, tendientes a prevenir o minimizar su victimización secundaria.

En cumplimiento a lo establecido en el inciso primero, la entrevista judicial deberá realizarse en una sala especialmente acondicionada al efecto, con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor de edad.  De haberse efectuado previamente una entrevista investigativa al menor de edad, se privilegiará el uso de las mismas instalaciones para la realización de la entrevista judicial.

Asimismo, se requerirá, en todo caso, que las interrogaciones que el juez, o las partes por su intermedio, dirijan al menor de edad, sean efectuadas a través de un entrevistador de aquéllos a que hace referencia el reglamento establecido en el artículo 11 de esta ley, el que será designado por el juez a este efecto.

Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, el juez y el entrevistador estarán intercomunicados simultáneamente mediante un sistema de comunicación idóneo, aplicándose al efecto las mismas normas establecidas en el artículo 5, en relación con la entrevista investigativa.

Sólo se permitirá la presencia, dentro de la sala, del menor de edad y del entrevistador. Excepcionalmente, por necesidad o requerimientos especiales del menor de edad, y previa consulta al entrevistador que dirija la entrevista, el juez podrá autorizar que el menor de edad sea acompañado por un adulto responsable.  Asimismo, a solicitud de las partes, el juez podrá autorizar la presencia de un intérprete o traductor.

Artículo 9. La entrevista judicial del menor de edad deberá realizarse en una sola audiencia, sin solución de continuidad. 

En casos excepcionales, el juez podrá suspender la audiencia si, a partir de lo expuesto por el entrevistador, ello resultare estrictamente necesario para resguardar la indemnidad e integridad síquica y social del menor de edad, en razón de su estado emocional u otras circunstancias similares.

En caso de decretarse la suspensión de la audiencia, el juez fijará de inmediato una nueva fecha para proseguir con la misma, la que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la fecha de la entrevista original.

Artículo 10. La defensa del o los imputados tendrá acceso al registro audiovisual de la o las entrevistas efectuadas al menor de edad, así como también a los peritajes que se le hayan realizado, pudiendo requerir su análisis por parte de otros peritos. Sin perjuicio de ello, no se dará lugar a la práctica de diligencias probatorias que importen nuevas intervenciones presenciales del menor de edad.  

Párrafo 4º 

Disposiciones comunes a las entrevistas investigativas y judiciales

Artículo 11. Las entrevistas a que hacen referencia los artículos precedentes serán realizadas en la forma y de acuerdo a los estándares que determine un reglamento dictado en conjunto  entre el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Ministerio de Hacienda.


El juez ordenará que la entrevista judicial a que hace referencia el párrafo 3° de este Título sea realizada por el mismo entrevistador que haya participado en la primera entrevista efectuada al menor de edad, salvo que concurra a su respecto impedimento grave y comprobado.


Se aplicarán, respecto del entrevistador a que hace referencia este artículo, las causales de inhabilitación de los fiscales establecidas en los números 1, 2, 8, 11, 12 y 14 del artículo 55 de la Ley N° 19.640, y lo establecido en el artículo 56 de la misma ley.

Artículo 12. Las salas donde se efectúen las entrevistas investigativas o judiciales contarán con las condiciones e implementación adecuadas para recibir el testimonio del menor de edad sin poner en riesgo su indemnidad e integridad psíquica, así como con las demás condiciones y equipamiento necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en esta ley.


El reglamento establecerá las condiciones técnicas e implementación mínima con las que deberán contar las salas donde se efectúen entrevistas investigativas o judiciales, así como también los requerimientos mínimos del sistema de registro audiovisual que se implemente en las mismas, que asegure la grabación en alta calidad de las entrevistas y permita su posterior custodia y reproducción.

El entrevistador determinará, previo a la entrevista, si la sala cuenta con las condiciones mínimas establecidas en esta ley y el reglamento, de lo cual se dejará constancia en el acta que se levante de la diligencia.

La práctica de la entrevista se realizará en salas que cumplan las condiciones señaladas, y que se encuentren en dependencias de cualquier organismo público.  Para la utilización de salas ubicadas en dependencias de los Tribunales de Familia, un auto acordado de la Corte Suprema fijará el procedimiento que permita el uso expedito de dichas instalaciones. 

Artículo 13. El contenido de las entrevistas será reservado y sólo podrán acceder a él los intervinientes del proceso penal, el juez de garantía y el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal, los profesionales de las Unidades Regionales de Atención a Víctimas y Testigos de la fiscalía regional respectiva, los consejeros técnicos y los jueces de los Tribunales de Familia, los funcionarios a que hacen referencia los artículos 15 y 16 de esta ley y los peritos que por expreso encargo del fiscal, defensor penal o juez de familia, deban conocerlo para elaborar sus informes.


La vulneración de la reserva señalada será sancionada de conformidad con el artículo 247 del Código Penal.

Artículo 14. En todos los procedimientos y diligencias en que deba intervenir el menor de edad, se observarán estrictamente los principios que establece el artículo 2.

Artículo 15. Corresponderá  al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría de Prevención del Delito, con los recursos humanos, técnicos y materiales existentes, coordinar la intervención de los organismos encargados de dar cumplimiento a las disposiciones de la presente ley.

A dicho efecto, le corresponderá, especialmente:

a) Velar por la correcta implementación de las medidas de resguardo establecidas en esta ley, requiriendo información de los diferentes organismos que deban dar cumplimiento a las normas de esta ley, en relación con el mismo, con el objeto de determinar eventuales mejoras o correcciones a los procesos seguidos por cada organismo y proponer medidas o acciones que se estimen convenientes a efectos de implementarlas; 

b) Evaluar el funcionamiento del mecanismo de entrevista videograbada con el objeto de identificar y proponer a los órganos públicos involucrados en su implementación, aquellas medidas que sean necesarias para el mejoramiento del sistema, en aras del cumplimiento de los fines de esta ley;

d) Establecer los estándares para el cumplimiento de los requisitos que la ley impone respecto de las entrevistas a menores de edad, de conformidad con los mismos, las que deberán estar contenidas en el reglamento a que se refiere el artículo 11; 





 e) Proponer acciones tendientes a mejorar la coordinación entre los intervinientes del sistema, en aras de un adecuado cumplimiento de los objetivos de esta ley, y





 f) Proponer a las Secretarías de Estado que correspondan, convenios, protocolos o acuerdos de cooperación con entidades públicas o privadas, que sean necesarios o convenientes para dar cumplimiento a los objetivos de esta ley.

Artículo segundo.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

a) Derógase el artículo 191 bis del Código Procesal Penal;

b) Derógase, en el inciso segundo del artículo 280 del Código Procesal Penal, la siguiente frase, entre el guarismo “191” y el signo de puntuación “,”: “o se tratare de la situación señalada en el artículo 191 bis”; y

c) Incorpórese el siguiente inciso final en el artículo 320 del Código Procesal Penal: “Lo establecido en este artículo no será aplicable respecto de menores de edad que hayan sido víctimas de alguno de los delitos comprendidos en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II del Código Penal y en sus artículos 411 ter y 411 quáter, así como en los artículos 142 y 433 N°1 del mismo Código, en estos últimos casos, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación.

Artículo tercero.- Agrégase al artículo 41 de la Ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, el siguiente inciso final:

“Sin embargo, si la declaración versare sobre la comisión en contra del menor de edad de alguno de los delitos comprendidos en los párrafos 5 al 6 del Título VII del Libro II del Código Penal y en sus artículos 411 ter y 411 quáter, así como en los artículos 142 y 433 N°1 del mismo Código, en estos últimos casos, cuando alguna de las víctimas hubiere sufrido violación, y existiere una videograbación de la declaración del menor de edad sobre estos hechos en un proceso penal, el juez solicitará a la respectiva fiscalía o juzgado de garantía la remisión de dicho antecedente, a fin de evitar la declaración innecesaria del menor de edad.  Sólo el juez, el curador ad litem del menor de edad y los abogados de las partes podrán tener acceso a la referida video grabación.”

Disposiciones transitorias

Artículo Primero Transitorio.- Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del Reglamento establecido en el artículo 11.
Artículo Segundo Transitorio.- Facúltase, hasta por 24 meses, a la Policía de Investigaciones de Chile para contratar, sobre la base de Honorarios, a 62 personas para desempeñar las funciones de entrevistador establecidas en esta Ley.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Andrés Chadwick Piñera, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Patricia Pérez Goldberg, Ministra de Justicia.
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OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR AL SEÑOR PABLO EGENAU PÉREZ COMO MIEMBRO DEL CONSEJO NACIONAL DEL FONDO DE FORTALECIMIENTO DE LAS ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO

(S 1636-05)

GAB PRES. N° 64
ANT.: Ley N° 20.500, “Sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en La Gestión Pública”
MAT.: Propone nombramiento de miembro Consejo Nacional del Fondo del Fortalecimiento de Las Organizaciones de Interés Público.

SANTIAGO, 17 ENE. 2014

DE:
SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE

PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A:
SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO

PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO

1.
De acuerdo al artículo 22 de la Ley N° 20.500 (“Sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública”), el Consejo Nacional del Fondo del Fortalecimiento de la Organizaciones de Interés Público estará integrado por los Subsecretarios de los Ministerios Secretaria General de Gobierno, Hacienda y Desarrollo Social; dos miembros designados por S.E. el Presidente de La República, con acuerdo de la H. Cámara de Diputados y del H. Senado, respectivamente; y seis representantes de las organizaciones de interés público, incorporadas al Catastro que crea esa ley.

2.
Respecto del acuerdo requerido del H. Senado para uno de los miembros designados por S.E. el Presidente de la República, éste se adoptará en votación única. Sancionado dicho procedimiento y nombrado el respectivo Consejero por decreto supremo suscrito además por la Ministra Secretaria General de Gobierno, éstos permanecerán en sus cargos conforme a las reglas y hasta transcurrido el plazo establecido en el inciso 3° del artículo 24 de la referida Ley N° 20500, esto es, por dos años.
3.
En mérito de todo lo anterior, vengo en requerir el acuerdo de este H. Senado, para nombrar en el cargo de Consejero Nacional del Fondo del Fortalecimiento de Las Organizaciones de Interés Público, a:
PAULO EGENAU PÉREZ
RUT: 7.366.484-5

Saluda a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA EL CONSEJO DE ESTABILIDAD FINANCIERA
(9178-05)

Oficio Nº 11.113
VALPARAÍSO, 21 de enero de 2014.
Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que crea el Consejo de Estabilidad Financiera, correspondiente al boletín N° 9178-05, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I 

DEL CONSEJO DE ESTABILIDAD FINANCIERA

Artículo 1°.- Créase el Consejo de Estabilidad Financiera, organismo consultivo dependiente del Ministerio de Hacienda, en adelante indistintamente “Consejo” o “CEF”, cuya función consistirá en facilitar la coordinación técnica y el intercambio de información entre sus participantes, en materias relativas a la prevención y al manejo de situaciones que puedan importar riesgo para el sistema financiero, con el objeto de contribuir de ese modo a cautelar la estabilidad financiera de la economía chilena. 

El Consejo estará integrado por el Ministro de Hacienda, quien lo presidirá, el Superintendente de Valores y Seguros, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras y el Superintendente de Pensiones. 

El Consejo contará con la asesoría permanente del Banco Central en todas las materias que digan relación con sus funciones. Con tal objeto, su Presidente podrá participar en todas las sesiones del CEF con derecho a voz e imponerse de toda la información y materias que se analicen en el Consejo, en conformidad a lo previsto en el artículo 4º de la ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley Nº 18.840. 

El Consejo funcionará en la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda, la que le proveerá su Secretaría Técnica, la infraestructura y los recursos humanos y materiales necesarios para su adecuado funcionamiento.

Artículo 2º.- El Consejo de Estabilidad Financiera contará con las siguientes atribuciones:

1.  Solicitar a la Secretaría Técnica, a las Superintendencias de Valores y Seguros, de Pensiones y de Bancos e Instituciones Financieras, en adelante conjuntamente las “Superintendencias sectoriales”, la realización de estudios que permitan monitorear la estabilidad del sistema financiero, así como contratar dichos estudios con terceros a través de la Secretaría Técnica. 

Asimismo, el Banco Central de Chile, en cumplimiento de su rol asesor, podrá efectuar análisis o estudios con dicha finalidad según lo establezca el Consejo del Banco.

2.  Solicitar a las Superintendencias sectoriales cualquier información, incluso sujeta a reserva, que pueda ser necesaria para identificar o evaluar posibles riesgos para la estabilidad financiera y que esté disponible en dichos servicios o que éstos puedan solicitar de conformidad con las leyes aplicables. 

El Banco Central de Chile podrá también proporcionar la información que se le solicite en los términos que se contemplan en su legislación institucional.

Las disposiciones legales, reglamentarias, contractuales o de cualquier otra índole sobre reserva no impedirán dar cumplimiento a las solicitudes del presente número. En consecuencia, la información proporcionada en conformidad con esta ley eximirá de toda responsabilidad legal a quienes la entreguen. 

La información que se reciba en virtud de este número sólo podrá ser compartida con quienes participen en las sesiones del Consejo o de los grupos de trabajo que éste constituya, así como con quienes ejerzan funciones de Secretaría Técnica, en el contexto de las labores del Consejo. Cuando la información compartida sea sujeta a reserva, deberá mantenerse en este carácter por quienes la conozcan en el ámbito del Consejo. En el caso de infringir esta prohibición, se aplicará lo dispuesto en el artículo 11.

3.  Recomendar a los servicios u organismos competentes políticas que contribuyan a la estabilidad financiera y proponer a las Superintendencias sectoriales orientaciones o directrices con tal objeto.

4.  Efectuar las demás solicitudes de información y recomendaciones necesarias para el cumplimiento de su función, señalada en el artículo 1°.

Las atribuciones del Consejo son sin perjuicio de las competencias otorgadas a sus participantes por sus respectivas leyes orgánicas. Conforme a lo anterior, las opiniones o recomendaciones emanadas del Consejo no serán vinculantes.

En caso que las recomendaciones de política o regulación incidan en el ejercicio de las facultades del Banco Central de Chile o se relacionen con ellas, se procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 19 de su ley orgánica constitucional, por intermedio del Ministro de Hacienda.

Artículo 3°.- Con el objetivo de procurar el mejor desempeño de la labor del CEF, las Superintendencias sectoriales y el Ministerio de Hacienda deberán comprometer su participación en el referido Consejo y en los grupos de trabajo que se constituyan por éste, así como la tramitación y despacho de las solicitudes de información o estudios que el CEF encomiende en el marco de sus competencias legales.

Asimismo, con este propósito, las respectivas Superintendencias deberán informar al Consejo acerca de sus iniciativas legales o administrativas y de las situaciones de su sector que puedan tener implicancias sistémicas, sin que ello afecte su autonomía en el ejercicio de sus facultades.

Artículo 4°.- El Consejo sesionará con la asistencia de al menos tres de sus miembros, entre los que se deberá contar el Ministro de Hacienda o su representante, de conformidad con lo establecido en el inciso siguiente. 

En caso de ausencia o impedimento de alguno de los integrantes del CEF, o del Presidente del Banco Central, en la condición prevista en el inciso tercero del mismo artículo, asistirá a la sesión el subrogante legal o la persona que ellos indiquen especialmente al Consejo o a la Secretaría Técnica. Asimismo, los participantes del CEF podrán asistir acompañados por las personas y de la forma que indique su reglamento interno de funcionamiento.

Artículo 5º.- El Consejo determinará en un reglamento interno las normas sobre citación a las sesiones, deliberaciones, elaboración de informes, constitución de grupos de trabajo, y las demás normas que requiera para su funcionamiento interno.


La Secretaría Técnica efectuará las citaciones pertinentes a cada sesión del CEF, levantará y archivará las actas de las sesiones, coordinará el funcionamiento de los grupos de trabajo interinstitucionales que se conformen por el Consejo en las materias de su competencia, contratará estudios a solicitud del Consejo y realizará las demás tareas que le encargue el propio Consejo.

Artículo 6º.- Atendida la naturaleza y objeto de las funciones del CEF establecidas en la presente ley, y para los efectos de cautelar el debido cumplimiento de las mismas, considerando que la publicidad de las materias tratadas por éste pudiere afectar la estabilidad financiera, perjudicando así el interés nacional en materia económica, serán reservadas sus deliberaciones e informes, así como los análisis o estudios que se reciban o generen en el CEF, sus grupos de trabajo o la Secretaría Técnica en el cumplimiento de sus funciones, salvo que se divulguen de acuerdo al inciso siguiente. Los actos declarados reservados por este artículo, mantendrán ese carácter por el término señalado en el inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.

Lo dispuesto en el inciso anterior no obstará a que el Consejo pueda difundir los informes que emita y la información o documentación que genere en el ámbito de sus competencias, cuando resuelva que ello propende al cumplimiento de su objeto y funciones, lo cual será determinado por el mismo Consejo con la opinión favorable del representante del Banco Central de Chile, tratándose de materias que digan relación con las funciones de éste.

Sin perjuicio de lo anterior, el presidente del CEF deberá concurrir anualmente a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados con el objeto de informar sobre aspectos generales de las actividades del CEF, en sesión secreta.
En todo caso, el Consejo no podrá difundir la información sujeta a reserva que reciba de conformidad con esta ley.
TÍTULO II 

OTRAS DISPOSICIONES
Artículo 7º.- Agrégase en el artículo 16 de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, el siguiente inciso final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos de la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles fundadamente a éstas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, que pudieren comprometer, en forma significativa, la situación financiera de la entidad fiscalizada, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores. La información y antecedentes recabados por la Superintendencia en conformidad con este inciso quedaran sujetos al régimen y a las obligaciones de reserva contemplados en esta ley.”.
Artículo 8º.- Agrégase, en la letra d) del artículo 4° del decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el siguiente párrafo final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos a la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles fundadamente a éstas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, que pudieren comprometer, en forma significativa, la situación financiera de la entidad fiscalizada, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores. La información y antecedentes recabados por la Superintendencia en conformidad con este inciso quedaran sujetos al régimen y a las obligaciones de reserva contemplados en esta ley.”.
Artículo 9º.- Agrégase, en la letra h) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 101, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, Estatuto Orgánico de la Superintendencia de Pensiones, el siguiente párrafo final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos a la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles fundadamente a éstas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, que pudieren comprometer, en forma significativa, la situación financiera de la entidad fiscalizada, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores. La información y antecedentes recabados por la Superintendencia en conformidad con este inciso quedaran sujetos al régimen y a las obligaciones de reserva contemplados en la ley N° 20.255.”.
Artículo 10.- Agrégase, en el inciso tercero del artículo 66 de la ley orgánica constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley N° 18.840, luego del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Por su parte, la citada reserva no se aplicará en caso que el Consejo de Estabilidad Financiera, con el solo objeto de prevenir situaciones que puedan importar riesgo sistémico para la estabilidad del sistema financiero, solicite al Banco contar con antecedentes específicos que requiera para el desempeño de sus competencias legales.”.

TÍTULO III 

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 11.- La infracción de las obligaciones de reserva impuestas en esta ley serán sancionadas con las penas previstas en los artículos 246 y 247 del Código Penal, cualquiera sea la calidad o estatuto que le sea aplicable al infractor. 

Artículo 12.- El costo anual que se origine por la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda, de la Superintendencia de Valores y Seguros, de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y de la Superintendencia de Pensiones y, en lo que no fuere posible, con cargo a aquellos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo transitorio.- La obligación de concurrencia establecida en el inciso tercero del artículo 6° de esta ley deberá realizarse, por primera vez, dentro del año calendario de su publicación.”.

***
Hago presente a Vuestra Excelencia que el inciso tercero del artículo 1°, el párrafo segundo del número 1 del artículo 2°, el párrafo segundo del número 2 del artículo 2°, el inciso segundo del artículo 6° y el artículo 10 del proyecto de ley, fueron aprobados tanto en general como en particular con el voto favorable de 91 diputados, de un total de 114 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

A su vez, el inciso primero del artículo 6° fue aprobado tanto en general como en particular con el voto favorable de 88 diputados, de un total de 114 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo establecido en el artículo 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PRORROGA COTIZACIÓN EXTRAORDINARIA, PARA EL SEGURO SOCIAL CONTRA RIESGOS DE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES Y MODIFICA LEY N° 19.578

(9231-13)

Oficio Nº 11.120
VALPARAÍSO, 22 de enero de 2014.
Con motivo del mensaje, informe, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que prorroga la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y modifica la ley N° 19.578, correspondiente al boletín N° 9231-13, del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias:

1) Introdúcense los siguientes cambios en la letra A del artículo 21:

a) En el párrafo final del numeral 1, sustitúyese la frase “monto que resulte mayor entre el 100% del Gasto Ajustado de Pensiones del año anterior y el valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior”, por lo siguiente: “Valor Actual de las Obligaciones por Incrementos Extraordinarios otorgados a las pensiones y beneficios pecuniarios extraordinarios concedidos a los pensionados” y agrégase, a continuación del punto final, la siguiente oración: "En todo caso, el límite precedentemente citado no puede ser inferior al Valor del Fondo de Contingencia al 31 de diciembre del año anterior.".

b) Agrégase como párrafo final nuevo, el siguiente: "El valor actual de dichas obligaciones deberá ser determinado y revisado, al menos, una vez al año por la Superintendencia de Seguridad Social.".

2) Reemplázase en la letra B del artículo 21, en el párrafo final del número 1 y en el primer párrafo del número 2, el porcentaje "40%" por "100%".

3) Reemplázase en el inciso primero del artículo sexto transitorio, el guarismo "2014" por "2017".

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo único del proyecto de ley fue aprobado tanto en general como en particular con el voto favorable de 97 diputados, de un total de 114 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en el artículo 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR A LOS SEÑORES MIGUEL ANDRÉS ZAMORA RENDICH Y EDUARDO ANINAT URETA COMO SUS REPRESENTANTES EN EL CONSEJO RESOLUTIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE CASINOS DE JUEGO

(S 1635-05)

HONORABLE SENADO:


Mediante oficio N° 025, de 10 de enero en curso, del que se dio cuenta en la Sala el pasado día 9 de enero, S.E. el Presidente de la República propone a las personas mencionadas en el epígrafe para que integren como sus representantes el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego debe estar integrado por el Subsecretario de Hacienda, quien lo presidirá; el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo; el Superintendente de Valores y Seguros; el Subsecretario de Turismo; el intendente de la región de localización del casino de juego respecto de cuyo permiso de operación el Consejo ha de pronunciarse; y dos representantes del Presidente de la República nombrados con acuerdo del Senado.

Por decreto N° 1.258 del Ministerio de Hacienda, de fecha 14 de noviembre de 2005, se nombró a don Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga, y a don Ernesto Livacic Rojas, como miembros del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego en representación del Presidente de la República. Posteriormente, se aceptó la renuncia de ambos Consejeros, mediante decretos N° 669, de fecha 24 de mayo de 2013, y N° 689, de fecha 29 de mayo de 2013, respectivamente.

En mérito de lo anterior, S.E. el Presidente de la República solicita el acuerdo de esta Corporación para designar como sus representantes en el Consejo mencionado a los señores Eduardo Aninat Ureta y Miguel Andrés Zamora Rendich.
Finalmente, y atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo del Senado para proceder a nombramiento de las personas citadas, hace presente la urgencia para el despacho de este asunto en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

- - -


Transcribimos a continuación, en síntesis, el currículum de las personas propuestas de acuerdo con el oficio del Ejecutivo como miembros del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos.

Don Eduardo Aninat Ureta

Economista, Doctor en Economía Harvard (1977).

Ingeniero Comercial de la Pontificia Universidad Católica de Chile.
Ha sido profesor en la Universidad de Boston, de la Universidad Austral de Chile y de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Actualmente es profesor visitante de la Escuela de Posgrados ESE, y profesor titular de Responsabilidad Social Empresarial en la Universidad Alberto Hurtado.

Como parte de sus funciones directivas pasadas en la Fundación UNIAPAC, Paris / dicta numerosas conferencias sobre ética en el mundo empresarial y valores sociales en las siguientes capitales europeas (2011 —2013 ) : Paris, Berlín, Roma, Madrid, Budapest y Londres. Ha publicado algunas de sus ponencias sobre ética en Opinión Series UNIAPAC, Francia.

El señor Aninat se desempeñó como Ministro de Hacienda del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, desde 1994 a 1999 inclusive, labor en que le correspondió liderar numerosos servicios administrativos y fiscales propios del Ministerio de Hacienda (Tesorería, Aduanas, Dipres, Subsecretaria / etc).

Actualmente (2014), se desempeña a tiempo parcial, en las siguientes instituciones nacionales y extranjeras:

1.- Integrante del Directorio de la Fundación Arturo Lopez Pérez (elegido Octubre de 2013)
2.- Presidente ANISAL ECONOMISTAS CONSULTORES LTDA. (Consultora en Finanzas y Economía)
3. - Profesor visitante ESE: Escuela de Altos Estudios de la Empresa, Santiago
4.- Profesor RSE en la Universidad Alberto Hurtado, Santiago.
5.- Director del Harvard Club de Chile (elegido noviembre 2013)
6.- Asesor en Reformas Arquitectura Económica Internacional: Consejo JUSTICIA Y PAZ (Roma)
7.- Miembro Consejo Asesor Internacional Fondo Buysse Partners: Bruselas, Bélgica.
8.- Miembro del Grupo de Reflexión de Asuntos Públicos: Windsor Castk' Group (Inglaterra)
El señor Aninat ha participado del Consejo de Directivos Externos para el CENTRO para la ESTABILIDAD FINANCIERA (CES) : un Grupo prestigioso sobre asuntos Macroeconómicos y Globales, presididos por el Dr Larry Goodman, basado en Nueva York, EE.UU; y ha sido un conferencista en años pasados en la Fundación Mediterránea de Córdoba, Argentina, y centros de excelencia en Ecuador, Costa Rica, Uruguay.

En el pasado el Sr. Aninat desempeñó además los siguientes cargos:

a) Director General de la Fundación Uniapac, creada en 2010, basada en Paris, Francia.
b) Embajador de Chile en México, desde 2004-2006.
c) Fondo Monetario Internacional : Subdirector Gerente (tercera posición superior),1999-2003

d) Coordinador líder de los Equipos de Negociación Tratados Libre Comercio: CANADA; USA;

d) Consultor, y Comisionado del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo en la Cumbre Económica de Monterrey; México (años 2001 -2002)

e) Miembro de La Comisión Internacional de Salud OMS, Sachs - Brundtland (2001)

f) Director de Institutos Gremiales ( ej. isapre, comercio, etc ) , y de Empresas Privadas del País ( Ente!, Forus, Codelco

g) Consultor Banco Interamericano de Desarrollo y Banco Mundial (Washington DC)

h) Negociador Deuda Externa de Chile (1990) 

Don Miguel Andrés Zamora Rendich
TÍTULO PROFESIONAL: ABOGADO UC. NEW YORK UNIVERSITY FACULTAD DE DERECHO, Nueva York. Master en Tributación Internacional. LL.M International Taxation. 2005- 2006 Premios: Beca Wallace Institute

UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE FACULTAD DE DERECHO, Santiago. Licenciado en Derecho 2000 Tesis: "Algunos errores de Interpretación en materia de nulidad de los actos y contratos".

INSTITUTO NACIONAL DE SANTIAGO.

EXPERIENCIA PROFESIONAL Y ACADÉMICA

MINISTERIO DE HACIENDA, Santiago. Coordinador de Políticas Tributarias 2011 – Presente. Abogado asesor del Ministro de Hacienda. Abogado responsable de la reforma tributaria del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, 2012. Abogado responsable del diseño y redacción de diversos proyectos de ley relevantes aprobados por el Congreso o en actual tramitación, entre los que incluyen: (i) Perfeccionamiento a Ley de los Tribunales Tributarios y Aduaneros; (u) Postergación de Reavalúo de Bienes Raíces Habitacionales; (iii) Ley única de Fondos en su parte tributaria; y, (iv); Proyecto de Ley sobre Factura Electrónica. Tramitó la aprobación en el Congreso del tratado con Australia. Encabezó la delegación chilena en la actual negociación con Argentina del Convenio para Prevenir la Doble Tributación y del Convenio para el Intercambio de Información Tributaria. En sus labores ordinarias trabaja con los distintos órganos dependientes del M. de Hacienda.

CRUZAT, ORTÚZAR & MACKENNA. BAKER & MCKENZIE, Santiago. Abogado
2000-2011 Abogado con más de 10 años de experiencia asesorando empresas en diversas materias tributarias y corporativas. Se desempeñó como asesor de empresas, incluyendo multinacionales, en todas las cuestiones comerciales y tributarias de impuesto a la renta, al valor agregado y regímenes especiales de tributación tanto en su establecimiento en Chile, operación, reestructuración y repatriación de sus inversiones. Experiencia con fondos de inversión tanto de la ley 18.815 como de la ley 18.657, en materia de precios de transferencia. Clientes representativos: compañías de seguro, mineras, bancos, laboratorios, empresa de telecomunicación internacional, empresa courier, empresa de importación y venta de artículos deportivos y calzado deportivo, entre otras. Defensa de juicios tributarios, incluyendo su negociación ante las autoridades tributarias. Tramitación y obtención de resoluciones ante la Dirección Nacional del Servicios de Impuestos Internos en reorganizaciones empresariales internacionales consistente en aporte de acciones/derechos libres de impuesto al amparo del artículo 64 del Código Tributario.

BAKER & MCKENZIE, New York. International Associate
2006-2007. Abogado internacional, realizando consejería tributaria principalmente en materias vinculadas a países latinoamericanos. A cargo de la Región Latinoamericana y de Europa en operación de venta a nivel mundial de una línea de negocios de laboratorio multinacional. Trabajo en reestructuración de principal fabricante de semillas que involucró 61 países. Responsable temas de IVA.
UNIVERSIDAD DEL DESARROLLO, FACULTAD DE DERECHO, Santiago.2008 - Presente

-Profesor Titular Cátedra de Derecho Tributario.

-Profesor del Curso de Tributación Internacional del Postítulo en Planificación Tributaria. (2009 - 2012)

-Profesor del Módulo Tributación de Rentas del Trabajo. Magíster en Derecho de la Empresa. (2009). Sede Concepción.

-Profesor del Módulo de Tributación de los Gastos, LL.M Executive. (2008)

UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE FACULTAD DE DERECHO, Santiago 2009-2012 Profesor Diplomados sobre Instrumentos Financieros y Nueva Justicia Tributaria.

UNIVERSIDAD FINIS TÉRREA, FACULTAD DE DERECHO, Santiago.2010 Profesor Módulos "Financiamiento de Proyectos y Contratos Financieros" y "Securitización". Segunda versión del Diplomado en Financiamiento de la Empresa.

UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE, FACULTAD DE DERECHO, Santiago
Profesor Ayudante Prof Eduardo Lagos. 2005, impartiendo curso de pregrado en materias de tributación internacional a alumnos de quinto año de Derecho.

UNIVERSIDAD DIEGO PORTALES FACULTAD DE DERECHO

Ayudante del Profesor Sergio Manes. 2002-2008 Profesor ayudante curso de pregrado de Derecho Tributario. Investigación y redacción de un libro en materia de impuesto adicional a la renta.

OTRAS HABILIDADES E INTERESES

Expositor en más de diez seminarios "Latin American Tax Seminar" organizados por Baker & McKenzie, en marzo de cada año en Coral Gables, Florida. Bilingüe español (idioma madre) e inglés. Miembro de la Asociación Fiscal Internacional (IFA Chile). Microsoft Office nivel usuario.

- - -


En la sesión que la Comisión celebró para ocuparse de este asunto asistieron los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag.

- - -

DISCUSIÓN DE LA PROPUESTA

Abocada la Comisión al examen de este asunto, se tuvo presente los currículum de los nominados y el conocimiento que de ellos se tiene por su trayectoria profesional, lo cual avala el acuerdo que se adoptará al final. Además, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Frei y Sabag planteó la necesidad de que los nuevos representantes de S.E el Presidente de la República en el Consejo Resolutivo se preocupen de la ludopatía (proyecto de ley en trámite) y de la transferencia de recursos de los Casinos a las comunas y regiones, ambos asuntos que hoy son prioritarios. 

ACUERDO


Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, tiene a honra informar a la Sala que en las designaciones de los miembros del Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego se han cumplido los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico. 
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 21 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Bianchi (Presidente), Frei, Orpis y Sabag.


Sala de la Comisión, a 21 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario accidental de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.220 QUE REGULA EL ESTABLECIMIENTO DE BOLSAS DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS

(9233-01)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República. 

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros:
Del Ministerio de Hacienda: el Ministro (S), señor Julio Dittborn; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno; la Coordinadora de Mercado de Capitales, señorita Rosario Celedón, y el asesor, señor Joaquín Fernández.
Del Ministerio de Minería: el Ministro, señor Hernán de Solminihac, y los asesores, señora Silvia Baeza, y señores Rodrigo Mujica y Alan Rivera.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor, señor Juan Ignacio Gómez.
De la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS): el Jefe de la División de Regulación de Valores, señor Patricio Valenzuela.
De la Bolsa de Productos de Chile: el Gerente General, señor Chistopher Bosler, y el asesor legal, señor Mario Bezanilla.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

El asesor del Honorable Senador Escalona, señor Jaime Romero.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Modificar la ley N° 19.220 que regula el establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios, con la finalidad de introducir perfeccionamientos orientados a extender el ámbito de actuación de estas bolsas a diversos sectores productivos e industriales y darle mayor agilidad a su operación.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La ley N° 19.220, que regula el establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios.

2.- La ley N° 18.045, de mercado de valores.

3.- El decreto ley N° 3.538, de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.

4.- El artículo 14 de la ley N° 20.190, que dicta normas sobre prenda sin desplazamiento y crea el registro de prendas sin desplazamiento.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje señala que el proyecto de ley propone modificar la ley N° 19.220 que regula el establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios, con la finalidad de introducir perfeccionamientos orientados a extender el ámbito de actuación de estas bolsas a diversos sectores productivos e industriales y darle mayor agilidad a su operación considerando el rol clave que pueden cumplir en el desarrollo del mercado de capitales y sistema financiero nacional y como fuente de financiamiento y desarrollo para la pequeña y mediana empresa. 

Como antecedentes, explica que la ley N° 19.220, de 1993, ha sido objeto de tres modificaciones en los años 2002 y 2007. En virtud de ello, actualmente la Bolsa de Productos puede transar productos físicos y financiar stocks de productos cosechados como el maíz, trigo, arroz, raps y ganado en pie, mediante operaciones de REPOS (Pactos de Retro Compra). Adicionalmente, y en forma mayoritaria, agrega, por medio de las transacciones de facturas la Bolsa de Productos opera como una fuente de financiamiento diferente, permitiendo descontar facturas de todos los sectores de la economía hasta su valor total y sin responsabilidad en el pago para el emisor de la factura. 

Dentro del contexto señalado, indica, y teniendo presente la experiencia de más de siete años de funcionamiento y operación de la primera bolsa de productos, surge la necesidad de introducir nuevos ajustes y perfeccionamientos a la ley a fin de extender su ámbito de actuación a otros productos y darle mayor agilidad a su operación y profundidad a su mercado objetivo, a fin de potenciar su rol como mercado equitativo, competitivo y transparente en el cual se transen mediante mecanismos de subasta pública los distintos productos que permita la legislación, proveyendo de una alternativa de financiamiento de suma relevancia para la pequeña y mediana empresa.

Respecto de la situación actual, expresa que la Bolsa de Productos de Chile -Bolsa de Productos Agropecuarios S.A.-, es la primera y, actualmente, única Bolsa de Productos Agropecuarios que opera en Chile. Se trata de una sociedad anónima especial, regulada por la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), que actualmente provee una plataforma de subasta pública para la transacción de productos, contratos y facturas. De conformidad al marco legal vigente, en esta Bolsa o en otras que pudieran crearse, pueden transarse productos relacionados a actividades agropecuarias y los insumos respectivos, además de facturas, sin restricciones por sector económico.

Explica que el principal objetivo del proyecto de ley es extender los efectos beneficiosos de la transacción de los productos agropecuarios y de facturas de productos y servicios, que actualmente tienen lugar en la Bolsa de Productos, a otros sectores productivos e industriales. La disponibilidad de un mercado secundario eficiente como una Bolsa de Productos, provee un mecanismo transparente de formación de precios, contribuye a la estabilización de los mismos y amplía enormemente las alternativas de financiamiento para los productores. Otro aspecto clave es que provee de financiamiento competitivo, serio y a precios de mercado a la pequeña y mediana empresa. Agrega que lo anterior constituye además una contribución directa al objetivo de que el país supere una economía del sector mayoritariamente primario, al transformarse los productos de los sectores ya referidos en verdaderos instrumentos bursátiles.

Con relación al contenido específico de la iniciativa legal, expone sobre las siguientes materias:

1. Ampliación de los instrumentos transables. Los efectos beneficiosos de la transacción de productos y facturas en la bolsa de productos, se refieren a la posibilidad de proveer a los inversionistas y a la pequeña y mediana empresa de un mercado secundario regulado en el que el precio de las compraventas se vaya determinando de manera pública, competitiva y eficiente, facilitando con ello la enajenación y adquisición de insumos y productos, la diversificación de las inversiones y la obtención de financiamiento.

Dichas ventajas pueden extenderse a un mercado y público más amplio que el actualmente vigente. Al incluir en las transacciones que se efectúan en la bolsa, a productos e instrumentos provenientes de sectores tradicionalmente poco líquidos, tales como la minería, la energía, la construcción y la industria, diversifica las fuentes de financiamiento de dichos sectores, aumentando de esa manera la profundidad y liquidez de sus mercados, y reduciendo los costos de transacción y las asimetrías de información, otorgando de este modo una mayor transparencia al mercado local.

2. Registro de Productos. En forma complementaria, se estima necesario introducir modificaciones al marco legal que permitan agilizar y desintermediar el Registro de Productos que contempla el artículo 19 de la ley N° 19.220, y que actualmente lleva la SVS, estableciendo que será responsabilidad de las propias Bolsas de Productos hacerse cargo de su gestión. El objetivo de este Registro es precisamente proveer a los potenciales inversionistas de una descripción completa y precisa del producto que se va a transar. Por tanto, la información incorporada en los padrones de productos involucra materias de elevado carácter técnico, con detalles precisos que son objeto del conocimiento de los partícipes de las áreas de producción de los productos transados (agricultura, pesca, y en virtud de las modificaciones que se proponen en este proyecto de ley,  otros tan específicos como minería, energía, etc.). Se propone establecer que serán las Bolsas de Productos las encargadas de llevar este Registro, liberando de este modo al ente fiscalizador de funciones que no dicen relación directa con la protección de los inversionistas, sino con aspectos operativos y logísticos.

3. Registro de Entidades Certificadoras. Otra consecuencia de la ampliación del ámbito de productos que podrían ser objeto de transacción, es la consecuencial extensión de las entidades certificadoras contempladas en el artículo 33 de la ley N° 19.220. En la actualidad, dado que sólo se permite la transacción de productos de origen agropecuario, es el Servicio Agrícola y Ganadero quien realiza la inscripción en el Registro de Entidades Certificadoras de productos agropecuarios.
Atendida la mayor amplitud de sectores productivos e industriales que quedarían comprendidos, se considera necesario que sean las propias bolsas quienes tengan a su cargo la selección y registro de las entidades certificadoras de productos. Tal como se propone para el Registro de Productos, la incorporación a este otro Registro estará sujeta a la reglamentación que dicten las propias bolsas, la que deberá ser previamente aprobada por la SVS.

4. Rol de autorregulación de Bolsas de Productos y Fiscalización. Se propone explicitar en la ley el rol de autorregulación que le compete a las Bolsas de Productos respecto de los corredores y entidades certificadoras que intervengan.

En materia de fiscalización de este mercado, este proyecto de ley mantiene las atribuciones y marco de actuación que corresponde a la Superintendencia de Valores y Seguros.

Asimismo, las bolsas de productos tendrán la misión de realizar actividades que tengan por objetivo educar a la comunidad y al público inversionista respecto de los riesgos y características principales de los productos negociados en la bolsa y de las materias que determine la Superintendencia.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 
El Ministro (S), señor Julio Dittborn, efectuó una exposición sobre el proyecto de ley, en formato power point, del siguiente tenor:

Antecedentes

Trabajo conjunto de Ministerio de Hacienda, Ministerio de Minería y Superintendencia de Valores y Seguros para modificar la ley N° 19.220 sobre Bolsas de Productos Agropecuarios a fin de:

- Potenciar las bolsas de productos como un mercado competitivo, ágil y transparente que provea de mercado secundario a productos e instrumentos de distintos sectores económicos.

- Incorporar nuevos productos e instrumentos transables para permitir el desarrollo de un mercado de commodities, y con ello proveer de nuevas alternativas de financiamiento a diversos sectores industriales.

- Mantener el rol de fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros sobre las Bolsas de Productos y sus corredores, pero introduciendo modificaciones que permitan agilizar y profundizar este mercado, cautelando la adecuada protección de los inversionistas.

- A nivel internacional se aprecia el desarrollo de bolsas de productos o bolsas de commodities desde 1850:
a) Chicago Board of Trade (productos agrícolas, futuros y opciones, etc).

b) Chicago Mercantil Exchange (CME).

c) New York Mercantil Exchange, transa metales y petróleo, principalmente.

d) New York Cotton, Coffee and Sugar Exchange.

e) London Metal Exchange, negocia metales como cobre, aluminio, oro, plata, zinc, plomo, etc.

- Tokyo Commodity Exchange, transa futuros de oro, plata y estaño.

- Latinoamérica: Bolsas de Productos en Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Nicaragua y Panamá, que transan productos físicos y derivados.

Cartera de negocios de CME, 2011
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Estas bolsas han tendido a incorporar nuevos productos de distintos sectores económicos e industriales, commodities, instrumentos financieros como futuros, derivados y facturas, como en el caso de Chile. 

Situación actual en Chile: Bolsa de Productos

- La ley N° 19.220, de 1993, regula el establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios. Con posterioridad, se han realizado diversas modificaciones orientadas a ampliar el tipo de instrumentos transables (ejemplo: facturas).
- En 2005, la SVS otorga autorización de existencia a la primera Bolsa de Productos creada bajo la ley N° 19.220: Bolsa de Productos de Chile - Bolsa de Productos Agropecuarios S.A.: 

a) Sociedad anónima especial cuyo giro exclusivo es proveer la infraestructura necesaria para realizar las transacciones de productos, contractos, facturas y derivados, mediante mecanismos continuos de subasta pública.

b) Sujeta a fiscalización de la SVS, que aprueba los estatutos, y manuales de operación de la Bolsa y lleva el Registro de Productos transables.

c) Autorizada para transar:

Productos relacionados con actividades agropecuarias e insumos respectivos.
Facturas y títulos representativos de las mismas, sin restricciones por sector económico.

Otros contratos de opción de compra o de venta, contratos de futuros y otros contratos de derivados sobre productos.

En los últimos años se ha visto un crecimiento de los montos transados en esta Bolsa de Productos, impulsado principalmente por la transacción de facturas. De estas operaciones el mayor porcentaje corresponde a productos agropecuarios, alimentos, minería e industriales.
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                Fuente: Bolsa de Productos

Facturas Transadas, año 2013 – Diversificación de Pagadores
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Modificaciones propuestas a la ley N° 19.220

1.- Ampliación de tipo de productos que se pueden transar en estas Bolsas:

- Modificar la definición de «producto» a fin de incorporar actividades de otros sectores económicos, especialmente las actividades mineras. Definición amplia de producto (con la limitación de que no correspondan a valores de oferta pública de acuerdo a la ley N° 18.045).

- Se podrán transar en esta Bolsa todos los productos que cumplan con los estándares mínimos establecidos por las Bolsas de Productos e inscritos en los Registros de Productos respectivos.

2.- Responsabilidad de Registro de Productos y Registro de Entidades Certificadoras: 
- Administración de Registro de Productos en que se inscriben los padrones con características y condiciones mínimas de los productos a ser negociados, pasaría a ser administrado por cada bolsa de productos, sujeto a la reglamentación que dicten al efecto, previamente aprobada por la SVS.
- Cada Bolsa llevaría un Registro de Entidades Certificadoras de Calidad, sujeto a la reglamentación que al efecto dicten las bolsas, la que deberá ser previamente aprobada por la SVS. 

3. Fiscalización de SVS: 
- SVS mantendrá sus facultades de fiscalización, normativas y sancionatorias respecto de las Bolsas de Productos y sus corredores. 

- SVS podrá instruir a las Bolsas la cancelación, suspensión o modificación de la inscripción de ciertos productos en el Registro de Productos:

1) Cuando los estándares contenidos en los padrones de productos no incluyan los mínimos necesarios para una adecuada formación de precios en bolsa.

2) Cuando se transen productos que no cumplan con los estándares establecidos en su padrón.

4.- Rol de las Bolsas de Productos: 

- Cada Bolsa deberá supervisar a las entidades certificadoras de calidad, pudiendo establecer normas y procedimientos para sancionar, cancelar o suspender a las entidades inscritas en el registro que no hayan cumplido con lo establecido por la Superintendencia o la propia bolsa.

- Recursos provenientes de las multas que apliquen deberán destinarse a actividades de orientación al público inversionista respecto de los riesgos y características principales de los productos negociados en bolsa. 

Beneficios esperados

- Esta iniciativa permitirá extender a diversos sectores productivos industriales aquellos beneficios que busca proveer una Bolsa de Productos, esto es, un mercado secundario ordenado y transparente, sujeto a regulación y fiscalización:
Mecanismo transparente de formación de precios, se contribuye a la estabilización de los mismos y se amplían las alternativas de financiamiento para los productores.
Puede constituirse en una fuente de financiamiento competitivo y a precios de mercado para la pequeña y mediana empresa.

- Esta ampliación del giro de las Bolsas de Productos puede tener un eventual efecto en competencia al crear incentivos para apertura de nuevas bolsas de productos.
- A través de una modificación legal simple, se puede lograr un impacto relevante para diversos sectores económicos, dándole más profundidad a nuestro mercado de capitales. 

Continuó con la presentación el Ministro de Minería, señor Hernán de Solminihac:

Bolsa de Productos y Minería

- En el caso de la pequeña y mediana minería, las fuentes de financiamiento para este sector se reducen a aquellas alternativas que se encuentran fuera del mercado de capitales, tales como el capital propio, colocación privada y ENAMI.

- De esta forma, el objetivo de esta modificación es permitir el intercambio de productos de esta industria en Bolsas de Productos, lo que permitiría desarrollar nuevas fuentes de financiamiento para emprendimientos mineros y además acercar el mercado financiero a esta actividad:
Da liquidez, ordenamiento jurídico y formación de precios para el mercado de transacciones de concesiones mineras. 

Permite transacción de productos físicos al contado: cobre, oro, plata, etc.

Instrumentos de financiamiento para empresas mineras y relacionadas. 

Repos sobre metales y productos relacionados para financiar inventarios. 

Contratos de derivados sobre metales como futuros o warrants, orientados a pequeños y medianos productores e inversionistas locales. 

- Potenciales usuarios de las bolsas de productos en la actividad minera: 

Pequeños y medianos productores mineros: a) financiamiento de inventarios (repos), b) formación de precios para sus concesiones mineras y su consecuente valorización para financiamiento y c) aumento de la demanda local de productos físicos en base a contratos financieros (futuros y opciones).
- Inversionistas buscando nuevas alternativas de inversión con retornos diversificados: a) posición sobre productos mineros para cobertura, sea física o contractual, y b) compra y venta de propiedades mineras para valorización o explotación. 

- Principales beneficios para la minería:

1) Establece una fórmula pareja a todo tipo de productos para su transacción, acompañada de transparencia, menores costos de transacción, simetría de información y además colabora con la formación de precios.

2) Beneficia el emprendimiento al permitir, por ejemplo, la transacción de productos físicos y concesiones mineras en manos de pequeños mineros.

3) Nuevas posibles fuentes de financiamiento para mineros pequeños y medianos.

4) Abre la puerta, normativamente, a la transacción de derivados de metales.

5) Permitiría la valorización de pequeñas y medianas empresas y sus activos.

6) Un nuevo paso para incrementar el conocimiento del negocio minero y sus riesgos por parte de la industria financiera.
El Honorable Senador señor Kuschel consultó la razón de que, en un país minero como el nuestro, no existan sociedades del rubro dedicadas a transar sus acciones en Bolsa y que reciban inversiones, como sí se hace en Perú. 
El señor Ministro de Minería explicó que se trata de una materia en la que quieren ir avanzando, muestra de ello, señaló, es que están construyendo los instrumentos necesarios para que existan nuevas formas de inversión en minería. Agregó que hace unos 5 años se aprobó una norma que crea la figura de la “Persona Competente”, quien puede certificar que los recursos mineros que dice tener una empresa, son reales, constituyéndose en una especie de notario para estos efectos. Acotó que existen unas 150 personas calificadas como tales.

Señaló que lo que falta es experiencia del mercado financiero en la evaluación de riesgos de un proyecto minero, por lo que el proyecto de ley puede constituir un paso muy importante en la formación de personas que conozcan y puedan evaluar el riesgo financiero de un proyecto de este tipo.

Añadió que la Superintendencia de Valores y Seguros cuenta con un manual que permitirá enlistar sociedades que se encuentren inscritas en Bolsas de otros países, permitiendo el llamado “doble enlistamiento”.

Finalmente, acotó que, en el caso de Perú, existen incentivos tributarios para las personas que invierten en Bolsas asociadas a productos mineros.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que no debe olvidarse que la actividad minera tiene asociada un riesgo bastante alto.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cómo se produce la transición desde el sistema actualmente vigente al nuevo sistema que operará si el proyecto se convierte en ley.

La Coordinadora de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señorita Rosario Celedón, explicó que mediante la transacción de facturas actualmente se opera con instrumentos de todos los sectores socioeconómicos, instrumentos que se encuentran inscritos en un Registro que contiene las características de cada padrón.

Asimismo, indicó que lo que se encuentra limitado sólo al sector agropecuario hoy, son las transacciones de productos físicos y los contratos directos sobre ellos, lo que se propone ampliar mediante el proyecto de ley.

Agregó que la iniciativa legal contempla una norma que regula la transición de un sistema a otro, que permitirá converger a un registro en que se encuentren los productos actualmente registrados, agregando todos los posibles productos nuevos registrables.

Observó que la minería es uno de los sectores más fuertemente beneficiados por el proyecto de ley, pero también es posible pensar en otros como el de las energías renovables no convencionales.

El Gerente General de la Bolsa de Productos de Chile, señor Chistopher Bosler, manifestó que en la práctica no es complicada la introducción de nuevos productos una vez aprobado el proyecto de ley, porque se opera con un padrón que estandariza lo que se entiende por un determinado producto, como puede ser en el ganado lo que se entiende por ternero, por ejemplo. Señaló que, desde que ingrese la minería como actividad, lo que se hará será incorporar el padrón con la definición de lo que se entiende por cada producto relacionado.

Observó que, en conjunto con la Superintendencia de Valores y Seguros, están trabajando para incorporar las transacciones sobre concesiones de acuicultura, que en la práctica serán similares en algunos aspectos a las concesiones mineras.

El Honorable Senador señor Escalona expresó que en el número 3) del artículo primero no queda suficientemente clara la limitación que representa la definición de valores de la ley N° 18.045, respecto del concepto de productos que contiene el artículo 4° que se sustituye mediante el número 3).

La Coordinadora de Mercado de Capitales, señorita Celedón, indicó que el artículo 4° que se propone contiene una definición amplia de lo que se entiende por producto con la limitación de que no se refiera a valores contemplados en la ley N° 18.045, por lo que no se podrían transar acciones, bonos o efectos de comercio de una sociedad. Asimismo, planteó que se puede perfeccionar la separación de ámbitos recién explicada.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que se trata de una iniciativa legal de importancia, que cuenta con la experiencia de la Bolsa de Productos Agropecuarios para ampliar su ámbito de acción.

En relación al numeral 4), que sustituye el artículo 5° de la ley N° 19.220, señaló que también el objeto de negociación en las bolsas reguladas por la ley es demasiado amplio y requiere ser precisado. Planteó que el artículo 5° que se propone podría reemplazar el numeral 1) del actual artículo 5°, dejando vigentes los numerales 2), 3), 4) y 5).

Asimismo, estimó, refiriéndose al numeral 7), que se debe mantener a la Superintendencia de Valores y Seguros como un regulador y fiscalizador con potestades amplias para evitar que se transen derivados sin ningún valor y respaldo.

Concluyó que, no obstante ser partidario de aprobar en general el proyecto de ley, dicha aprobación requiere que posteriormente exista un plazo prudente para hacer las precisiones mencionadas.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 18 de noviembre de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley introduce modificaciones en la Ley N° 19.220 que regula el establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios, con la finalidad de extender los efectos beneficiosos de la transacción de los productos agropecuarios a otros sectores productivos e industriales.

La Bolsa de Productos de Chile, Bolsa de Productos Agropecuarios S.A., se trata de una sociedad anónima especial, regulada por la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), la que actualmente provee de una plataforma de subasta pública para la transacción de productos relacionados a actividades agropecuarias y los insumos respectivos, además de facturas. El permitir la incorporación de nuevos instrumentos transables permite ampliar las alternativas de financiamiento a los productores, mayor diversificación en las alternativas de los inversionistas y establecer un mecanismo eficiente y transparente de los precios.

En forma complementaria, la iniciativa legal introduce modificaciones, las que otorgan mayores responsabilidades a las Bolsas de Productos, tales como:

- Registro de Productos. Mediante la sustitución del artículo 19°, estableciendo que cada Bolsa de Productos llevará este Registro, liberando de este modo a la SVS que es actualmente responsable.

- Registro de Entidades Certificadoras. Mediante la sustitución del artículo 33°, determinando que cada Bolsa seleccionará y registrará a las entidades. En la actualidad, dado que el marco regulatorio vigente sólo permite la transacción de productos agropecuarios, es el Servicio Agrícola y Ganadero quien realiza la inscripción. Cabe mencionar, que la incorporación al Registro estará sujeta a la reglamentación que dicten las propias Bolsas, previamente aprobadas por la SVS, correspondiendo a cada Bolsa supervisar que las entidades inscritas cumplan con las normas que imparta la SVS y su reglamentación.

- Finalmente, en relación al uso de los recursos provenientes de las multas que hayan aplicado las Bolsas de Productos en virtud de la presente Ley o su reglamentación, serán destinados exclusivamente a la realización de actividades que tengan por objeto educar a la comunidad y público inversionista, respecto de los riesgos y características de los principales productos negociados en la Bolsa y las demás materias que determine la Superintendencia.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Para cumplir con el mandato que importa el proyecto de ley, se ha estimado un aumento de dotación para el Área de Valores de la Superintendencia de Valores y Seguros de 6 cargos, contemplando la creación de una Unidad de Fiscalización, según el desglose de la tabla más abajo.

Considerando lo expuesto precedentemente, se estima un mayor costo anual de M$224.556, los cuales son de carácter permanente, asociados a remuneraciones.

Respecto del gasto incremental en personal, el detalle es el siguiente:

	Descripción Cargo
	N°
	Mensual (M$)
	Año (M$)

	Directivo G°3
	1
	5.510
	66.120

	Profesional G°5
	1
	3.910
	46.920

	Profesional G°8
	2
	5.993
	71.916

	Profesional G°13
	2
	3.300
	39.600

	Total Gasto
	6
	18.713
	224.556


El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Superintendencia de Valores y Seguros y en lo que no alcanzare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para los años siguientes se consultará en los presupuestos anuales de la Comisión.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo Primero.- Introduce las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.220 que Regula el Establecimiento de Bolsas de Productos Agropecuarios, en adelante, la “ley”:

1) Modifícase el título de la ley, el que queda del siguiente tenor: “Regula Establecimientos de Bolsas de Productos”.

2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1°:

a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “agropecuarios, en adelante las bolsas de productos,”.

b) Elimínase, al final del inciso primero, la palabra “Agropecuarios”.

c) Elimínase, en el inciso segundo, la palabra “agropecuarios”.

3) Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente: 

“Artículo 4°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por producto todo tipo de bienes, títulos representativos de productos, servicios, concesiones, permisos, derechos, facturas y contratos que sean transferibles de acuerdo a la ley que los regula y no correspondan a valores de acuerdo a lo dispuesto en la ley N°18.045.”.

4) Sustitúyese el artículo 5° por el siguiente:

“Artículo 5°.- Podrán ser objeto de negociación en las bolsas reguladas por la presente ley, los productos cuyas características y condiciones cumplan los estándares mínimos establecidos en los padrones inscritos en el Registro de Productos que mantendrá la Bolsa de Productos respectiva, los instrumentos derivados sobre dichos productos, así como también los títulos sobre productos a que se refiere la presente ley.”.

5) Elimínase, en el inciso primero del artículo 11, la expresión “, a favor de sus comitentes”.

6) Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 12, la oración “Las prendas sobre productos se constituirán mediante el endoso al representante de los beneficiarios del vale de prenda otorgado por un almacén general de depósito” por la siguiente: 

“Las prendas sobre productos deberán constituirse de acuerdo a la forma y solemnidades que establezcan las normas especiales que los rijan”.

7) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 14:

a) Sustitúyese la frase “los contratos” por “las transacciones”.

b) Sustitúyese la palabra “pacten” por “realicen”.

c) Sustitúyese la frase “de tales contratos” por “de tales transacciones”.

8) Sustitúyese el literal e) del artículo 16, por el siguiente:

“e) Participar en transacciones bursátiles de productos cuyas características y condiciones no cumplan los estándares mínimos establecidos en los padrones inscritos en el Registro de Productos, o en transacciones bursátiles de productos cuya cotización haya sido suspendida, y”.

9) Agréganse, en el artículo 18, los siguientes numerales 9) y 10), nuevos:

“9) Normas y procedimientos justos y uniformes por los cuales las entidades inscritas en los registros que lleven las Bolsas, puedan ser sancionadas, canceladas o suspendidas en caso que hayan incurrido en infracción a la presente ley, a las normas que imparta la Superintendencia o a la reglamentación de la bolsa, y 

10) Normas y procedimientos que regulen las condiciones  de las transacciones para los distintos productos que se transen en bolsa y cuyo  seguimiento permitan cumplir a los corredores con la responsabilidad establecida en el inciso 2° del artículo 21.”.

10) Sustitúyese el artículo 19, por el siguiente:

“Artículo 19.- Cada Bolsa llevará un Registro de Productos, el cual estará a disposición del público, en el que se inscribirán los padrones que contendrán las características y condiciones mínimas que deberán cumplir los productos para ser negociados en dichas bolsas. La incorporación en el referido registro estará sujeta a la reglamentación que al efecto dicten las bolsas, la que deberá ser previamente aprobada por la Superintendencia conforme a lo dispuesto en al artículo 18 de esta ley.

Las Bolsas deberán remitir a la Superintendencia los padrones que sean inscritos en el Registro de Productos, a más tardar al día hábil siguiente a efectuado dicho registro.

La Superintendencia podrá ordenar a la bolsa la cancelación, suspensión o modificación de la inscripción en el Registro de Productos, en los siguientes casos:

a)
cuando los estándares contenidos en los padrones no incluyan los mínimos que en opinión de la Superintendencia sea necesario incluir para una adecuada formación de precios en bolsa,

b)
cuando no correspondan a productos de acuerdo a la definición contenida en el artículo 4° de la presente ley.

c)
cuando se transen  productos que no cumplan con los estándares establecidos en su padrón.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 20:

a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la frase “certificados de depósito de productos” la palabra “agropecuarios”.

b) Elimínase, en el inciso tercero, la frase “, a que se refiere el artículo 5°, N° 3, de la presente ley”.

12) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 21:

a) Elimínanse las frases “y facturas”, “o factura transada,” y “o facturas,”.

b) Agregáse el siguiente inciso segundo, nuevo: “En el caso de productos cuyo dominio y gravámenes que los afecten estén sujetos a régimen de inscripción registral en el conservador correspondiente o cuya cesión requiere de la autorización o registro previo de un órgano del Estado, la reglamentación de la bolsa de productos de que se trate, aprobada previamente por la Superintendencia de Valores y Seguros conforme a lo dispuesto por el artículo 18 de la presente ley, deberá establecer las condiciones bajo las cuales dichos productos podrán ser transados en las bolsas de productos de manera de asegurar que el pago por esos productos ocurra si y sólo si el dominio de los mismos ha sido transferido, y dicha transferencia se realice si y sólo si el pago ha sido efectuado. La responsabilidad a que se refiere el segundo inciso del artículo 14 de la presente ley respecto de  las transacciones efectuadas en bolsa, debe entenderse para los efectos de la presente ley, hasta el cumplimiento por el corredor de bolsa de todas las solemnidades que de conformidad a las leyes correspondientes y a la reglamentación de la bolsa deban realizarse para transferir el dominio de los productos negociados.”.

13) Sustitúyese, en el artículo 31, la frase “bolsas de productos, corredores y Cámaras de Compensación” por “bolsas de productos y corredores”.

14) Sustitúyese, en el artículo 32, la frase “De la resolución adoptada por la Superintendencia podrá reclamarse ante los organismos establecidos en el decreto ley N° 211, de 1974” por “De la resolución adoptada por la Superintendencia podrá reclamarse  de acuerdo al Título V del decreto ley N° 3.538, de 1980.”.

15) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:

“Artículo 33.- La certificación de conformidad de los productos que se transen en bolsa con los padrones establecidos en el Registro de Productos y con las demás exigencias que establezca la misma bolsa, deberá ser realizada por entidades que cumplan las normas de este artículo.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, no será necesaria la certificación de conformidad de los productos que vayan a ser transados, cuando las partes que intervienen en la negociación así lo hubieren acordado expresa y previamente, en el tiempo y forma que determine la reglamentación de la bolsa respectiva.

Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los títulos sobre productos emitidos de conformidad al artículo 20 de esta ley.

Cada Bolsa llevará un Registro de Entidades Certificadoras y practicará la inscripción de dichas entidades. La incorporación al mencionado registro, estará sujeta a la reglamentación que al efecto dicten las bolsas, la que deberá ser previamente aprobada por la Superintendencia conforme a lo dispuesto en al artículo 18 de esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, las referidas entidades deberán al menos cumplir permanentemente los siguientes requisitos:

a) contar con instalaciones, capacidad técnica y profesionales competentes, necesarios para efectuar la certificación de conformidad a los padrones establecidos en el Registro de Productos; y

b) constituir una garantía por el desempeño de su actividad, en los términos indicados en el artículo 11, por un monto equivalente a 3.000 unidades de fomento a favor de la bolsa de productos respectiva en su calidad de representante de la parte que haya sufrido perjuicio con motivo de la actuación negligente del certificador.

Corresponderá a cada bolsa supervisar que las entidades inscritas en sus registros cumplan la presente ley, las normas que imparta la Superintendencia y la reglamentación de la bolsa respectiva.”.

16) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 34:

a) Agrégase, a continuación de la frase “serán sancionadas”, la frase “por la bolsa en que estén inscritas”. 

b) Elimínase la frase “a beneficio fiscal,”. 

17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 35:

a) Sustitúyese la frase “Se sancionará” por “La bolsa sancionará”.

b) Elimínase la frase “a beneficio fiscal, a”.

c) Sustitúyase el literal d) por el siguiente: “d) No subsanar las deficiencias que observen las respectivas bolsas de productos respecto de la actividad de certificación, dentro del plazo que al efecto establezca la reglamentación bursátil.”.

18) Sustitúyese el artículo 36 por el siguiente:

“Artículo 36.- Las bolsas de productos deberán destinar los recursos provenientes de las multas que hayan aplicado en virtud de la presente ley o su propia reglamentación, exclusivamente a la realización de actividades que tengan por objetivo educar a la comunidad y al público inversionista respecto de los riesgos y características principales de los productos negociados en bolsa y de las demás materias que determine la Superintendencia. Para estos efectos, las bolsas de productos deberán presentar a la Superintendencia, en la forma y plazos que ésta establezca por norma de carácter general, un programa conjunto con las actividades que se pretenden realizar durante el año correspondiente. Presentado el programa, la Superintendencia podrá requerir que éste se modifique por no ajustarse a lo dispuesto en el presente artículo, para lo cual tendrá un plazo de sesenta días. Las bolsas deberán subsanar tales observaciones dentro del plazo que para estos efectos dicte la Superintendencia, el que no podrá exceder de 30 días. Transcurrido dicho plazo las bolsas deberán llevar a cabo las actividades conforme al plan contenido en el programa.

La adjudicación de las actividades a que se refiere el inciso anterior, deberá realizarse por licitación efectuada por las bolsas de productos, las que no podrán contratar los servicios de personas relacionadas, entendiendo por tales a las que se refiere el artículo 100 la Ley N°18.045. La Superintendencia podrá establecer, por normas de carácter general, los contenidos mínimos que deberán incluir las bases de las licitaciones que efectúen las bolsas.

Las bolsas deberán mantener registros actualizados con el detalle de los gastos incurridos en la realización de las actividades reguladas por el presente artículo. El contenido de los registros, y las características de los medios en que se mantengan, será establecido por la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.”

Artículo Segundo.- Elimínase en el inciso tercero del artículo 25 del Título II del artículo 14 que Dicta Normas Sobre Prenda sin Desplazamiento y Crea el Registro de Prendas sin Desplazamiento, contenido en la Ley N° 20.190, el vocablo “agropecuarios”.

Artículo Tercero.- El costo anual que se origine por la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de la Superintendencia de Valores y Seguros y, en lo que no fuere posible, con cargo a aquellos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.

Artículo Transitorio.- El artículo primero de la presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del décimo quinto mes siguiente al día de su publicación en el Diario Oficial. Las bolsas de productos deberán adecuar su reglamentación y sistemas a las modificaciones introducidas por esta ley, y presentar tales modificaciones a los reglamentos a aprobación de la Superintendencia, dentro del plazo de ocho meses contado desde la fecha de publicación de la presente ley.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 21 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín, (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Ricardo Lagos Weber.
Sala de la Comisión, a 21 de enero de 2014.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL TÍTULO II DE LEY N° 19.882, QUE FIJA CONDICIONES ESPECIALES PARA LA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO POR EL PERÍODO QUE INDICA Y OTORGA OTROS BENEFICIOS POR RETIRO
(9228-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A las sesiones en que vuestra Comisión conoció de la iniciativa concurrieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:
Del Ministerio de Hacienda, el Ministro (s), señor Julio Dittborn; el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Herman Von Gersdorff; el Coordinador de Políticas Tributarias, señor Miguel Zamora; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno, y las asesoras, señoritas Carla Meza e Isidora Henríquez.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Cristian Larroulet, y el asesor, señor Juan Ignacio Gómez.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

De la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), el Presidente, señor Raúl de la Puente; los Vicepresidentes, señoras Nury Benítes, Ana Bell y Orietta Fuenzalida, y señor José Pérez; el Encargado Jóvenes, señor Paul Laulie, y la Encargada de Prensa, señora Lisette Fossa.
El asesor del Honorable Senador señor Escalona, señor Jaime Romero.

El asesor del Honorable Senador García, señor Rodrigo Fuentes.

- - -

Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión de 21 de agosto de 2014, autorizó a la Comisión de Hacienda para discutir en general y en particular esta iniciativa legal. 

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


El proyecto de ley establece un plan de incentivo al retiro para los funcionarios y trabajadores de la Administración Central del sector público, que contempla los siguientes instrumentos:


- Bonificación por retiro voluntario de la ley N° 19.882, introduciendo enmiendas en el Título II de esta ley.


- Bonificación adicional de 395 unidades de fomento para los funcionarios que cumplan con los requisitos de la ley N° 19.882.


- Bono especial de permanencia para los funcionarios de las plantas profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas, y para los asimilados o que reciban lo bonificación adicional del decreto ley N° 479, de 1974, y que reciban bonificación adicional.


- Bonificación por antigüedad para los funcionarios que perciban bonificación adicional.


- Bono por trabajos pesados para los funcionarios que, acogiéndose al plan de retiro, se encuentren realizando trabajos así calificados al momento de presentar la renuncia voluntaria, o acrediten haberlos realizado o cuyos contratos cesen por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo.


- Apertura de 200 cupos para funcionarios que puedan percibir excepcionalmente los beneficios por retiro voluntario y bonificación de 395 unidades de fomento.


- Otorgamiento de facultades a los jefes de servicio para solicitar la renuncia de funcionarios que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 65 años de edad, los hombres, y 60 años las mujeres.
- - -
ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N° 19.699, otorga compensaciones y otros beneficios que indica a funcionarios públicos estudiantes de carreras técnicas de nivel superior.

- Ley N° 19.882, regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

- Decreto ley N° 3.500, de 1980, establece nuevo sistema de pensiones.

- Ley N° 20.648, otorga a los funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y una bonificación adicional.

- Ley N° 20.692, otorga a los funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y otros incentivos al retiro.

- Ley N° 20.212, modifica las leyes N° 19.553, Nº 19.882, y otros cuerpos legales, con el objeto de incentivar el desempeño de funcionarios públicos.

- Código del Trabajo.

- Ley N° 20.305, mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.

- Decreto ley N° 479, de 1974, del Ministerio de Hacienda, reconoce, por una sola vez, para los efectos de la asignación de antigüedad establecida en el artículo 6° del decreto ley N° 249, de 1973, al personal de planta en actual servicio, el tiempo desempeñado que indica. 

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje con que Su Excelencia el señor Presidente de la República da origen al proyecto de ley pone de manifiesto, en primer lugar, que al igual como ocurriese con las vigentes leyes N° 20.612, 20.652, 20.649, 20.648 y 20.589, esta nueva iniciativa es el resultado del proceso de diálogo permanente y continuo con representantes de trabajadores que laboran en diferentes sectores del quehacer público, quienes entre otros temas, pero como una constante transversal, han manifestado su preocupación por las condiciones de egreso de los funcionarios que, habiendo cumplido una larga trayectoria de entrega, se preparan para pensionarse.

Recogiendo dichas inquietudes, reseña, en su momento se convocó a la denominada Mesa del Sector Público, instancia coordinada por la Central Unitaria de Trabajadores  (CUT) que dio inicio al análisis de la situación relativa al incentivo al retiro de los funcionarios públicos. En ella se acordó la instalación de diversas mesas de trabajo para abordar el tema, diferenciadas por sector.

Fue así como, con fecha 12 de agosto de 2013, se suscribió un protocolo de acuerdo entre el Gobierno y el Presidente de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), que junto con confirmar que el diálogo social permite alcanzar acuerdos como el que materializa el presente proyecto de ley, ha posibilitado que un número extendido de instituciones afiliadas a la ANEF dispongan de un plan de retiro con vigencia hasta el primer semestre de 2014.

El ámbito preciso que abarcarán estos beneficios, se encarga de precisar el Mensaje, coincide con las instituciones afectas al Título II de la ley N° 19.882, a cuyos funcionarios se concede la bonificación por retiro que dicha norma estableció en forma permanente, con algunas características distintas, como se explicará seguidamente. En paralelo o complementando lo anterior, según sea el caso, se toma asimismo en consideración el universo afecto a la ley N° 20.212, para el otorgamiento de un beneficio adicional a quienes sean imponentes de las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP). 

En lo que respecta a la ley N° 19.882, se debe estar a la definición que se contempla de sus beneficiarios: “funcionarios de carrera o a contrata de las entidades afectas a la asignación de modernización de la ley Nº 19.553 y aquellos que se desempeñen en el Servicio de Impuestos Internos, Servicio Nacional de Aduanas, Fondo Nacional de Salud, Consejo de Defensa del Estado, Comisión Chilena de Energía Nuclear, instituciones afectas al artículo 17 de la ley N° 18.091 y al artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977 y Contraloría General de la República”.

Respecto de quienes imponen en AFP, alcanza al personal afiliado al Sistema de Pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980,  que cotice o hubiere cotizado, según corresponda, de conformidad al artículo 17 de dicho cuerpo legal, en ese sistema por el ejercicio de su función pública y que desempeñe un cargo de carrera o a contrata, y al contratado conforme al Código del Trabajo en las entidades remuneradas por los sistemas del decreto ley N° 249, de 1974, incluido el de la Presidencia ubicado del grado 4° e inferiores; del Título I del decreto ley N° 3.551, incluido el de la Contraloría General de la República ubicado del grado 4° e inferiores; del artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977 y a aquellos que, en la calidades señaladas precedentemente, se desempeñen en instituciones regidas por la ley Nº 16.752; el Título VII de la ley Nº 19.284; la ley Nº 17.995 y el decreto con fuerza de ley N° 1-18.632, de 1987, del Ministerio de Justicia; la ley Nº 18.837, el decreto ley N° 444, de 1974; el decreto ley N° 1.487, de 1976; la ley N° 5.077, y los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, con excepción de aquellos que se desempeñen en las instituciones a que se refiere la Ley N° 19.490.
En lo principal, entonces, el presente proyecto de ley introduce, respecto del Título II de la ley N° 19.882, una modificación permanente, y otras por el periodo de vigencia del plan.

En efecto, tanto en las modificaciones permanentes como en las transitorias se aumentan los meses del beneficio, equiparándolos entre hombres y mujeres. Adicionalmente, durante la vigencia del plan de retiro, se dispone que los beneficiarios que hayan cumplido 60 años, en el caso de las mujeres, y 65 años, en el caso de los hombres, desde el 1 de agosto de 2010, no queden sujetos a la disminución de meses que dispone la ley N° 19.882 por cada semestre en que la funcionaria o el funcionario permanezca más allá de los 60 o  65 años.

Luego, con el mismo número de meses máximo, se complementa lo anterior con la posibilidad de que la mujer pueda extender su permanencia en la institución más allá de los 60 años y mientras esté vigente el plan, eligiendo la oportunidad del retiro, con fecha tope 31 de marzo de 2015.

Se concede, además una bonificación adicional para quienes están afiliados al sistema de pensiones del decreto ley Nº 3.500 de 1985 y tengan más de 20 años de servicio en la administración del Estado, igual para todos los estamentos. 

De esta forma, se presenta un plan de incentivo al retiro que introduce mayor equidad dentro de la estructura institucional que los anteriores planes de retiro, al equiparar los meses de beneficio entre hombres y mujeres e igualar el beneficio adicional a un solo monto igual para todos los estamentos. A todo ello se agrega un bono por trabajos pesados que puede alcanzar a 10 unidades de fomento por cada año en tal condición, más la posibilidad de rebajar edad en el retiro, por la misma causal.

Por otra parte, prosigue el Mensaje, quienes sean imponentes de las AFP podrán tener beneficios complementarios por antigüedad y permanencia, pudiendo alcanzar a 100 unidades de fomento cada uno. Además, estos funcionarios podrán postular en los mismos plazos de este plan de retiro al bono post laboral de la ley N° 20.305.

Todo lo antes expresado, en suma, permitirá a los funcionarios que cumplieron o cumplan las edades requeridas (65 años los hombres y 60 las mujeres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 junio de 2014), presentar su renuncia voluntaria a sus cargos, obteniendo  mejoras importantes en su retiro.

Por otra parte, los ex funcionarios que se hubieren retirado entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán solicitar la bonificación adicional, si cumplen con  los requisitos.  

Otro grupo de beneficiarios es el constituido por aquellos funcionarios que ya habían cumplido las edades requeridas a la vigencia de los planes de retiro anteriores y no se acogieron a ellos, permaneciendo en servicio hasta la fecha. Es decir, son quienes al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 65 o 60 años de edad, según fueran hombres o mujeres. Respecto de ellos, se faculta a los jefes superiores de servicio para solicitarles la renuncia.

Finalmente, se contemplan 200 cupos sociales concursables por causas que se establecen como prioritarias en el texto de la iniciativa legal.

De acuerdo con todo lo expuesto, se explaya en seguida el Mensaje acerca del contenido específico del proyecto de ley ingresado por el Ejecutivo.

En el artículo 1°, en concreto, se introducen las modificaciones permanentes a la ley N° 19.882, fijando en once meses el beneficio máximo de la bonificación por retiro voluntario, al tiempo que se suprime la diferenciación entre hombres y mujeres funcionarias. Este cambio beneficia al presente plan de retiro.

En el artículo 2°, en tanto, se establecen los límites generales de edad para los funcionarios y funcionarias beneficiarias del Título II de la ley N° 19.882, que podrán acceder a través de la renuncia voluntaria al plan que se fija en esta ley: quienes entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014 hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres. Para este grupo de personas, se establece que no estarán afectos a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882, si renuncian en los plazos que se fijan.  

Al efecto, el artículo 3° prescribe que quienes cumplieron las edades antes señaladas entre las fechas que se indicaron, deberán retirarse antes del 31 de marzo de 2015, si optan por acogerse a este plan.

En el artículo 4° se establece una bonificación adicional de 395 unidades de fomento para quienes a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado y, además, se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980. Del mismo modo, para estos efectos se podrán contabilizar hasta 10 años servidos a honorarios, en jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998. Los años que se utilicen para obtener los beneficios de la presente ley, se puntualiza, no podrán generar una nueva  bonificación o beneficio asociado al retiro voluntario contemplado en otras leyes.

El mismo beneficio precedentemente referido lo concede el artículo 5° para quienes se desempeñen en instituciones no incluidas en el ámbito del artículo anterior, sino en servicios enumerados en el inciso primero del artículo sexto de la ley N° 20.212, sirviendo un cargo de carrera o a contrata o que estén contratados conforme al Código del Trabajo. Para hacerlo efectivo se requiere la renuncia voluntaria o acreditar el término del contrato de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y cumplir con los demás requisitos generales.

Para los beneficiarios de los artículos 4° y 5°, el artículo 6° posibilita la rebaja por trabajos pesados, en los casos y situaciones que contempla el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

El artículo 7°, en tanto, permite al personal que perciba la bonificación adicional presentar la solicitud para acceder al bono de la ley Nº 20.305, conjuntamente con la postulación a aquélla.

Los artículos 8° y 9°, por su parte, otorgan un bono especial de permanencia y otro por antigüedad para los funcionarios que perciban la bonificación adicional, ya sea  que sirvan cargos de planta o a contrata como profesionales, directivos, fiscalizadores o jefaturas. Tales bonos consisten en 5 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los 20 años, con un máximo de 100 unidades de fomento y 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los 40 años, con tope de 100 unidades de fomento.

El artículo 10 otorga una bonificación de montos y tope similar a los anteriores, pero para todos aquellos que acogiéndose a los beneficios de la  presente ley se encuentren realizando o acrediten haber realizado trabajos calificados como pesados. Mientras, el artículo 11 posibilita a los ex funcionarios que hubieren cesado en sus labores en las instituciones afectas a la presente ley, entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la misma, para acceder a la bonificación adicional de 395 unidades de fomento si hubieran percibido la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882, o acrediten el término de sus contratos de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y que además cumplan  los requisitos requeridos para su percepción.

El artículo 12 faculta a los jefes superiores de servicio para solicitar la renuncia a quienes tenían cumplidos 65 años de edad, los hombres, y 60 años, las mujeres, al 31 de julio de 2010. El procedimiento que al efecto se deberá seguir, será resguardado por la Dirección de Presupuestos, conforme se desarrollen las etapas del mismo.

Estos funcionarios percibirán, según la institución en la que se desempeñen, la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.885, y si se encuentran afiliados al Sistema de Pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, percibirán el bono adicional que establece el artículo 4°. Del mismo modo, podrán presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº 20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°. 

El artículo 13, por otra parte, otorga 200 cupos sociales y establece los procedimientos necesarios para postular y los beneficios que podrían percibir.

Finalmente, el artículo 14 del Mensaje contempla beneficios similares a los que otorga la presente ley, para aquellos funcionarios del Ministerio Público y la Dirección General de Movilización Nacional que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos, cumpliendo iguales requisitos a los establecidos para los demás funcionarios.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al adentrarse en el análisis de la idea de legislar, la Comisión tomó conocimiento de que ninguno de los artículos del proyecto de ley contiene disposiciones relativas a la fuente de financiamiento fiscal de los beneficios que en él se contemplan.


Por ello, sin perjuicio de la aprobación general de que seguidamente se da cuenta, hizo presente al Ejecutivo la necesidad de efectuar la pertinente enmienda en la discusión particular de la iniciativa.

Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación se da cuenta del articulado del proyecto de ley, en los términos en que fue aprobado por la Cámara de Diputados, y de las indicaciones de que fue objeto, así como de los acuerdos adoptados.

Artículo 1°

Este artículo modifica, a través de dos literales, el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N°19.882, que establece la bonificación por retiro voluntario.

Le letra a) reemplaza, en la primera oración el vocablo “nueve” por “once” (relativo al máximo de meses por el que se contabilizará la bonificación.

La letra b), en tanto, suprime la siguiente oración: “El monto de este beneficio se incrementará en un mes para las funcionarias”.

Artículo 2°


Textualmente, prescribe:

“Artículo 2°.- Los funcionarios y funcionarias beneficiarias del Título II de la ley N° 19.882, sobre Bonificación por Retiro, que en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, y que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria a partir de la fecha que se establece en la presente ley y a más tardar el día 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir dicha bonificación por retiro voluntario, en las condiciones especiales que se indican a continuación:

a) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N°19.882 serán reemplazados por los que se señalan en el artículo siguiente.

b) La bonificación que corresponda al funcionario no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N°19.882.”.

Artículo 3°

Dispone lo siguiente:

“Artículo 3°.- El personal que se acoja a lo dispuesto en el artículo precedente que cumpla 65 o 60 años de edad, respectivamente, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberá comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.”.


Los artículos 1°, 2° y 3° fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.


Posteriormente, el Honorable Senador señor García solicitó reapertura del debate del artículo 3°.


Hizo ver que sólo alude al personal que “cumpla” 65 ó 60 años de edad entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, por lo que se hace necesario incluir además una referencia al personal que “haya cumplido” dichas edades.


En consecuencia, la Comisión acordó realizar una enmienda en el artículo 3°, de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.
Artículo 4°


Su tenor textual es el que sigue:

“Artículo 4°.- Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que perciban la bonificación por retiro del Título II de la ley N°19.882 con las condiciones especiales que otorga la presente ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado y que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema según lo establece su artículo 17, tendrán derecho a recibir una bonificación adicional de cargo fiscal, por una sola vez, equivalente a 395 unidades de fomento.

El reconocimiento de los períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N°19.882.

Los funcionarios que cumplan con los requisitos para percibir la bonificación adicional, que estén sujetos a los plazos dispuestos en la letra a) del artículo 3° de la presente ley, que no alcancen a tener los 20 años de servicio continuos o discontinuos requeridos, según corresponda, en el plazo establecido en dicha letra, podrán postergar su retiro hasta que ello ocurra, siempre que acrediten que los cumplirán como máximo al 30 de junio de 2014.

Los funcionarios que actualmente desempeñen cargos en planta o a contrata podrán completar la antigüedad requerida con hasta 10 años servidos en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones o al término del contrato de trabajo, según el caso.

La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Para acceder a la bonificación adicional, el personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en las entidades señaladas en este artículo y el siguiente afectas al presente beneficio. El monto establecido será para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si ésta fuera inferior.

Si el funcionario no cesa en su cargo o termina su contrato dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.

Quienes perciban la bonificación no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. Del mismo modo, quienes sean beneficiados por la presente ley no podrán utilizar los mismos años de servicio para acceder a otras leyes que otorguen bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario, y quienes tienen vigente un plan especial de retiro que pudiera corresponder también al ámbito de la presente norma legal, como los establecidos en las leyes N° 20.648 o N° 20.692, no podrán acogerse a esta ley.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 2° y se sujetará al mismo procedimiento para la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen.”.


Este artículo fue objeto de la indicación número 1, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir su inciso tercero.

El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Herman Von Gersdorff, señaló que el inciso en cuestión se hace innecesario, por el hecho que, en rigor, ya no se distingue entre grupos de beneficiarios que puedan acceder a la bonificación adicional.                                                                                                                                                                                

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.

Artículo 5°

Es del siguiente tenor literal:

“Artículo 5°.- Los funcionarios y funcionarias que desempeñen un cargo de carrera o a contrata y contratados conforme al Código del Trabajo en las instituciones enumeradas en el inciso primero del artículo sexto de la ley N° 20.212, no incluidos en el ámbito del artículo anterior, que entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, que cesen en sus cargos o se ponga término a sus contratos en los plazos a que se refiere el artículo 3° de la presente ley, y a más tardar el 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir la bonificación adicional de cargo fiscal del artículo 4°, equivalente a 395 unidades de fomento, siempre que cumplan con los requisitos que se señalan a continuación:

a) Encontrarse afiliado al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema por el ejercicio de su función pública, según corresponda, de conformidad al artículo 17 del señalado cuerpo legal.

b) Tener a la fecha de renuncia o al término del contrato de trabajo, al menos 20 años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado.

c) Cesar en el cargo o terminar el contrato de trabajo, sea por renuncia voluntaria, o por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, dentro de los plazos fijados.

Las normas de los incisos segundo a octavo del artículo anterior, se aplicarán también a los trabajadores del presente artículo.

El personal que cumpla con los requisitos y que quiera acogerse a los beneficios del presente artículo deberá comunicar la decisión de renunciar voluntariamente a su cargo o, en su caso, informar que ha terminado su contrato de trabajo por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y adjuntar los demás antecedentes necesarios que acrediten cada uno de los requisitos requeridos en el departamento de personal o en la unidad en que desempeñe dichas tareas, quienes verificarán su cumplimiento.

La bonificación adicional se devengará y pagará por la institución en que el funcionario haya cesado en funciones o terminado su contrato de trabajo, a contar del mes subsiguiente al de la total tramitación del acto administrativo que lo concede.”.


La Comisión tuvo en consideración, en primer lugar, que la referencia que en el inciso primero de este artículo 5° se hace a las instituciones “enumeradas en el inciso primero del artículo sexto” de la ley N° 20.212, no es del todo precisa. Se trata, en realidad, de las instituciones a que se hace referencia en el inciso primero del artículo sexto transitorio de dicho texto legal.


En consecuencia, acordó realizar la enmienda pertinente, de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.

Sobre el artículo 5° recayó, además, la indicación número 2, de Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar, en su inciso segundo, la voz “octavo” por “séptimo”.


Los representantes del Ejecutivo expresaron que esta indicación es consecuencia de la aprobación de la indicación número 1, que suprimió un inciso en el artículo cuarto.


La indicación número 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.

Artículo 6°

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 6°.- Las edades señaladas en los artículos 4° y 5° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N°3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios y funcionarias que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley Nº3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional de los artículos 4° o 5° los funcionarios y funcionarias que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley, o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley, pero anterior al 30 de junio de 2014, y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.”.


Este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.

Artículo 7°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional que establece la presente ley durante los años 2013, 2014 y 2015, incluidas las mujeres conforme al artículo 3° de esta ley, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono de la ley Nº20.305, conjuntamente con la postulación a aquella. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, sin que sea aplicable el plazo de doce meses señalado en los artículos 2°, número 5, y 3° de la ley Nº20.305, manteniéndose todos los demás requisitos que la ley N°20.305 y sus modificaciones establecen.”.


La Comisión tuvo presente que la referencia que el presente artículo hace al año 2013 ha quedado ya obsoleta.


En consecuencia, acordó realizar la enmienda pertinente, que se consigna en el capítulo de modificaciones,  por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 

Artículo 8°


Textualmente, dispone:


“Artículo 8°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional de los artículos 4° o 5°, que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N°479, de 1974, tendrán, además, derecho a un bono especial de permanencia de 5 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los veinte años, con un máximo de 100 unidades de fomento.

Para estos efectos, se entenderá por profesionales, además de todos los funcionarios que perciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N°479, de 1974, los que se refieren en: i) el inciso primero del artículo 2° y el artículo 14, ambos de la ley N°19.699, con excepción del personal perteneciente a las Fuerzas Armadas; ii) el artículo sexagésimo octavo de la ley N°19.882. Asimismo, se considerarán profesionales todos aquellos que estén en posesión de un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Para efectos del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada en instituciones que conforman la Administración del Estado, y el reconocimiento de periodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos cinco años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades afectas. Se pagará en conjunto con la bonificación adicional.”.

Artículo 9°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional de los artículos 4° o 5° tendrán, además, un bono por antigüedad de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los cuarenta años, con tope de 100 unidades de fomento. Los años de servicio se calcularán y pagarán en iguales términos que los señalados en el artículo anterior.”.


Los artículos 8° y 9° fueron aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.

Artículo 10


Su contenido literal es el siguiente:

“Artículo 10.- Los funcionarios y funcionarias que se acojan a los beneficios de la presente ley, que se encuentren realizando o acrediten por parte del empleador haber realizado trabajos calificados como pesados en el momento de presentar la renuncia voluntaria, o al término de su contrato de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, tendrán derecho a un bono por trabajos pesados de 10 unidades de fomento por cada año que hubieren cotizado o estuvieren certificados en tal calidad, con un máximo de 100 unidades de fomento.”.


Fue objeto de la indicación número 3, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimir los vocablos “momento de”.


La Comisión tuvo en consideración que en los términos planteados por la indicación, la redacción del artículo 10 no será consistente. Del mismo modo, tuvo en cuenta que a quienes corresponde acreditar haber realizado trabajos pesados es a los funcionarios y funcionarias, no al empleador.


En consecuencia, la indicación número 3 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.

Artículo 11

Dispone lo que sigue:
“Artículo 11.- Los exfuncionarios que hubieren cesado en sus labores en las instituciones a que se refiere la presente ley, entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrán acceder a la bonificación adicional de 395 unidades de fomento de los artículos 4° o 5°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro del Título II de la ley N°19.882 o acrediten el término de sus contratos de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y que, además, tuvieran cumplidos todos los requisitos requeridos para la percepción de la bonificación adicional.

Para este efecto, deberán presentar su solicitud ante el jefe superior del servicio o jefatura máxima de la institución en la cual hubieren cesado en funciones o terminado su contrato de trabajo, a partir de la fecha de publicación de esta ley y hasta dentro de los noventa días siguientes a ella. Si dichas personas no presentan las solicitudes dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncian al beneficio.

El bono se devengará y pagará por cada servicio a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que lo concede.

De proceder, se aplicará lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 6°. En todo lo no previsto en este artículo, el otorgamiento del beneficio se regirá por las normas señaladas en los artículos 4° y 5°, en cuanto le fueren aplicables.”.

Artículo 12

Establece lo siguiente:

“Artículo 12.- Facúltase a los jefes superiores de servicio que se enumeran a continuación para solicitar la renuncia al número de funcionarios y funcionarias que se indican en cada caso, ya sea que desempeñen cargos de planta o a contrata y hubieran tenido al 31 de julio de 2010 cumplidos 65 años de edad los hombres y 60 años las mujeres:

	Servicio
	N° máximo de personas por servicio

	Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo
	1

	Subsecretario de Relaciones Exteriores
	6

	Subsecretario de Hacienda
	2

	Subsecretario General de Gobierno
	2

	Subsecretario de Educación
	38

	Subsecretario de Justicia
	1

	Subsecretario de Obras Públicas
	1

	Subsecretario de Agricultura
	1

	Subsecretario de Vivienda y Urbanismo
	26

	Subsecretario de Bienes Nacionales
	6

	Intendente de la Región de Tarapacá
	1

	Intendente de la Región de Antofagasta
	4

	Intendente de la Región de Coquimbo
	4

	Intendente de la Región del Libertador Bernardo O’Higgins
	1

	Intendente de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo
	1

	Intendente de la Región de Magallanes y Antártica Chilena
	1

	Gobierno Regional de Tarapacá
	1

	Gobierno Regional de Antofagasta
	3

	Gobierno Regional del Libertador Bernardo O`Higgins
	1

	Gobierno Regional del Bío-Bío
	1

	Gobierno Regional de la Araucanía
	3

	Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena
	1

	Gobernador Provincial de Linares
	2

	Gobernador Provincial de Ñuble
	2

	Gobernador Provincial de Valdivia
	1

	Gobernador Provincial de Aysén
	1

	Director del Servicio Electoral
	2

	Director General de Relaciones Económicas Internacionales
	2

	Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción
	13

	Fiscal Nacional Económico
	1

	Director del Instituto Nacional de Propiedad Industrial
	1

	Director de Presupuestos
	6

	Director del Servicio de Impuestos Internos
	88

	Tesorero General de la República
	25

	Superintendente de Valores y Seguros
	3

	Director Nacional del Servicio Civil
	1

	Presidente del Consejo de Defensa del Estado
	9

	Director Nacional de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos
	9

	Secretario General de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas
	2

	Director Nacional de Servicio de Registro Civil e Identificación
	24

	Director Nacional del Servicio Médico Legal
	17

	Director Nacional de Gendarmería de Chile
	36

	Director Nacional del Servicio Nacional de Menores
	26

	Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública
	1

	Director General de Aeronáutica Civil
	27

	Fiscal Nacional de Obras Públicas
	2

	Director Nacional de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas
	2

	Director Nacional de Arquitectura
	12

	Director Nacional de Obras Hidráulicas
	7

	Director Nacional de Vialidad
	29

	Director Nacional de Obras Portuarias
	1

	Director de Planeamiento
	2

	Superintendente de Servicios Sanitarios
	2

	Director Nacional de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias
	2

	Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero
	27

	Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego
	5

	Superintendente de Seguridad Social
	1

	Superintendente de Pensiones
	4

	Director Nacional del Instituto de Previsión Social
	10

	Director Nacional del Instituto de Seguridad Laboral
	1

	Superintendente de Salud
	1

	Vicepresidente Ejecutivo de la Comisión Chilena del Cobre
	2

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Tarapacá
	1

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Antofagasta
	1

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Valparaíso
	2

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización del Bío-Bío
	3

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía
	2

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Los Lagos
	3

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo
	2

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Magallanes y Antártica Chilena
	3

	Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región Metropolitana
	7

	Director Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social
	2

	Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena
	1

	Director Ejecutivo de la Comisión Chilena Energía Nuclear
	3

	Superintendente de Electricidad y Combustibles
	1


Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley, cada jefe de servicio, mediante resolución exenta, identificará el personal que corresponde al número antes indicado, al que aplicará esta facultad, la que requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la que informará a las organizaciones de trabajadores. En dicha resolución, se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que deberán hacer dejación del servicio, la que no podrá exceder del 15 de julio de 2014.

Los funcionarios y funcionarias de las entidades señaladas en el artículo octavo de la ley N°19.882, a quienes se les solicite la renuncia de conformidad a la presente facultad, tendrán derecho a la bonificación por retiro del Título II de la referida ley con las condiciones especiales que fija el artículo 2° anterior. Del mismo modo, si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema por el ejercicio de su función pública, según corresponda, de conformidad al artículo 17 del señalado cuerpo legal, percibirán el bono adicional del artículo 4°. Podrán también presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°.

Respecto de las instituciones afectas al Título II de la ley N°19.882, a cuyos funcionarios se les solicite la renuncia conforme a la facultad del inciso anterior, se entenderá que cumplen con la causal de renuncia voluntaria. Lo mismo procederá respecto de los funcionarios regidos por el Código del Trabajo en instituciones acogidas al señalado Título II, a los que se aplique la norma contenida en el inciso anterior.

Por otra parte, los funcionarios y funcionarias de las instituciones a que se refiere el artículo 5° de la presente ley, no incluidos en el ámbito del inciso anterior, a los que se les solicite la renuncia o se les aplique el inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, percibirán el bono adicional del artículo 5°. Podrán también presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°.”.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 4 y 5, ambas de Su Excelencia el Presidente de la República.


La indicación número 4, de Su Excelencia el Presidente de la República, para agregar, en la enumeración del artículo 12, las siguientes instituciones:

	Servicio
	N° máximo de personas por servicio

	Dirección del Trabajo
	31

	Instituto Nacional de Estadística
	6

	Corporación Asistencia Judicial RM
	7

	Servicio Nacional de Turismo
	1

	Gobierno Regional de Valparaíso
	1

	Subsecretaría de Servicios Sociales
	5



La Comisión tuvo presente que en el listado que contiene el inciso primero del artículo 12, se consignan, indistintamente, cargos de jefes superiores de servicios, instituciones u organismos, por una parte, y servicios, instituciones u organismos propiamente tales, por otra.


Por ello, y sin perjuicio de la aprobación del contenido de la indicación número 4, acordó uniformar las denominaciones de dicho listado, en el sentido que en cada una de ellas quede expresado el servicio, institución u organismo de que se trate. Ello supuso, además, realizar enmiendas en el encabezado del inciso primero.


En consecuencia, la indicación número 4 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.


Enseguida se analizó la indicación número 5, de Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir, en el inciso segundo, la frase “del 15 de julio de 2014” por “de 180 días siguientes a la publicación de la presente ley y en todo caso, antes del 31 de marzo de 2015.”.


Fue aprobada, con enmiendas de redacción por la misma unanimidad precedentemente señalada.

Artículo 13


Textualmente, prescribe:

“Artículo 13.- Los funcionarios y funcionarias que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 2° podrán, excepcionalmente, postular a la bonificación de los artículos 2°, 4° o 5°, cumpliendo los requisitos que se establecen en cada uno de los artículos mencionados, dentro de los cuarenta y cinco días corridos siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación de su cargo, la que como máximo podrá ser el 15 de julio de 2014. Para estos efectos, se considerarán 200 cupos.

Las postulaciones deberán hacerse en la institución en que se desempeña el funcionario. En el plazo indicado en el inciso anterior, el empleador deberá verificar el cumplimiento de los requisitos y remitirá las postulaciones junto con las certificaciones que corresponda, certificados médicos, si proceden, y cualquier otro antecedente que aporte información objetiva sobre la situación del empleado, dentro de los quince días corridos siguientes al vencimiento del período de postulación, a la Subdirección de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos. Esta Subdirección informará a cada uno de los empleadores y a la ANEF, de los resultados de las postulaciones dentro de los treinta días corridos siguientes al vencimiento del plazo para el envío de las postulaciones por parte del empleador. Si hubiera un mayor número de postulantes que cupos, la Subdirección de Racionalización y Función Pública los priorizará, según se señala en el inciso siguiente.

El total de cupos deberá distribuirse entre hombres y mujeres, según la proporción de postulantes por género. A continuación se elaborará un listado de hombres y otro de mujeres, dando prioridad a los funcionarios y funcionarias con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación, a los de mayor edad y años de servicio en la administración pública; si continúa el excedente, a aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, los postulantes restantes se ordenarán alfabéticamente según sus apellidos y la selección se hará partiendo simultáneamente con los funcionarios y funcionarias, que aparezcan en primer y último lugar en cada lista, hasta completar los cupos restantes, manteniendo siempre la proporcionalidad resultante por género.”.

Artículo 14


Dispone lo que sigue:

“Artículo 14.- Los funcionarios nombrados o contratados del Ministerio Público y de la Dirección General de Movilización Nacional que cumplan 60 años si son mujeres o 65 años si son hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, podrán percibir, según proceda, hasta 11 meses de remuneración imponible con un tope de 90 unidades de fomento, y si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, percibirán además 395 unidades de fomento, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos dentro de los plazos que se fijan en el artículo 3°. Para el efecto, se dispondrán 14 cupos en la primera de las instituciones mencionadas y 10 para la segunda.”.

Los artículos 13 y 14 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.


Posteriormente, el Honorable Senador señor García solicitó reapertura del debate del artículo 14.


Hizo ver que sólo alude a los funcionarios que “cumplan” 60 años de edad si son mujeres o 65 años si son hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014. Se hace necesario, consignó, incluir además una referencia a los funcionarios que “hayan cumplido” dichas edades.


En consecuencia, la Comisión acordó realizar una enmienda en el artículo 14, de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del reglamento del Senado.
- - -



Finalmente, la Comisión analizó la indicación número 6, también de Su Excelencia el Presidente de la República, para incorporar el siguiente artículo 15, nuevo:



“Artículo 15.- El mayor gasto fiscal que representa esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en los presupuestos de las diversas entidades a que ella se refiere, y en lo que faltare, con los recursos de la Partida 50 Tesoro Público.”.


La indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor, y Zaldívar.

- - -



Una vez despachado el articulado del proyecto de ley, el Presidente de la ANEF, señor Raúl de la Puente, expresó que sin perjuicio de la valoración que dicha organización realiza de los beneficios que la iniciativa legal contempla, una vez que en marzo del presente año asuma el nuevo Gobierno que regirá los destinos del país, seguirán planteando la necesidad de que aquellos funcionarios que en esta oportunidad no fueron considerados como beneficiarios del plan de incentivo al retiro, sí puedan serlo.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 2 de diciembre de 2013, señala lo siguiente:

I. Antecedentes.

El proyecto de ley establece un plan de incentivos al retiro para los funcionarios y trabajadores de la administración central del sector público, en los términos que a continuación se señalan.

1) Se entrega la bonificación por retiro de la ley N°19.882, para los funcionarios que entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014 cumplan la edad legal de jubilación establecida en el D.L. 3.500 y que cesen en sus cargos en los plazos que se indican y a más tardar el 31 de marzo de 2015, en los términos que se indican a continuación:

a) Se aumenta el número máximo de meses de la bonificación por retiro a 11 meses para hombres y mujeres.

b) No se aplicará la disminución de meses que procede por cada semestre en que el funcionario haya permanecido en servicio luego de cumplir las edades de 60 o 65 sin haberse acogido al beneficio, según el artículo 9° de la ley N°19.882.

2) Se entrega una bonificación adicional de 395 UF por una sola vez para los funcionarios y funcionarias que cumplan los requisitos de la bonificación por retiro de la ley N°19.882, señalados en el punto anterior, y se acojan a esta, y también para los funcionarios regidos por el Código del Trabajo cuyos contratos terminen por aplicación de la causal del artículo 161 inciso primero que, cumplan con los siguientes requisitos:

a) Se encuentren afiliados al sistema previsional establecido en el Decreto Ley N°3.500 de 1980.

b) Acrediten antigüedad mínima de 20 años de servicios continuos o discontinuos en los términos que establece el Título II de la ley N°19.882.

También tendrán derecho a recibir esta bonificación los funcionarios que cumpliendo con los requisitos de edad señalados en el punto 1), y con los requisitos previamente descritos, estén o hayan estado:

c) Incluidos en la cobertura que fijó el artículo sexto de la ley N° 20.212 y con los requisitos del artículo séptimo de la misma ley, en lo que se refiere a la letra a) del artículo 2 de la ley N°18.994, y en la rebaja de edad a que se refiere el artículo 68 del Decreto Ley N°3.500.

d) Obtengan o hayan obtenido, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, la pensión por Invalidez que establece el Decreto Ley N°3.500.

Adicionalmente, el personal que reciba esta bonificación adicional, tendrá derecho a presentar solicitud para acceder al bono que establece la ley N°20.305, dentro de los nuevos plazos establecidos en el punto 1).

3) Se entrega un bono especial de permanencia para los funcionarios y funcionarias de las plantas profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas y aquellos asimilados, o que reciban la bonificación adicional del artículo 3° del Decreto Ley N° 479, y que perciban la bonificación adicional descrita del punto 2) de este Informe Financiero. Este bono corresponde a un pago de 5 UF por cada año de servicio por sobre los 20 años, con un tope de 100 UF. La antigüedad se considera en los mismos términos que lo señalado en el mencionado punto 2).

4) Se entrega una bonificación por antigüedad para los funcionarios y funcionarlas que perciban la bonificación adicional del punto 2), que consiste en un bono de 10 UF por cada año de servicio por sobre los 40 años, con tope de 100 UF. La antigüedad se considera en los mismos términos que lo señalado en el punto 2).

5) Se entrega un bono por trabajos pesados para los funcionarios y funcionarias que acogiéndose a los beneficios del plan de incentivos, se encuentren realizando trabajos calificados como pesados al momento de presentar la renuncia voluntaria, o acrediten haberlos realizado, o cuyos contratos terminen por aplicación de la causal del artículo 161 inciso primero del Código del Trabajo. El bono consiste en un pago de 10 UF por cada año de servicio que hubieren cotizado en calidad de trabajo pesado, o estuvieren certificados en tal calidad, con un máximo de 100 UF. Asimismo, se podrán considerar los años cotizados por trabajos pesados de conformidad con el artículo 68 bis del Decreto Ley N° 3.500, para el efecto de rebajar las edades para acceder al plan de retiro.

6) Se abren 200 cupos para las funcionarlos y funcionarias, que al 31 de Julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos para percibir la bonificación por retiro voluntario, para percibir excepcionalmente los beneficios par retiro voluntario y UF 395, siempre que cumplan los requisitos que se establecen para estas bonificaciones. En caso de haber más de 200 postulantes, se priorizará de acuerdo a los criterios señalados en la ley.

7) Se faculta a los jefes de servicio para solicitar la renuncia al número de funcionarios y funcionarias que se indican en cada caso, que al 31 de Julio de 2010 tenían cumplidos 65 años de edad, los hombres y 60 años las mujeres. Estos funcionarios y funcionarias tendrán derecho a la Bonificación por Retiro en las condiciones indicadas en el punto 1 y a la Bonificación Adicional si cumplen los requisitos.

8) Por último, los funcionarios del Ministerio Público y de la Dirección General de Movilización Nacional, que entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014 cumplan la edad legal de jubilación, podrán percibir según proceda, hasta 11 meses de remuneración imponible con tope UF 90, y si se encuentran afiliados en el sistema de AFP -cotizando o habiendo cotizado - percibirán además UF 395. Para el Ministerio Público se abren 14 cupos, y para la Dirección General de Movilización Nacional se abren 10 cupos.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El plan de incentivos al retiro descrito previamente, implica un costo fiscal total entre 2014 y 2015 de $ 56.269 millones de pesos.
Cuadro 1: Bonificaciones de incentivos al retiro funcionarios ANEF.

Beneficiarios y Costo Fiscal (Millones de pesos 2013)
	
	
	2014
	2015
	Total

	a).- Bonificación por retiro voluntario
	Beneficiarios

Mayor Gasto Fiscal
	914
$ 8,259
	2,418

$ 8,332
	3,332

$ 16,591

	b).- Bonificación adicional

 de 395 UF


	Beneficiarios

Mayor Gasto Fiscal
	898
$ 8,182
	2,418
$ 22,032
	3,316
$ 30,215

	c).- Bonificación por permanencia
	Beneficiarios

Mayor Gasto Fiscal
	499
$941
	1.215

$ 2,111
	1,714

$ 3,052

	d).- Bonificación por antigüedad
	Beneficiarios

Mayor Gasto Fiscal
	334
$ 268
	625

$ 472
	959

$ 740

	e).-Bonificación por trabajos pesados
	Beneficiarios

Mayor Gasto Fiscal
	3

$ 7
	24

$ 55
	27

$ 62

	f).- 200 cupos sociales
	Beneficiarios

Mayor Gasto Fiscal
	100

$ 2,762
	100

$ 2,847
	200

$ 5,609

	Total a)+b)+c)+d)+e)+f)
	Beneficiarios**

Mayor Gasto Fiscal

Mayor Gasto Fiscal

(Millones de US$ 2013)*
	1,014

$ 20,421

$41
	2,518

$ 35,849

$72
	3,532

$ 56,269

$112


*Tipo de cambio octubre 2013: 500,81

**Este total no corresponde a la suma de los beneficiarios por bono, ya que un individuo puede recibir más de una bonificación.

Posteriormente, con fecha 16 de enero de 2014 la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente Informe Financiero Actualizado:

I. Antecedentes. 

El proyecto de ley establece un plan de incentivos al retiro para los funcionarios y trabajadores de la administración central del sector público, en los términos que a continuación se señalan.

1) Se entrega la bonificación por retiro de la ley N°19.882, para los funcionarios que entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014 cumplan la edad legal de jubilación establecida en el D.L. 3.500 y que cesen en sus cargos en los plazos que se indican y a más tardar el 31 de marzo de 2015, en los términos que se indican a continuación:

a) Se aumenta el número máximo de meses de la bonificación por retiro a 11 meses para hombres y mujeres. 

b) No se aplicará la disminución de meses que procede por cada semestre en que el funcionario haya permanecido en servicio luego de cumplir las edades de 60 o 65 sin haberse acogido al beneficio, según el artículo 9° de la ley N°19.882. 

2) Se entrega una bonificación adicional de 395 UF por una sola vez para los funcionarios y funcionarias que cumplan los requisitos de la bonificación por retiro de la ley N°19.882, señalados en el punto anterior, y se acojan a esta, y también para los funcionarios regidos por el Código del Trabajo cuyos contratos terminen por aplicación de la causal del artículo 161 inciso primero que, cumplan con los siguientes requisitos:

a) Se encuentren afiliados al sistema previsional establecido en el Decreto Ley N°3.500 de 1980.

b) Acrediten antigüedad mínima de 20 años de servicios continuos o discontinuos en los términos que establece el Título II de la ley N°19.882. 
También tendrán derecho a recibir esta bonificación los funcionarios que cumpliendo con los requisitos de edad señalados en el punto 1), y con los requisitos previamente descritos:

c) Obtengan o hayan obtenido, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, la pensión por invalidez que establece el Decreto Ley N°3.500. 

Además, el personal que reciba esta bonificación adicional, tendrá derecho a presentar solicitud para acceder al bono que establece la ley N°20.305, dentro de los nuevos plazos establecidos en el punto 1).

3) Se entrega un bono especial de permanencia para los funcionarios y funcionarias de las plantas profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas y aquellos asimilados, o que reciban la bonificación adicional del artículo 3° del Decreto Ley N°479, y que perciban la bonificación adicional descrita del punto 2) de este Informe Financiero. Este bono corresponde a un pago de 5 UF por cada año de servicio por sobre los 20 años, con un tope de 100 UF. La antigüedad se considera en los mismos términos que lo señalado en el mencionado punto 2). 

4) Se entrega una bonificación por antigüedad para los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional del punto 2), que consiste en un bono de 10 UF por cada año de servicio por sobre los 40 años, con tope de 100 UF. La antigüedad se considera en los mismos términos que lo señalado en el punto 2). 

5) Se entrega un bono por trabajos pesados para los funcionarios y funcionarias que acogiéndose a los beneficios del plan de incentivos, se encuentren realizando trabajos calificados como pesados al momento de presentar la renuncia voluntaria, o acrediten haberlos realizado, o cuyos contratos terminen por aplicación de la causal del artículo 161 inciso primero del Código del Trabajo. El bono consiste en un pago de 10 UF por cada año de servicio que hubieren cotizado en calidad de trabajo pesado, o estuvieren certificados en tal calidad, con un máximo de 100 UF.

Asimismo, se podrán considerar los años cotizados por trabajos pesados de conformidad con el artículo 68 bis del Decreto Ley N°3.500, para el efecto de rebajar las edades para acceder al plan de retiro. 

6) Se abren 200 cupos para los funcionarios y funcionarias, que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos para percibir la bonificación por retiro voluntario, para percibir excepcionalmente los beneficios por retiro voluntario y UF 395, siempre que cumplan los requisitos que se establecen para estas bonificaciones. En caso de haber más de 200 postulantes, se priorizará de acuerdo a los criterios señalados en la ley. 

7) Se faculta a los jefes de servicio para solicitar la renuncia al número de funcionarios y funcionarias que se indican en cada caso, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 65 años de edad, los hombres y 60 años las mujeres. Estos funcionarios y funcionarias tendrán derecho a la Bonificación por Retiro en las condiciones indicadas en el punto 1 y a la Bonificación Adicional si cumplen los requisitos.

8) Por último, los funcionarios del Ministerio Público y de la Dirección General de Movilización Nacional, que entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014 cumplan la edad legal de jubilación, podrán percibir según proceda, hasta 11 meses de remuneración imponible con tope UF 90, y si se encuentran afiliados en el sistema de AFP – cotizando o habiendo cotizado – percibirán además UF 395. Para el Ministerio Público se abren 14 cupos, y para la Dirección General de Movilización Nacional se abren 10 cupos. 

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal. 

El plan de incentivos al retiro descrito previamente, implica un costo fiscal total entre 2014 y 2015 de $ 57.311 millones de pesos.

	Cuadro 1: Bonificaciones de incentivos al retiro funcionarios ANEF. 

Beneficiarios y Costo Fiscal (Millones de pesos 2014)

	 
	2014
	2015
	Total

	a) Bonificación por retiro voluntario
	Beneficiarios
	939
	2.418
	3.357

	
	Mayor Gasto Fiscal
	$ 8.599
	$ 8.444
	$ 17.043

	b) Bonificación adicional de 395UF
	Beneficiarios
	918
	2.418
	3.316

	
	Mayor Gasto Fiscal
	$ 8.477
	$ 22.328
	$ 30.805

	c) Bonificación por permanencia
	Beneficiarios
	499
	1.215
	1.714

	
	Mayor Gasto Fiscal
	$ 941
	$ 2.111
	$ 3.052

	d) Bonificación por antigüedad
	Beneficiarios
	334
	625
	959

	
	Mayor Gasto Fiscal
	$ 268
	$ 472
	$ 740

	e) Bonificación por trabajos pesados
	Beneficiarios
	3
	24
	27

	
	Mayor Gasto Fiscal
	$ 7
	$ 55
	$ 62

	f) 200 cupos sociales
	Beneficiarios
	100
	100
	200

	
	Mayor Gasto Fiscal
	$ 2.762
	$ 2.847
	$ 5.609

	Total                      a)+b)+c)+d)+e)+f)
	Beneficiarios**
	1.039
	2.518
	3.532

	
	Mayor Gasto Fiscal
	$ 21.055
	$ 36.256
	$ 57.311

	
	Mayor Gasto Fiscal              (Millones de US$)*
	$40
	$69
	$109

	* Tipo de cambio: $522/dólar

	** Este total no corresponde a la suma de los beneficiarios por bono, ya que un individuo puede recibir más de una bonificación adicional. 

El mayor gasto fiscal que representa esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en los presupuestos de las diversas entidades a que ella se refiere, y en lo que faltare con recursos de la Partida 50, Tesoro Público.

	

	

	


En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto despachado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional:

Artículo 3°


Sustituir la preposición “que” que sucede a “precedente”, por lo siguiente: “, que haya cumplido o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 4°


Eliminar el inciso tercero, pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, a ser incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, respectivamente. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1).

Artículo 5°


- En el inciso primero, sustituir las voces “enumeradas en” por “a que se refiere”, e intercalar, entre “sexto” y “de la ley N° 20.212”, la palabra “transitorio”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).


- En el inciso segundo, reemplazar el vocablo “octavo” por “séptimo”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 2).

Artículo 7°


Suprimir el guarismo “2013” y la coma (“,”) que le sigue. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 10


Eliminar la frase “por parte del empleador”, y reemplazar las palabras “en el momento de” por la voz “al”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3).

Artículo 12

Inciso primero


En el encabezado, sustituir el vocablo “servicio” por lo siguiente: “los servicios, instituciones u organismos”.


En el listado de instituciones:


- Agregar, al inicio, a continuación de “Servicio” y de “N° máximo de personas por servicio”, lo siguiente: “, institución u organismo”.


- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Subsecretario” por “Subsecretaría”.

- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Intendente” por “Intendencia”.

- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Gobernador” por “Gobernación”.

- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Director” por “Dirección”.


- Sustituir, todas las veces que aparecen, las voces “Vicepresidente Ejecutivo” por “Vicepresidencia Ejecutiva”.

- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Fiscal” por “Fiscalía”.

- Sustituir la voz “Tesorero” por “Tesorería”.

- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Superintendente” por “Superintendencia”.

- Sustituir la voz “Presidente” por “Presidencia”.

- Sustituir, todas las veces que aparece, la voz “Secretario” por “Secretaría”.

- Sustituir la voz “Defensor” por “Defensoría”.

- Incorporar lo siguiente:

“

	Dirección del Trabajo
	31

	Instituto Nacional de Estadística
	6

	Corporación Asistencia Judicial RM
	7

	Servicio Nacional de Turismo
	1

	Gobierno Regional de Valparaíso
	1

	Subsecretaría de Servicios Sociales
	5









.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 4).

Inciso segundo


Sustituir la frase “del 15 de julio de 2014” por la siguiente: “de los 180 días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes del 31 de marzo de 2015”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 5).

Artículo 14


Sustituir, en la primera oración, la preposición “que” que sucede a “Dirección General de Movilización Nacional”, por lo siguiente: “, que hayan cumplido o”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

Incorporar el siguiente artículo 15, nuevo:



“Artículo 15.- El mayor gasto fiscal que representa esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en los presupuestos de las diversas entidades a que ella se refiere, y en lo que faltare, con los recursos de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 6).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, el texto del proyecto de ley queda como sigue: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N°19.882, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en la primera oración el vocablo “nueve” por “once”.

b) Suprímese la siguiente oración: “El monto de este beneficio se incrementará en un mes para las funcionarias”.

Artículo 2°.- Los funcionarios y funcionarias beneficiarias del Título II de la ley N° 19.882, sobre Bonificación por Retiro, que en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, y que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria a partir de la fecha que se establece en la presente ley y a más tardar el día 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir dicha bonificación por retiro voluntario, en las condiciones especiales que se indican a continuación:

a) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N°19.882 serán reemplazados por los que se señalan en el artículo siguiente.

b) La bonificación que corresponda al funcionario no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N°19.882.

Artículo 3°.- El personal que se acoja a lo dispuesto en el artículo precedente, que haya cumplido o cumpla 65 o 60 años de edad, respectivamente, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberá comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.

Artículo 4°.- Los funcionarios y funcionarias de planta y a contrata que perciban la bonificación por retiro del Título II de la ley N°19.882 con las condiciones especiales que otorga la presente ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 o más años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado y que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema según lo establece su artículo 17, tendrán derecho a recibir una bonificación adicional de cargo fiscal, por una sola vez, equivalente a 395 unidades de fomento.

El reconocimiento de los períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N°19.882.

Los funcionarios que actualmente desempeñen cargos en planta o a contrata podrán completar la antigüedad requerida con hasta 10 años servidos en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.

El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones o al término del contrato de trabajo, según el caso.

La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.

Para acceder a la bonificación adicional, el personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en las entidades señaladas en este artículo y el siguiente afectas al presente beneficio. El monto establecido será para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si ésta fuera inferior.

Si el funcionario no cesa en su cargo o termina su contrato dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente al beneficio.

Quienes perciban la bonificación no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. Del mismo modo, quienes sean beneficiados por la presente ley no podrán utilizar los mismos años de servicio para acceder a otras leyes que otorguen bonificaciones o beneficios asociados al retiro voluntario, y quienes tienen vigente un plan especial de retiro que pudiera corresponder también al ámbito de la presente norma legal, como los establecidos en las leyes N° 20.648 o N° 20.692, no podrán acogerse a esta ley.

Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 2° y se sujetará al mismo procedimiento para la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen.

Artículo 5°.- Los funcionarios y funcionarias que desempeñen un cargo de carrera o a contrata y contratados conforme al Código del Trabajo en las instituciones a que se refiere el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley N° 20.212, no incluidos en el ámbito del artículo anterior, que entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, que cesen en sus cargos o se ponga término a sus contratos en los plazos a que se refiere el artículo 3° de la presente ley, y a más tardar el 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir la bonificación adicional de cargo fiscal del artículo 4°, equivalente a 395 unidades de fomento, siempre que cumplan con los requisitos que se señalan a continuación:

a) Encontrarse afiliado al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema por el ejercicio de su función pública, según corresponda, de conformidad al artículo 17 del señalado cuerpo legal.

b) Tener a la fecha de renuncia o al término del contrato de trabajo, al menos 20 años de servicio, continuos o discontinuos, en las instituciones que conforman la Administración del Estado.

c) Cesar en el cargo o terminar el contrato de trabajo, sea por renuncia voluntaria, o por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, dentro de los plazos fijados.

Las normas de los incisos segundo a séptimo del artículo anterior, se aplicarán también a los trabajadores del presente artículo.

El personal que cumpla con los requisitos y que quiera acogerse a los beneficios del presente artículo deberá comunicar la decisión de renunciar voluntariamente a su cargo o, en su caso, informar que ha terminado su contrato de trabajo por aplicación del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y adjuntar los demás antecedentes necesarios que acrediten cada uno de los requisitos requeridos en el departamento de personal o en la unidad en que desempeñe dichas tareas, quienes verificarán su cumplimiento.

La bonificación adicional se devengará y pagará por la institución en que el funcionario haya cesado en funciones o terminado su contrato de trabajo, a contar del mes subsiguiente al de la total tramitación del acto administrativo que lo concede.

Artículo 6°.- Las edades señaladas en los artículos 4° y 5° podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N°3.500, de 1980, por iguales causales, procedimiento y tiempo computable.

Los funcionarios y funcionarias que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Previsión Social o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley Nº3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio del citado decreto ley, según corresponda.

Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional de los artículos 4° o 5° los funcionarios y funcionarias que, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley, o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley, pero anterior al 30 de junio de 2014, y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.

Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional que establece la presente ley durante los años 2014 y 2015, incluidas las mujeres conforme al artículo 3° de esta ley, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono de la ley Nº20.305, conjuntamente con la postulación a aquella. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, sin que sea aplicable el plazo de doce meses señalado en los artículos 2°, número 5, y 3° de la ley Nº20.305, manteniéndose todos los demás requisitos que la ley N°20.305 y sus modificaciones establecen.

Artículo 8°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional de los artículos 4° o 5°, que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N°479, de 1974, tendrán, además, derecho a un bono especial de permanencia de 5 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los veinte años, con un máximo de 100 unidades de fomento.

Para estos efectos, se entenderá por profesionales, además de todos los funcionarios que perciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N°479, de 1974, los que se refieren en: i) el inciso primero del artículo 2° y el artículo 14, ambos de la ley N°19.699, con excepción del personal perteneciente a las Fuerzas Armadas; ii) el artículo sexagésimo octavo de la ley N°19.882. Asimismo, se considerarán profesionales todos aquellos que estén en posesión de un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Para efectos del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada en instituciones que conforman la Administración del Estado, y el reconocimiento de periodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos cinco años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades afectas. Se pagará en conjunto con la bonificación adicional.
Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional de los artículos 4° o 5° tendrán, además, un bono por antigüedad de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre los cuarenta años, con tope de 100 unidades de fomento. Los años de servicio se calcularán y pagarán en iguales términos que los señalados en el artículo anterior.

Artículo 10.- Los funcionarios y funcionarias que se acojan a los beneficios de la presente ley, que se encuentren realizando o acrediten haber realizado trabajos calificados como pesados al presentar la renuncia voluntaria, o al término de su contrato de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, tendrán derecho a un bono por trabajos pesados de 10 unidades de fomento por cada año que hubieren cotizado o estuvieren certificados en tal calidad, con un máximo de 100 unidades de fomento.

Artículo 11.- Los exfuncionarios que hubieren cesado en sus labores en las instituciones a que se refiere la presente ley, entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrán acceder a la bonificación adicional de 395 unidades de fomento de los artículos 4° o 5°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro del Título II de la ley N°19.882 o acrediten el término de sus contratos de trabajo por aplicación de la causal del inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, y que, además, tuvieran cumplidos todos los requisitos requeridos para la percepción de la bonificación adicional.

Para este efecto, deberán presentar su solicitud ante el jefe superior del servicio o jefatura máxima de la institución en la cual hubieren cesado en funciones o terminado su contrato de trabajo, a partir de la fecha de publicación de esta ley y hasta dentro de los noventa días siguientes a ella. Si dichas personas no presentan las solicitudes dentro del plazo indicado, se entenderá que renuncian al beneficio.

El bono se devengará y pagará por cada servicio a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que lo concede.

De proceder, se aplicará lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 6°. En todo lo no previsto en este artículo, el otorgamiento del beneficio se regirá por las normas señaladas en los artículos 4° y 5°, en cuanto le fueren aplicables.

Artículo 12.- Facúltase a los jefes superiores de los servicios, instituciones u organismos que se enumeran a continuación para solicitar la renuncia al número de funcionarios y funcionarias que se indican en cada caso, ya sea que desempeñen cargos de planta o a contrata y hubieran tenido al 31 de julio de 2010 cumplidos 65 años de edad los hombres y 60 años las mujeres:
	Servicio, institución u organismo
	N° máximo de personas por servicio, institución u organismo

	Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo
	1

	Subsecretaría de Relaciones Exteriores
	6

	Subsecretaría de Hacienda
	2

	Subsecretaría General de Gobierno
	2

	Subsecretaría de Educación
	38

	Subsecretaría de Justicia
	1

	Subsecretaría de Obras Públicas
	1

	Subsecretaría de Agricultura
	1

	Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo
	26

	Subsecretaría de Bienes Nacionales
	6

	Intendencia de la Región de Tarapacá
	1

	Intendencia de la Región de Antofagasta
	4

	Intendencia de la Región de Coquimbo
	4

	Intendencia de la Región del Libertador Bernardo O’Higgins
	1

	Intendencia de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo
	1

	Intendencia de la Región de Magallanes y Antártica Chilena
	1

	Gobierno Regional de Tarapacá
	1

	Gobierno Regional de Antofagasta
	3

	Gobierno Regional del Libertador Bernardo O`Higgins
	1

	Gobierno Regional del Bío-Bío
	1

	Gobierno Regional de la Araucanía
	3

	Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena
	1

	Gobernación Provincial de Linares
	2

	Gobernación Provincial de Ñuble
	2

	Gobernación Provincial de Valdivia
	1

	Gobernación Provincial de Aysén
	1

	Dirección del Servicio Electoral
	2

	Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales
	2

	Vicepresidencia Ejecutiva de la Corporación de Fomento de la Producción
	13

	Fiscalía Nacional Económico
	1

	Dirección del Instituto Nacional de Propiedad Industrial
	1

	Dirección de Presupuestos
	6

	Dirección del Servicio de Impuestos Internos
	88

	Tesorería General de la República
	25

	Superintendencia de Valores y Seguros
	3

	Dirección Nacional del Servicio Civil
	1

	Presidencia del Consejo de Defensa del Estado
	9

	Dirección Nacional de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos
	9

	Secretaría General de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas
	2

	Dirección Nacional de Servicio de Registro Civil e Identificación
	24

	Dirección Nacional del Servicio Médico Legal
	17

	Dirección Nacional de Gendarmería de Chile
	36

	Dirección Nacional del Servicio Nacional de Menores
	26

	Defensoría Nacional de la Defensoría Penal Pública
	1

	Dirección General de Aeronáutica Civil
	27

	Fiscalía Nacional de Obras Públicas
	2

	Dirección Nacional de Contabilidad y Finanzas del Ministerio de Obras Públicas
	2

	Dirección Nacional de Arquitectura
	12

	Dirección Nacional de Obras Hidráulicas
	7

	Dirección Nacional de Vialidad
	29

	Dirección Nacional de Obras Portuarias
	1

	Dirección de Planeamiento
	2

	Superintendencia de Servicios Sanitarios
	2

	Dirección Nacional de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias
	2

	Dirección Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero
	27

	Secretaría Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego
	5

	Superintendencia de Seguridad Social
	1

	Superintendencia de Pensiones
	4

	Dirección Nacional del Instituto de Previsión Social
	10

	Dirección Nacional del Instituto de Seguridad Laboral
	1

	Superintendencia de Salud
	1

	Vicepresidencia Ejecutivo de la Comisión Chilena del Cobre
	2

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Tarapacá
	1

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Antofagasta
	1

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Valparaíso
	2

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización del Bío-Bío
	3

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía
	2

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Los Lagos
	3

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo
	2

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de Magallanes y Antártica Chilena
	3

	Dirección del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región Metropolitana
	7

	Dirección Ejecutivo del Fondo de Solidaridad e Inversión Social
	2

	Dirección Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena
	1

	Dirección Ejecutivo de la Comisión Chilena Energía Nuclear
	3

	Superintendencia de Electricidad y Combustibles
	1


	Dirección del Trabajo
	                                   31

	Instituto Nacional de Estadística
	                                    6

	Corporación Asistencia Judicial RM
	                                    7

	Servicio Nacional de Turismo
	                                    1

	Gobierno Regional de Valparaíso
	                                    1

	Subsecretaría de Servicios Sociales
	                                    5


Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley, cada jefe de servicio, mediante resolución exenta, identificará el personal que corresponde al número antes indicado, al que aplicará esta facultad, la que requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la que informará a las organizaciones de trabajadores. En dicha resolución, se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que deberán hacer dejación del servicio, la que no podrá exceder de los 180 días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes del 31 de marzo de 2015.

Los funcionarios y funcionarias de las entidades señaladas en el artículo octavo de la ley N°19.882, a quienes se les solicite la renuncia de conformidad a la presente facultad, tendrán derecho a la bonificación por retiro del Título II de la referida ley con las condiciones especiales que fija el artículo 2° anterior. Del mismo modo, si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema por el ejercicio de su función pública, según corresponda, de conformidad al artículo 17 del señalado cuerpo legal, percibirán el bono adicional del artículo 4°. Podrán también presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°.

Respecto de las instituciones afectas al Título II de la ley N°19.882, a cuyos funcionarios se les solicite la renuncia conforme a la facultad del inciso anterior, se entenderá que cumplen con la causal de renuncia voluntaria. Lo mismo procederá respecto de los funcionarios regidos por el Código del Trabajo en instituciones acogidas al señalado Título II, a los que se aplique la norma contenida en el inciso anterior.

Por otra parte, los funcionarios y funcionarias de las instituciones a que se refiere el artículo 5° de la presente ley, no incluidos en el ámbito del inciso anterior, a los que se les solicite la renuncia o se les aplique el inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo, si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, percibirán el bono adicional del artículo 5°. Podrán también presentar su postulación al bono post laboral de la ley Nº20.305, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7°.

Artículo 13.- Los funcionarios y funcionarias que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 2° podrán, excepcionalmente, postular a la bonificación de los artículos 2°, 4° o 5°, cumpliendo los requisitos que se establecen en cada uno de los artículos mencionados, dentro de los cuarenta y cinco días corridos siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que harán dejación de su cargo, la que como máximo podrá ser el 15 de julio de 2014. Para estos efectos, se considerarán 200 cupos.

Las postulaciones deberán hacerse en la institución en que se desempeña el funcionario. En el plazo indicado en el inciso anterior, el empleador deberá verificar el cumplimiento de los requisitos y remitirá las postulaciones junto con las certificaciones que corresponda, certificados médicos, si proceden, y cualquier otro antecedente que aporte información objetiva sobre la situación del empleado, dentro de los quince días corridos siguientes al vencimiento del período de postulación, a la Subdirección de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos. Esta Subdirección informará a cada uno de los empleadores y a la ANEF, de los resultados de las postulaciones dentro de los treinta días corridos siguientes al vencimiento del plazo para el envío de las postulaciones por parte del empleador. Si hubiera un mayor número de postulantes que cupos, la Subdirección de Racionalización y Función Pública los priorizará, según se señala en el inciso siguiente.

El total de cupos deberá distribuirse entre hombres y mujeres, según la proporción de postulantes por género. A continuación se elaborará un listado de hombres y otro de mujeres, dando prioridad a los funcionarios y funcionarias con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación, a los de mayor edad y años de servicio en la administración pública; si continúa el excedente, a aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, los postulantes restantes se ordenarán alfabéticamente según sus apellidos y la selección se hará partiendo simultáneamente con los funcionarios y funcionarias, que aparezcan en primer y último lugar en cada lista, hasta completar los cupos restantes, manteniendo siempre la proporcionalidad resultante por género.
Artículo 14.- Los funcionarios nombrados o contratados del Ministerio Público y de la Dirección General de Movilización Nacional, que hayan cumplido o  cumplan 60 años si son mujeres o 65 años si son hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, podrán percibir, según proceda, hasta 11 meses de remuneración imponible con un tope de 90 unidades de fomento, y si se encuentran afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, percibirán además 395 unidades de fomento, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos dentro de los plazos que se fijan en el artículo 3°. Para el efecto, se dispondrán 14 cupos en la primera de las instituciones mencionadas y 10 para la segunda.

Artículo 15.- El mayor gasto fiscal que representa esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en los presupuestos de las diversas entidades a que ella se refiere, y en lo que faltare, con los recursos de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 21 y 22 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín, (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot), Ricardo Lagos Weber y Víctor Pérez Varela. 


Sala de la Comisión, a 22 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE CONDICIONES ESPECIALES TRANSITORIAS PARA LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 18 DE LA LEY N° 19.479 Y FACULTA PARA OTORGAR EL BONO COMPENSATORIO QUE INDICA (9113-05)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A una o más de las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro (s), señor Julio Dittborn, y el coordinador legislativo, seño Francisco Moreno.
De la Dirección de Presupuestos, el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Herman Von Gersdorff. 
De la Asociación Nacional de Funcionarios de Aduanas de Chile, el Presidente, señor Marcelo Reyes, y los Directores Nacionales, señores Daniel Vergara y Aldo Forno. 
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Juan Ignacio Gómez.
De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.
El asesor del Honorable Senador Escalona, señor Jaime Romero.
El asesor del Honorable Senador García, señor Rodrigo Fuentes.
- - -
Cabe hacer presente que luego de prestar su aprobación en general al proyecto de ley, la Sala del Senado fijó plazo para la presentación de indicaciones hasta las 12:00 horas del día 20 de enero de 2014.
Al vencimiento de dicho término, sólo una indicación, de la que se da cuenta más adelante en el presente informe, fue formulada.
- - -
Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:
I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 6° (que pasa a ser 11) y 7° (que pasa a ser 12).
II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.
III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 1.
IV.- Indicaciones rechazadas: ninguna
V.- Indicaciones retiradas: ninguna.
VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.
- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO
Favorecer las condiciones de retiro del personal del Servicio Nacional de Aduanas, estableciendo condiciones  para su retiro voluntario, y la entrega de bonificaciones en las condiciones que se señalan, y entregando facultades al Director Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia de funcionarios con el objeto de posibilitar la obtención de los beneficios del retiro.
- - -
DISCUSIÓN PARTICULAR
A continuación se efectúa una transcripción de las disposiciones del proyecto, en los términos en que fueron aprobadas en general por la Sala del Senado, de la indicación que se presentó y del acuerdo adoptado a su respecto.
Artículo 1°
Este artículo señala, de manera textual, lo siguiente:
“Artículo 1°.- En ejercicio de la facultad que le concede el artículo 18 de la ley N° 19.479, el Director Nacional de Aduanas podrá, de manera excepcional, respecto de los funcionarios o funcionarias que al 31 de julio de 2010 hubiesen perdido totalmente la bonificación por retiro, según lo dispuesto en el artículo noveno de la ley N°19.882, otorgar el equivalente a once meses de la remuneración imponible considerada para dicha bonificación, en los términos de la ley citada precedentemente.
Para los efectos del inciso cuarto del artículo 18 de la ley N° 19.479, la bonificación que se considerará será la de once meses referida en el inciso anterior.
La declaración de vacancia a que se refiere el artículo 18 de la ley N° 19.479, conforme a las normas especiales contenidas en el presente artículo, se aplicará durante los años 2013 y 2014, distribuyéndose en forma equitativa el número de funcionarios a los que se aplique esta disposición, entre ambos años. El personal cuyo cargo sea declarado vacante durante el año 2013 deberá retirarse antes del 31 de diciembre del mismo año, y a quienes se aplique la referida facultad durante el año 2014, su retiro deberá verificarse antes del 30 de junio de 2014. Con todo, el número de cargos a que se aplique la presente disposición, durante el año 2014, no podrá exceder los dispuestos para el 2013. Para ejercer esta facultad respecto de funcionarias que tengan más de 60 años de edad y menos de 65 años, se requerirá el consentimiento previo de éstas.”. 
Artículo 2°
Es del siguiente tenor literal:
“Artículo 2°.- El Director Nacional de Aduanas incrementará a once meses la bonificación por retiro voluntario de los funcionarios o funcionarias del Servicio Nacional de Aduanas que, a la fecha de publicación de esta ley, hubieran perdido, por aplicación del artículo noveno de la ley N° 19.882, hasta seis meses de los montos superiores de nueve o diez meses de dicha bonificación a que tuvieron derecho, según se trate de hombres o mujeres, respectivamente, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos de planta o a contrata dentro de los noventa días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, no obstante lo establecido en el inciso quinto del artículo 18 de la ley N° 19.479.”.
Artículo 3°
Textualmente, prescribe:
“Artículo 3°.- A los funcionarios y funcionarias que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012 hasta el día previo a la publicación de la presente ley, se les otorgará un bono no imponible ni tributable. Este bono será equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882 y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia respecto de los cargos que servían conforme al inciso sexto del artículo 18 antes citado.
Del mismo modo, se otorgará un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012  hasta el día previo a la publicación de la presente ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso quinto del artículo 18 ya señalado. Este bono será equivalente a la diferencia entre los montos superiores de nueve o diez meses, según se trate de hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N°19.882 y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir de aplicarse el citado inciso quinto.
En ambos casos, los ex funcionarios deberán requerirlo ante su ex empleador dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la presente ley y, de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días siguientes.”.
Artículo 4°
El tenor literal de este artículo es el que sigue:
“Artículo 4°.- Renuévase hasta el día 30 de junio de 2014 la vigencia del artículo cuarto transitorio de la ley N° 19.916.”.
Artículo 5°
Este artículo señala, de manera textual, lo siguiente:
“Artículo 5°.- Las disponibilidades presupuestarias que exige el artículo 18 de la ley N°19.479 para su aplicación, respecto de los beneficios que se conceden en los artículos anteriores de la presente ley, provendrán de los subtítulos 21 y 22 del Presupuesto del Servicio Nacional de Aduanas de los años correspondientes.”.
Artículo 6°
Textualmente, dispone:
“Artículo 6°.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del artículo 7° del decreto ley N°3.551, de 1981, incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se hayan encontrado en servicio al 8 de enero de 2010. 
El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiere correspondido percibir a cada funcionario conforme a la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en el 15,6%. El total del bono resultante, con arreglo a  lo expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que conceda el bono compensatorio. 
El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él, conforme al inciso primero de este artículo, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de dicha resolución.
El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no servirá de base de cálculo o recálculo para ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.”.
Artículo 7°
Establece lo siguiente:
“Artículo 7°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.”.
La indicación número 1, presentada por Su Excelencia el Presidente de la República, sustituye los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5°, por los siguientes artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y 10, nuevos, pasando los actuales los artículos 6° y 7° a ser 11 y 12, respectivamente.
“Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en la presente ley.
Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en el Servicio Nacional de Aduanas, con un máximo de once meses.
La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.
El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.
La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que los sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.
El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.
Los beneficios de la presente ley serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como, los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479 y en el Título II la ley N° 19.882.
Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que en el período comprendido entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 31 de marzo de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.
Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad, según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.
Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en dicha institución y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 Unidades de Fomento.
El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.
Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicios exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.
El valor de la Unidad de Fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.
La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen así como los que correspondan al resto de los beneficios.
La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.
Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional, los funcionarios que, entre el 1º de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley o dentro de los 30 días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014 y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.
El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.
Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en la presente ley.
Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en la presente ley, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en Unidades de Fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.
Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de esta ley tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.
Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2° N° 5 y 3° de la ley N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.
Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 Unidades de Fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 Unidades de Fomento.
Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.
El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley.
Artículo 9°.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1° de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882.
Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.
En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda.
En todo lo no previsto en este artículo, se aplicarán las normas establecidas en el artículo 4° de esta ley, en cuanto fueren aplicables.
Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.
Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante Resolución Exenta, identificará al personal, al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.
En la Resolución a que se refiere el  inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 15 de julio de 2014. En dicha resolución, se anexará la respuesta del funcionario.
Los funcionarios, a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas, solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero, tendrán derecho, a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a su artículo 7°. Para el efecto del acceso a los beneficios enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.”.
En relación con el contenido de la indicación, el Presidente de la Asociación Nacional de Aduanas, señor Marcelo Reyes, manifestó el desacuerdo de su organización con el nuevo artículo 9° que se propone, que establece condiciones menos beneficiosas para los funcionarios que las originalmente contempladas en el artículo 3° aprobado en general por el Senado.
En efecto, expuso, dicho artículo 3° otorgaba un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que, cumpliendo con otros requisitos, hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012 y hasta la fecha de publicación de la ley. El bono, con tope de once meses de remuneraciones imponibles, no distinguía entre funcionaros que hayan sido afiliados al antiguo Instituto de Normalización Previsional (INP) o a una Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) del nuevo Sistema de Pensiones. El artículo 9° que se propone, en cambio, si bien prevé un bono de 395 unidades de fomento (UF), lo hace sólo para aquellos ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas afiliados a AFP, excluyendo, en consecuencia, a los ex funcionarios INP.
Esta nueva modalidad, destacó, que no resulta aceptable para los trabajadores, constituye la única diferencia de fondo que persiste con los nuevos artículos que el Ejecutivo ha planteado en su indicación. 
El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Herman Von Gersdorff, explicó que el artículo 3° original fue concebido no como la entrega de un bono adicional, sino sólo como una corrección que permitiera la aplicación de la ley N° 19.479, que en virtud de dictámenes de la Contraloría General de la República no había podido serlo.
Del mismo modo, tenía por finalidad que quienes habiendo cumplido con los requisitos para que la bonificación por retiro voluntario de la ley N° 19.882 llegase a once meses, no la percibieron en su totalidad porque el jefe del servicio no ejerció la facultad, pudieran ahora acceder a la diferencia de meses. Todo esto, consignó, aplicaba a afiliados INP y AFP.
Cuando en el curso de la tramitación de este proyecto de ley, consignó, se analizaron las vías para perfeccionarlo, se tuvo en cuenta la necesidad de asimilarlo a las demás iniciativas de incentivo al retiro de funcionarios públicos. Así se llegó al contenido del nuevo artículo 9°, con una bonificación adicional de 395 UF que, para la gran mayoría de los  funcionarios retirados o que se retiren, es más beneficioso, por el monto y porque aumenta la retroactividad (hasta el 1 de enero de 2011). No incluye, efectivamente, a los funcionarios afiliados al INP, básicamente porque éstos no han sido objeto del mal llamado “daño previsional”. 
Para abordar esta última temática, prosiguió, que es la que ha generado un impasse con los representantes de los funcionarios, el Ejecutivo se encuentra ciertamente a disposición. La solución a la que se arribe, con todo, deberá hacerse cargo del hecho de que los diversos proyectos de ley de incentivo al retiro de las instituciones públicas que se han tramitado, han contemplado el beneficio del nuevo artículo 9° que se propone, precisamente con la finalidad de homologar sus contenidos. Debe tenerse presente, llamó la atención, el precedente que se pueda instaurar, porque si la solución que se adopta para los funcionarios de Aduana es más generosa que lo entregado a los otros funcionarios, la demanda por revisar y rectificar los anteriores proyectos de ley indudablemente se hará sentir. 
El Presidente de la Asociación Nacional de Aduanas, señor Reyes, acotó que si a raíz de la aprobación de mejores condiciones para los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas, se sigue que los trabajadores del resto de las instituciones públicas también podrán acceder a mayores beneficios, será una muy buena noticia. 
Si la voluntad del Ejecutivo, añadió, no es avanzar en este último sentido, en opinión de la ANFACH lo apropiado sería posponer la discusión del proyecto de ley hasta que el nuevo Gobierno del país asuma a sus funciones a partir del mes de marzo venidero.
- - -
Posteriormente, en una nueva sesión de la Comisión, su Presidente, Honorable Senador señor Zaldívar, informó que los funcionarios de Aduanas habían manifestado su conformidad con la indicación presentada por el Ejecutivo, con excepción del último inciso del artículo 9°. Propuso, al efecto, la supresión de dicho inciso.
La indicación número 1 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez, don Víctor y Zaldívar.
- - -
INFORME FINANCIERO
El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 19 de junio de 2013, señala lo siguiente:
“I. Antecedentes.
El proyecto de ley tiene por objeto establecer transitoriamente condiciones especiales para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479, establecer bonificaciones a los funcionarios que presentaron su renuncia voluntaria en las condiciones que se fijan y conceder un bono compensatorio al personal del Servicio Nacional de Aduanas que se indica.
- Adecuación transitoria del artículo 18 de la ley N° 19.479.
Se adecúan transitoriamente las condiciones de aplicación de la norma del artículo 18 de la ley N° 19.479, de manera que el Director Nacional de Aduanas pueda aplicar la declaración de vacancia de manera excepcional a funcionarios que al 31 de julio de 2010 ya hubiesen perdido totalmente la bonificación por retiro según lo dispuesto en el artículo 9° de la ley N° 19.882. En el ejercicio de dicha facultad, el Director podrá otorgar el equivalente a 11 meses de la remuneración imponible considerada para dicha bonificación.
La declaración de vacancia conforme a las normas especiales a que se refiere el párrafo anterior se aplicará durante los años 2013 y 2014.
Adicionalmente, se contempla beneficiar a un segundo grupo de funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que, a la fecha de publicación de la ley, hubieran perdido por aplicación del artículo 9° de la ley N° 19.882, hasta seis meses de los montos superiores de 9 o 10 meses de dicha bonificación. Lo anterior, si presentan la renuncia voluntaria a sus cargos de planta o contrata dentro de los 90 días siguientes a la fecha de publicación de la ley.
- Bonificaciones a los funcionarios que presentaron su renuncia voluntaria en las condiciones que se indican.
Por otra parte, se contempla un bono para aquellos ex funcionarios que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos 1° y 2° del artículo 18 de la ley N° 19.479, hayan renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012 y hasta el día previo a la publicación de la ley. El bono es equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a la ley N° 19.882 y los 11 meses de remuneraciones imponibles consideradas para dicha bonificación que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia.
Del mismo modo, se otorgará un bono a los funcionarios que renunciaron voluntariamente a sus cargos a contar del 18 de junio de 2012 y hasta el día previo a la publicación de esta ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso 5° del artículo 18. Este bono será equivalente a la diferencia entre los nueve o diez meses, según sean hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a la ley N° 19.882 y los 11 meses que hubieren podido percibir de aplicarse el citado inciso 5°.
- Bono Compensatorio.
Se concede un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del decreto ley N° 3551 de 1981 incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269 durante todo o parte del período comprendido entre el 1° de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se encontraban en servicio al 8 de enero de 2010.
El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiera correspondido percibir a cada funcionario conforme a la norma recién citada y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en un 15,6% y reajustado de acuerdo a la variación del IPC según se establece.
II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.
El presente proyecto de ley, implica un mayor gasto fiscal según se indica a continuación:
	
	
	2013
	2014
	Total

	Adecuación transitoria del artículo 18 de la ley N° 19.479
	Beneficiarios
	69
	21
	90

	
	Mayor Gasto Fiscal 
(Mill.de $ 2013)
	672
	311
	983

	Bonificaciones a los ex funcionarios que indica
	Bebeficiarios
	3
	0
	3

	
	Mayor Gasto Fiscal 
(Mill.de $ 2013)
	25
	0
	25

	Bono compensatorio
	Beneficiarios
	91
	0
	91

	
	Mayor Gasto Fiscal 
(Mill.de $ 2013)
	116
	0
	116

	
	
	
	
	

	Mayor Gasto Total
	Mayor Gasto Fiscal 
(Mill.de $ 2013)
	813
	311
	1.124


El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, durante el primer año de su aplicación, se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
Posteriormente, se presentó un informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 9 de enero de 2014, que señala lo siguiente:
“I. Antecedentes
El proyecto de ley tiene por objeto establecer transitoriamente condiciones especiales para el retiro voluntario del personal del Servicio Nacional de Aduanas, faculta para la entrega de bonificaciones adicionales en las condiciones que a continuación se señalan y entrega facultades al Director Nacional de Aduanas para que pueda aplicar declaración de vacancia según indica la ley.
- Bonificación por retiro voluntario
Se establece por una vez, una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios de carrera y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan o hayan cumplido edad legal de jubilación entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive. Las personas que cumpliendo la condición anterior, dejen voluntariamente sus cargos, deberán hacer dejación de su cargo a más tardar el 31 de marzo de 2015.
Serán beneficiarios igualmente aquellos funcionarios que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos los 60 años, en el caso de las mujeres y los 65 años, en el caso de los hombres, en el marco de la facultad que se otorga al Director de ese servicio para solicitar la renuncia a dichos funcionarios.
Los beneficiarios de la bonificación por retiro voluntario tendrán derecho percibir un pago equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicio, con un tope de 11 meses. Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.
- Bonificación adicional UF 395
Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro voluntario, tendrán derecho al pago de un bono equivalente a 395 Unidades de Fomento, siempre que a la fecha de la renuncia al cargo tuvieren 20 o más años de servicio (continuos o discontinuos) en dicha institución, y se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500. Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.
Adicionalmente, serán beneficiarios aquellos ex funcionarios que hubieren cesado en sus labores entre el 1° de enero de 2011 y el día anterior a la publicación de esta ley, que cumplan los requisitos establecidos en ella.
- Bono especial por antigüedad
Por último, se concede un bono especial por antigüedad para los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas, equivalente a 10 Unidades de Fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un tope de 100 Unidades de Fomento, solo para quienes hayan cumplido la edad legal de jubilación entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive. Este bono especial por antigüedad se pagará conjuntamente con la bonificación adicional que trata el punto anterior. Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.
- Bono Compensatorio.
Se concede un bono compensatorio, por una vez, a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del decreto ley N° 3.551 de 1981 incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269 durante todo o parte del período comprendido entre el 1° de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se encontraban en servicio al 8 de enero de 2010.
El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiera correspondido percibir a cada funcionario conforme a la norma recién citada y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en un 15,6% y reajustado de acuerdo a la variación del IPC según se establece.
II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.
El presente proyecto de ley, implica un mayor gasto fiscal según se indica a continuación:
	
	
	2014
	2015
	Total

	Bonificación por Retiro Voluntario (un mes por cada dos años de servicio)
	Beneficiarios
	70
	83
	153

	
	Mayor Gasto Fiscal
(Mill. de $ 2014)
	$1.056
	$800
	$1.857

	Bonificación adicional
(395 UF)
	Beneficiarios
	69
	70
	139

	
	Mayor Gasto Fiscal
(Mill. de $ 2014)
	$ 637
	$646
	$1.283

	Bono por antigüedad
(10 UF por cada año de servicio por sobre los 40 años)
	Beneficiarios
	0
	10
	10

	
	Mayor Gasto Fiscal
(Mill. de $ 2014)
	$0
	$9
	$9

	Bono Compensatorio
	Beneficiarios
	91
	0
	91

	
	Mayor Gasto Fiscal
(Mill. de $ 2014)
	$118
	$0
	$118

	Mayor Gasto Total
	Mayor Gasto Fiscal
(Mill. de $ 2014)
	$1.812
	$1.456
	$3.267

	
	Mayor Gasto Fiscal
(Mill. de $ 2014)*:
	$3,4
	$2,7
	$6,1


*: Valor del dólar al 9 de enero 2014, equivalente a $532,14 (Fuente: BCCh).
El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante 2014, se financiará con los recursos del Presupuesto vigente del servicio Nacional de Aduanas. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
En consecuencia las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país, sin perjuicio de que la Comisión observó que el informe financiero no coincide con lo dispuesto en el artículo 7° del proyecto que pasa a ser artículo 12, que señala que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.
- - -
MODIFICACIONES




En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado, con las siguientes enmiendas:
Artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5°
Sustituirlos por los siguientes artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9° y 10, nuevos, pasando los actuales artículos 6° y 7° a ser 11 y 12, respectivamente:
“Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en la presente ley.
Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en el Servicio Nacional de Aduanas, con un máximo de once meses.
La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.
El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.
La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.
El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.
Los beneficios de la presente ley serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479 y en el Título II la ley N° 19.882.
Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que en el período comprendido entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 31 de marzo de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.
Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad, según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.
Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en dicha institución y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 unidades de fomento.
El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.
Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicios exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.
El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.
La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen así como los que correspondan al resto de los beneficios.
La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.
Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional, los funcionarios que, entre el 1º de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley o dentro de los 30 días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014 y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.
El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.
Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en la presente ley.
Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en la presente ley, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.
Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de esta ley tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.
Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.
Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 unidades de fomento.
Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.
El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley.
Artículo 9°.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1° de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882.
Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.
En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda.
Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.
Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante Resolución Exenta, identificará al personal, al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.
En la Resolución a que se refiere el  inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 15 de julio de 2014. En dicha Resolución, se anexará la respuesta del funcionario.
Los funcionarios, a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas, solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero, tendrán derecho, a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a su artículo 7°. Para el efecto del acceso a los beneficios enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.”.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO
En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en la presente ley.
Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en el Servicio Nacional de Aduanas, con un máximo de once meses.
La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.
El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.
La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.
El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.
Los beneficios de la presente ley serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479 y en el Título II la ley N° 19.882.
Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que en el período comprendido entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 31 de marzo de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.
Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad, según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1° de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 31 de marzo de 2015.
Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en dicha institución y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 unidades de fomento.
El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.
Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicios exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.
El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.
La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen así como los que correspondan al resto de los beneficios.
La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.
Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional, los funcionarios que, entre el 1º de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley o dentro de los 30 días siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014 y de corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.
El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.
Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en la presente ley.
Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en la presente ley, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.
Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de esta ley tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.
Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala la presente ley, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.
Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 unidades de fomento.
Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.
El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley.
Artículo 9°.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1° de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4°, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882.
Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.
En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda.
Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a  contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.
Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante Resolución Exenta, identificará al personal, al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.
En la Resolución a que se refiere el  inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 15 de julio de 2014. En dicha Resolución, se anexará la respuesta del funcionario.
Los funcionarios, a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas, solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero, tendrán derecho, a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a su artículo 7°. Para el efecto del acceso a los beneficios enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.
Artículo 11.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del artículo 7° del decreto ley N°3.551, de 1981, incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se hayan encontrado en servicio al 8 de enero de 2010. 
El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiere correspondido percibir a cada funcionario conforme a la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en el 15,6%. El total del bono resultante, con arreglo a  lo expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que conceda el bono compensatorio. 
El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él, conforme al inciso primero de este artículo, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de dicha resolución.
El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no servirá de base de cálculo o recálculo para ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.
Artículo 12.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.”.
- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 21 y 22 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva (José García Ruminot), Ricardo Lagos Weber y Víctor Pérez Varela.
Sala de la Comisión, a 22 de enero de 2014.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.

9

CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REBAJA EL IMPUESTO TERRITORIAL CORRESPONDIENTE A PROPIEDADES DE ADULTOS MAYORES VULNERABLES ECONÓMICAMENTE
(9199-05)

Certifico que el día 22 de enero de 2014, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que rebaja el impuesto territorial correspondiente a propiedades de adultos mayores vulnerables económicamente, Boletín N° 9.199-05, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

Se hace presente que el proyecto sólo contiene disposiciones de ley común.

Asimismo, cabe hacer presente que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata”, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.
Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo eximir, total o parcialmente, de la obligación de pagar el impuesto territorial a los adultos mayores que indica.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro (S), señor Julio Dittborn; el Coordinador de Política Tributaria, señor Miguel Zamora; el Coordinador Legislativo, señor Francisco Moreno, y las asesoras, señoritas Carla Meza e Isidora Henríquez.

De la Dirección de Presupuestos: el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann von Gersdorff.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor, señor Juan Ignacio Gómez.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

El asesor del Honorable Senador Escalona, señor Jaime Romero.

El asesor del Honorable Senador García, señor Rodrigo Fuentes.
- - -

Durante la discusión en general y en particular del proyecto de ley la Comisión escuchó la exposición del señor Ministro de Hacienda (S), y se produjo un debate acerca de los alcances de la iniciativa legal.

Dentro de dicho debate, el Honorable Senador señor Zaldívar, solicitó dejar constancia que, de acuerdo a la exposición del Ejecutivo, el universo de potenciales adultos mayores beneficiados con la medida es de 191.000 contribuyentes, pero quienes podrían cumplir todos los requisitos que impone el artículo 1° son un máximo de 43.780. Si a lo señalado precedentemente se suma que los anuncios del Gobierno sobre la materia se hacen en forma general, sin explicitar que la medida en discusión estará muy focalizada, se genera un sentimiento de frustración entre las personas que creen se verán beneficiadas con el proyecto de ley y finalmente no reciben nada, situación especialmente delicada si se piensa que pueden existir contribuyentes con una propiedad avaluada en menos de $75.000.000 que no califique para recibir la rebaja del impuesto.

Asimismo, el Honorable Senador señor Escalona solicitó dejar constancia de que no corresponde la forma en que la Dirección de Presupuestos presenta los informes financieros relativos al proyecto de ley, dado que en ellos se concluye que las normas propuestas “no afectan los ingresos contemplados en el Presupuesto del Sector Público del año 2014, ni el de los años siguientes”, porque son las municipalidades las que perciben el rendimiento total del impuesto territorial. Aunque en el primer informe financiero se estima una menor recaudación del impuesto territorial en el primer año de implementación por $5.080 millones, ésta se desestima por no afectar directamente al Fisco, criterio que no comparte debido a que las municipalidades del país forman parte de la Administración del Estado.
Sometido a votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Pérez Varela y Zaldívar.
- - -

Los informes financieros a los que se hizo referencia son:

Informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 17 de diciembre de 2013, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes. 

El presente proyecto de ley consta de dos artículos.

El primero concede la rebaja del Impuesto Territorial a los adultos mayores, cuya edad es igual o superior a 65 años en el caso de los hombres, o cuya edad es igual o superior a 60 años en el caso de las mujeres. Con el fin de propender a una adecuada focalización, el proyecto beneficia a aquellos adultos mayores cuyas propiedades raíces tengan un avalúo fiscal que no supere los $100.000.000.

El segundo artículo introduce un ajuste en el Código Tributario en materia de plazos para que los contribuyentes y demás interesados reclamen del reavalúo de los bienes raíces.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 37 del Decreto Supremo N° 2.385 de 1996, que fija el Texto Refundido y Sistematizado del Decreto Ley N° 3.063 de 1979, sobre Rentas Municipales, "las municipalidades percibirán el rendimiento total del impuesto territorial". En consecuencia, los cambios propuestos en el presente Proyecto de Ley no afectan los ingresos contemplados en el Presupuesto del Sector Público del año 2014, ni el de los años siguientes.

Respecto al efecto en recaudación del impuesto territorial, se identificaron, durante el año tributario 2013, 29.307 adultos mayores con una o más propiedades con destino habitacional que cumplen con los requisitos para obtener el beneficio tributario, es decir, pertenecen al tramo exento del impuesto Global Complementario, su contribución anual excede el 10% de su ingreso, la suma de los avalúos de sus propiedades no supera los $100 millones, y la propiedad se encuentra inscrita al mismo nombre del propietario desde al menos 2 años. La contribución anual que estos pagan asciende a los $6.205 millones, y la menor recaudación con el nuevo beneficio hubiese alcanzado los $4.234 millones.

Para estimar el efecto en régimen de la medida se deben tomar en cuenta algunos factores que podrían aumentar el monto enunciado anteriormente. Entre estos se cuenta el reavalúo no agrícola habitacional que entrará en régimen el año 2014, el cual actualiza el catastro de bienes raíces, y que no se encuentra incorporado en los valores antes señalados. Además, se deben considerar el crecimiento demográfico de los adultos mayores y los potenciales beneficiarios cónyuges que sean copropietarios del inmueble.

Por lo tanto, de acuerdo a los antecedentes y estimaciones entregadas por el Servicio de Impuestos Internos, se proyecta que los factores mencionados en el párrafo anterior repercutirán en un aumento del 20% respecto a los resultados obtenidos con la información del año tributario 2013. Así, la menor recaudación estimada del impuesto territorial asciende, el primer año de su implementación, a $5.080 millones, estimación que no incluye los posibles traspasos de inmuebles a adultos mayores que podrían incrementar el valor señalado.”.

Informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 8 de enero de 2014, referido a indicaciones que modifican el artículo 1° del proyecto de ley, y que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
La presente indicación al Proyecto de Ley incluye modificaciones al artículo primero que precisan la redacción original del proyecto, junto a otras innovaciones que a continuación se indican:

1) En relación al beneficio de disminución en el pago de Impuesto Territorial hasta un equivalente de un 10% de los ingresos de los contribuyentes adultos mayores que cumplan los requisitos señalados en el Proyecto de Ley, se modifica el porcentaje de 10% a 5%.

2) En relación requisito de monto máximo de avalúo fiscal de la propiedad del contribuyente adulto mayor, se reduce el valor desde $100 millones a $75 millones. Sin embargo, cuando el contribuyente posee más de un bien raíz, se mantiene el requisito de que la suma de los avalúos fiscales no debe superar los $100 millones.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Tal como se mencionaba en el Informe Financiero N°154 del 17 de diciembre de 2013, de acuerdo a lo establecido en el artículo 37 del Decreto Supremo N° 2.385 de 1996, que fija el Texto Refundido y Sistematizado del Decreto Ley N° 3.063 de 1979, sobre Rentas Municipales, "las municipalidades percibirán el rendimiento total del impuesto territorial". En consecuencia, los cambios propuestos tanto en el Proyecto de Ley como en la presente indicación no afectan los ingresos contemplados en el Presupuesto del Sector Público del año 2014, ni el de los años siguientes.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general y en particular de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- En caso que el importe de la tercera y cuarta cuota de impuesto territorial de un año y de la primera y segunda cuota de dicho impuesto del año siguiente, todas correspondientes a una propiedad no agrícola con destino habitacional, sea superior al cinco por ciento de los ingresos anuales del contribuyente de dicho impuesto del año anterior al año de la tercera y cuarta cuota aludidas, el importe referido será disminuido de forma tal que sea equivalente a dicho cinco por ciento, siempre que, además, se cumplan los siguientes requisitos copulativos:

1.- Tener el contribuyente beneficiario al menos 60 años de edad si es mujer o 65 años de edad si es hombre, en el año anterior a aquél en que se haga efectiva la rebaja.

2.- Que los ingresos anuales del contribuyente no excedan de la cantidad equivalente al tramo exento de pago del impuesto global complementario, considerando para este efecto el valor de la unidad tributaria anual en el mes de diciembre del año anterior a aquél en que se hace efectiva la rebaja.

3.- Que el inmueble por el que se hace efectiva la rebaja se encuentre inscrito a su nombre, exclusivamente o en conjunto con su cónyuge o hijos que hayan sucedido a su cónyuge fallecido, en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo, con al menos dos años de antigüedad al 31 de diciembre del año anterior a aquél en que se haga efectiva la rebaja.

4.- Que el respectivo inmueble se encuentre destinado efectivamente a la habitación.

5.- Que el avalúo fiscal vigente del inmueble en el semestre del cobro del impuesto territorial por el que se hace efectiva la rebaja, no exceda de la cantidad de setenta y cinco millones de pesos, al 1 de julio de 2013, cantidad que se reajustará semestralmente, de acuerdo a lo señalado en el artículo 9° de la ley N° 17.235. En caso que el contribuyente tenga más de una propiedad que califique para el beneficio, éste se aplicará a la que tenga el avalúo fiscal mayor.

6.- Que la suma de los avalúos fiscales de los bienes raíces del contribuyente, independientemente de su serie o destino, no exceda de cien millones de pesos, reajustada en la misma forma, considerando para estos efectos el avalúo vigente en el semestre del cobro del impuesto territorial respectivo.

Esta rebaja será aplicada una vez considerada la exención general habitacional y las rebajas a que diere lugar el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1959, del Ministerio de Hacienda, o la ley N°9.135, según corresponda.

En el caso de cónyuges que sean copropietarios de un inmueble que califique para la rebaja, para verificar el cumplimiento del requisito del número 6, deberá sumarse al avalúo fiscal del referido inmueble el de otros bienes raíces que los cónyuges posean en forma conjunta y los que cada uno posea en forma separada. Asimismo, en este caso, cada uno de los cónyuges deberá cumplir el requisito del límite de ingresos anuales indicado en el número 2. Si uno de los cónyuges supera dicho límite, el beneficio dispuesto en este artículo se otorgará al cónyuge cuyos ingresos no superen el límite referido, en forma proporcional, esto es: el importe anual de impuesto territorial que corresponda al inmueble respectivo se dividirá en función del porcentaje de derechos o cuotas que cada uno de los cónyuges tenga en el inmueble referido. La parte de dicho importe anual que corresponda asignar al cónyuge cuyos ingresos no superen el límite referido, no podrá superar el cinco por ciento de sus ingresos anuales. Aquella parte que supere dicho monto, deberá ser rebajada de la cuota anual de impuesto territorial correspondiente al inmueble beneficiado.

Igual beneficio y aplicando las mismas reglas indicadas en el inciso anterior para la aplicación del beneficio en forma proporcional, tendrá el cónyuge sobreviviente que habite el inmueble respectivo, sea que lo posea a título de usufructuario o de comunero en conjunto con su hijo o hijos de 24 años de edad o mayores, en la medida que cumpla con los requisitos precedentes, sin que sea aplicable la antigüedad de dos años establecida en el número 3. En este caso, para efectos de los requisitos establecidos en los números 5 y 6, no se sumarán los avalúos de los bienes raíces de cualquier clase o serie que el o los hijos del cónyuge sobreviviente pudieren poseer, ni serán considerados dichos bienes para la aplicación de la rebaja establecida en este artículo. Si el o los hijos son menores de 24 años de edad y se encuentran estudiando, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a gozar de la totalidad del beneficio y no en forma proporcional.

El beneficio que se establece en este artículo se aplicará respecto de la tercera y cuarta cuota del impuesto territorial del año siguiente a aquél en que se cumplan los requisitos para su obtención, y por la primera y segunda cuota del año subsiguiente, y así sucesivamente.

El Servicio de Impuestos Internos deberá verificar cada año, con los antecedentes que obren en su poder, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente artículo, haciendo una propuesta de rebaja del impuesto territorial, la cual deberá ser previamente aceptada por el contribuyente, en la forma y plazo que dicho Servicio fije mediante resolución. La propuesta será notificada a través de carta certificada o correo electrónico, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 11 del Código Tributario. Aunque no se haya verificado notificación alguna o se haya efectuado en otra forma que la legal, se tendrá por notificada la propuesta desde que el contribuyente a quien afecta haga ante el Servicio o en el sitio web institucional, cualquiera gestión, trámite o actuación, que suponga conocimiento de ella. Los contribuyentes que no hayan sido considerados por el Servicio para dicha propuesta, o que no concuerden con la propuesta elaborada, podrán siempre solicitar el beneficio que se establece en este artículo ante el Director Regional del referido Servicio que corresponda a su domicilio, acompañando los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos, en la forma y plazo que el referido Servicio determine mediante resolución. Las resoluciones a que se refiere este inciso deberán ser dictadas por el Servicio de Impuestos Internos dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

En todo caso, los contribuyentes podrán reclamar del giro de la cuota de contribuciones que no haya considerado la rebaja el beneficio establecido en este artículo en conformidad a lo dispuesto en los artículos 123 y siguientes del Código Tributario.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el decreto ley N°830, de 1974:

1) Modifícase el artículo 149 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “del mes siguiente al de” por “de los ciento ochenta días siguientes a” y agrégase la siguiente oración, a continuación del punto aparte: “Respecto del avalúo asignado a un bien raíz en la tasación general, será procedente el recurso de reposición administrativa en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N°19.880 y con las mismas modificaciones establecidas en el artículo 123 bis, salvo la de su letra b), en que el plazo para que se entienda rechazada la reposición será de noventa días.”.

b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “sólo podrá” por “y la reposición, en su caso, sólo podrán”.

c) Intercálase en el inciso final, entre la palabra “reclamación” y las expresiones “que se fundare”, la frase “o la reposición”.

2) Reemplázanse en el artículo 150 la expresión “a los artículos 28°., 29°., 30°. y 31°.” por “con lo dispuesto en el párrafo 2° del Título V”; el guarismo “30” la segunda vez que aparece, por “90”, y agrégase la siguiente oración final, a continuación del punto aparte: “Respecto de las modificaciones individuales de los avalúos de los predios, será procedente el recurso de reposición administrativa en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N°19.880 y con las mismas modificaciones establecidas en el artículo 123 bis.”.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Artículo transitorio.- El beneficio que se establece en el artículo 1° de esta ley se aplicará a las cuotas de impuesto territorial que se giren desde el semestre siguiente al de su entrada en vigencia. Con todo, si la presente ley tiene vigencia con anterioridad al 30 de mayo de 2014, para el impuesto territorial que se devengue el año 2014, la rebaja establecida en esta ley regirá respecto de la primera y segunda cuota del impuesto territorial de dicho año, considerando la información que el Servicio del Impuestos Internos obtuvo en la Operación Renta 2013. En este caso, y para efectos de cumplir con el requisito establecido en el número 5 del artículo 1° de esta ley, se considerará el avalúo fiscal del inmueble vigente al 1° de julio de 2013.”.
- - -

 Sala de la Comisión, a 22 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
_1452089421.xls
Gráfico1

		Telecomunicaciones

		Salmonera

		Retail

		Mineria

		Industrial

		Garantizadas

		Alimentos

		Agroindustria

		Construcción



Facturas Transadas

0.0008

0.0242

0.0487

0.1586

0.147

0.1854

0.1483

0.2858

0.0001



Hoja1

				Facturas Transadas

		Telecomunicaciones		0.08%

		Salmonera		2.42%

		Retail		4.87%

		Mineria		15.86%

		Industrial		14.70%

		Garantizadas		18.54%

		Alimentos		14.83%

		Agroindustria		28.58%

		Construcción		0.01%






_1452089423.xls
Gráfico1

		2005		2005		2005		2005

		2006		2006		2006		2006

		2007		2007		2007		2007

		2008		2008		2008		2008

		2009		2009		2009		2009

		2010		2010		2010		2010

		2011		2011		2011		2011



Facturas

REPOS

Títulos sobre Factura

Total

Montos transados en MM$

104

541

0

645

12311

7583

0

19894

24269

26731

0

51000

78985

134948

0

213933

185859

90286

0

276145

383381

51657

0

435038

515770

36576

41000

593346



Hoja1

				Facturas		REPOS		Títulos sobre Factura		Total

		2005		104		541		0		645

		2006		12311		7583		0		19894

		2007		24269		26731		0		51000

		2008		78985		134948		0		213933

		2009		185859		90286		0		276145

		2010		383381		51657		0		435038

		2011		515770		36576		41000		593346






_1394022858

